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por enfermedad o inhabilidad temporal de alguno de sus miembros 
o por otro motivo de calificada gravedad no hubiere alcanzado a 
desempeñar su cometido dentro del plazo fijado en el primer inciso 
de este artículo. 

El Tribunal se declaró instalado en Santiago en 24 de 
Octubre de 1894, i quedó constituido por los señores Ca- 
milo Janssen, Arbitro nombrado por S. M. el Reí de los 
Belgas; Luis Aldunate, Arbitro nombrado por S. E, el 
Presidente de la República de Chile, i Lewis Joel, Arbi- 
tro nombrado por S. M. la Reina de la Gran Bretaña, de 
conformidad con ios términos de los artículos 11 i X de 
la Convención, i procedió a adoptar un Reglamento que 
sirviese de norma a sus trabajos i a proveerse de Secre- 
tario i de los demás emplead'ós que estimó necesarios, 
según lo indicaba el árt. VI de la precitada Convención. 

Con posterioridad, en 16 de Agosto de 1895, i con 
motivo de la renuncia del señor Lewis Joel, Arbitro bri- 
tánico, integró el Tribunal el señor don Alfredo St. John, 
Arbitro nombrado por S. M. B. 

En sesión de 27 de Dici^embre de 1894 se dio cuenta 
del nombramiento del infrascrito como Ájente del Go- 
bierno de Chile, constituido, según el artículo IV de la 
Convención, para vijilar los intereses fiscales, quedando 
desde la fecha precitada, reconocidoen calidad de tal. En 
sesión de 16 de Agosto de 1895, tuve el honor de presen- 
tar al Tribunal a los señores Gaspar Toro i Manuel Ejidio 
Ballesteros en calidad de abogados por parte del Gobier- 
no de Chile, los cuales quedaron desdeesa fecha recono- 
cidos en dicho carácter. 

Estando próximo a espirar el plazo de un año que el 
precitado art. VII de la Convención de 26 de Setiembre 
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El artículo V a que se refiere el artículo anterior dice: 

El Tribunal decidirá las reclamaciones en mérito de la prueba 
. rendida i con arreglo a los principios del Derecho Internacional i a 
las prácticas i jurisprudencia establecidas por los Tribunales análo- 
gos de mayor autoridad i prestijio. 

El conjunto de las reclamaciones británicas presentadas 
ascendió a loi. De éstas, solo lo habían ingresado hasta 
el I.*" de Abril de 1895, 8 desde esta fecha hasta el 10 del 
mismo mes i las 8j restantes desde el 10 al 24 del espre- 
sado Abril, fecha esta última que clausuraba el plazo fija- 
do para la presentación de Memoriales. Siguiendo los 
trámites reglamentarios, no comenzó a haber causas en 
estado de tabla sino el 28 de Agosto, día en que quedaban 
todavía muchas causas por duplicar i algunas sin réplica. 

Con motivo del ya aludido hecho, que orijinó la pró- 
rroga de las funciones de la Comisión de Arbitraje, de 
haber el señor Ájente británico presentado, de una vez, 
gran acumulación de reclamaciones en los últimos dias 
que otorgaba el Reglamento de Procedimientos para ese 
objeto, celebramos mi honorable colega i el Ájente que 
suscribe, de común acuerdo, un convenio para regularizar 
la notificación paulatina i prudencial de Jos Memoriales 
presentados a última hora, sin lo cual habría sido poco 
menos que imposible estudiar los espedientes, recojer los 
elementos de prueba i contestar todas " las demandas den- 
tro del corto plazo de treinta dias que a la Defensa conce- 
día con ese objeto el Reglamento dictado por el Tribunal. 

Este tuvo a bien aprobar dicho acuerdo en sesión de 
16 de Agosto de 1895. 

Eí mismo procedimiento apuntado se siguió por algún 
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de estimarlos comprobados, a la responsabilidad del 
Gobierno de Chile, porque habrían sido causados a la 
propiedad privada, sin ninguna necesidad de guerra, en 
un paraje en que habia un considerable número de tropas 
regulares del ejército comandadas por sus oficiales i jefes. 

La segunda tenia su oríjen en el Tratado de 26 de 
Setiembre de 1893, según el cual, los fallos del Tribunal 
Arbitral Anglo-Chileno debian fundarse en las prescripcio- 
nes del Derecho Internacional como en la jurisprudencia 
establecida, por tribunales análogos de mayor autoridad i 
prestijio. Aparte, pues, de su valor moral i doctrinal, el fallo 
de Washington establecía jurisprudencia en la materia. 

Dadas las consideraciones espuestas habia convenien- 
cia notoria en evitar que se espidiese un fallo que pudiera 
ser mortificante para el país,. por la naturaleza de los 
hechos en que tendría forzosamente que fundarse. * 

La idea de transijir estas reclamaciones era, por otra 
parte, compartida por el señor Ájente británico i nuestro 
común deseo fué de no frustrar el arreglo proyectado. 

Es del caso advertir, ademas, que si el Tribunal Anglo- 
Chileno hubiera fallado las reclamaciones de que tratOj es 
posible i talvez probable que habría salvado la dificultad 
fijando una cuota del 42% del monto de las reclamaciones, 
como perjuicios imputables a Chile, a imitación del fallo 
de la Comisión de Washington: se habría pues llegado en 
nuestros casos a la suma de f} 37,000 incluyendo los inte- 
reses, como lo fueron en el fallo de Washington a que nos 
referimos. 

Finalmente, habia todavía una circunstancia que acon- 
sejaba el temperamento adoptado en este asunto: el fallo 
del Tribunal de Washington, en los casos idénticos de 
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reclamantes americanos, 
sufrajios, concurriendo ; 
Chile. 

El Tribunal había sefi 
Ajenies de los Gobier 
acuerdo sobre la transac 
cia de que si a su espirac 
i concluida, se dictarla s 

Habiendo mi honoral: 
be, arribado a un arregli 
Tribuna! consagrarlo en 
de la referida suma de $ 
esteriinas, al cambio de 
los tres reclamantes eni 
indicaciones que al resp 
Ájente británico. 

Cinco reclamantes juz 
maciones en diversos 
aguardar la resolución d' 

Por último, en dos cas 
del Tribunal dispersión t 
cuencia, sin resolución e 

En el examen a que s( 
que lleva el núm. 49, dei 
Comber i Ca., tendré oc 
produjeron la dispersión 

A virtud de la Conven 
Chile i el Reino de Suec 
go en 6 de Junio de 189 
sideró i resolvió dos recl 



-lo- 
tos sueco-noruegos. En una se declaró el Tribunal incom- 
petente i en la otra se condenó al Gobierno de Chile a 
pagar al reclamante la suma de i, 147- 18-6 libras esterli- 
nas, mas intereses del 5^ anual, devengados desde el 
23 de Abril de 1892 hasta la fecha de la sentencia, es de- 
cir, el 17 de Diciembre de 189;. 

En muchos casos se rindió prueba testimonial por par- 
te de Chile en la provincia de Tarapacá, a donde se 
constituyó por la Defensa un ájente debidamente autori- 
zado para representar al Gobierno de Chile, presentara 
nuestros testigos, contra-interrogar a los de la parte con- 
traria i jestionar todas las demás dilijencias judiciales 
actuadas en dicho territorio. 

También se rindió prueba testimonial en Antofagasta, 
Copiapó i Coquimbo, compareciendo por parte de Chi- 
le, a petición de esta Ajencia, los señores Promotores 
Fiscales de las localidades. 

El Tribunal prefirió siempre que los testigos compare- 
cieran a su seno toda vez que ello fuera posible, i en los 
diversos casos en que esto sucedió, el deber de presen- 
tar a nuestros testigos i repreguntar a los de la otra parte 
fué desempeñado por los señores Abogados encargados 
de la defensa fiscal ante el Tribunal Arbitral, a cargo de 
quienes corrió también la redacción de toda la documen- 
tación de fondo i los alegatos verbales pronunciados en la 
vista de todas i de cada una de las reclamaciones. 

Los escritos de contestación debian reglamentariamen- 
te presentarse en español con una fiel traducción al in- 
gles, i en esta tarea, como en todas las demás que han 
corrido a mi cargo, fui eficazmente asistido por los em- 
pleados de esta Ajencia, señores Carlos Wilson i Benja- 
mín Escobar. 






CAPITULO II 



incia de las prescripciones reglamentarias 

ervanciadel Reglamento fué motivo de que la 
n todas i en cada una de las reclamaciones pre- 
ar los subditos brilánicos, llamase con invaria- 
icia la atención del Tribunal a una cuestión pre- 
tal importancia para nuestros intereses; cual 
aber de antemano si un Memorial defectuoso 
seguir el curso normal i reglamentario, o si el 
econociendo el procedimiento observado en 
males análogos, aplicaría a la voluntaria o in- 
nobservancia de sus preceptos la sanción co- 
ite, que no podia ser otra que la paralización 
la tramitación de las causas, dejando de hecho 
; las reclamaciones. 

2 motivo la Defensa desplegó una constancia i 
m inquebrantables. 
imantes, por la inversa, no dieron a este punto 
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de los reclamantes estuvieron lejos de cumplirla i que 
los demás lo hicieron en una forma incompleta o in- 
correcta, a pesar del espacio de seis meses de que pu- 
dieron disponer para reunir sus pruebas; i respecto a la 
segunda se observó que solamente uno que otro Me- 
morial consignaba todos los datos a que ella se re- 
íeria. 

Para subsanar este defecto, algunos reclamantes acom- 
pañaron a sus escritos de réplica nuevos Memoriales re- 
dactados en debida forma. Aludiendo a este procedimien- 
to observó la Defensa que si bien era cierto que el 
artículo X del Reglamento permitía presentar con ese 
escrito nuevos documentos i nuevas peticiones, era me- 
nester no olvidar que él no autorizaba en'manera alguna 
rectificar la forma misma del Memorial, ni mucho menos 
suplir omisiones en que no se debió incurrir, si se deseaba 
que las reclamaciones siguieran el curso reglamentario: 
de lo contrario, resultaba ampliado por un término indefi- 
nido el plazo de seis meses que la Convención de 189J 
otorgaba a los subditos británicos para presentar sus re- 
clamaciones. 

La prescripción que contenia ei segundo inciso del ar- 
tículo I que dejo anotado, referente a la prueba testimo- 
nial, se encontraba corroborada por otro artículo del Re- 
glamento: el que lleva el núm. XI. Esta intencional repeti- 
ción, al sentir de la Defensa, parecía manifestar que el 
propósito del Tribunal no habría sido otro que dejar cla- 
ramente establecido que el Gobierno -reclamado debía 
quedar en situación de desvirtuar o rechazar la prueba 
ofrecida o rendida por los reclamantes, i de indicar sus 
propias pruebas en contrario, lo que era indispensable 
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Manifestaron algunos reclamantes que el Tribunal, al 
adoptar tal disposición reglamentaria, solo pretendía ha- 
cer revivir una fórmula vana, establecida por la lejislacion 
española de la Edad Media, i que, por consiguiente, pa- 
recía lícito eludir el cumplimiento de lo dispuesto en el 
ReglamentOj porque también se eludía en los Tribunales 
de Chile, sin inconveniente alguno, la fiel observancia de 
aquella disposición medioeval. 

La Defensa estimó de distinta manera el alcance del 
precepto reglamentario i la necesidad de cumplirlo. Juz- 
gó que los que litigaban ante el Tribunal no tenían el de- 
recho de considerar inútiles i sin objeto las medidas 
ordenadas í que no era discrecional cumplirlas, cumplir- 
las a medías o dejar de cumplirlas. Añadió que el de- 
fecto indicado, como que recaía en una solemnidad, 
viciaba el Memorial en su totalidad i que no podía ser 
lícito calificar, como lo hacía la mayor parte de los recla- 
mantes, de nimias o frivolas las prescripciones que no por 
inútiles" habían sido consignadas i exijídas por e! Regla- 
mento i cuya omisión o alteración, importaba nulidad del 
acto legalmente solemne. Si una de las partes, espresaba 
el abogado de Chile, se creía autorizada para eludir el 
cumplimiento de las disposiciones reglamentarias, a pre- 
testo de que versaban sobre asuntos de poquísima enti- 
dad, se podía decir con toda propiedad, que de hecho ce- 
saba para la otra la garantía que el lejíslador le otorgaba, 
haciéndose en tales condiciones, imposible el debate. 

El señor Ájente británico manifestó en mas de una oca- 
sión que las observaciones formuladas por la Defensa, 
aunque exactas en el fondo, no podían dar mérito para que 
las reclamaciones presentadas fueran rechazadas, porque 



el Reglamento de Procedimientos no imponía semejante 
sanción ¡ porque ello equivaldría a sacrificar el fondo de 
la reclamación en pro de la forma, i la justicia de una peti- 
ción en pro de las medidas de orden que solo tenian por 
objeto aclarar i facilitar las controversias judiciales. La 
Defensa al refutar este razonamiento, estimó que un Me- 
morial que no se ajustaba a las condiciones prescritas, no 
era propiamente un Memorial, i que no siéndolo, en el 
mismo caso se encontrarla una reclamación deducida en 
un documento informal que otra que, apesar de ajustarse 
a las reglas procesales, se presentase fuera del término 
señalado por la Convención, i que, por lo tanto, el único 
medio de hacer efectiva i eficaz la observancia del Regla- 
mento, era no dar curso a aquellas demandas entabladas 
en abierta contradicción de las reglas establecidas. 

En otra ocasión se sostuvo por el contendor que el Re- 
glamento habia sido dictado únicamente para ayudar a los 
reclamantes a sostener sus demandas con mas propiedad 
¡ que el Gobierno de Chile, por el hecho de haber sus- 
crito la Convención de 1893, habla Implícitamente prohi- 
bido que el Tribunal rechazase los reclamos justos, á pre- 
testo de que se habia descuidado de formularlos con 
arreglo a la forma ordenada por aquel. La réplica de 
la Defensa en esa ocasión no era dudosa; no podía caber 
vacilación, ni por un solo instante, de que el Reglamento 
habla sido dictado para determinar la forma jeneral del 
procedimiento i como garantía, no solo de una parte sino 
también de la otra; I que equivalía, en este caso, a un 
verdadero Código de Enjuiciamiento. 

Algunos reclamantes, a fin de justificar las deficiencias 
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■ de que adolecían sus memoriales, declararon estar en la 

firme creencia de que el Tribunal tenia el carácter de 
Corte Arbitral i de equidad, i como tal debía dar impor- 
tancia mui secundaria a las infracciones reglamentarias. 

Negó la Defensa que la Convención de 189J acordase 
al Tribunal tal jurisdicion i para probarlo examinó deteni- 
damente las cláusulas en que se establecía la pauta o regla 
a que debían someterse los fallos, de donde resultaba que 
el Tribunal era una corte de estricto derecho i que no le 
era permitido apartarse, bajo ningún pretesto^ de los lími- 
tes trazados a su jurisdicción. 

Inaceptable consideró, pues, la Defensa el abierto des- 
den con que los reclamantes británicos consideraban los 
preceptos reglamentarios dictados por el Tribunal; desden 
que hacia notable contraste con el profundo acatamiento 
que merecieron a los reclamantes ante los Tribunales 
Franco-Americano i Anglo-Americano, que funcionaron 
^ en Washington de 1871 en adelante, las reglas adoptadas 

para la tramitación de las causas. 

Dejó, por último, constancia nuestra Defensa de que 
délas loi reclamaciones presentadas al Tribunal, apenas 
una o dos llenaron cumplidamente los requisitos exijidos 
por el Reglamento. 

Apesarde los esfuerzos incansables gastados por los 
abogados del Gobierno, en la defensa oral i escrita de 
de cada reclamación, juzgó el Tribunal que el procedi- 
miento de los reclamantes no era motivo suficiente que 
justificase el rechazo in liniine de las reclamaciones, i dio, 
por tanto, el curso reglamentario a casi la totalidad de los 
Memoriales defectuosos. Solo en la reclamación número 
44, de John Kirig, fundó el Tribunal el único conside- 
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CAPITULO III 



ebas sobre la nacionalidad 

mención de 26 de Setiembre de 1895 como 
;l Reglamento, exijian la presentación de 
entes paracalificarels/a/us del reclamante. 
lad forma parte del status de una persona, 
la que, aunque no hubiera verdadera obli- 
itarjunto con el memorial los documentos 
la nacionalidad del demandantej era evi- 
3or lo menos conveniencia de acompañaf- 
cipio del juicio, porque la omisión a este 
)á la jurisdicción misma del Tribunal. Así 
os defensores de Chile, lanío mas cuanto 
ites habian tenido tiempo sobrado para 
lebas sobre la nacionalidad junto con sus 
era evidente que, en ningún caso, podia 
ecido su carácter de subditos británicos, 
Tiple afirmación de los interesados, 
e británico i los reclamantes en jeneral no 
isi, i supusieron que bastaba la simple 
i en el Memorial para dejar suficiente- 



mente comprobado el slat 
de producir documento i 
cientemente. 

Esta irregularidad fué r 
casos por medio de la pr 
sulares. de las partidas d 
parte en que los declaraní 
resados eran subditos bi 
mérito probatorio de mucl 
todo, la oportunidad de i 

Para escusar esta últim 
sentó, mas tarde i cuando 
gado para la presentacioi 
esplicativa de las causas p 
tes no pudieron cumplir ci 
de acompañar al Memoria 
justificativas de su reclamí 
para solicitar un plazo esl: 
ditar la nacionalidad de d 
petición en ta seria difereí 
nes castellana e inglesa c 
de Procedimientos. Segur 
lo disponiaque el Memor 
subdito británico por nacir 
debia contener los datos e 
establecer el estado i cara 
suprimía en dicha versioi 
la versión castellana añi 
articulo ll¡. 

La Defensa, en un artí 
que presentó en contesta 



concebirse una petición de mayor trascendencia basada 
en un fundamento mas lútü; que se pedia en realidad que 
el Tribunal, en obsequio de reclamantes omisos i decidio- 
sos prescindiese de sus prescripciones que eran la lei a 
que las partes debian ajustar sus procedimientos i que 
habian sido siempre estricta i respetuosamente observada 
por la Defensa del Gobierno de Chile. Se pretendía que 
e! Reglamento, que los reclamantes habian desde un 
principio considerado como letra muerta, no Hjiese sino 
con la parte que lo habia observado, i que el Tribunal 
dispensase su observancia a los que no habían respetado 
sus disposiciones. 

Si el Reglamento, anadia la Defensa, era la lei para las 
dos partes contendientes, ¡ si por el hecho de contestarse 
la demanda habia quedado trabada ia litis i formado entre 
ellas el cuasi contrato de litis -contestación, era obvio que 
el procedimiento no podia ser alterado a petición de una 
sola de las partes. Si con tal pretesto se pediaque se deja- 
se sin efecto las disposición del articulo í det Reglamento, 
que ordenaba aparejar la demanda con todos los docu- 
mentos i piezas justificativas, el señor Ájente británico, 
alentado a seguir por ese camino, podria, con razón, pedir 
que se abriesen nuevos términos, que se le admitiesen 
nuevas reclamaciones u otra petición de igua! alcance. 

El motivo que orijinaba la petición la hacia aun más 
inadmisible, pues era la Convención misma, antes que el 
Reglamento, el documento que prescribía la absoluta 
necesidad de comprobar previamente el estado i carácter 
neutral del reclamante. De seis meses dispusieron los 
reclamantes para preparar sus Memoriales, i si a pesar de 
tan largo plazo solo mui pocos presentaron en tiempo 



— JO — 

en su libro E/¿//;í^/z/^ de Droil International Public^ trad, 
ZografoSy 1891, sec, ^/, dice que es necesario que no 
exista duda respecto de la nacionalidad de la persona que 
reclama por una injusticia; i que, si se suscitase alguna 
cuestión ac^^rca de ella, el onus prohandi correspondería al 
reclamante. 

Así se declaró en casos análogos por los Tribunales 
Arbitrales de Santiago (1884-1887). La Comisión Anglo- 
Chilena resolvió en las sentencias números 6, 86, etc. 
citadas por la Defensa, que las pruebas referentes a la 
nacionalidad de los reclamantes deberían presentarse 
como un antecedente previo de la reclamación; el Tribunal ^ 
ítalo-Chileno declaró la misma cosa en las sentencias 
números 26, jo, ji, 32 i particularmente en la sentencia 
número 47, que contiene importantes considerandos, el 
último, de los cuales establece que la incompetencia del 
Tribunal puede ser declarada de oficio^ sin que medie 
petición de la parte interesada. 

Parecía, pues, evidente, a juzgar por tales antecedentes, 
que el primer punto de partida para saber si el caso caía o 
no bajo la jurisdicción del Tribunal, era establecer de un 
modo perfectamente claro que el reclamante tenia el ca- 
rácter de subdito británico que en el Memorial se atribuía. 

Deploró la Defensa que no se hubiese seguido en el 
Tribunal Anglo-Chílenode 1895, el procedimiento obser- 
vado en otros tribunales análogos, de resolver previa- 
mente la cuestión referente a la nacionalidad del recla- 
mante, pues ésta decide de la propia competencia de un 
Tribunal en los casos presentados a su fallo. Se habrían 
ahorrado así el trabajo i la tramitación inútiles de entrar a 
tratar simultáneamente de las cuestiones previas i sobre el 
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fondo de la reclamación. Se habría también evitado una 
curiosa observación del contendor, quien manifestó creer 
que el solo hecho de que la Defensa entrase a discutir 
conjuntamente la cuestión de fondo i las escepciones dila- 
torias^ implicaba el reconocimiento tácito de que éstas 
carecian de fundamento. 

Por la parte contraria se alegó alguna vez que no exis- 
tiendo el Registro Civil en Inglaterra el año del nacimiento 
de un reclamante (1849), éste no tenia medios de acredi- 
tar su nacionalidad i que debia bastarla simple afirmación 
que contenia el Memorial para dejarla comprobada. 

La Defensa del Gobierno manifestó al Tribunal que era 
efectivo que antes de 1874 no existia en Inglaterra el Re- 
jistro Civil, pero que no lo era menos, que siempre han 
existido, allá como en Chile, los rejistros parroquiales en 
que se inscribian los nacimientos, matrimonios, etc;queen 
algunos de éstos debia encontrarse inscrito el nacimiento 
de toda persona nacida en el Reino Unido, i que la decla- 
ración de no poder producir el correspondiente certificado 
permitía sospechar, con sobrado fundamento, que no eran 
ciertos reclamantes subditos ingleses, como, bajo jura- 
mento, lo declaraban en sus Memoriales. Véase a este 
respecto mas adelante el caso de Humbert Mamport, nú- 
mero 98, retirado en 21 de Octubre de 1895 por haber la 
Defensa de Chile producido ciertos documentos de los 
cuales aparecia que carecia el reclamante del carácter de 
subdito británico que se atribuia. 

Mas arriba tuve el honor de manifestar que en muchos 
casos los reclamantes dieron pruebas de considerar los 
certificados consulares como suficiente comprobación de 
su nacionalidad. La Defensa negó todo mérito probatorio 
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a tales documentos. El Tribunal, dando acojida a la opi- 
nión contraía, en el fallo espedido en 4 de Marzo de 1896 
i recaido en el reclamo de don Andrés Kerr, declaró que 
el reclamante habla suficientemente comprobado su cali- 
dad de subdito británico por medio de un certificado que 
acompañaba otorgado por el señor Encargado de Nego- 
cios de S. M. B. 

Otros reclamantes se abstuvieron de presentar docu- 
mento fehaciente alguno que acreditase su nacionalidad, 
pretendiendo que ésta quedaba suficientemente compro- 
bada por medio de declaraciones ex parte o affidavits de 
testigos que declaraban saber que el reclamante era sub- 
dito británico. 

La Defensa alegó en varias ocasiones que tales, piezas 
carecían de todo mérito probatorio, particularmente para 
acreditar la nacionalidad, puesto que ésta no es susceptible , 
excepto en casos mui raros i conocidos, de ser probada por 
medio de testigos de visu^ sino con documentos auténticos 
o certificados por funcionarios competentes con arreglo 
a los principios i reglas establecidos sobre el particular. 

A este respecto citaba él defensor del Gobierno a Lehr, 
Eléments de Droit C'wil Anglais, p. 17, Paris, 1885; el 
art. 38 del Acta inglesa de 1874, p. 58 del Annualre de 
LégisUition Etrang^re; i a Fiore, que dice: 

«La ciudadanía debe probarse como cualquiera otro acto jurí- 
dico, cuya prueba incumbe ala persona que tenga interés en con- 
signar o establecer que se le debe atribuir una ciudadania deter- 
minada. Dicha prueba debe darse con arreglo a la lei del pais en 
donde el interesado pretende haber adquirido la ciudadanía, cuan- 
do se trate de establecer la adquisición de la misma, i según el 
pais de oríjen, cuando se trate de probar su pérdida». (Fiore, 
Derecho Internacional Privado^ t, II, sec. j$4). 
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En conformidad a esa doctrina, que emana del prin- 
cipio jeneral locus regU acttim, se sostuvo por nuestra par- 
te que la nacionalidad británica de oríjen debia probarse 
con arreglo a las leyes que sobre la materia rijen en el 
Reino Unido, Pues bien: la lei vijente en Inglaterra es la 
lei de 7 de Agosto de 1874 (St. 37 58, Vict. c. 88j, cuyo 
artículo 38 prescribe que el nacimiento se prueba por 
medio del Rejistro, o un estracto de él, que lleve la firma 
de una persona que tenga calidad para hacer la declara- 
ción, o si el acto ha sido efectuado conforme a los datos 
suministrados-porun coroncr. Esta regla escluye la prue- 
ba testimonial i está en perfecto acuerdo con las análogas 
que rijen en todas las naciones civilizadas. 

Tales conceptos, resumidos en lo posible, lueron con- 
sagrados en el fallo pronunciado en la reclamación núme- 
ro 1 j, deducida por don Carlos Eger. Dice esta senten- 
cia que habiéndose el reclamante limitado en el Memo- 
rial a afirmar que era subdito británico por nacimiento, 
sin justificar esta afirmación con documento alguno pro- 
batorio; que si en la réplica acompañó dos declaraciones 
hechas anle el Cónsul de Iquique, el i j de Abril de 1895, 
en las cuales los deponentes afirmaban bajo juramento 
que ellos conocían perfectamente a CáHos Eger i que 
sabian que era subdito británico; semejantes declaracio- 
nes por si solas no poMan establecer a satisfacción del Tri- 
bunal la nacionalidad del reclamante. Considerando, que 
la convención de 26 de Setiembre de 189}, no daba com- 
petencia al Tribunal sino para decidir las reclamaciones 
de subditos ingleses, se declaraba incompetente, etc. 

Las personas que reclamaban a nombre de buques, se 
INFORME ; 
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creyeron en varios casos dispensadas de producir prue- 
bas que acreditasen su carácter de subditos ingleses. 
Otras consideraron que era escusado comprobar la na- 
cionalidad del buque mismo. Para sostenerlo se fundaban 
en varios motivos que consideraban de decisiva fuerza. 

La nacionalidad de ciertos buques, sostenian los recla- 
mantes, se encontraba suficientemente comprobada por 
el hecho de haber permitido el Ájente del Gobierno, que 
firmó ciertos contratos de fletamento. sobre cuya ineje- 
cución se fundaban las reclamaciones, que se consigna- 
sen en aquellos que las naves a que se referían eran de 
nacionalidad británica, sin exijir, al propio tiempo, otra 
prueba del hecho. 

Por otra parte, se pretendia que la nacionalidad del 
reclamante se desprendia del hecho de ser él propie- 
tario de todo o parte de los buques en cuyo nombre 
entablaban las reclamaciones, pues, según la lei inglesa de 
10 de Agosto de 1854, art. 18, confirmada" por la lei de 
1894, no se permite sino a los nacionales ser dueños de 
todas o algunas de las 64 partes en que se divide el domi- 
nio de un buque británico. 

La Defensa refutó con detención estas razones i sos- 
tuvo que no era dable aceptar, con el objeto indicado, 
pruebas que apenas podrían llamarse indirectas o de sim- 
ple presunción; que pudiendo ser dueños de buques in- 
gleses, o de parte de ellos, las sociedades o corporacio- 
nes, cuyos socios, según la misma lei inglesa, pueden ser 
estranjeros, el título de dominio de un buque británico 
no bastaba para acreditar que el dueño tuviese el carác- 
ter de subdito de S. M . B. Por otra parte, la disposición 
que accidentalmente consigna una lei que trata de otra 



materia, puede ser fácilmente eludida, siempre que se 
observen sus prescripciones capitales. Asi, por vía de 
ejemplo, nadie podria pretender que se tuviera como su- 
ficientemente comprobada su edad, por el hecho de estar 
inscrito en un Rejistro Electoral, etc. 

La mayoria del Tribunal resolvió esta cuestión de un 
modo favorable a las alegaciones de la parte contraria. 

Dicen el segundo i tercer considerando de la sentencia 
recaida en la reclamación número 2, interpuesta por don 
Juan Compton, a nombre de don M. Dickie, armador 
propietario dei navio Athlon: 

"Considerando que la le¡ inglesa (Merchant Shipping Act de 
Agosta 10, 1854, art. 18, confirmado por el Merchant Shipping 
Act de [894) no permite sino a sus nacionales ser dueños de parte 
alguna de un buque ingles; que el AjenEe del Gobierno de Chile 
que ñrmóel contrato de fletamento de ló de Mayo de i89[, sabia 
que el Alhlon era buque ingles, cosa que está espresada en el con- 
trato mismo i que, por consiguiente, al contratar el fletamento con 
ei representante del propietario de dicha nave, también debia saber 
que no podia contratar sino con subditos británicos, que en nego- 
cios marítimos basta que el armador propietario- de un buque in- 
gles justifique su calidad de tal para que tenga el derecho de que 
se leconsidere como de nacionalidad británica i quede asi estable- 
cido su jíuíhj personal». (Calvo Derecho Internacional Teórico i 
Práctico, edición de 1888, t. fV, párrafo s^js. 

El señor Arbitro de Chile no aceptó las consideracio- 
nes en que la mayoria fundaba su fallo i en estenso e ilus- 
trado voto especial consignó la-s razones de su disenti- 
miento. 

A su juicio, el reclamante no habia probado su nacio- 
nalidad. 



Para demostrarlo citaba el art. 3 de la Convención de 
26 de Setiembre de 1893, que dice lo que sigue: 

«El Tribunal dará acojida a los medios probatorios© de investi- 
gación que, según el criterio i recto dicernimiento de sus miem- 
bros, fueren conducentes al mejor esclarecimiento de los hechos 
controvertidos i especialmente a la calificación del estado i carác- 
ter neutral del reclamante. 



De esta disposición se desprendia, a todas luces, a jui- 
cio del señor Arbitrio disidente, que la Convención ha- 
bía querido que se prestase especial interés a la determi- 
nación del estado i carácter neutral del reclamante, 1 
porque al Tribunal no podian ocurrir sino los individuos 
que probasen fehacientemente su carácter de subditos de 
S. M.B. 

La determinación de esta circunstancia primordial se 
encontraba confirmada en las reglas mui severas que el 
mismo Tribunal estableció en el Reglamento que dictó en 
obedecimiento al propósito fundamental fijado en el acta 
de su constitución. 

El Tribunal se encontraba, ajuicio del señor Arbitro, 
en el deber de aplicar con rijidez sus propios preceptos; 
i esto por dos razones igualmente poderosas: 

Era manifiesto, en primer término, que la jurisdicción 
es de excepción^ i en seguida, que esta debe ser interpretada 
slricti jiiris. El Tribunal debia, en consecuencia, ceñirse 
estrictamente a la que le habia otorgado el pacto creador. 

No estimó el Arbitro disidente que la prueba producida 
por el reclamante para fijar su estado i nacionalidad trajese 
consigo la certidumbre de que la causa juzgada estaba 
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dentro de la jurisdicción excepcional conferida al Tri- 
bunal. 

Con efecto, aparte de la declaración del mandatario del 
reclamante que se limitaba a afirmar que este tenia su do- 
micilio en Nueva Escocia, solo se habia producido por el 
reclamante un ejemplar impreso de'la Lei de Navegación 
inglesa de T854, de la cual aparece (section 5.", parte 1,') 
que no pueden ser propietarios de naves inglesas ni de 
ninguna de las 64 acciones en que se entiende dividido un 
buque, sino los subditos de S. M. B. 

Desde luego, advertía el señor Arbitro, para que este 
documento (uviera algún significado i algún mérito proba- 
torio^ habria sido indispensable demostrar previamente 
que el reclamante;, don M. Dickle, era realmente dueño 
esclusivoo, por lo menos, comunero déla A llhon, cos&que 
no se habia pensado ni remoíamente en hacer de un modo 
fehaciente. Por otra parte, la regla consignada en la lei 
inglesa de navegación no es absoluta, porque, a virtud de 
ciertos requisitos, cualquier estranjero puede ser habilita- 
do por la Corona para ser propietario de buques mercan- 
tes ingleses. 

Por lo demás, no podia el Arbitro disidente aceptarla 
prueba inductiva o indirecta para acreditar el hecho fun- 
damental de la reclamación, cual es la nacionalidad ingle- 
sa del reclamante, 

Creia que no habia para qué recordar que los preceptos 
del derecho positivo universal establecen los medios de 
determinar el estado civil délos individuos. Esos medios 
se encuentran concreta i taxativamente designados por la 
lei. Era sabido que solo en casos estremos se recurría a 
la determinación por medio de testigos, de la posesión 



- 38- 

notoria de tal o cual nacionalidad. En todos los demás ca- 
sos, la lejislacion universal exije la producción de la parti- 
da de nacinniento. Jamas ha autorizado que el estado civil 
pueda probarse por inducciones. 

Así, por ejemplo, el hecho de que ua individuo se haya 
casado sin la voluntad de sus padres, no probaria por sí 
solo que ese individuo tenia mas de 2 1 años de edad, aun 
tratándose. de lejislaciones que exijan el consentimiento 
espreso del padre para la validez del matrimonio de sus 
hijos menores de aquella edad. 

Sin esfuerzo, agregaba el señor Arbitro, se comprendía 
la base filosófica de las disposiciones que establecen cier- 
tos medios de prueba taxativamente enumerados, para la 
fijación del estado civil de las personas, i tanto el Derecho 
internacional como el Derecho positivo civil han querido, 
esplícita i terminantemente, para que no quede duda al- 
guna, dejar establecidos todos los medios de acreditar el 
estado de las personas. Todo lo que traspasase estos lími- 
tes era arbitrario i, por consiguiente, inaceptable. 

El 5/aí¿/5 personal sigue al individuo a todas partes, den- 
tro i fuera de su país i aquel se encuentra determinado por 
las reglas de las leyes positivas de cada país i por las que 
fija también el Derecho Internacional. 

I, como la lejislacion civil universal no admite pruebas 
inductivas o indirectas del estado civil, era manifiesto que 
no era válida la prueba producida por el reclamante. 

No había rigorismo jurídico ni falta de bona fide en 
la interpretación dada al testo de la Convención de 189J, 
añadía el señor Arbitro: tal aseveración no tendría base 
justificada. 

Los reclamantes dispusieron de mas de dos años para 
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procurarse las pruebas legales i fehacientes de su status 
personal, desde la celebración delpacto de arbitraje. Pero 
sin ir tan lejos, tuvieron tiempo sobrado para procurarse 
esas pruebas desde el dia en que el Tribunal adoptó el 
Reglamento de Procedimientos. Si no lo hicieron, no era 
dable pasar por alto tales circunstancias dando acojida a 
medios probatorios que herían i quebrantaban el testo 
formal del pacto que determinaba la competencia del Tri- , 
bunal. 

Si la equidad, anadia el señor Arbitro, hubiese sido un 
elemento determinante de las resoluciones del Tribunal, 
lo que era notoriamente contrario al Estatuto constitutivo 
de la jurisdicción de aquel, todavía debería invocárse- 
la, porque era obvio que la garantia mas preciosa para las 
partes interesadas era la fiel i rigorosa observancia de las 
reglas dictadas para la ritualidad de los juicios. 

En estricta equidad, habría menos daño en rechazar 
muchos reclamos por falta de la prueba fehaciente de sus 
autores, que en acojer uno solo que no correspondiese a 
la competencia escepcional de esta clase de Tribunales. 

En un considerable número de las reclamaciones some- 
tidas al fallo del Tribunal, sucedía que, para subsanar la 
deficiencia de las pruebas producidas para acreditar la 
nacionalidad, se presentaban informaciones o declaracio- 
nes testimoniales ex parte rendidas ad hoc en Chile i des- 
tituidas de todo méríto legal. Habia en esto siquiera un 
intento, un ofrecimiento de prueba que estaba en la medi- 
da de lo posible de completar o formalizar en el curso del 
procedimiento. 

Sin insistir en consideraciones de un orden secundario, 
consideró, pues, el señor arbitro de Chile, que faltaban en 



lo absoluto en la reclamación las pruebas del estado civil 
del memorialista i, por tanto, el Tribunal era manifiesta- 
mente incompetente a su juicio para resolverla. 

En otros casos análogos al anterior, ademas de la prue- 
ba indirecta producida por el reclamante para establecer 
la nacionalidad del buque i la suya propia, se presentaron a 
última hora certificados del Encargado de Negocios de S. 
M. B., espedido a virtud de órdenes del Marques de 
Salisbury. Negó la Defensa todo mérito probatorio a tales 
documentos inoportunamente exhibibos. Manifestó que 
ellos constituían una prueba emanada del Gobierno recla- 
mante contra el Gobierno reclamado i qué resultaban no 
estar en armonía con las declaraciones de los interesados í 
con los documentos presentados por éstos, i que era evi- 
dente, pues asi se desprendía de su examen, que habian 
sido espedidos según datos suministrados por los mismos 
reclamantes, contradiciendo de un modo curiosísimo las 
declaraciones previamente avanzadas por ellos en otros 
documentos agregados a sus reclamaciones. 

Este punto encontró su solución i su refutación en los 
fallos recaídos en las reclamaciones núms. i ,, 17, J4i 57 
i I Sueco Noruega i en los correspondientes votos espe- 
ciales del señor Arbitro de Chile. 

Declararon dichos fallos de la mayoría, que los recla- 
mantes habian justificado su nacionalidad, como la nacio- 
nalidad de la nave, por medio de certificados del Encar- 
gado de Negocios de S. M. B. en Chile, espedidos a , 
virtud de órdenes del Marques de Salisbury; que ni la 
Convención de 26 de Setiembre de 189}, ni el Regla- j 
mente de Procedimientos imponian a los reclamantes la | 



CAPITULO IV 



Elementos de prueba. — Afñdavits 

:ro no fué solo la prueba sobre la nacionalidad la que 
jgar a las latas observaciones que para mayor clari- 
le tratado por separado ¡ dejado consignadas en la 
on anterior. En ¡eneral, toda la prueba producida por 
clamantes, tanto testimonial como documenta!, fué 
ada por la Defensa por insuficiente i defectuosa. 
2 ocuparé de este punto en globo, concretando en lo 
le las numerosas representaciones hechas por la 
nsa a este respecto. 

:sde luego, por regia jeneral, la documentación pre- 
da carecia del sello de autenticidad necesario para 
efecto en Chile, Ni las firmas de las personas que 
cian suscribiendo muchas piezas producidas, ni la fa- 
i que tales peí sonas pudieron tener para espedir do- 
ntos que acreditasen tal o cual alegación de la parte 
!sada, fueron debida i oportunamente evidenciadas. 
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La Defensa negó invariablemente toda fuerza probatoria a 
un gran número de documentos que se presentaban en 
esa forma incorrecta. 

Los reclamantes, a su vez, sostuvieron ia singular teoría 
de que documentos emanados de funcionarios del Reino 
Unido no necesitaban legalización alguna, por cuanto, 
siendo de nacionalidad inglesa uno de los señores jueces 
del Tribunal, él era el llamado a declarar si el acto era 
auténtico, debiendo losotros dos deferir aesa declaración. 

Temeroso el defensor del Gobierno de que se preten- 
diese echaF mano de tal teoria para atribuir a ciertos do- 
cumentos la autenticidad de que carecían, se apresuró a 
hacer presente que, estando funcionando en Chile el 
Tribunal Arbitral Anglo-Chtleno i no en Inglaterra, los 
documentos públicos emitidos por autoridades inglesas, 
necesitaban en todo caso ser legalizados conforme a las 
reglas del Derecho Internacional paraque pudiese conce- 
dérseles la fuerza de un acto auténtico. Hizo ademas pre- 
sente, que conforme a la Convención de 26 de Setiembre 
de 189J, la opinión i el voto de uno de los señores jueces, 
en ningún evento podía obligar a ios demás. 

En cuanto al primer punto enunciado, juzgó la Defen- 
sa oportuno citar la opinión de dos o tres escritores de 
Derecho Internacional Privado para dejar el punto debi- 
damente esciaracido. 

Uno de los tratadistas citados, de indisputable autori- 
dad en la materia, fué Calvo que dice i repite que, para 
determinarsi el acto hecho en un pais es auténtico o nó, se 
necesita tomar en cuenta la lei del pais en que el acto ha 
tenido lugar; ¡ asegurarse que realmente ha sido otorgado 
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en el pais, a cuya lei quiere sometérsele. Para esto basta 
que la parte que pretende que el acto es auténtico pruebe 
que el oficial que lo ha recibido tenia carácter para con- 
ferirle la autenticidad, i que la forma de este acto está 
testimoniada i legalizada por otro oficial público digno de 
fé para el Gobierno del pais en que se trata hacerlo va- 
ler. ("Calvo, Droit Internafionaly t. II, sec, 88^.). 

Se citaba también a este respecto la obra de Surville et 
Arthuys, Cours Eléinentaire de Droit International Privé, 
i8p$, sec, 420; i la de Laurent, Le Droit Civil Interna-- 
tional, t. VIII, sec, 27. Estas citas se encuentran trascri- 
tas i estensamente comentadas por el Abogado del 
Gobierno de Chile en la duplica de la reclamación núm. 
10, de don Samuel J. Jenkins, a la cual me refiero para 
el mayor esclarecimiento del punto. 

Sobre falta de legalización de un documento público, 
se citaba, por último, a Dalloz, párrafo^ 1888, páj. 379* 

En el caso de la reclamación núm. 8 de la Rosario Ni- 
trato Conipany^ representada por la casa de Gibbs & 
C, el reclamante sostuvo que debia darse como suficien- 
temente comprobada la existencia legal de la Compañia 
(que habia sido negada por la Defensa) por el hecho de 
ser directores de ella los otorgantes del poder cenferido a 
Gibbs i C." i de estar facultados los comparecientes para 
constituir el mandato en la forma en que lo habian efec- 
tuado, en mérito de la atestación que hacian diversos fun- 
cionarios ingleses o chilenos de ser auténticas las firmas 
que aparecian en el poder, i principalmente en virtud de 
haber aseverado el notario de que los mandantes proce- 
dían en conformidad a los Estatutos de la Compañia. 
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AI refutar tal razonamiento, objetó el Abogado de Chi- 
le que para atribuir ese significado alas atestaciones de 
los funcionarios que hablan intervenido en el acto, era 
menester desnaturalizar por completo las funciones que a 
cada cual corresponde desempeñar. 

En efecto, anadia, el Cónsul de Chile en Londres i el 
Sub-secretario del Ministerio de Relaciones Esteriores 
de Chile, no hablan podido examinar el mérito legal del 
acto firmado por los poderdantes, testigos i notarios; se 
limitaron, como era de su deber, a certificar, el primero, 
que la firma del notario habia sido estampada por un 
notario conocido de Londres; í el segundo, que también 
era auténtica la firma del Cónsul chileno en Londres. El no- 
tario, por su parte, no daba fé ni pedia darla de otra cosa, 
sino de que dos personas hablan comparecido ante él, 
con el propósito de otorgar un poder a nombre de la 
compañía de que eran miembros. El notario no estaba 
llamado a certificar, pues carecía de atribuciones para 
ello, si la compañía que decían representar tos dos seño- 
res aludidos estaba constituida con arreglo a la lei, si di- 
chas personerías ejercían en ella las funciones que se 
atribuían i sí eslaban o no autorizados por los estatutos o 
por acuerdo espreso de la junta directiva para otorgar el 
poder. 

Esos hechos, repetía la Defensa, no podían hacerse 
constar síno con los documentos del caso. El Tribunal no 
debía ni podía someter su ilustrado criterio al decir de un 
simple notario, que en Inglaterra tiene todavía menos 
atribuciones que en la jeneralidad de los demás países. 

En algunos casos se pretendió comprobar los hechos 
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en que se fundaban las reclamaciones por medio de los 
libros de las sociedades reclamantes. 

Objetó la Defensa que en ningún caso pedia aceptar 
como válidas en derecho pruebas de este jénero; que solo 
entre comerciantes i en circunstancias mui especiales, ■ 
hacian pruebas los asientos de los libros de comercio, i 
que. aun en tal caso, solo hacen ellos !é entre comerciantes, 
cuando están conformes los de las dos partes, o cuando 
la una conviene en aceptar lo que conste de los libros de 
la parte adversa. 

Tales son, someramente tratadas, las objeciones jene- 
rales de la Defensa por lo que respecta a la prueba docu- 
mental producida al apoyo de las reclamaciones. 

Pues bien: la prueba testimonial ofrecida i rendida por 
la parle contraria diÓ también a los defensores del Go- 
bierno repetidas ocasiones de emitir juicios críticos de di- 
versos linajes, de mayor o menor entidad. 

Prescindiendo de las observaciones de menor impor- 
tancia, solo apuntaré las que ofrezcan algún ínteres es- 
pecial. 

De las disposiciones reglamentarias se desprendía con 
toda claridad que sí ei reclamante deseaba rendir prue- 
ba testimonial, lo único que le era permitido hacer era 
ofrecerla en el Memorial, esponiendo las declaraciones 
que debían poner al Gobierno reclamado en situación de 
obtener los datos necesarios respecto de los testigos 
ofrecidos. Asi lo prescribían con ese propósito precon- 
cebido i manifiesto los arts. I i XI del Reglamento de 
Procedimientos. 

Si el reclamante se abstenía de consignar en el Me- 



morial los dalos exijidos, no podía en el curso del proce- 
dimiento rendir prueba alguna. 

Los reclamantes, sin embargo, interpretaron de mui 
diversa manera la prescripción reglamentaria de nues- 
tra referencia. Mui raros fueron los Memoriales ojue 
consignaron debidamente los datos referentes a los tes- 
tigos ofrecidos i, en muchas ocasiones, produjeron tos 
reclamantes inoportunamente, en vez de ofreceren el curso 
del procedimiento rendir la prueba con arreglo a los pre- 
ceptos del Tribunal, ciertas declaraciones ex parte q\xe 
llamaban affidavits. 

Este medio de prueba que consiste en una deposición 
juramentada del interesado mismo, rendida fuera de jui- 
cio, sin orden ni conocimiento del Tribunal i sin citación 
de la parte contraria, mereció de los reclamantes el ines- 
perado honor de ser elevado a la categoria de una presun- 
ción legal. 

Sostuvieron ellos que, sin plena prueba en contrario, 
habia necesariamente que atenerse a lo que la parte espo- 
ne, bajo juramento, en un affidavit. 

La Defensa solicitó, en reiteradas ocasiones, la pro- 
ducción de la lei inglesa que concede a la propia decla- 
ración juramentada de la parte, rendida fuera de juicio, 
la maravillosa cuanto arbitraria virtud probatoria que se 
le atribuia; pero siempre sin éxito. 

No fueron pocos los casos en que los reclamantes 
se creyeron facultados para ofrecer el testimonio de sus 
propios empleados o el de otros reclamantes por idénticos 
motivos, para acreditarlos hechos fundamentales de sus 
demandas. La Defensa de Chile rechazó con decisión 



Chile hasta este momento, según lo acredita el señor 
Lii'a en su Prontuario de los juicios, 1. 1 sec. 348. 

Ya fuera que adoptase el Tribunal la regla de la lex 
fori o la Icx íoci aclus, en las cuales se dividen las 
opiniones de muchos de los mas célebres jurisconsultos, 
e! resultado era el mismo: el Tribunal no podia dejar de 
aplicar la leí de nuestra referencia a los casos sometidos 
a su conocimiento. 

Ahora bien, observaba el abogado de Chile, el Instituto 
de Derecho Internacional de Jinebra (18771 estableció, 
entre otras, las siguientes reglas: 

" La inadmisibilidad de los medios de prueba [lileral, lesUmonial, 
juramento, libros de comercio, etc.] i su fuerza probatoria serán 
determinadas por la lei del lugar en que ha pasado el hecho o aclo 
que se traía de probar. 

La misma regla se aplicará a la capacidad de los testigos, salvo 
las escepcíones que los Estados contratantes juzguen conveniente 
sancionar en los tratados.» 

Comentando esta regla dedujo el abogado de Chile 
que, emanando ella de la mas alta i prestijiosa autoridad 
que tiene el Derecho Internacional, se veria el Tribunal 
en la estricta necesidad de aplicar la lei vijente en Chile, 
que no permite oÍr como testigos a los empleados o sir- 
vientes de la persona que acude a su testimonio, la cual 
no solo se encuentra establecida en nuestro pais, sino 
también en los Códigos de todas las naciones del orbe. 

Para demostrarlo, citaba la Defensa el arl. 28} del 
Código Francés, el arL 285 del Código belga, el art 1940 
del Código Civil de Holanda, el art. 660 del de España, 
los arts. 2J7 i 242 del Código Italiano i el art. 360 del 



Alemán, todos los cuales contenían disposiciones aná- 
logas a la que consignaba la lei chilena. 

Concluía el patrocinante de los intereses fiscales su ter- 
minante argumentación sobre la materia, espresando que, 
si el Tribunal estaba facultado con arreglo al art. III de 
la Convención para atribuir a su arbitrio, mérito proba- 
torio a todos los medios de investigación que condujesen 
al mejor esclarecimiento de los hechos, no podía, sin 
embargo, hacer caso omiso dejas reglas adoptadas por 
todas tas lejislaciones antiguas i modernas para la apre- 
ciación de la luerza probatoria de declaraciones de testi- 
gos sujetos a la inñuencía de la parte que los produce i 
que, en esta materia como en otras, sus facultades excep- 
cionales no podian derogar un principio iiniversalmente 
reconocido. 

Con respecto al ofrecimiento de testigos que deducían 
reclamaciones con fundamentos idénticos a los de la re- 
clamación interpuesta por la persona que los presentaba, 
sostuvo la Defensa que el Tribunal, no solo en confor- 
midad a los principios de derecho, sino aun procediendo 
en estricta equidad, no podía permitir que declarasen 
como testigos personas que tenían vivo ínteres en que se 
establecieran hechos que apoyaban sus propias reclama- 
ciones. 

El Tribunal en la mayoria de los casos sometidos a su 
conocimiento i resolución. dió, por lo jeneral, i escep- 
tiiando los casos que he señalado en ptra sección anterior, 
amplia acojida a todos los elementos probatorios de que 
se valieron los reclamantes para apoyar sus reclamacíc- 



nes, dando al art. III de la Convención un alcance mu- 
cho mayor del que le atribuía la Defensa. 

S¡ ia deficiencia de la prueba lué a cada instante el 
blanco de la critica severa de la Defensa de Chile; no lo 
fué menos la inoportunidad con que ella fué presentada 
ante el Tribunal. 

El art. I del Reglamento de Procedimientos, como se 
ha visto mas arriba, exijia la presentación de todas las 
piezas justificativas de los hechos alegados junto con el 
Memorial. 

He dejado apuntado el hecho, representado por la De- 
fensa, de que mui pocos fueron los reclamantes que 
respetaron esta disposición reglamentaria, los cuales, ha- 
ciendo uso de la facultad que les otorgaba el art X del 
Reglamento aludido, se reservaban ampliamente el dere- 
cho de presentar nuevos e importantes documentos junto 
con el escrito de réplica. 

Este procedimiento no importaba, era cierto, una ver- 
dadera violación de los preceptos del Tribunal i, por lo 
tanto, la Defensa hizo caso omiso de la conveniencia 
que habria habido en presentar, desde el principio del 
juicio, todas las piezas justificativas de la reclamación, 
como lo disponía el art. ! del Reglamento. 

Pero los reclamantes fueron mucho mas lejos. 

En la vista de innumerables casos protestó la Defensa 
contra la presentación inopinada i repentina de toda clase 
de documentos, viéndose así de hecho privada del dere- 
cho de impeccionarlos i de hacer sobre ellos las observa- 
ciones que juzgase convenientes. 

I no fué esto todo. Hubo caso en que se hizo valer 
cierto documento después de cerrado el debate, i cuando 



hacia cuatro meses que la causa se enconuauít cu u<juci- 
do, relegándose al mas absoluto olvido que tal procedi- 
miento, no solo era violatorío de la disposición contenida 
en el art. X del Reglamento, que solo permitía presentar 
documentos con la demanda o réplica de tos reclamantes, 
sino que era, como es elemental en derecho procesal, 
absolutamente inadmisible i que aceptarlo equivalía a 
abrir una nueva discusión, retrotrayendo el juicio en inte- 
rés esclusivo de una de las partes. 

La Defensa solicitó un plazo prudencial para examinar 
el documento aludido; i en subsidio, pidió que no se ad- 
mitiera la agregación de él en autos, pero el Tribunal, 
por mayoria de votos, disintiendo el señor Arbitro de 
Chile, desechó la solicitud de la Defensa i procedió a 
fallar la reclamación apoyándose en el mismo documento 
que la Defensa había objetado con toda enerjía en un 
escrito especial. (Véase el espediente de la reclamación 
núm. 84 deTomas Rome). 
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sion de los beneficios creados a favor de subditos britá- 
nicos por la Convención de 1B95. 

Aunque la mayoría del Tribunal dio lugar a la reclama- 
ción , dando por comprobadas las requisiciones de que era 
materia la demanda, consagraré principalmente mi aten- 
ción en este caso, a apuntar los argumentos aducidos por 
la Defensa en apoyo de la excepción de incompetencia a 
que me he referido, los que ampliaré i completaré a medida 
que vaya examinando las alegaciones relativas a este punto 
que los Abogados de Chile han hecho valeren otras recla- 
maciones interpuestas por sociedades anónimas. Los 
puntos de derecho aplicables a los casos de requisiciones 
se encuentran dilucidados con mas detención en las 
demás reclamaciones que forman parte de este grupo, i, 
para no incurrir en estériles repeticiones, no consignaré 
aqui sino mui suscintamente las alegaciones capitales de 
la Defensa referentes al fondo de la reclamación, concre- 
tándome como queda dicho, a la excepción de incompe- 
tencia. 

Las alegaciones de la Defensa a este respecto pueden 
resumirse de la manera siguiente: 

r Que la Convención de 26 de Setiembre de 189J, en 
su articulo ÍX, no otorgaba el derecho de deducir recla- 
maciones anic el Tribunal Arbitral, sino a ios subditos 
británicos, que son los únicos que, per se, tienen status 
i existencia propia dentro i fuera del territorio británico. 
La doctrina legal unánimamente reconocida por todos los 
jurisconsultos establece que las personas jurídicas o arti- 
ficiales deben su existencia a la lei del pais en que han sido 
organizadas: fuera del territorio en que impera esa Ici, esa 
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existencia ficticia cesa, i son las entidades jurídicas o 
morales consideradas preferentemente como regnícolas 
del pais en que tienen sus negocios i bienes; 

2 Que no pueden abrigarse dudas deque el Tribunal, 
teniendo mui presente la doctrina anterior, quiso consa- 
grarla en su Reglamento de Procedimientos, puesto que 
los datos que éste exijia al reclamante consignar en el Me- 
morial, no podían darlos sino las personas naturales. En 
efecto, ^cómo podia un ser ficticio indicar su nornbre, ape- 
llido, lugar i año de su nacimiento i lugar de su residencia 
al tiempo en que ocurrieron los hechos de que se que- 
rellaba? ¿cómo podia espresar si era subdito británico por 
nacimiento o naturalización?!, en fin, ¿cómo podia hablar 
de su prescindencia i neutralidad en la guerra civil de 1 89 1 , 
a menos que fuera de un modo meramente metafórico, 
puesto que la entidad ficticia llamada La Compañía An- 
glo-ckilena no era ni podia ser susceptible de responsa- 
bilidad penal ni de tomar parte en luchas políticas, ni de 
tener alecciones o buena o mala voluntad hacia un partido 
político determinado? Por lo demás, el artículo V del Re- 
glamento, al permitir la presentación de reclamos dedu- 
cidos por sociedades que no tuvieran el carácter de anó- 
nima, guardando absoluto silencio respecto de las que lo 
tuvieran, claramente indicaba que quería espresamente 
escluir aestas últimas: la exepcion confirmaba la regla. 

3 Que, aparte de las consideraciones precedentes, 
aplicables a las compañías anónimas en jeneral, cabía 
agregar que cuando una sociedad anónima tiene en un 
pais, como le pasa a la Compañía reclamante, el asiento 
principal de sus negocios i los inmuebles, que posee, 
se la considera como domiciliada e incorporada entre 
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los ciudadanos de ese país. La Compañía reclamante 
debia, pues^ ser considerada como chilena, des8e el 
momento que habia sido reconocida en Chile a virtud de 
un decreto del Ejecutivo i habia obtenido todavia conce- 
siones-especiales del Gobierno para su construcción i 
esplotacion: su mismo nombre indicaba que era chilena, 
mientras que de inglesa no tenia sino el haber instalado en 
Londres un domicilio puramente nominal. 

Tales razonamientos no myecieron de parte del recla- 
mante una refutación medianamente seria o sólida, limitán- 
dose éste a espresar que las teorías que se hacian valer 
para sostener que el Tribunal carecia de juridiccion en la 
materia, no eran dignas de estudios, pues desafiaba a la 
Defensa a que citara una sola autoridad respetable que 
sostuviese el absurdo de que intereses británicos, desde el 
momento en que pertenecían a sociedades anónimas, 
dejaban de gozar del amparo de la justicia. Enseguida, 
los argumentos que encontraba la Defensa de Chile en 
el Reglamento de Procedimientos, para probar que, según 
el artículo V, las sociedades anónimas no tenian perso- 
nería para reclamar, fueron juzgados por el reclamante 
como grotescos: i la argumentación del defensor de Chile 
como intencionalmente obtusa. 

A juicio del contendor, la interpretación que la Defensa 
queria dar a dicho artículo V del Reglamento, era preci- 
samente la contraria de la que el sentido común mandaba 
darle. Para probarlo citaba el testo: 

«Si se reclama a nombre de una sociedad que no luciere el caráC' 
ier de anónima o de una firma social, el Memorial deberá indicar 
el domicilio de la sociedad o de la firma social, los nombres de 
todos los socios, etc.í) 

INFORME 8 
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oncepto del reclamante, la única interpretación 
de esta prescripción reglamenlaria, era que el 
ito tácitamente reconocía a las entidades anó- 
acuitad de reclamar, relevándolas, ademas, del 
ente de lormalidades a que las sociedades colec- 
:ones sociales estaban sometidas, 
a discutió el contendor la cuestión bajo otro 
vista. La Convención de 189J no contenia dis- 
alguna que privase espresamente a las socieda- 
masdel derecho de deducir reclamaciones por 
o pérdidas sufridos, i, por cierto, que la mera 
1 de que esto hubiese podido suceder, haria 
honor a la sagacidad del Ministro Británico que 
a Convención. Por lo tanto, no podria ser 
que el Alto Tribunal, constituido para juzgar las 
ones con arreglo a la Convención, se conside- 
rizado para eliminar todo un grupo de reclaman- 
olra razón que la alegada por la Defensa de 
ndo las reclamaciones, por otra parte, perfec- 
jndadas en derecho. En otros términos, ^podria 
Tiento modificar o restrinjir la Convención de 
laba? La duda a este respecto seria absurda. 

idose cargo de los sobrios argumentos del con- 
dIÍcÓ el Abogado del Gobierno que no le corres- 
ir la mayor o menor sagacidad del señor Minis- 
M. B., funcionario que para él era digno de 
eto i consideración; pero que creía, sin embar- 
il negociar ia Convención de 1895 con elevada 
jn de lo que se debe a la justicia i a la equidad, 
I pensar que el Gobierno británico solo estaba 
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llamado a amparar los intereses de sus propios subditos, i 
solo en el caso de que no cupiese duda sobre los daños 
que hubiesen esperimentado en 1891: patrocinando a las 
sociedades anónimas se esponia aprotejer a individuos 
que no eran subditos de S. M. B., puesto que esta, clase 
de sociedades se descomponen en acciones que pueden 
estar en manos de estranjeros tanto como en manos de 
ingleses. 

La circunstancia de quedar eliminada de la facultad de 
reclamar ante el Tribunal una categoria entera de recla- 
mos, no podia ser considerada por la Defensa sino como 
una razón de mera conveniencia, que no tenia fuerza alguna 
ante los principios legales aplicables al caso. Todo arbitra- 
je, agregaba el Abogado de Chile, importa unaescepcion 
ala regla jeneral que sometea los litigantes ala jurisdicción 
común; i en este concepto no era lícito ampliar por sim- 
ples razones de analojia o de conveniencia, la jurisdic- 
ción especial i restrinjida conferida al Tribunal, la cual no 
podia estenderse sino a los casos espresa i taxativamente 
enumerados, pues la interpretación de las facultades de 
un Tribunal de excepción es siempre stricti jurís. 

Para aplacar un tanto el asombro demostrado por el 
reclamante al ver que la Defensa se atrevia a sostener la 
doctrina de que una sociedad anónima no podia ser con- 
siderada como un subdito de S. M. B., ni tenia ella sufi- 
ciente personería mas allá de los límites del pais en que 
rije la leí creadora de su existencia; i para desvanecer la 
creencia del contendor de que esta teoría había sido in- 
ventada ad hoc por los defensores de los intereses de 
Chile,p juzgaron estos oportuno exhibir las opiniones 
de eminentes jurisconsultos i jueces de Francia ¡ Béljíca 






que sustentan una opinión diame (raimen te opuesta a la 
que abrigaba el contendor. 

Laurent, el distinguido jurisconsulto i publicista belga, 
en su Derecho ¡ntemacionai (tomo IV, sec. 1 19) dice que 
es un grave error creer que la situación de las personas 
jurídicas en el estranjero es la misma que la de los parti- 
culares, puesto que esto equivale a poner-en el mismo nivel 
una cosa real con otra ficticia. Falta saber, añade Lau- 
rent, si las corporaciones tienen existencia íuera del terri- 
torio donde han sido creadas. No cabe duda que la nega- 
tiva resulta de la naturaleza misma de su creación, la cual 
se debe al lejislador local cuyo poder se detiene en la 
frontera del pais que le ha delegado la potestad lejisla- 
tiva: el lejislador no podría darle una existencia universal, 
porque no hai lejislador que estienda su poder sobre 
el orbe entero. «Una ficción universal creada por la vo- 
luntad de un lejislador local, es una imposibilidad jurídica». 

El autor citado por l^i Defensa se estiende, a continua- 
ción, en largos argumentos para probar su tesis, exa- 
minando la cuestión bajo sus diversos aspectos. La misma 
teoría habia desarrollado ya en sus Principios de Derecho 
Civil, tomo I, pájs. Í99Í siguientes. 

Además de Laurent invocó la Defensa las opiniones de 
Lippens, otro afamado jurisconsulto belga, Legislation 
Civil sur le Droit des élres, núm. 174; de Godefroi, Hans 
i Picard, publicistas de la misma nacionalidad; de Dudley- 
Field sabio jurísconsulto americano, que primero elaboró 
un Proyecto de Código Internacional, cuyo art. 545 de- 
clara que las corporaciones i otras personas morales no 
tienen existencia fuera de la jurisdicion que las ha creado; 
de Wharton, Commentaries on Law, sec. 105; de Vincent 
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i Penaud Dwlionnaire de Droit International Privó; de 
Aubry ¡ Rau, Curso de Derecho Ciml, tomo I, páj. i88; de 
Leclerc, Conchaions; de Wesllake, Journal de Droit In- 
ternational Prive, 1882, páj. 19; de Brocher, Cours de 
Droit ¡nternaiional Privé, tomo I, páj. 175; de Weis 
Traite elémcniaire du Droit International privé. 

Todos estos aulores sostienen unánimemente la doc- 
trina que sustentaba la Defensa, apoyándola en abun- 
dantes razonamientos íilosóficos i jurídicos. Juzgó, pues, 
la Defensa que el calificativo de enorme i absurdo que 
el contendor aplicaba a la doctrina que nos ocupa, era 
enteramente fuera de lugar, i que no habla porque te- 
ner desplante para sostener que las sociedades anóni- 
mas no tienen status fuera del pais a cuya lei deben 
su vida. 

Solo restó a la Defensa manifestar que era famosa 
en Derecho Internacional privado la sentencia que la 
Corte de Casación de 3éljica pronunció en sala ple- 
na el 8 de Febrero de 1849, declarando que una socie- 
dad anónima estranjera carecía de personería para hacer 
valer derechos dentro del territorio belga. 

La jurisdicción francesa reconoce también la misma 
doctrina. (Dalloz, Recueil, 18Ó0, páj. 447. j 

Ahora bien: cuando una sociedad anónima se encon- 
traba en el caso especial de la Compañia reclamante, i 
tenia en Chile e! principal asiento de sus negocios i el 
único i esclusivo objeto de su esplotacion, había que 
considerarla como chilena, con arreglo al art. 16 de 
nuestro Código Civil, el cual, a su vez, no hace sino con- 
signar un principio de Derecho Internacional privado re- 
conocido por todas las lejislaciones; tanto mas cuanto 
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tiene conforme a los precedentes establecidos i a los dic- 

';'. ' cionarios ingleses ¡ castellanos. 

T ) Antiguos tratados entre Francia i Suiza acordaban a 

¡I los ciudadanos de este último pais el derecho de litigar 

!■' f ante las cortes de Francia en la misma condición que los 

E* franceses. Mas tarde, lalei de jo de Mayo de 1857, con- 

■ firió al Gobierno la facultad de permitir a las sociedades 

¡ ' anónimas estranjeras^ a virtud de un decreto, el derecho 

i» • de litigar i ejercer sus derechos en Francia. En estas cir- 

f í cunstancias, i estando vijente el Tratado que otorgaba a 
los ciudadanos suizos lasprerrogativas referidas, se suscitó 
la cuestión de determinar si el decreto era necesario para 

1; estender el privilejio a las sociedades anónimas suizas. 

t í La Corte de Casación de Francia estableció la afirmativa 

r ' en una famosa sentencia, fundándose en que al hablar el 

[ j Tratado de personas suizas, no se inciuian en él las perso- 

\' ñas civiles o ficticias, sino únicamente las naturales. (Da- 

' f Hoz, Recudí Périodiquc, año 1860. parte I, paj. 444; 

' f Vincent i Penaud, Díc/í'ort/iíJ/Vá de Droit ¡lüemational pñ- 

I - vé, palabra sociedad, Paris, 1888J. 

> Las Cortes federales de los Estados Unidos han deci- 

'f dido muchas veces que la palabra subdito o ciudadano no 

i comprende a las personas jurídicas. Citó la Defensa a 

f este respecto la compilación del doctor Bump, traducida 

I al castellano por don Nicolás Antonio Calvo, bajo el títu- 

I , . lo de Decisiones Cofistiíucionales de los Tribunales Federa- 

í les de los Estados Unidos, \omo W, Buenos Aires, 1886 

■; números 2-216 [P.iul vs. Virjinia, 8 Wall 168) i 2787 

i {Peoplevs.C.&A. RRCo., ó C. L. núm. 280). 

í En virtud de las consideraciones espuestas i muchas 

7 otras verbalmente alegadas en la vista de la causa, creyó 
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el defensor de Chile dejar perfectamente comprobado 
que el Tribunal no podia, sin ¡r mas allá de los límites 
trazados a su juridiccion, declararse competente para 
conocer del caso de la Compañía reclamante. 

La opinión de la mayoria del Tribunal fué, sin embargo, 
diametralmente opuesta a la que se sustentaba por parte 
de Chile. 

Paso a resumir los fundamentos que sirvieron de base 
para la declaración de competencia del Tribunal, asi 
como los que contiene la estensa refutación del voto es- 
pecial del Arbitro disidente, señor don Luis Aldunate. 

Los fundamentos del fallo son en sustancia: 

1 Que si bien es cierto que es doctrina aceptada que 
una sociedad anónima, siendo una fíccion legal, no tiene 
existencia fuera del pais en que ha sido creada; no es 
menos verdadero que ella puede ejercer sus derechos en ■ 
otro pais, con tal que haya observado los requisitos que 
la lei de ese pais exije para que una sociedad pueda en- 
trar en el ejercicio regular de sus operaciones; 

2 Que la lei chilena admite que las sociedades anóni- 
mas estranjeras tengan existencia legal en Chile, a con- 
dición que ellas obtengan la autorización del Presidente 
de la República, de que habla el art. 4Ó8 del Código de 
Comercio de Chile; 

} Que es al acto constitutivo de una sociedad, apro- 
bado o reconocido por la autoridad del pais adonde se 
creó, a lo que hai que atenerse para determinar si tal so- 
ciedad es estranjera o nacional; que la nacionalidad de 
una sociedad anónima se determina por el domicilio de esla 
personalidad jurídica, por el íu^ar de residencia de h sj- 
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ciedad i que este domicilio lo fija el centro de la adminis- 
tración i dirección i no el de la espiotacion; que se pue- 
de decir que las personas morales se posesionan de la 
nacionalidad del Estado o lejislador que les ha dado exis- 
tencia: (Calvo, Derecho Internacional Teórico i Práctico, 
tomo II, paj. 297; Duv'mer , Falencia de las Sociedades, 
paj-2 59}; 

4 Que la Compañía reclamantej aunque estranjera, 
tenia personería jurídica en Chile, desde que fué debida- 
mente autorizada en este pais, i que, dados los términos 
jenérícos empleados en la Convención de 2Ó de Setiem- 
bre de 189J, al estipular que el Tribunal seria competente 
para conocer de todas las reclamaciones que fueren de la 
responsabilidad de Chile por actos de guerra durante la re- 
volución de 759/, cabia interpretar la («íí/íCí'on de las par- 
tes a falta de claridad del testo de la lei (Código Civil 
Chileno, art. 19), a fin de determinar si la Compañia 
reclamante podia invocar los beneficios de la juridiccion 
del Tribunal; 

5 Que en la Convención de 4 de Enero de i88j, ajus- 
tada entre los mismos Gobiernos que celebraron la que 
dio existencia al Tribunal Arbitral, las espreciones súb- 
ditos británicos se repiten en varias ocasiones, mientras 
que no se emplean sino una sola vez i de una manera inci- 
dental en la Convención de 1895; que, a pesardel testo 
mas preciso de aquel pacto de 188}, el Tribunal Arbitral 
que se organizó a virtud de él, no lo interpretó de una 
manera rectncliva i se declaró competente para conocer 
de las reclamaciones que le fueron presentadas por com- 
pañías anónimas, sin que apareciera de las sentencias que 
los Ajentes del Gobierno de Chile hubieran deducido la 
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excepcionde incompetencia ahora intcrpuesla; que las con- 
venciones diplomáticas deben ser interpretadas hona fide 
i que no podia ser dudoso que et propósito de las partes 
signatarias déla Convención de 189J, lúe comprender 
entre las reclamaciones patrocinadas por S. M . B. las pre- 
sentadas por sociedades anónimas inglesas, como se hizo, 
sin oposición, ante el Tribunal Arbitral de 1884; 

6 Que esta fué la interpretación que al iniciar sus tra- 
bajos dio el Tribunal a la Convención, i que el artículo 
V del Reglamento, espresamente eximió a las sociedades 
anónimas de la obligación de llenar ciertas formalidades, 
en razón de que ia prueba de su nacionalidad resultaba 
de los documentos de su constitución; que con esto se 
quiso dará entender que las sociedades anónimas tenian 
derecho a la jurisdicción del Tribunal; 

7 Que, aun cuando el artículo único- de la lei chilena ■ 
de 28 de Agosto de i88ó, siguiendo el principio universal- 
mente admitido por la doctrina i la jurisprudencia, dispone 
que lasempresasconcesionarias del Gobierno, aun cuando 
sean estranjeras, quedan sujetas a las leyes del pais, como 
si fueran chilenas, para la resolución de toda cuestión 
que se suscite con motivo de la obra para la cual se otorga 
la concesión; era menester no olvidar que nada impédia 
que una nueva lei viniese a modificar esa situación normal, 
confiriendo a los concesionarios estranjeros derechos 
excepcionales i nuevos; 

8 Que la Convención ajustada entre Chile i la Gran 
Bretaña, que es una lei chilena, causó justamente una 
derogación parcial i temporal de la lei de 28 de Agosto, 
acordando a las personas inglesas la facultad de ejercitar 
sus derechos personales ante una jurisdicción especial; i 
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que la sometía ipso fado e incondicionalmente a la juris- 
dicción del país. En otros términos, añadía ei señor Ar- 
bitro, no daba el punto en debate lugar a una excepción 
previa fundada en una falta de personeria, sino a una excep- 
ción de fondo que tenia por base la falta de derecho de esta 
clase de entidades para formular reclamos como el actual. 

Antes de demostrarla exaclilud de estas conclusiones 
en el terreno del Derecho Internacional teórico ¡ positivo 
moderno, quiso el señor Arbitro prevenir una objeción 
que acaso pudiera hacerse para desvituarlas o dene- 
garlas. 

Espuso a este respecto que la doctrina hasta hoi con- 
trovertida entre los jurisconsultos franceses de si la socie- 
dad colectiva era o no una entidad jurídica, como la anó- 
nima, distinta de los socios individualmente considerados, 
no tenia, era cierto, base en la lejislacion nacional, ya 
que estaba esplícitamente resuelto en nuestras leyes que. 
las sociedades colectivas son también personas jurídicas, 
(Art. 2055, inciso 2." del Código Civil). 

Pero no porque las sociedades colectivas fueran tan^ftír- 
sonas jurídicas como las anónimas, podia deducirse que 
unas i otras tuviesen el derecho de deducir reclamaciones 
ante el Tribunal. 

Sin necesidad de engolfarse demasiado en el estudio de 
la filosafia de la lei, era esto de sencilla demostración: 

Se reconoce en Derecho Internacional ta facultad de 
los miembros de una sociedad colectiva para deducir 
reclamaciones diplomáticas, i se le niega a los socios de una 
sociedad anónima; porque los primeros son personas natu- 
rales que llevan a todas partes su fueros i privilejios per- 
sonales, mientras que los segundos pierden su persona- 



lidad que es absorvída por la administración de la sociedad 
anónima. Se comprende, pues, fácilmente las razones que 
modifican las condiciones de una i otra entidad jurídica. 
Reconociendo, pues, el Arbitro disidente, que las socie- 
dades anónimas i corporaciones estranjeras tienen la nacio- 
nalidad del pais en que han sido organizadas i que, des- 
pués de haber sido autorizadas en Chile, adquieren per- 
soneria o slaíus para ejercitar sus derechos ante cualquier 
tribunal, desconocia, al propio tiempo, el derecho que 
esas entidades pretendian se les atribuyese para ponerse 
en la misma línea que las personas naturales o miembros 
de una razón social. 

Pasando en seguida el Arbitro diverjente a señalar algu- 
nas de las prácticas internacionales que han dado a estas 
doctrinas acentuado relieve, i comenzando por la juris- 
prudencia inglesa, ya que se trataba de un raciamo patro- 
cinado por el Gobierno de S. M. B., exhibió la teoría que 
Sir Robert Phillimore, miembro del Priry Council i de la 
altaCortedel Almirantazgo, sustenta en el tomo III, pajina 
859 de sus Comentarios sobre Derecho Internacional, como 
sigue: 

tEl mismo Tribunal ¡The Privy Council) ha decidido con res- 
pecto a tas corporaciones, que una corporación de subditos britá- 
nicos en un pais esiranjero, creada para objetos contrarios a la lei 
inglesa i sometida a la tiscaüzacion de un Gobierno eslranjero, no 
tiene título para reclamar ninguna compensación del Gobierno del 
pais en el cual existe por la confiscación de sus propiedades, aun 
cuando exista un tratado que otorgue este derecho a los subditos 
británicos.» [Gasode Danieí anotado en la pajina 2] de la colección 
titulada: Knapp's Pñvy Council Rep: Commissioners for Ciaims on 
France.) 



Sigue et señor Arbitro citando la jurisprudencia inglesa 
sobre la materia: 

II Se ha decidido lambíen que los individuos miembros de una cor- 
-poracion, esian igualmente incapacitados para hacer ningún recla- 
mo como subditos ingleses, por pérdidas de los beneficios prove- 
nientes de los fondos de tal corporación.» 

1 por fin: 

«Una corporación de irlandeses existente en un pais estranjero 
i sujeta a la fiscalización de un Gobierno eslraño, debe ser conside- 
rada como una corporación estrena, i, por consiguiente, carece de 
lodo Ululo para reclamar compensaciones por pérdidas de sus 
propiedades, aun bajo la vijencia de un Iralado que conceda ese de- 
recho a los subditos británicos. No importa para este efecto, que los 
fines de lates corporaciones sean o no contrarios a la leí irlandesa.» 
(Según el autor citado, este caso se encuentra resuelto en la obra 
de Knapp, páj. <, i , caso de » Long»). 

Se desprendía, pues, con toda claridad, de la jurispru- 
dencia de los mas altos tribunales del Reino Unido que, 
aun bajo la vijencia de un tratado que concedia derecho a 
subditos británicos para formular reclamos, tal derecho no 
se estendia a las corporaciones o miembros de ellas. Así 
lo consideró el señor Arbitro de Chile, lamentando que la 
opinión de la mayoría del Tribunal se hubiese declarado 
contraria a la suya. Juzgaba esta, agregó, que las ense- 
ñanzas de Phillimore ¡ los fallos del Prívy Comcil no se 
aplicaban sino a sociedades de ingleses form'adas en el 
estranjero: pero él sostenía que esas doctrinas solo podían 
aplicarse al caso de sociedades iii^^lesas de oríjen i doríiici- 
liiidas en el- estranjero, como evidentemente lo indicaba la 
■frase usada en dicha jurisprudencia respecto de socieda- 
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(Paris, 1880)^ que la- lei de 24 de Mayo de 1877 vino a 
llenar el vacio que existia en esa lejislacion, dando reglas 
precisas para distinguir el carácter nacional de las perso- 
nas jurídicas: según sus términos las sociedades colectivas 
o en comandita, aun cuando tengan su asiento en el es- 
tranjero, son consideradas como nacionales. Por lo que 
toca a -las socleáeides anónimas, es condición esencial para 
su existencia én Italia el obtener una autori:{acion por de- 
creto real, i son ellas consideradas como nacionales cuan- 
do su asiento principal está en Italia. (Art. 1 56 del 
Código de Comercio Italiano). Toda sociedad (anónima 
o en comandita) domiciliada fuera de Italia, es corporación 
estranjera, i, por 16 tanto, carece de status en el Reino. 
(El nuevo Código de Comercio de 1892, art. 230, repro- 
duce i esclarece mas aun esta idea). 

El dilema era, pues, ineludible dentro de la lejislacion 
italiana i dentro de la chilena, no vaciló en declarar el Ar- 
bitro disidente: o se trata de corporaciones estranjerasy 
que carecen de status lejos de la influencia de la lei que 
las ha creado; o esas entidades se han naturalizado a 
virtud de la autorización suprema en el pais de su domici- 
lio, i, en ese evento, se encuentra en la misma condición 
que las regnícolas i carecen de derecho para ejercitar los 
fueros i privilejiüs de una nacionalidad estraña. 

La Jurisprudencia i las prácticas internacionales de los 
Estados Unidos de América, lejos de apartarse de la que 
se observa en otros paises, sólidamente confirmaban la 
doctrina de que se trata, proseguia el voto especial. 
Para convencerse de ello bastaba evocar un caso real- 
mente característico, que es una enseñanza a la vez que 
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«Este Gobierno rechazaría en absoluto cualquier reclamo de un 
soberano europeo para ejercer una supervijilancia internacional 
sobie cualquiera de nuestros ferrocarriles o corporaciones comer- 
ciales de los Estados Unidos., formadas por subditos de tal soberano. 
El principio que este Gobierno rehusaría aceptar, no puede con 
propiedad imponerlo a otro.» 

De donde se desprendía, a juicio del señor arbitro de 
Chile, que el fallo de la mayoria en este caso habría sido 
inaceptable en los Estados Unidos. 

Concluia el voto especial esta reseña de autoridades, 
citando las doctrinas del derecho positivo de la Béljica, 
(art. i29dela!ei de 18 de Mayo de 187}), según el cual 
toda sociedad que tenga en aquel pais su principal esta- 
blecimiento, está sometida a la lei bel^a aun cuando el acto 
constitutivo de su creación se haya efectuado en el estran- 
jero, i solo por una concesión estiende el derecho a las 
sociedades estranjeras para ocurrir a los tribunales belgas 
en demanda de justicia. 

Consideró el arbitro disidente que lo que quedaba dicho 
bastaba i aun sobraba como esposicion de reglas de juris- 
prudencia i de política internacional, pero que convenia 
no obstante señalar otra faz mui capital que ofrecía el caso 
en análisis. 

La Compañía reclamante tenia ajustado con el Cobíerno 
un pacto bilateral que se derivaba de una lei-contrato de 
concesión celebrado con su antecesor i causa-habiente. 
Habia, pues, que aplicar a la actual reclamación la rudi- 
mental regla del locus regit actum, pues no son admisibles 
pfi nftrpc.hn Infprnaí-ional las ¡estiones diplomáticas para 
lidades motivadas por contratos cele- 



dos con Gobiernos estranjeros. oe ijiihdhii a «sib les- 
;to las comunicaciones del Secretario de Estado de los 
ados Unidos, Mr. Evarts a Mr. Thompson, de 12 de 
iembre de 1848, i de Mr. Blaine a Mr. Logan, de 
rzo de 1 88 1 , para demostrar ia uniformidad que en la 
sprudencia internacional existe respecto de ia doctrina 
lex loci contratus. 

*ero, en el caso especial de la Compañía reclamante, 
dia el señor arbitro, no solo era ella parte en un con - 
D celebrado en Chile i sometido, por lo tanto, a las 
:s chilenas, sino que era ademas concesionaria del Es- 

ihora bien: de los antecedentes de la Compañía se 
ucia que todos los fines industriales que dieron orijen 
1 formación, debian llenarse en Chile, i por consiguien- 
podia aseverarse que si habia sociedad eminentemente 
tiiciliaria en Chile, era ella ia que deducía el presente 
lamo. 

iefiriéndose al domicilio comercial, dice Lord Stowel 
! si una persona se marcha a otro pais para comerciar 
5Ídir allí, debía, conforme al Derecho de Jentes, ser 
siderada como negociante en ese pais, es decir, como 
niciliada en él. 

.a fuerza de esta doctrina, agregaba el Arbitro de 
le. ha sido defendida i denegada en largas contro'ver- 
doctrinarias: por una parte se ha sostenido que 
liando el animas manendi se establecia el domicilio 
ular para todos los efectos legales; i, por la otra, se ha 
10 que el animiis mancndt no era suficiente cuando no 
acompañado de un acto que importase la renuncia 
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que las reclamaciones se decidirían fart. V) «con arreglo a 
los principios de Derecho Internacional i a las prácticas i 
jurisprudencia establecidas por los Tribunales análogos 
modernos de mayor autoridad i prestijio.» 

En este caso, la lei i la jurisprudencia internacionales, 
unidas al derecho positivo chileno, no admitian a las cor- 
poraciones estranjeras domiciliarias de este país, ni a los 
concesionarios del Estado a interponer reclamaciones 
diplomáticas; la Convención de 189J no habia desvirtuado 
ni debilitado el conjunto de los principios de derecho i de 
la jurisprudencia internacional, sino, por el contrario, su 
intención fué de robustecerlos espresamente, i, por lo 
tanto, no habiendo creado derechos especiales en favor 
de los reclamantes, era obvio que el Tribunal estaba obli- 
gado a fallar de acuerdo con los principios i jurisprudencia 
establecidos, que eran las fuentes que la misma Conven- 
ción habia fijado como base a sus resoluciones. Tal es la 
síntesis, débilmente interpretada, de los conceptos que, a 
este respecto, ha emitido el señor arbitro de Chile en el 
voto disidente de que se trata. 

Entró, a continuación, el señor Arbitro a esponer la 
enseñanza que resulta de las prácticas i jurisprudencia de 
los Tribunales análogos modernos o sea, como se ha di- 
cho, la segunda de las bases sobre las cuales la Conven- 
ción ordenaba fundar las resoluciones del Tribunal. 

La mayoria fundaba su fallo, a juicio del señor Arbitro, 
en una consideración errónea. Cierto era que el Tribu- 
nal que funcionó en Santiago a virtud de la Convención 
de 4 de Enero de 18ÍÍ4 (análoga en todo a la que creara 
al Tribunal Anglo-Chüeno que acaba dé funcionar en 
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esta capital) dio entrada a las reclamaciones formuladas 
por diversas sociedades anónimas; pero, este procedi- 
miento que reconocia suficiente status a tales sociedades 
para deducir reclamaciones, no significaba que se les re- 
conociera derecho para sustentarlas. De idéntica cosa se 
trataba en el caso actual, i, por lo tanto, no era posible 
equipararlo al de la reclamación número 14, resuelto por 
el Tribunal Anglo-Chileno en 1/ de Octubre de 1884, 
porque en este último, la sentencia que se dictó cuidó de 
espresar que el Tribunal se consideraba competente para 
espedirla, por cuanto se trataba de una acción personal 
de tres súbditosde S. M. B. Por otra parte, la Compañía 
de que eran ellos los únicos accionistas, era una sociedad 
anónima peruana, i habría sido injustificable que se con- 
denara a Chile a pagar perjuicios ocasionados por la 
guerra a los bienes de sus enemigos. Fuera de este caso, 
que como se veia, era enteramente inconducente, no co- 
nocia el Arbitro disidente otro que hubiera establecido la 
tesis que combatía. 



Por último, espuso el señor Arbitro disidente las razo- 
nes por las cuales no podia aceptar la interpretación que, 
tanto el reclamante como la mayoría del Tribunal, habian 
dado al art. V del Reglamento de Procedimientos, por 
cuanto era evidente que si éste hubiese contemplado el 
caso de reclamaciones de sociedades anónimas, no las 
habría dispensado en lo absoluto de toda formalidad; en 
la mas favorable de las hipótesis, se habría siquiera exiji- 
do a esas corporaciones que exhibieran sus estatutos 
sociales. No cabia, pues, duda que el Tribunal al acordar 
la ritualidad a que debian someterse los reclamantes, no 



2 puso jamas en e! caso de que se interpu 
or sociedades anónimas, ¡ esto porque < 
ebia su existencia, no mencionó a tales 
egándoles, a virtud de ese silencio, los 
torgaba a las personas naturales, subdito 



Después de mas de cuatro naeses de di 
a la sentencia ¡ voto disidente que pre' 
layoria del Tribunal oportuno redactar u 
on el fin de rectificar ciertos conceptos q 
'M\e consignaba en su voto especial. S 
ota esclusivamentea las apreciaciones qi 
o disidente del pasaje de la obra del publi 
íobert Phillimore i de los casos de "Dan 
ssueltos por el Pripy Council, sacados 
¡on de Knapp i citados por el mismo Ph 

En la suscinta esposicion que mas arrih 
3to especial de que se trata, resumo las < 
ue dichas citas hablan dado lugar, junto < 
ones a que arribaba el Arbitro disidente 
ue repetir lo dicho. 

Los señores de la mayoría del Tribunal, 
■ar su criterio sobre este punto, hiciere 
ictado el fallo, venir de Europa dicha i 
Inapp que contenia los casos citados 
ieport of cases argued and dctermincd bef 
f Her Mag-esty's masl honourable Prii<y C 
S}4, vol. ¡l,pa¡s. 2)i ^i) con el fin de ■ 

idea que tenian de que el jurisconsultu ...q — ■— — 
íferia sino a las corporaciones constituidas por subditos 
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británicos en país estranjero ¡ que estaban sometidas a la 
vijilancia del Gobierno de dicho pais; i para probar que 
su honorable colega chileno se encontraba en un profun- 
do error al invocar la doctrina de la jurisprudencia inglesa 
para apoyar su tesis. 

He aquí lo que esponian los señores Arbitros de Bél- 
jica i Gran Bretaña, con sus propias palabras: 

«En la primera decisión pronunciada por el Consejo Privado en 
1825 i trascrita por el compilador (caso «Daniel»), se trata de cor- 
poraciones relijiosas católicas, fundadas en Francia en los siglos 
XVI i XVII, por ingleses competidos a prestar juramento de obe- 
diencia al Papa i constituidas a virtud de letras patentes otorgadas 
por el Rei de Francia: estas corporaciones tenian por objeto la 
creación ¡ mantenimiento de seminarios i colejios en Paris, Donay 
i St. Omea^ que sirvieron a una propaganda relijiosa prohibida en 
Inglaterra». 

«En la segunda decisión dictada por el Consejo Privado de 
i8p (caso «Long>^), se trata de colejios católicos irlandeses fun- 
dados en diversas ciudades de Francia por irlandeses, antes de la 
Revolución francesa». 

«Estas corporaciones habian esperimentado la confíscacion de 
sus bienes por decretos de la Convención Nacional i habían ape- 
lado ante el Consejo Privado délos fallos quehabian pronunciado 
en contra de ellas los comisionados encargados de liquidar las 
reclamaciones de subditos británicos contra la Francia por los 
perjuicios sufridos durante la Revolución». 

« En estas dos sentencias el Consejo Privado resolvió que, si 
bien estas instituciones relijiosas habian sido fundadas por subditos 
británicos, i mediante capitales ingleses, ellas eran, sin embargo, 
corporaciones francesas i no podian, por consiguiente, beneficiar 
de un tratado que acordaba ciertos derechos de compensación a 
subditos británicos». 

De aquí deducian los señores de la mayoria que la 
INFORME 1 1 
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ncia del C ,^ . — ^.. 

:¡pnes reliiiosas fundadas por ingleses 
i no a sociedades anónimas tal como 
I constituidas en Inglaterra con arre- 
las cuales no tenían afinidad de ningún 
as corporaciones de olro siglo. Con- 
que no alcanzaban a ver el objeto de 
1 tesis sustentada por el Arbitro de Chi- 
encia anticuada que no tenia aplicación 
de inslituciones que solo respondían a 
indiciones de los tiempos modernos, 
sposicion que, a juicio del señor árbi- 
1 quizá estimarse de equívoca oportu- 
una estensa nota-contestacion de éste, 
■ en la medida de lo posible. 
itro disidente que los argumentos que 
;gas hablan creído encontrar en el testo 
■íjjy Councit citados por Phillímore para 
ctrinas que esle publicista enseñaba a 
la jurisprudencia, no alcanzaban, a su 
le se tuvo en mira. 

, el estudio que él. a su vez, había he- 
s fallos del Prhj Council, no tenia otro 
irmar las opiniones que consignaba en 
as cuales, como queda dicho, eran Jas 
nore en su obra de Derecho interna- 

^sla aseveración. dió una relación mas 
itecedentes que motivaron los reclamos 
Duso los fundamentos de! fallo del Con- 
onfirmó la resolución de los comisio- 
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jecion a uno de los modos reconocidos por la lei inglesa, 
no por ello podria negárseles su carácter de (quasi-corpo 
rations) casÍ-corporaciones, reconocida por esas leyes. 

Dadas las consideraciones espueslas, consideró el Ar- 
bitro disidente, que podía mantener, en su integridad, las 
aserciones que contenia su voto especial recaido en la 
reclamación de la «Angio-Chilean Nitrate and Railway 
Co., Limited.» 

Antes de dar por terminado el examen que hago de 
este reclamo, es del caso esponer, de la manera mas so- 
mera, las alegaciones de la Defensa referentes al fondo 
de la materia, así como los fundamentos en que se basó 
el fallo condenatorio del Gobierno de Chile. El punto 
se encuentra plenamente dilucidado en el caso siguiente 
núm. 8, i por eso, no me detendré por el momento en él, 
sino lo estrictamente indispensable. 

Sostúvola Defensa, en resumen, que las requisiones 
de que era materia la reclamación no hablan sido sufi- 
cientemente comprobadas i que los perjuicios causa- 
dos a las líneas férreas i telegráficas de la oficina Sta. 
Isabel, perteneciente a la Compañía reclamante, no 
eran de la responsabilidad del Gobierno de Chile, por 
cuanto tales perjuicios, cuando provienen de una ne- 
cesidad militar, no dan mérito para obtener indemni- 
zaciones. Todos los autores esian de acuerdo en sos- 
tener que un jefe militar tiene derecho para ocupar los 
lerrocarriles i telégrafos haciéndolos servir para las opera- 
ciones militares. A este respecto citó la Defensa las opi- 
niones de Bluntschli, Calvo, Bonfils, Geffeken [art. 2Ó 
de Reglamento de las leyes ¿costumbres de la guerra; Re- 



Droit ¡nternaíional, 1884, páj. 594; 1 la oemvn- 
TrUmnal Angh-Chtleno de 1884 fnúm. 4, recla- 
19, páj. 41). 

iclamante hizo afanoso mérito del hecho de haber 
1 el Gobierno alemán a subditos ingleses el valor 

buques con su cargamento de carbón, que los 
is que invadieron la Francia en 1870 encontraron 
íena, cerca de Rúan, i alli los destruyeron. Desde 

sostuvo el Abogado chileno que este hecho no 
ba analojia alguna con el caso actual. La destruc- 
e los referidos buques no fué una operación de 
necesaria e inmediata, sino que el único objeto 
; tuvo en vista fué dar severo cumplimiento a las 
is militares que impedían todo tráfico en el Sena, 
¡talles de este suceso se encuentran relatados en 
tomo IV, sec. 2245 i siguientes, 
habia, pues, semejanza alguna entre aquel caso i 
al; i, por lo tanto, quedaban en pie todas las alega- 
de la Defensa. 

aso de ocupación i perjuicios ocasionados a ferro- 
s privados a consecuencia de una operación de 
lejítlma e inminente se encuentra estensamente di- 
io en la reclamación núm. 100, i a esta me limitoa 
me. 

2sar de no haber comparecido ningún testigo ala 
cia de prueba que el Tribunal habia fijado, consi- 
ste suficientemente comprobadas las requisiciones 
que se fundaba la reclamación; pero no asilos da- 
le se pretendían causados a la propiedad de la 
Kñia reclamante; i para satisfacer las primeras con- 

1 Gobierno de Chile a pagar al reclamante la suma 



deg9'542> moneda corriente, mas los intereses a razón 

de 6^' anual, devengados desde el i6 de Marzo de 1891 
hasta el jo de Setiembre de 1895, fecha de la sentencia. 



RECLAMACIÓN NUM. 8 de GIBBS i C. a nom- 
bre, de la ROSARIO NITRATE C", LIMITED, por 
1,264-16-0 libras esterlinas. — Se pretendia en este caso 
que tropa armada, que obedecía a las órdenes de los co- 
roneles Gana i Arrate, del ejército del señor Balmaceda, 
arrebataron a sus cuidadores una partida de muías que la 
Compañia reclamante tenia a talaje en un fundo de la pro- 
vincia de Tarapacá; que esta requisición se hizo sin que 
precediera ningún convenio sobre el futuro pago i negán- 
dose los actores a otorgar recibos por los animales que se 
llevaron para emprender la retirada a que tos obligó la 
derrota de Pozo Almonte, de 7 de Marzo de 1891. 

Después de oponerse varias excepciones dilatorias, en- 
tre otras la de incompetencia por ser la Compañia recla- 
mante una sociedad anónima, de la que he preferente- 
mente tratado en el caso anterior núm. 4, i entrando al 
fondo mismo de la cuestión , se espuso por parte de la De- 
fensa de Chile, que no se hablan absolutamente probado 
los hechos fundamentales de la reclamación; que, según 
aparecía de la prueba informal ¡ deficiente exhibida por la 
otra parte, los sucesos de que se querellaba el reclamante 
no impondrían ninguna responsabilidad al Gobierno de 
Chile, porque ellos serian consecuencia esclusíva de actos 
ejecutados por soldados dispersos i fujitivos, después de 
una derrota. Pero si se hubiese comprobado que una ver- 



adera requisición habia sido hecha poroñcialesdelejér- 
to, podía todavia sostener la Defensa que el Gobierno 
s Chile no era responsable por una medida de ese ¡enero, 
loptada en circunstancias gravísimas i cuando la seguri- 
id de las tropas en derrota dependia de una retirada 
Lpida i ordenada. 

Para corroborar esta proposición, citó la Defensa la 
!ntencia número 4, pronunciada en la reclamación nú- 
ero g por el Tribunal Anglo-Chileno de 1884, que 
jarda perfecta conformidad con la presente. Aquel Tri- 
jnal rechazó dicha reclamación fundándose en que un 
:to semejante al que había dado lugar a la demanda de 

«Rosario Nítrate Co.» se justificaba por las necesida- 
;s imprescindibles de la guerra, i que un cuerpo de tro- 
ís, sí se encontraba en peligro de ser atacado por fuer- 
,s superiores, podia i debia ponerse a salvo apoderando- 
I con ese objeto de todos los recursos i elementos 
irtenecíentes tanto a los nacionales como a los estran- 
ros que encontrase a su paso. Concluía la sentencia 
tada estableciendo que en ningún caso podría admitirse 
je actos de verdadero pillaje cometidos por soldados 
¡os de la vijilancia de sus jefes 1 oblando sin autorización, 
idiesen afectar al Gobierno de Chile obligándole a pagar 
demnízaciones como las reclamadas. 

La nñayoria del Tribunal, después de declararse com- 
itente para conocer de la reclamación de la Compañía 
ónima reclamante, por los mismos fundamentos con- 
;nados en la sentencia recaída en la reclamación nú- 
sro 4 anteriormente axaminada, estableció los siguientes 
incipios sobre requsíciones: 



nas los intereses a razón de 6^ anuales, devengaaos aes- 
ieel 9 de Marzo de 1891 hasta ei 9 de Marzo de 1895. 

Refiriéndose a la exepcion de incompetencia por ser la 
I^ompañia reclamante una sociedad anónima, que deducia 
i Defensa de Chile i que rechazaba perentoriamente la 
nayoria, espuso el Arbitro disidente que las razones de su 
lisentimiento a ese respecto se encontraban latamente de- 
envueltas i suíicientemente justificadas en su voto especial 
mitido en la reclamación anteriornúmero 4: nohabia, por 
3 tanto, objelo en volver sobre ellas. Por lo que atañía al 
ando mismo de la reclamación, lamentaba el Arbitro disí- 
Icnle que tampoco le hubiese sido dable en esta ocasión 
rmonizar susopiniones con las desús honorables colegas. 

De la propia esposicion de los reclamantes aparecía, a 
u juicio, que no se trataba de una requisición, ni de nada 
emejante. Requisición, anadia, según todos los tratadistas 
le Derecho Internacional, era la demanda hecha por la 
lUtoridad militar para que se pusiese a su disposición las 
;osas que necesitase i aun las personas. Según Bluntschli 
art. 6jj, Derecho Internacional codificado)^ «el ejército 
[ue ocupa un territorio enemigo tiene derecho de exijir 
[ue sus habitantes contribuyan gratuitamente &\ manteni- 
niento de las tropas i a su trasporte». 

En otro articulo de la misma obra (núm . 6 1; j , nota C) se 
¡sfuerza Bluntschli en señalar cuales son las entidades 
esponsables por ese fuero de prestaciones forzadas, i dice: 

Las requisiciones son, en la jeneraltdad de los casos, una de las 
:alamidades que la guerra lleva ineviiablemenie consigo para los 
'articulares, i que deben ser soportadas por ellos. Por motivos de 
quidad, i si por acaso el estado de su finanzas lo permite, el Estado 
cordará ¡ahe^ una indemnización arbitraria a las victimas». 
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Todo eso era vago i nebuloso i absolutamente 
como noción de derecho, en concepto del Ar 
Chile, i por eso era que LoenJng, el ¡lustrado red 
la Refísla deOerccho Internacional, decia en 1872, 
tando estas últimas palabras de Bluntschli: 

«En presencia de tales dificultades, forzoso es recon 
los particulares deben considerar las contribuciones i reqi 
como una calamidad inseparable de la guerra i renunciar 
valor de las especies que se le hubieren tomado». 

En las Instrucciones para bs ejércitos de los Esta 
dos en campaña, dictadas con motivo de la guerra c 
se trató de establecer (art. j8) la responsabilidad 
bierno mediante un recibo que debia seri'ir de titi 
reclamar compensaciones. El artículo 42 del proyec 
dado en el Congi-eso Internacional de Bruselas re 
esa regla, i con relación a ella decia Montagne 
en \bí Revista de Derecho ¡nlernacional de 1875, 
justo que se otorgasen recibos de lo que percibe p( 
siciones; pero que quedaba claramente estableí 
la discusión a que la adopción de la regla habia da 
que un recibo no obliga a nadie al reembolso de lo p 
nial invasor ni a su propio Gobierno. 

Apesar de su deficiencia, admitía el señor Arbi 
regla era un primer paso dado hacia el reconocim 
la responsabilidad de los Gobiernos por requisici 

Desgraciadamente este desiderátum no fué en 1 
franco-prusiana de 1870 considerado ni por el G 
victorioso ni por los Gobiernos neutrales con fue 
tante para modificar las antiguas doctrinas i prác 
la guerra. 



Los Abogados de la Corona de Inglaterra, consultados 
sobre el particular, fueron de opinión de que los ingleses 
con propiedades en Francia, no tenian derecho auna pro- 
tección especial ni a considerarse exentos de contribucio- 
nes o r¿^«/y¡Cí'o/(?j t/e ^líerra impuestas a todos los habi- 
tantes del lugar en que rcsidian o tenian sus propiedades. 

Al invocar estos antecedentes, no había querido el Ar- 
bitro disidente, fundar sobre ellos una escusa de la respon- 
sabilidad que pudiese afectar por esta causa al Gobierno 
de Chile, porque ello revelarla una tendencia retrógada 
que no estaba en armonía con el espíritu legal moderno, 
sino que su propósito habia sido fijar los límites dentro 
de los cuales cabía acordar indemnizaciones por requisi- 
ciones militares. 

Ahora bien: la concurrencia dedos circunstacias bien 
calificadas i demostradas parecía indispensable para que 
existiese una requisición formal que arrastrase la obliga- 
ción lega! o moral de indemnizar a los perjudicados. 

El primer requisito consistía en que la requisición 
hubiese sido ordenada por un jele o comandante militar, 
previo el otorgamiento de un recibo suscrito a favor del 
interesado; i el segundo en que la requisición hubiese sido 
hecha en el servicio regular de un ejército. 

La razón de la doctrina se revelaba obvia i elemental, 
pues ningún Gobierno puede ser responsable de los actos 
de soldados que, por el hecho de ejecutar actos abusivos 
de sus funciones, i de encontrarse dispersos i fuera de las 
filas, cesan ¿pso fado de constituir fuerza pública. 

En el caso actual, continuaba el Arbitro disidente, no 
hubo requisición de funcionario competente, no se otorgó 



- 9) — 

recibo ni medió reconocimiento posteriordel hecho i, por 
último, el acto abusivo no se ejecutó en servicio de un 
cuerpo de ejército sino en provecho personal de sus auto- 
res. Éstos eran los hechos tales como los hablan estable- 
cido los memorialistas i tales como quedaban corrobo- 
rados por la prueba por ellos rendida. 

Después de analizar ésta someramente, arribó el señor 
Arbitro de Chile a la conclusión ineludible de que no era 
posible fundar una resolución, como la que dictó la mayo- 
ría, en mérito de los testimonios tan desautorizados como 
contradictorios de los testigos presentados, i que, si algo 
hubiese sido permitido derivar de ellos, seria que no se 
trataba, en el caso de la sociedad reclamante, sino de los 
actos mas característicos i mas calificados de merodeo i de 
pillaje, cometidos por soldados derrotados i desmoraliza- 
dos, circunstancia que escluye hasta la posibilidad de una 
requisición regular. 

Los precedentes que ofrecian en abundancia los tribu- 
nales análogos no favorecían tampoco a la Compañía 
reclamante, agregaba el Arbitro disidente, i para conven- 
cerse de ello bastaba consultar las resoluciones pronun- 
ciadas por la Comisión Anglo-americana de Washigton, 
creada a virtud del tratado de 1 87 1 , i recaídas en los casos 
números 12, 55, 100, 105, 108, 109, i}2, 135,212, 236, 
249 i 2 57; i la que pronunció la Comisión Franco-ameri- 
cana de 1880 en elcaso típico número 1 , que se aplicó a 
setenta i tantos reclamos análogos. 

Los tribunales Anglo-chileno e Ítalo-chileno de 1884, 
espidieron también no menos de cuarenta fallos de idén- 
tica naturaleza. {Fallo de 1 ; de Julio de 1874, recaido en 
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la reclamación núm. 9 i otros referentes a saqueos en 
Tacna, Moliendo i Arica). 

Por último, e! mismo Tribunal habia dejado estable- 
cido en sentencias recaídas en las reclamaciones prove- 
nientes de saqueos en Valparaíso en la noche del 28 de 
Agosto de 1891, (véase el grupo correspondiente), el 
principio inconcuso i universalmente reconocido de que 
actos de merodeo i pillaje o actos licenciosos ejecutados 
por soldados dispersos i fuera de las filas no afectaban la 
responsabilidad de los Gobiernos. 

Mucha fuerza habia tenido en el ánimo de los miembros 
de la mayoria, para la resolución delcasola circunstancia, 
hábilmente esplotada por los Abogados de la Compañía 
reclamante^ de que las muías tomadas fueron utilizadas 
mas tarde, cuando se reorganizaron las tropas para em- 
prender la marcha de nuevo. 

No habia nada que justificase que fueron las mismas 
tropas las que se apoderaron de las muías i las que las 
utilizaron mas tarde. No habia, es cierto, absoluta impo- 
sibilidad para admitir la hipótesis de que asi fuera; pero 
el Arbitro disidente pensaba que no era dable hacer ser- 
vir una mera hipótesis como fundamento de un fallo con- 
denatorio del Gobierno de Chile. 

Era verdad que la lejislacion civil admite las presuncio- 
nes como un ddhil medio de prueba; pero la lei exije que 
ellas sean graves, precisas i concordantes, lo cual no 
incidía en el caso actual. 

Por la inversa, habia motivos graues para presumir que 
los soldados culpables habrían ocultado su botín en vez 
de acusarse ante sus jefes de esos actos licenciosos, i 
que si las muías hubiesen sido tomadas por orden de la 



autoridad militar, no 
habrian rehusado firnü 
si se pretendiese que i 
de Ja precipitación co 
suceso, era evidente < 
dado sus nombres pai 
hechos. 

Todo, pues, conci 

• verjia a establecer qui 

seguia deberían habe 

resultado de actos de 

responsabilidad de los 



RECLAMACIO^ 
i Co., por la SANT 
TED. por 470-10-0 1 
. esterlinas de interés 
ciertas muías pertene 
que se decian tomac 
fundo de Camarones, 

No presenta este c 
ran de los que han si 
anteriores de este gru 

La controversia en 
hechos fundaméntale! 

La Defensa manif 
comprobado el domir 
las muías i enjalmas 
lenticidad del recibo ■ 
el nombre de un señe 
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;obre esta suma a razón de ó^anual, desde el jo de Mayo 
Je 1891 hasta el 3 1 de Diciembre de 1894. El Arbitro de 
Z)hÍ!e dejó constancia de su disentimiento. 



RECLAMACIÓN NUMERO 25 de INGLIS, LO- 
AAX i C/ por la SAN JORJE NITRATE Co. LI- 
vIlTED. por 275-0-1 1 libras esterlinas, mas 63-19-10 
bras esterlinas de intereses. — Los puntos de derecho 
nvueltos en este caso no difieren de los que han sido tra- 
sdós en otras reclamaciones de este grupo, [núms. 4 i 8]. 

Los hechos sobre que se fundaban tos n>emorialistas 
on análogos a los que dieron lugar a la reclamación nú- 
lero 23. Como en aquel caso, sostuvo la Defensa que las 
retendidas requisiciones de que era materia la demanda 
staban lejos de encontrarse suficientemente compro- 
adas, i, por lo tanto, la reclamación debia serdesechada. 

Asi lo estimó también la mayoría del Tribunal i disin- 
cndo el Arbitro británico, absolvió al Gobierno de Chile 
e toda responsabilidad en la materia. 



RECLAMACIÓN NUMERO 27 de ANDRÉS 
LERR. — Se reclamaba del Gobierno de Chile unaindem- 
izacion de 1 3 5-9-3 libras esterlinas, mas intereses del 
% anual, por dos diversos capítulos: 1 .- por el robo de 
arias mercaderias que el reclamante tenia depositadas en 
1 Aduana de Coquimbo, efectuado por la tropa que llegó 
ese puerto inmediatamente después de terminada la gue- 
a civil; i 2.° por la entrega que en Agosto de 1891 hizo 
e provisiones para el rancho de la tropa. 
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Para comprobar estos hechi 
documentos: entre otros un t 
alcaide de la Aduana deCoquii 

La Defensa, contestando ¡ni 
do de la reclamación sostuvo ( 
cion de mercaderias en la Adi 
mente comprobado con el o 
cuanto este seria responsable d 
los almacenes de su depender 
casos la sustracción habría si 
pillaje cometido por soldados c 
caso análogo a los robos verific 
llendo en 1880, los cuales mi 
número 14, 82 i 8;, falladas ( 
1884 i 1887 por el Tribunal A 
que en este caso habia que agr 
. mercaderías se suponía veríficaí 
guerra civil, i que, si bien, seg 
la Convención de 189556 auto 
nocer de reclamos motivados pe 
de Agosto de 1891, término fi; 
evidente que ser entendía que 
debian de ser hechos de guerra 
prendia de los antecedentes i 
citada Convención; que no h 
alguno de guerra en la época 
llegada de tropas a Coquimb 
Aduana pudo efectuarse en cui 
medida del servicio ordinarío 
tanto, no tenia ei Tribunal com 
clamacion. 



'or lo que tocaba a la segunda partida referente a 
jestas requisiciones hechas a virtud de supuestas or- 
es, opinó la Defensa que toda ella descansaba en 
ntas i papeles de carácter privado, que no conslltuian 
iprobantes fehacientes, i que, como se habla dicho 
)tras reclamaciones análogas, para que las requisi- 
les afectasen en derecho la resposabílidad de un Ge- 
no, era menester que quedase perfectamente justifi- 
el hecho de que ellas habian sido efectuadas por las 
iridades superiores de la localidad, lo que no pasaba 
:l caso actual. (Guelle, Pn'cis de lois de la guerre, tomo 
pajina 189; Geffcken S(ír Hí//'/er, iji,note4). 
'ara corroborar los hechos alegados, presentó el re- 
nante varios testigos ante el Juez Letrado de Co- 
nbo. Por parte de Chile compareció el Promotor 
:al de la Serena, quien repreguntó debidamente a los 
¡gos, sobre como le constaban los hechos acerca 
os cuales atestiguaban. 

,1 Tribunal, por unanimidad de sufrajios, dio como 
diente i legalmente comprobado el primer capítulo de 
iclamacion referente a la sustracción de mercaderías 
ficada en la Aduana de Coquimbo por soldados del 
cito. Declaró, en seguida, que las sentencias núnie- 
14, 82 i 85, pronunciadas por el Tribunal Arbitral 
jlo-Chileno de 1884-88, e invocadas por el Ájente 
Gobierno reclamado, relativas a robos de mercade- 
en las Aduanas de Callao i Moliendo, no podian 
carse al presente caso, por cuanto aquel Tribunal 
lazó las reclamaciones solo por falta de prueba o por 
;er ésta suficiente sin pronunciarse sobre su fondo. 



i 



de todas o de la mayor parte délas muks i caballos que 
se encontraban a talaje en el fundo Taltaj?e en Cama- 
rones, perteneciente al ciudadano peruano Fermín Her- 
nández; que este caballero se v¡ó obligado a obedecer i a 
entregar los animales en cambio de ciertos resguardos 
que fueron protocolizados en la notaria de Tacna: que de 
los documentos acompañados aparecía que los memoria- 
listas perdieron ocho muías i dos caballos en Camarones. 

Las otras dos muías i un caballo a que se referia el 
reclamo, habian sido tomadas en la oficina La Peruana 
de la Compañia reclamante. 

Creia el memorialista que su reclamo se ajustaba a los 
términos del art. 12, número 5 de la Constitución Poli- 
■ tica del Estado, por el cual se asegura a todos los habi- 
tantes de la República la inviolabilidad de todas las pro- 
piedades, i, por otra parte, siendo estranjeros los miem- 
bros de la sociedad reclamante, subditos de S. M, B.. 
se encontraban amparados por el Tratado de amistad, co- 
mercio i navegación de 1854, celebrado entre Chile i la 
Gran Bretaña. 

Después dedéducir las excepciones dilatorias del caso, 
fundadas en que la Compañia reclamante era una socie- 
dad anónima i en la falta de personería del representante, 
solicitó la Defensa de Chile que se rechazase la demanda; 
por cuanto no aparecían comprobados los hechos; agre- 
gando que el mérito probatorio de la protesta del señor 
Hernández era nulo i que aunque no lo fuera, no era 
díficil comprobar por medio de los testigos que se ofre- 
cían por parte de Chile, que los hechos eran inexactos, 
pues las tropas del señor Balmaceda se movilizaron de 
Tacna ala provincia de Tarapacá en caballos i muías 



i^mam^a 
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arrendados i oportunamente devueltos después de paga- 
dos sus servicios. Refiriéndose a los recibos otorgados a 
favor del señor Hernández, que se encontraban^ al decir 
del reclamante, protocolizados en Tacna, opinó la De- 
fensa que el daío era demasiado vago i que, puesto que 
no se habian acompañado por el reclamante, no se tenia 
medios de verificar la exactitud de la afirmación. 



El Tribunal, por mayoría de votos, disintiendo el Ar- 
bitro británico, declaró: que no se habia probado que las 
muías que se pretendía tomadas por la autoridad en Ca- 
marones estuvieran en ese lugar o fueran de la esclusiva 
propiedad de los reclamantes, ni que la supuesta apro- 
piación fuera una verdadera requisición militar; que el 
único título invocado para justificar su dominio sobre los 
referidos animales era una declaración de don Fermin 
Hernández, propietario de la hacienda de Taltape en 
Camarones; que la simple afirmación de un tercero no 
bastaba para probar el derecho de propiedad, sobre todo 
cuando este tercero estaba en posesión de los animales 
i tenia interés en descargar su propia responsabilidad de 
depositario; que, finalmente, aun cuando la Compañía 
reclamante hubiese probado que los espresados animales 
le pertenecían, faltaba saber si estos se encontraban entre 
los que sirvieron para la movilización de las fuerzas i que 
causaron los recibos otorgados a favor de Hernández. 

Por estos motivos se declaraba sin lugar la reclamación. 



RECLAMACIÓN NUM. 51 de BLAlRi Ca. por 
1,820- 1 8-8 libras esterlinas. Se tratabaen esta reclamación 
de hechos idénticos a los que han sido espuestos en el 
caso anterior número 48, i. Dor lo tanto, no dio ella a la 
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A este respecto, citó !a Defensa varias sentencias del 
Tribunal Anglo-Chileno que funcionó de 1884 a 1887 en 
Santiago: 

Una casa comercial inglesa entabló ante aquel Tribu- 
nal una reclamación fundándose en que la ocupación por 
parte de Chile del litoral boliviano la habia privado de la 
garantia que tenia en favor de un crédito contra el Go- 
bierno de Bolivia, por estarle hipotecado el ferrocarril de 
Mejillones i las rentas del litoral boliviano, que Chile 
habia empezado a percibir. El Tribunal, por unanimidad 
de votos, se declaró incompetente fundándose en que los 
reclamantes no citaban acto alguno ejecutado ya por mi- 
litares aislados, ya por cuerpos de tropas, de lo cual se 
desprendia necesariamente que no habia materia en que 
ejercitarla jurisdicción que la Convención acordaba al 
Tribunal Arbitral. (Sentencia número í5,paj. J02I. 

Otro demandante reclamó a consecuencia de una or- 
den dictada por el jeneral en jefe del ejército de ocupa- 
ción en el Perú para hacer ingresar en arcas del ejército 
ciertos fondos que existian en un banco a la orden del 
Gobierno provisorio de aquel pais. Esta medida no era 
en si misma una operación bélica; aunque ae llevaba a 
efecto a virtud de la ocupación militar del territorio ene- 
migo i del derecho de la guerra. El Tribunal se declaró, 
porlo tanto, incompetente, (Sentencia número 78, paj. 
440). 

La inejecución de un contrato pactado entre el Gobier- 
no del Perú i la sociedad Penman Guano Coinpany, 
contrato que no pudo llevarse a efecto a causa de la gue- 
rra, motivó otro reclamo, i el Tribunal, al declarar su in- 
competencia, observó que si a él le correspondiese el 



3or Blair ¡ C.'ipür D. Richardson i C.° Deesos docu- 
nentos, tres eran escrituras relativas a la protocolización 
ie recibos otorgados a favor de don Fermín Hernández, 
otro era la escritura pública de protesta otorgada por el 
■ni smo señor Hernández, a consecuencia de haberle las 
luloridades tomado en Camarones una partida de muías i 
ilgunos caballos puestos a talaje en la hacienda del olor- 
izante i pertenecientes a diversos dueños. 

La Defensa de Chile alegó desde luego que a nada 
:onducÍa dicha escritura, pues en ella pudo decir el señor 
Hernández cuanto quiso i le convino, teniendo bien pre- 
;ente que, como depositario de los animales, si efectiva- 
nente éstos eran ajenos, 61 era el responsable de la 
ievolucion a sus dueños: que nada se habia acreditado en 
a reclamación, ni que los reclamantes fueran los dueños 
ie ios animales reclamados, ni que las autoridades hubie- 
sen dado orden de tomarlos, ete. 

Pero la verdad desnuda fué que las tropas acontonadas 
;n Arica se movilizaron mediante arrendamientos de ani- 
males, siendo éstos devueltos mas tarde a sus dueños pa- 
gándose el alquiler. El señor Hernández arrendó por su 
parte i en esas condiciones muchos de los animales que 
:enia a talaje en Camarones. 

Según eso, se trataba aquí, no por cierto de actos im- 
suestos oejecutados por las fuerzas de mar o tierra de la 
República, a que se referia el Pacto de Arbitraje, sino de 
iimples contratos de trasporte o de alquiler de animales. 

Para acreditar esta aseveración, acompañábala Defensa 
dos cuentas que se encontraron en la tesoreria de Tacna 
por fletes de muías i caballos para movilizar las fuerzas del 
coronel Arrate, cuentas pagadas a virtud de decretos del 



Intendente de Tacna al señor Hernández, con quien ha- 
bían celebrado las autoridades de aquella provincia con- 
tratos regulares de fletamento de animales. 

El reclamante reconoció la efectividad dei hecho, pero 
advirtió que esos fletamentos fueron anteriores a las exac- 
ciones de muías cuyo valor reclamaba. 

El defensor de Chile sostuvo que la gravedad mora! i le- 
gal de tal afirmación exijian alguna esplicacion. La omi- 
sión del reclamante a este respecto confirmaba la creencia 
de que el señor Hernández, con muías propias o ajenas, 
negoció trasportando en 1 89 1 , como se ha dicho, las fuer- 
zas a quese referia el memorial, puesto que la niovilizacitfn 
de tropas a que éste aludía fué la única que se efectuó en 
Arica en la época referida. 

A juicio del Abogado del Gobierno de Chile, quedaba 
perfectamente establecido que en esta reclamación no se 
trataba de requisiciones regulares o de exacciones im- 
puestas por los jefes militares, sino de contratos volunta- 
riamente celebrados ¡ cumplidos por ambas partes. De 
aqu! nacian dos causales de incompetencia: primera, que 
no se fundaba la reclamación en perjuicios impuestos por 
actos de las fuerzas militares de la República; i en segui- 
da, que dichas muías fueron voluntariamente, con el obje- 
tivo del lucro, puestas al servicio de una de las partes 
belijerantes contra la otra, lo que hizo perder al reclaman- 
te su carácter de neutral en la contienda. — Así, i por lo 
tanto, debia su reclamación encontrar cerradas tas puer- 
tas del Tribunal, según lo determinaba la Convención 
de 189J. 

Sobre este punto citó la Defensa un caso que ofrecía 
un precedente decididamente favorable al Gobierno de- 



o. Era éste e! que en 1 894 se suscitó ante la Comi- 
lileno-Americana de Washington en los casos de 
Irothers ¡ Co. contra Chile: La Comisión desechó 
amaciones de la Compañía reclamante, conside- 
ue ésta había dado voluntaría ayuda i auxilio & uno 
laises belijerantes circunstancia que, con sujeción 
) creador, la hacia perder su carácter de neutral. 
lacion de fallos, pá¡. 151.) 

acuerdo de esta causa las opiniones del Tribunal 
ieron, i se produjo una dispersión de votos que 
ilító su fallo. Cada Arbitro se reservó la facultad de 
1 opinión que sostuvo en el acuerdo. Los siguien- 
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Hertnínde:{ el precio de las muías arr 
del Presidente Balmaceda por el m 
hubo de parte de los reclamantes un í 
cíente de la violación de la neutralic 
hecho realizado por el Gobierno dí 
época. 

El señor Arbitro británico fué de 
piacion de las muías constituyó al prii 
requisición, puesto que ellas fueroi 
sentimiento o conocimiento de los di 
de los recibos otorgados por Hernán 
reclamantes, resultaba que se pagó 
dinero por el alquiler de los anímale: 

Pero esta circunstancia no alcanza 
de la neutralidad, porque los reclai 
apropiaciones de sus muías que se hi 
rizar al señor Hernández para que 
males, i si consintieron en recibir el 
fué, sin duda, con el Cínico fin de di 

El poder con que autori;aron al s( 
alquilar las muías, fué otorgado ce 
apropiación de animales i no podía i 

Pero el hecho de haber aceptado 
se les pagara el alquiler de los animal 
importó en su oríjen una requisición 
nerara en un contrato de porteo que 
de reclamar ante el Tribunal. 

El Arbitro de Chile mantuvo la op 
dad reclamante carecia de status pai 

INFORME 






cuales no podía admitir que se conociera del 
reclamación en análisis. 

Convención como el Reglamento del Tribu- 
ido la huella trazada por el tratado entre Fran- 
tados Unidosde 15 de Enero de 1881, i últi- 
ar la Convención Chileno-americana de 7 de 
1892, establecieron que solólas personas que 
jservado estricta neutralidad en la guerra civil, 
irian habilitadas para seroidas. 
ta prescripción se fundó el Ájente de Chile en 
n Chileno-americana que funcionó en Was- 
1894, para oponer la excepción de falta de 
s memorialistas en los reclamos interpuestos 
de Grace i C contra Chile, por cuanto habia 
do ayuda i auxilio al Perú durante la guerra de 
io que consistió en haber sido dicha casa pro- 
la escuadra, en haber suministrado los hilos i 
ctricas destinados al ejércilo peruano, etc. 
ano que los reclamantes, en aquella ocasión, es- 
prestacion de sus servicios, alegando que en 
o habian tenido las mismas relaciones comer- 
;1 Gobierno del Perú i que los artículos sumi- 
or ellos a este Gobierno no eran contrabando 
que, aun cuando lo hubiesen sido, la única 
le era la captura in transilu de esas especies. 
Comisión de Washington desestimó esas alega- 
;larando que el principio de la ayuda o auxilio 
los belijerantes, creación del Derecho Inter- 
iderno, descansaba en la idea de que e! acceso 
i de Arbitraje, era un privilejio puramente con- 
ya que incumbía a las partes establecer en el 



stremo deficientes. Para probarlo hacia el señor Arbitro 
n estudio detenido de los conceptos que a este respecto 
ncerraban los votos del señor Presidente del Tribunal i 
el señor Arbitro británico, los cuales solo confirmaban 
i aseveración de que en el caso actual incidió ayuda i 
uxilio voluntarios iconcienlfcs prestados a uno de los par- 
dos belijerantes en la guerra civil de 1891 contra el otro. 

Primeramente, de la prueba testimonial rendida por la 
)efensade Chile, se desprendiaque los jefes de lasfuerzas 
cantonadas en Tacna i Aricanose vieron nunca en el caso 
e hacer requisiciones violentas de elementos de trasportes, 
uesto que les sobraron las ofertas de fletes de animales 
ara movilizar las tropas. 

Habia, sobre todo, un hecho que bastaba por sisólo 
ara demostrar que hubo, de parte de los reclamantes, 
i intención i voluntad espresas de prestar ayuda i au&ilio 
uno de los partidos belijerantes de 1891, i es el que el 
eñor Hernández no procedió a ajustar los convenios de 
rriendo de las muías que tenia a talaje en su hacienda sino 
espues pue se encontró autorizado para ello por mandato 
scrito de los memorialistas. De esta circunstantia se 
leducia, a todas luces, que el propósito de los recla- 
lantes fué lucrar con sus muías, aprovechando así la buena 
icasion que ofrecían tos sucesos de la guerra. 

Estaba mui lejos, ademas, añadió e! señor Arbitro, de 
er clara la doctrina que requiere, para fijar la. responsa- 
lilidad de los neutrales en esta clase de actos, el concurso 
le una voluntad espontánea. 

Juzgando por anaiojias, podria equipararse el caso con 
:l ejercicio del derecho de jng^aria, el cual autorizaba al 
oberano de un país para apoderarse de ias enbarcaciones 



civil, presentó a las autoridades de la provincia de Con- 
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material rodante sin que hubiese obligación 
ar los daños causados; (se citó a Bonfils, 
;f International Public, núm. i,i86, París, 
r, Rei'ue efe Droit International, núm. 2, 
ij- i que si el Gobierno hubiese tomado 
I uso del ferrocarríl con molivo de la lucha 
nformidad con el articulo 62 de la ya citada 
re la policía de los ferrocarriles, habría 
nijencias déla Compañía, pagándole sola- 
;orrespondiente ala ganancia media en el 



;omando en cuenta: i." que, según la leí 
obre la construcción i esplotacion de la 
la Compañía reclamante, ésta quedaba 
isposiciones de laleijeneral de policía de 
;, cuyos artículos 54 i 55 disponen que 
Troviaria tiene la obligación de trasportar 
s tropas, armas i pertrechos de guerra de 
ue el articulo 12 de la lei de concesión 
as que las personas o sociedades a quienes 
t transfiriese sus derechos, aun cuando no 
i residiesen fuera de Chile, debían cons- 
lio en la República quedando sujetas a 
s, como si fueran chilenas, para todas las 
se suscitaren en la ejecución de la leí de 
lue de estas disposiciones resultaba que 
lo bilateral de trasporte entre el Gobierno 
mpañia reclamante, i que, de acuerdo con 
la Compañía trasportó tropas durante la 
o las mismas condicionf^'; ^'^f lf> hnhia 



hecho i lo hizo antes i des| 
trasporte no constituía u 
lo tanto, bajo las prescrip' 
bitraje; t;." que no se trali 
cion militar, sino de un tra 
cosas taxativamente enum 
con anterioridad a los su 
reclamación, lo cual consí 
pañia ejecutaba en todo tit 
Por los motivos precede 
establecido que hubiese s 
aclos u operaciones ejecuta, 
de la República durante la 
voto en contra del Arbitre 
pétente para conocer de la 
Arauco, debiendo ésta o 
competente. 

El Arbitro disidente ba; 
de haberse el Gobierno c 
reclamo, fundándose en qi 
al Gobierno del señor Balr 
nocla tácitamente que se 
Dado este antecedente, el 
que el Tribunal debía decl 
de la reclamación. 

RECLAMACIÓN N 
TE RAILWAYS Co., 
libras esterlinas, mas los ii 
la Compañia reclamante e 



tado varias solicitudes al Gobierno de Chile cor 
de conseguir la liquidación del presente redi 
s esfuerzos hablan resullado ¡nfructi 
n que se apoyaba el reclamo eran 
es nadie pedia negar que ambas pí 
lia guerra civil de iBgr tomaron, c 
sesión e hicieron uso de las propií 
con el fin de trasportar tropas i m 
as locomotoras, carros Í coches de 
stuvieron, dia i noche, en perpetuo t 
a ser intencionalmente destruidos 
láquinas de guerra; que la Compí 
liderables perjuicios tanto en Pisaj 
i consecuencia de los bombardeos q 
ron a efecto las fuerzas navales de 
sta. 

ia de Chile pidió que el Tribunal se 
B para conocer de la reclamación 
morialisia manifestaba obrar a nomt 
ónima, sino, i sobre lodo, porque ; 
dad que era cesionaria de los de 
rmanos, a quienes el Gobierno del 
cion i privilejio para construirles 
; de Tarapacá. 

amacion número 4, perteneciente 
; espueslo los motivos por ios cuales 
efensa de Chile, las sociedades an^ 
arse como subditos de S. M. B, n 
islencia fuera del territorio en que 
ó existencia. 



Ademas de esas consideraciones de carácter Jeneral, 
existia eil el caso de la Compañia reclamante una circuns- 
tancia muí especial que demostraba, a mayor abunda- 
miento, la radical incompetencia del Tribunal para juzgar 
el caso en examen. 

El Gobierno del Perú, a quien pertenecía el territorio 
de Tarapacá en laépoca de la construcción de los ferro- 
carriles que ahora son de la Compañia reclamante, con- 
cedió a los señores Ramón Montero i Hermanos el dere-' 
cho de llevar a efecto dicha construcción con privilejio 
esclusivo por veinticinco años. Fué condición esencial de 
la concesión que, en el caso de trasmitir Montero Her- 
manos losderechos mencionados, esa trasmisión se hiciese 
con la aprobación gubernativa, i que si se llegase a veri- 
ficar en favor de estranjeros, éstos quedarian sometidos a 
las leyes del país «sin poder hacer uso de ningún recurso 
diplomático» (art. 1 5 del decreto de concesión). El artí- 
culo 2j del mismo decreto estipulaba que todas las cues- 
tiones que se suscitasen entre el Gobierno i la Empresa 
se someterían a la decisión de una comisión compuesta de 
un injeniero del Estado i de otro de la Empresa, i en caso 
de discordia se nombraria de común acuerdo un tercero 
dirimente, cuya resolución sería definitiva. Esta conce- 
sión fué ampliada en dos diversas ocasiones, i siempre se 
estipuló que si los concesionarios trasmitían sus derechos 
a estranjeros, estos quedarian estrictamente sujetos a las 
leyes del pais «sin poder emplearningun recurso diplo- 
mático». 

Mas tarde, en 1874, se formó una Compañía Nacional 
de los Ferrocarriles Salitrem-í Hel Ppn'i. a la cual trasoa- 
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ciones. Esta sociedad se reconstituyó como Compañía 
inglesa en 1882, con la espresa condición de qucdarsome- 
tidaalas leyes que rijiesen en el territorio de Tarapacá 
sin poder hacer uso de ningún recurso diplomático. 

En consecuencia, dadas las estipulaciones di; los con- 
tratos, la Compañia no podía ponerse al amparo de un 
pacto nacido de jestiones displomáticas. ni ocurrir a otro 
Tribunal que al que convino en constituir de acuerdo con 
el Gobierno, cada vez que se suscitase alguna dificultad 
entre ambos. 

Por otra parte hizo presente el defensor de Chile, que 
aun cuando no existiese el pacto especial Í espreso cuyas 
disposiciones sometían a la Compañía a las leyes nacio- 
nales, era menester no olvidar que la doctrina de Derecho 
Internacional ha establecido, que para resolver litijios a 
que diere lugar el cumplimiento de contratos no podía 
ocurrirse % la via diplomática, sino cuando había mediado 
una verdara denegación de justicia de parte de los Tri- 
bunales de! país. (Wharton, Internafional L.iii> Digesl, 
sec. 241, vol. H; Sentencia de 22 de Enero de ¡894, pro- 
nunciada por la Corle de Casación de Francia; Dalloz, 
Jurisprudence Genérala, 1849)- 

Como "en el caso actual la Compaííia no había acudido 
a los Tribunales de Chile i no podía, por consiguiente, 
invocar una denegación de justicia de éstos, no cabía 
jénero de duda que, según lo reconocían las declaracio- 
nes hechas en un Memorándum dÍri|ido por la misma Ni- 
trate RailuKiys Comp.iuy a una Comisión nombrada por el 
Presidente de la República en 1888, esta reclamación 
quedaba absolutamente escluida de la jurisdicción de un 
Tribunal creado a virtud de negociaciones diplomáticas. 



país, con arreglo a las estipulaciones del contfa- 
a una razón que Le impidiese reclamar ante el 

porque la Convención que a éste dio vida era 

una leí de la República. 

de hacerse cargo de cada uno de estos razona- 

el defensor de Chile juzgó del caso esponer 
e los motivos que habian movido a los gobiernos 
ricanos a no hacer concesión alguna para la cons- 

dc ferrocarriles en sus lerritorios sino bajo la 
n espresa de quedar los concesionarios estran- 
etos a las leyes del país i de renunciar a la pro- 
iiplomática de sus Gobiernos, 
ido, en seguida, a refutar los argumentos del 
3r, sostuvo ei Abogado de Chile que, aun cuando 
rto que la presentación del reclamo no constituía 
recurso diplomático, era evidente que él no pudo 
conocimiento del Tribunal sin que los reclaman- 
ieasen previamente un recurso diplomático. Las 
i diplomáticas entabladas por el Gobierno de la 
retüña para arribar a un medio de solucionarlos 
i de los damnificados británicos en la guerra civil 
fueron, a no dudarlo, un recurso diplomático, así 

fué también el aclo de la Compañía de ocurrir 
Gobierno británico en busca de amparo. 
se alegaba por el contendor que los contratos pri- 
:elebrados entre el Gobierno del Perú t Montero 
inos, de que la Compañía derivaba sus derechos 
iones, no habian podido privar a los cesionarios 
ullad de acudir a un Tribunal como el que debió 
ncia al pacto de 189J, porque a la fecha en que 
se ajustaron no se había aun orgaftizado el primer 
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del país, compromiso que ningún principio ue ueretuu 
Inlernacionql prohibe a los ciudadanos pactar; 

j.° Que e! Tribunal Arbitral arrancaba su oríjen de un 
convenio diplomálico que tuvo por objeto sustituir su ju- 
risdicción a la acccion diplomática, según se desprendía 
del mismo preámbulo de la Convención; i que del espíritu 
i testo de ésta, así como de la naturaleza del arbitraje, se 
desprendía también que el Tribunal reemplazaba a la ac- 
ción diplomática trabada entre los Gobiernos contratantes; 

4.° Que, por consiguiente, no podían ocurrir a él los 
estranjeros que se hubiesen obligado libremente a no in- 
vocar personalmente la intervención diplomática: 

5." Que el Gobierno del Perú, en cuyos derechos se 
sustituyó el Gobierno de Chile, concedió la construc- 
ción i esplotacion de los ferrocarriles de Tarapacá a los 
señores Ramón Montero Hermanos, a virtud de diversos 
decretos, cuyos artículos 1 2 í i ; otorgaban a los conce- 
sionarios la facultad de transferir sus derechos a terceros 
con la aprobación del Gobierno; pero estipulándose que 
«si la transferencia se hacia en favor de estranjeros, éstos 
quedarian sometidos a las leyes del pais, sin poder ejerci- 
tar ningún recurso diplomálico»; 

(3.° Que, previa la autorización del Gobierno, se efec- 
tuó una transferencia en favor de la sociedad inglesa 
reclamante, la cual sabia a lo que voluntariamente se 
comprometía; 

j.° Que era espontánea i personalmente cómo la Com- 
pañía reclamante ocurria ante el Tribunal Arbitral bajo el 
patronato de la Legación de S. M. Británica, infrinjiendo 
así el compromiso suscrito por ella; 

8.° Que no se podia sostener que dicho compromiso. 
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que escluia la intervención diplomática, no se aplicaba 
sino a las diñcultades que suriieran de la construcción da 
latinea, fijación de tarifas ¡ otras causas directas, puesto 
que a la solución de éstas se referían otras disposiciones 
de los contratos i que los precitados artículos 12 i 1 5 no 
hacían sino.consagrarla renuncia a toda acción diplomá- 
tica en caso de que se llevase a efecto la transferencia que 
ellos preveían; 

q.° Que evidentemente fluia de los términos del pacto, 
que la condición indicada se. aplicaba a todos los actos de 
la empresa i que así lo confirmaba el art. 22 de la escri- 
tura de la concesión de ri de Julio de 1868, que some- 
tía a una Comisión de arbitraje, sin ulterior recurso, todas 
las cuestiones litijiosas que pudieran surjir entre el Go- 
bierno í los concesionarios; í 

10." Que esa seria la jurisdicción con^pefente aceptada 
de común acuerdo de las partes, para fallar las cuestiones 
litijiosas, por lo menos aquellas que se refiriesen a la ci- 
tada primera concesión de i 868. 

.Considerando, concluyó la sentencia, que las reclama- 
ciones de la Compañía se referían a la materia mísma del 
contrato; que en ellas se solicitaba indemnización de da- 
ños causados a su material í ocupación de las vías férreas 
por las autoridades militares chilenas: por esos motivos el 
Tribunal, por mayoría de votos, se declaraba incompeten- 
te para conocer de la reclamación, debiendo la Compa- 
ñía reclamante ocurrir donde correspondiese. 

El señor Arbitro británico fundó su voto discordante en 
que las cláusulas de ios contratos que hacia valer el Ájente 
de Chile para demostrar la incompetencia del Tribunal en 



la materia, se referian únicamente a 
jieran de la ejecución de dichos co 
era dable creer que la Compañía 
desprenderse de los fueros i privile 
dian por actos ajenos a dicha ejecu 

Negaba, en seguida, que la prest 
cion de la Compañia reclamante al 
un recurso diplonjático. El apoyo di 
B. no habia tenido otro objeto que 
fuera posible, el carácter naciona 
por consiguiente, su derecho para 
ante el Tribunal. 

La Compañia reclamante tenia, 
derecho para que el Tribunal oyese i juzgase el fondo de 
la reclamación. 



RECLAMACIÓN NUM. loo de la Antofagasta 
(Chile) AND BOLIVIA RAILWAY Co,. LIMITED, 
porj^ 200,000. — El mandatario de la Compañia recla- 
mante espuso que era ésta una sociedad anónima inglesa, 
que habia llegado a hacerse dueña, reconocida por el 
Gobierno de Chile, de la via férrea de Antofagasta a Bo- 
livia con todas sus dependencias i que estaba domiciliada 
en Chile para la administración de sus propiedades i suje- 
ta a las leyes chilenas, una de las cuales era la Convención 
de Arbitraje a que debia el Tribunal su existencia. 

Refiriéndose a los antecedentes de la reclamación, re- 
lató el memorialista que, pronunciada la guerra civil de 
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ocupaban las provincias de Tarapacá i Antofagasta; que, 
habiendo sido las de Tarapacá completamente deshechas, 
juzgó el Gobierno de Santiago de primordial necesidad 
salvar las que quedaban en Antofagasta. 

Con ese objeto, en telegramas que el memorialisla 
trascribía, se ordenaba a las autoridades de Antofagasta 
tomar posesión de las lineas de la Compañia reclamante i 
subir al interior el material rodante, dejando en la costa 
solo el que fuera necesario en previsión de una retirada, 
orden que fué ejecutada sin tardanza, según constaba de 
los decretos espedidos en esa época por el Comandante 
de Armas, coronel don Benedicto Silva. Poco después, 
habiendo aparecidoen la bahía algunosbuques de la escua- 
dra constitucional, se juzgó llegado el momento de tras- 
portar la tropa al interior, destruyendo después la linea en 
algunos puntos, según constaba del diario del Intendente 
señorEnrique Villegas. Según elmismo, solo dos máquinas 
fueron dejadas en la costa. El mismo dia de la retirada de 
las tropas gobiernistas era la plaza ocupada por ei ejérci- 
to constitucional, cuyos jefes se dedicaron ante todo a pe- 
ñeren estado de servicio las dos máquinas referidas, ha- 
ciendo desembarcar, ademas, otras tres que estaban aun 
a bordo de un buque en la bahia. Gracias a la actividad 
desplegada en esa ocasión, estuvieron en breve tiempo uti- 
lizables ios elementos necesarios para emprenderla per- 
secución del enemigo, la cual se efectuó por un cuerpo de 
tropa al mando del coronel Boonen Rivera. La adminis- 
tración del ferrocarril de la Compañia reclamante, lejos de 

pues, adis- 
lementos de 
d entre ellos 
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sus vías férreas por las autoridades de Chile. Afortunada- 
mente en este caso se encontraba fijado por la le¡ el mon- 
to de la indemnización debida. El art. 62 de la lei de Po- 
licía de ferrocarriles de 6 de Agosto de 18Ó2 lo determina. 
Según dicho articulo, la indemnización debia ser la que 
correspondia a los diasde la primera i segunda suspen- 
sión del tráfico públicOj tomando por base para el ava- 
luó el término medio de loque hubiere producido el fe- 
rrocarril durante los últimos seis meses, para lo cual había 
que atenerse a la contabilidad de la empresa, que cons- 
tituía un verdadero documento oficial, por estar dicha 
contabilidad reglada por un decreto gubernativo. Esto, 
en lo concerniente a la indemnización por lucro cesante. 

Fijaba en seguida el memorialista el monto de la in- 
demnización referente a perjuicios directos, por deterioros 
en el materia! fijo o rodante del ferrocarril, í de la cañería 
de agua potable i por la paralización de las obras en 
construcción. 

Concluía declarando que, así como era indiscutible el 
derecho de las autoridades chilenas para ocupar total- 
mente en dos ocasiones durante la guerra civil, el ferroca- 
rril de Antofagasta a Bolivia, no lo era menos el deber 
que tenia el Gobierno de indemnizar las pérdidas i per- 
juicios provenientes de dicha ocupación. 

La Defensa de Chile opuso a la demanda varias exep- 
cíones de carácter previo, tales como la de inadmisibilí- 
dad del memorial por no ajustarse a las prescripciones 
reglamentarias i la de falta de personería del memorialista 
fundada en la insuficiencia del poder con que ocurria al 
Tribunal, 



La tercera i mas importante escepcionse basaba en no 
poder la sociedad anónima reclamante ser considerada co- 
mo un subdito británico porque esta denominación solo 
corresponde a las personas naturales i no a las entidades 
jurídicas. Como la Convención de 189} solo permitia a 
los subditos británicos litigar ante el Tribunal, se deducía, 
tanto del testo como del espíritu de ella, que las socieda- 
des anónimas quedaban escluidas de la jurisdicción con- 
ferida al Tribunal. Si esta ¡ntelijencia de la Convención 
no fuera aceptada, resultaba en este caso que un ciudada- 
no chileno i accionista de la Compañía reclamante, se 
encontraba en el caso curioso i anómalo de tener sus inte- 
reses amparados por un Gobierno estranjero. 

En efecto, sucedía que uno de los siete fundadores de 
la uAntüfagasta and Botívia Rjilwjy Coinpany Limited», 
fué el señor don Melchor Concha i Toro, conocido ciu- 
dadano chileno; i era de advertir que solo por ser tan cono- 
cido este caballero, pudo llamar la atención de la Defensa 
el hecho de ser un chileno propietario de una parte consi- 
derable de los bienes de la Compañía reclamante. Bien 
podía suceder que hubiese entre los socios otros chilenos 
o personas de nacionalidad mui diversa a la inglesa a los 
cuales no podía estenderse la protección británica. 

Pero aparte de estas consideraciones, basadas en el 
hecho de ser el reclamante una sociedad anónima, con- 
sideraciones que he desarrollado mas latamente en la 
reclamación ni'imero 4, grupo número 1, existía con res- 
pecto a este caso una circunstancia especial qtje determi- 
naba también la radical incompetencia del Tribunal. La 
sociedad reclamante, como sucesora de la Compañía 
«Huanchaca de Bolívía», que lo era a su vez de la de 



Defensa ocasión de esponer los antecedentes históricos 
que determinaron la resolución del Gobierno del Perú de 
no hacer concesión alguna para la construcción i esplota- 
cion de obras públicas, sin que los concesionarios estranje- 
ros se comprometiesen a renunciara todo recurso diplomá- 
tico. Nohabiapara que repetirlodicho anteriormente: pero 
la Defensa creyó del caso agregar que las leyes i decretos 
dictados para la construcción i esplolacion de las líneas de 
la Compañía reclamante, tuvieron un propósito demasiado 
claro i definido para que pudieran ser estimados como 
una mera reproducion de otra lei vijente. El Código Civil 
se limitó a reglamentar el principio de Derecho Interna- 
cionel privado Ux rci sUae, mientras que el citado aríiculo 
lo de la lei de 1884 fué diotado, no para ampliar o espli- 
car esa reglamentación, sino para imponer a los conce- 
sionarios con la fuerza de un pacto, que es superior a una 
leji la obligación de no reconocer otra jurisdicción judi- 
cial u otras leyes que las de Chile. Sin esfuerzo se com - 
prende que dicho articulo 10 de la lei de 1884 no podia 
tener otro objeto. 

Era, pues, evidente que la Compañía reclamante no 
podia litigar ante un Tribunal de exepcion que no figuraba 
entre las autoridades nacionales creadas por la Contitu- 
cion i las leyes de la República. 

Esta proposición que, a juicio de la Defensa, bastaba 
enunciar para dejarla demostrada, fué, sin embargo enér- 
jicamente rechazada por el honorable contendor. A! 
efecto manifestó, invocando el testimonio de Bello, que 
la soberania de un Estado se menoscabaria instituyendo 
dentro de él tribunales o judicaturas estrañas sin autoriza- 
ción del Estado, En el caso de no r— -' t?-"" -r..;k„„.,i 



una autoridad de la República, se habría restrinjido la 
soberanía del Estado en contra de su voluntad, lo que era 
imposible suponer. 

A juicio del Abogado de Chile, el principio que cons- 
tituía ei punto de partida del razonamiento del honorable 
contendor era elemental en Derecho de Jentes; pero la 
consecuencia que deducía no se desprendía de él ni tenia 
relación alguna con el caso de que se trataba. Era evi- 
dente que una potencia estranjera no podia imponer auto- 
ridades de ningún ¡enero a una Nación independiente sin 
menoscabar su soberanía; pero no era menos cierto que, 
una Nación podia pactar con otra la instalación, en el 
territorio de cualquiera de ellas, de Tribunales exepcio- 
nales llamados a juzgar, no con arreglo alas leyes víjentes 
en los países contratantes, sino de conformidad con los 
principios jenerales del Derecho Internacional. Estos 
Tribunales no podían ser considerados como una auto- 
ridad de los países que habían convenido en establecerlos 
transitoriamente. 

No cabía, pues, duda que cuando la lei hablaba de 
autoridades i leyes de la República, se referia a los funcio- 
narios administrativos i judiciales instituidos por las leyes 
internas, i a estas mismas leyes internas. 

La jurisdicción del Tribunal emanaba de la voluntad de 
dos poderes soberanos: tomada la palabra autoridad en el 
sentido escesivamente Lito que le atribuía ei contendor, 
había éste de convenir en que el Tribunal era una auto- 
ridad no solo de Chile, sino también de la Gran Bretaña, 
i en este concepto careceria del carácter de autoridad 

:oncesÍon, 



— 146 — 

era la única llamada a ejercer jurisdicción sobre el Go- 
bierno de Chile i la Compañía reclamante. 

El mandatario de la Compañia hacia todavía un último 
i casi desesperado esfuerzo para demostrar que no podia 
deducirse por parte de la Defensa de Chile la escepcion 
de incompetencia del Tribunal fundada en el motivo que 
he dejado enunciado. Ese proceder importaba, a su en- 
tender, sustentar una tesis que estaba en franca contra- 
dicción con la opinión emitida por el defensor de los inte- 
reses del Gobierno de Chile ante los Tribunales Arbitra- 
les que funcionaron en Santiago de 1884 a 1888. 

De paso advirtió la Defensa que la opinión muí autori- 
zada del señor José Eujenio Vergara, abogado i ájente de 
Chile ante dichos Tribunales, no podia ser considerada 
como la opinión de la República de Chile ni ligar a la De- 
fensa. 

Por lo demás, ésta podia felizmente probarque no exis- 
tia la diverjencia pretendida entre la esclarecida opinión 
del eminente jurisconsulto que en 1884 representó al Go- 
bierno de Chile i la del defensor de Chile en 1895. 

El señor Vergara sostenía únicamente que el domicilio 
en cuanto hacia perder al reclamante su carácter de neu- 
tral, no constituía una escepcion previa de personería ni de 
incompetencia, sino una escepcion perentoria o de fondo. 
La actual Defensa de Chile jamas habia pretendido lo con- 
trario, puesto que ni siquera había invocado ese medio de 
defensa alegando el hecho del domicilio i la consiguiente 
pérdida de la neutralidad como escepcion dilatoria ni como 
escepcion perentoria. 

Para examinar bajo el puro aspecto del derecho las nu- 
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merosas cuestiones que surjian de ia reclamación, juzgó 
el Abogado de Chile conveniente examinar separadamente 
cada uno de ios perjuicios de que se hacia mérito para 
reclamar indemnización del Gobierno de Chile: 

A. — Perjuicios ocasionados por Li destrucción de una 
parte de la linea férrea t de la cañería de agua potable. 

Aunque habian motivos de cai"ácter previo, fundados 
en la insuficiencia del mandato conferido al representante 
de ia Compañia, paraexijir que no se fallase sobre el fondo 
de este punto, se vio, sin embargo, la Defensa precisada 
a decir sobre él algunas palabras, para conformarse al sis- 
tema adoptado por el Tribunal de no ventilar previamente 
las escepciones dilatorias. 

Un belijerante, se alegó, tiene siempre el derecho mas 
perfecto de adoptar las medidas necesarias para escapar 
del enemigo que lo persigue. Los perjuicios que ocasiona 
una medida de esta clase no son imputables al Estado 
en cuyo nombre se ejecutan, porque, como dice Blunts- 
chli, los daños que resultan necesariamente de las ope- 
raciones militares para la propiedad privada no constitu- 
yen una violación del derecho, sino que deben ser consi- 
derados como un simple accidente. 

La misma o análoga doctrina establecen los artículos 
3 2 i 51 del Manual de tas leyes de la guerra terrestre publi- 
cado en Oxford por el Instituto de Derecho Internacional. 

Foignet, en su obra Droit International Public, pajina 
279, dice que el respeto a la propiedad privada en tiempo de 
guerra está limitado por las necesidades déla misma guerra. 

Citó por fin la Defensa la opinión que Kluber espone 
sobre el particular en su obra Droit de Gens Moderne de 
l'Europe, sec. 262, 
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Segun la doctrina jeneralmente aceptada, la operación 
ejecutada por las fuerzas en retirada para evitar que el 
enemigólas persiga, es perfectamente lejilima i no con- 
fiere a los damnificados acción alguna para ser indemniza- 
dos. 

Juzgó el reclamante que las doctrinas que, a este res- 
pecto, soinvocaban en resguardo de los interesesdeChile, 
eran de carácter jeneral i no tenian aplicación al caso, por 
tratarse de un ferrocarril de propiedad privada cuyo uso 
imponía al belijerante el deber de indemizar a los propie- 
tarios; según lo determinan el Manual de Oxford, Blun- 
tschli i el Congreso de Bruselas. 

El Abogado de Chile advirtió que era menester no 
relegar enteramente al olvido que los hechos de quenacia 
la reclamación eran de dos clases distintas, i daban, por lo 
tanto, oríjen a cuestiones diversas en el terreno del dere> 
cho. El honorable contradictor parecía darse el placer de 
confundir los hechos, aplicando a unos los principios lega- 
les que la Defensa invocaba con relación a otros. 

La ocupación i esplotacion de vías de comunicación 
era uno de los recursos de la guerra, la destrucción de una 
parte de ellas con el propósito de asegurar la retirada era 
cosa completamente diversa. 

A esto último eran aplicables las doctrinas invocadas 
por la Defensa, aunque no se refiriesen ellas especial- 
mente a ferrocarriles, puesto que en este caso se trataba 
de dos hechos perfectamente distintos, uno referente a la 
ocupación de los ferrocarriles de la Compañía i otro a per- 
juicios causados a los mismos. 

A este respecto, quiso la Defensa agregar una nueva 
opinión a las que habia invocado anteriormente. Dice 



Guelle en su Compendio de las leyes de la guerra, (tomo 
II, tercera parte, capítulo IV): 

«O bien las órdenes dadas o las medidas adoptadas son conse 
cuencia de las necesidades de la guerra inmediatas i previstas: asi 
un ejercito que se bate en retirada es perseguido por elenemi 
hace saltar un puente, incendia sementeras, echa abajólos árboles. 
etc. En tal caso, estos actos perjudiciales son impuestos por la ui 
¡encia, para escapar a un peligro inminente, i entran en la catego 
ría de los casos fortuitos que no dan lugar a indemnización». 

Este era precisamente el caso de las tropas balmace- 
dislas que se internaban para escapar de la inminente 
persecución enemiga. 

Sedecia, sin embargo, que no era indispensable des- 
truir una parte de ia linea férrea, desde gue, trasladado al 
int-erior el material rodante del ferrocarril, \& persecución 
se hacia imposible. Pero, en circunstancias tan graves, 
el jefe de un ejército no puede atenerse a una sola medida, 
cuando tiene a la mano otras que conducen al mismo resul- 
tado, si llegase a fallar la primera. 

B. — Otros perjuicios anisados en la cañería de agita 
potable. 

También se esíendia aeste punto la objeción de que 
el poder conferido al representante déla Compañía no era 
suficiente para deducir esta parte de la reclamación. 

Por lo que hacia al fondo del asunto, solo se manifestó 
por nuestra parle que era de tal manera vaga i confusa la 
esposicion de la demanda a este respecto, que era impo- 
sible contestarla. 

RepUcando en la reclamación, esplicó el reclamante 
que la destrucción había sido efectuada en su retirada por 
las mismas tropas gobiernistas, seguramente con el fin de 
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El abogado de Chile alegó que para formular tal j 
tensión era menester relegar enteramente al olvide 
prescripción de la Convención que establecía las bf 
sobre las cuales debia el Tribunal fundar sus fallos. S 
en caso de estar las leyes del pais de acuerdo con 
principios del Derecho Internacional, podía el Tribi 
tomar aquellas en cuenta. En este caso no solo nc 
estaban, sino que la disposición legal chilena invoc 
porel contendor era inaplicable a la presente reclamaci 

El articuló 62 de dicha leí determinaba que "en el c 
de conmoción o de invasión estranjera, el Gobie 
podrá tomar de su cuenta el uso de los ferrocarriles, a 
nandoa la empresa la cantidad que correspondiese, tom 
do por base para el avalúo el término medio délo que huí 
ra producido el camino durante los últimos seis mese 

Manifestó el abogado de Chile que esta disposicior 
aplicaba solo cuando el Gobierno ocupaba un ferrocs 
i lo esplotaba, como claramente lo indicaba el espíritu 
la leí. Ésta se había puesto en el caso que e! Gobíe 
tomase de su cuenta e\ uso i la administración de las íín 
terreas, i no había podido referirse a la ocupación r 
mentánea de ellas para llevar a cabo una operación béi 
lejitima i necesaria. 

Existían todavía motivos especíales para hacer ¡nadm 
ble en todas sus partes la presente reclamación. 
Compañía reclamante tenia su domicilio en Chile, sej 
se deducía de la disposición del articulo 10 de la leí 
1884; tenía también en Chile todos sus bienes i disfruti 
de singulares favores que le habían sido otorgados po 
Estado. 
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4.' Que es un principio de equidad el que un belijerante 
que toma posesión de un ferrocarril particular i del material 
rodante para fines estratéjicos, pague una indemnización 
al devolver la linea a su dueño (Bluntschli, Derecho Inter- 
nacional Codificado, párrafo 64; bis. Declaración Interna- 
cional de Bruselas, art. 6. Manual tie las leyes de la guerra, 
publicado por el Instituto de Derecho Internacional de 
Oxford, 1880, art. 5 5. Calvo, Derecho Internacional Teó- 
rico i Práctico, t, IV, párralo 224}); 

5.' Que este principio habia sido consagrado de tiempo 
atrás, en el artículo 62 de la lei chilena de policía de ferro- 
carriles, de 6 de Agosto de 1862, el cual tenia aplicación 
al caso presente, puesto que se trataba del uso del ferro- 
carril por el Gobierno durante el período de conmoción 
interna; 

6.° Que importaba poco que el Gobierno hubiera o no 
esplotado las líneas mientras las ocupó, puesto que, si la 
lei se hubiera únicamente referido a la esplotacion, se ha- 
bria ella limitado a precribir la rendición de cuenta; 

7.° Que de la nota dirijida por el Comandante de 
Armas de Antofagasta al administrador del ferrocarril i de 
la prueba testimonial se desprendía que el Gobierno tomó 
posesión de la línea a virtud de la prescripción legal refe- 
rida; í 

8." Que el Tribunal tenia indudablemente el derecho 
de aplicar la lejislacion interna de Chile; i, por lo tanto, 
debía pagarse a la Compañía lo que la lei de 6 de Agosto 
de 1862 dispone por los dos periodos en que el Gobierno 
tomó por su cuenta esclusiva el ferrocarril de Antofagasta 
a Bolivía. 

Por estos fundaí"»"'""! Tnk„nal Arkitml ^nn ol v^tn 
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negativo del Arbitro de Chile, condenó al Gobierno de 
este pais a pagar a la Compañia reclamante la suma de 
jS 1 1 1 ,721 .80, mas los intereses de ó por ciento anuales, 
devengados desde el 25 de Marzo de 1891 sobre ;S '^4, 
494.90, i los devengados, al mismo tipo, sobre ^ 47,226.47, 
desde el 20 de Agosto de 1891 hasta la fecha de la sen- 
tencia: las demás partidas de la demanda fueron decla- 
radas sin lugar. 

En concepto del Arbitro de Chile, el Tribunal habia 
resuelto la reclamación con la mas notoria i radical incom- 
petencia. 

Ademas de los puntos doctrinales que habia latamente 
espuesto en su voto especial emitido en la reclamación 
número 4, estrictamente aplicable al caso actual, para de- . 
mostrar la falta de jurisdicción del Tribunal, queria derivar 
«ésta principalmente de las estipulaciones de un solemne 
contrato intervenido entre las partes. 

En cambio de los favores i privilejios verdaderamente 
escepcionales que habia obtenido la Compañia chilena de 
Salitres i Ferrocarril de Antofagasta, se habia ésta com- 
prometido a no reconocer en ella ni en sus sucesores, el 
derecho de ocurrir a otras autoridades o a otra jurisdicción 
que a las creadas en Chile. 

Nada mas enérjico i categórico que los términos emple- 
ados, con ese propósito, en el artículo 10 de la lei-con- 
trato de ig de Enero de 1884, 

Para demostrar que ésta aseveración no era antojadiza, 
citó el Arbitro disidente el testo mismo de la disposición 
aludida, subrayando las palabras que mas acentúan el pro- 
pósito que se tuvo en mira. 
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En efecto, bastaba analizar por un momento las decla- 
raciones de doctrina contenidas en el fallo recaido en la 
reclamación número 34, idéntica a la presente, e inter- 
puesta por la Compañía de Ferrocarriles de Tarapacá i la 
aplicación de ellas a dicho caso, para convencerse de que 
en el único concepto que contiene la sentencia pronun- 
ciada por la mayoría para justificar la declaración de 
incompetencia del Tribunal en el caso en análisis, no 
habia una palabra que no fuera una denegación i una 
contradicción palmarias de las doctrinas sustentadas en el 
fallo recaido en dicho caso de la Compañía de Ferroca- 
rriles de Tarapacá. 

Los antecedentes i la naturaleza jurídica de aquella 
Compañía i los de la Compañía reclamante eran, sin 
embargo, iguales. Estaban ambas ligadas por idénticos 
contratos, i si alguna diferencia podia notarse seria que la 
Compañía de Antofagasta, inmensamente mas favorecida 
por la lei que la de Tarapacá, fué de orijen chileno i chile- 
nos fueron todavía, en una sétima parte^ los capitales mis- 
mos que constituyeron en Londres la actual sociedad inglesa 
reclamante, mientras que la Compañía de Tarapacá era 
una sociedad anónima inglesa, formada, en su orijen, a 
virtud de las concesiones hechas a Montero Hermanos 
por el Gobierno del Perú. 

No acertaba, pues, el Arbitro disidente, a comprender 
porqué en un caso se habia el Tribunal declarado compe^ 
tente e incompetente en el otro. Constituía este fenómeno 
un enigma que no alcanzaba él a comprender. 

Las estipulaciones a virtud de las cuales habían ambas 
Compañías consentido en renunciar a la protección de su 
Gobierno, sometiéndose en todo a las leyes de Chile, 

INFORME 21 
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eran, sin embargo, perfectamente ¡guales en su alcance, a 
pesar de haber sido redactadas a distancia de quince años 
i en dos paises diversos; la primera en el Perú i la segunda 
en Chile. Podía el señor Arbitro afirmarlo sin temor de 
equivocarse. 

Decia la primera: 

El proponente o la Compañía que organice, tendrá el derecho 
de trasmitir en todo o en parte sus derechos al camino por cual- 
quier contrato. Esta facultad se estiende a los demás derechos que 
son accesorios a la libre propiedad. Sí la trasmisión se hiciese a favor 
de eslranjeros, se someterán éstos a las leyes del país, sin poder hacer 
uso de ningún recurso diplomático. 

Decia la segunda: 

La Compañía i las personas o sociedades a quienes puedan 
trasferlrse sus derechos a la via férrea, quedarán, en todo caso, 
sometidas escliisii'amente a ías autoridades i leyes de la República. 

Era cierto que la lei chilena no había empleado el 
complemento «sin poder hacer uso de ningún recurso 
diplomático»^ pero talvez el mismo pensamiento quedaba 
aun mas enérjicamente espresado en los términos usados 
en dicha lei. 

No era dudoso que el sometimiento esclusivo de un 
asunto a las autoridades i leyes de la República significa- 
ba una verdadera renuncia a todo recurso diplomático. 

Reaccionaba hoi el Tribunal contra lo resuelto en el 
fallo de la reclamación número 34, i ios obstáculos de 
buena doctrina que brotaron en esa ocasión para eviden- 
ciar ampliamente la incompetencia del Tribunal, quedaban 
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CAPITULO ¥111 



Reclamaciones provenientes de asesinato, prisión 
arbitraría i perjuicios. 

GRUPO NUM. 4 

RECLAMACIÓN NUM. ^8. de PEDRO EWING, 
por 4,8oo 0-0 libras esterlinas. — El memorialista relató 
que un dia de Junio de 1891 recibió en su casa en Santia- 
go la visita de un oficial de policía, quien le espresó que el 
Comisario de la sétima Comisaria de la ciudad lo espe- 
raba en su oficina para que prestase una declaración refe- 
rente a uno de sus hijos que era activamente buscado por la 
policía, i que a pesar de hallarse atendiendo a su esposa, a 
causa de una gravisímaenfermedad de ésta, accedió en el 
acto a la orden de la autoridad í se trasladó a la Comisaría, 
adonde supo que tendría que permanecer detenido i su 
establecimiento de galletas clausurado, hasta que apare- 
ciese su hijo; que protestó enérjicamente de aq"""» >•'»«"- 
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prescindo de la primera causal de incompetencia que 
ha sidüjeneral i suficientemente dilucidada en la sección 
especial dedicada a la prueba sobre la nacionalidad, i con- 
cretándome a la segunda causal que suscita la materia de 
la reclamación, única que la sentencia del Tribunal tomó 
en consideración para el rechazo de la demanda, señala- 
ré a continuación las alegaciones capitales que la De- 
fensa hizo valer para sustentarla. 

La prisión del señor Ewing, según él mismo io declara- 
ba en su memorial, se había verificado en Junio de 1891, 
en plena guerra civil: pero no era dable sostener que ella 
importase un acto u operación de las fuerzas marítimas o 
terreslres de la República, puesto que en Santiago no se 
ejecutaron actos de hostilidad de ninguna especie durante 
todo el período de la Revolución. 

Luego, dicha prisión, si se llegaba a probar legalmente 
que se habia ella verificado en las condiciones alegadas, 
no pasaba de ser una medida administrativa que la poücia 
de Santiago juzgó oportuno adoptar. SÍ fué aquella injus- 
tificada, tenia el reclamante abiertas las puertas de las Cor- 
tes regulares del pais para perseguir el abuso; pero en 
ningún caso, podia acudir a un Tribuna! de excepción, 
cuya jurisdicción estaba estricta i taxativamente limitada 
en la Convención que le habia dado existencia. 

El señor Ewing, por otra parte, residía en Chile desde 
hacia muchos años; su familia era enteramente chilena, 
puesto que sus hijos hablan sido acusados de tomar parte 
activa en las luchas intestinas; él mismo no ocultó la fran- 
ca simpatía que le inspiraba la causa revolucionaria, pu- 
diéndose decir con lodo fundamento que todas estas cir- 
cunstancias reunidas lo asimilaban a tos mismos naciona- 
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bre el particular había el reclamante hecho previamente en 
el memorial, que apenas llegó a oidos del Gobierno el 
hecho de la prisión del señor Ewing, se espidieron las ór- 
denes del caso para reparar el daño causado. Bastaba esta 
circunstancia para exonerar al Gobierno de Chile de 
toda responsabilidad en la materia. 

Por lo demás, la Defensa alegaba que el caso en análi- 
sisera ¡dénlico al núm. 351. fallado en 18 de Enero de 
1 888 por el Tribunal Arbitral ítalo-Chileno que funcionó 
en Santiago en aquella época. En él se trataba también de 
una prisión ordenada por el jeneral chileno que mandaba 
las fuerzas de ocupación en Lima, que el reclamante, 
don Diego Felipe Schiattino, calificaba también de arbi- 
traria. El Tribunal resolvió que tal prisión no podia de 
ningún modo ser considerada como una operación bélica, 
sino como un simple acto administrativo de las autori- 
dades establecidas, /'«re /'W/í, en Lima, i que, por lo tanto, 
la reclamación no era de su competencia, puesto que el 
acto que la habia motivado no estaba incluido en los 
términos de la Convención de Arbitraje que le había dado 
existencia. 

Prescindo déla cuestión de hechos, que e! Abogado 
de Chile examinó detenidamente para manifestar la inve- 
rosimilitud i aun la imposibilidad física i moral de los que 
habían sido alegados i entro desde luego a apuntar las 
principales alegaciones de fondo que se hicieron valer por 
parte de Chile en el terreno del derecho. 

Dando el Abogado de Chile como sentado sobre base 
inamovible el principio de Derecho Internacional que esta- 
blece que los estranjeros se encuentran ^sometidos a las 
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Ininal Chileno-Americano de Washington. En ambos 
casos, los Gobiernos reclamados fueron absueltos, por 
cuanto se encontró una causa razonable para efectuar las 
aprehenciones de que eran materia las reclamaciones a 
que dichos fallos se referían, dejándose claramente esta- 
blecido que porciií/Sii rasoiiahlc se entendía la existencia 
de tales hechos i circunstancias que dieran razonablemente 
lugar a creer que la persona acusada era culpable de la 
ofensa. 

El reclamante sostenía, sin embargo, que su caso era 
mui diverso de los que se citaban como ejemplo por parte 
de Chile, I que, de todas maneras i en cualquiera circuns- 
tancia, no se podia alentar contra su persona sin violar las 
leyes del pais, que garantizan la libertad Individual. 

Era incuestionable para la Defensa que los estranjeros 
gozan en Chile de las mismas garantías personales que ios 
nacionales; pero lo era también que no se pueden apreciar 
los hechos con el mismo criterio cuando se juzga el caso 
por las Cortes regulares del pais i de conformidad a 
las leyes nacionales que cuando está sometido al conoci- 
miento i resolución de una Comisión Arbitral llamada a 
juígar con arreglo a los principios del Derecho Interna- 
cional. 

E¡ Tribunal Chiieno-americano de Washington a que 
se refería la Defensa no aplicó a las reclamaciones por 
pretendida prisión arbitraria ni las leyes chilenas que am- 
paran la libertad individual ni las americanas tampoco: fue- 
ron ellas resueltas a la luz esclusivade los principios que 
se invocaban por parle de Chile en la reclamación del 
señor Ewing. 

En los casos de Washington obraron para la resolución 




absolutoria de los Gobiernos reclamados idénticos moti- 
vos que los que incidian en esta reclamación: la orden de 
prisión fué espedida por la autoridad respectiva compe- 
tente; hubo causa razonable para sospechar prima fadc 
que el reclamante era culpable; la conducta de las auto- 
ridades no podia ser tachada de maliciosa i el demandante 
no íué victima de maltrato durante las horas en que estuvo 
detenido. 



El Tribunal, por unanimidad de sufrajios, se abstuvo de 
fallar sobre el fondo de ia materia i limitándose a conside- 
rarla escepcion de incompetencia deducida porla Defensa 
de Chile, fundada en que no arrancaba la demanda su 
orijen de ningún acto bélico, se declaró incompetente para 
conocer de la reclamación del señor Ewing, en los 
siguientes considerandos; 

Considerando, que el articulo primero de la Convención 
de 26 de Setiembre de 1ÍÍ95, no sometia a la considera- 
ción del Tribunal sino las reclamaciones que se deri- 
vasen directa o indirectamente de operaciones ejecutadas 
por las fuerzas de mar i tierra de la República; que las 
partes contratantes no habian querido evidentemente dar 
competencia al Tribunal sino sobre las reclamaciones 
que se derivasen directa o indirectamente de operaciones 
ejecutadas por los ejércitos i escuadras de la República; 
pero no sobre aquellas que arrancasen su oríjen de actos 
ordenados durante la guerra civil por las autoridades admi- 
nistrativas i judiciales del pais; 

Considerando, que si el reciamente fuá aprehendido el 
i7deJun¡ode 1891 en Santiago, i detenido por menos 
de un dia en la Comisaria de Policia de dicha ciudad, esta 
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aprehensión no fué ejecutada por las fuerzas de mar o tierra 
de la República sino en conformidad a órdenes de las au- 
toridades regulares del pais^ administrativas i judiciales, 
que obraban a virtud de mandato de la lei^ a la cual están 
sometidos tanto los estranjeros como los regnícolas, i toda- 
vía en una ciudad donde no tuvo lugar nigun acto de 
guerra; que las medidas que se tomaron en contra del 
reclamante, no cambiaban de carácter porque se ejecuta- 
ron durante la guerra civil, i que no podia racionalmente 
ser considerada por esta sola razón,* cojno una operación 
ejecutada por las fuerzas de tierra de la República. 

Por lo tanto, se declaraba incompetente para conocer 
de la cuestión de fondo' que encerrábala demanda. 



RECLAMACIÓN NUM. 5.7 de JORJE FEDERI- 
CO BUSSEY. — El mandatario del reclamante declaró 
que durante la época de la guerra civil, en diversas oca- 
siones, fué su mandante victima, en el fundo de don 
Francisco Puelma, titulado San Ignacio de Pemehue, 
de que era arrendatario, de odiosos actos de hostilidad i 
persecución de parte de los enemigos políticos del señor 
Puelma o sea, del Gobierno del sefior Balmaceda. 

En una protesta hecha por el reclamante en la ciudad 
de Mulchen, en j de Abril de 1891, que acompañaba a 
í^Li memoria!, había éste consignado la relación exacta 
de los robos, exacciones i detenciones inmotivadas de 
que había sido la víctima. 

Estimaba los perjuicios i pérdidas sufridos en fi 169, 
096.32 (ciento sesenta i nueve mil ochocientos noventa 
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Habían, ademas, poderosas consideraciones que co- 
rroboraban la apreciación que de este punto hacia la De- 
fensa de Chile. De los documentos exhibidos por el mismo 
reclamante aparecia que éste era conocido por todo el 
mundo como un simple administrador del íundo de Sun 
¡g-ihicio. i el mismo no se había dado a conocer en otro 
carácter. Otras personas llegaban hasta calificar al señor 
Bussey de simple mayordomo. 

Respecto a la escritura de compra-venta de los enseres 
i animales, observaba desde luego la Defensa que su pre- 
cio no aparecia estipulado en ella, lo cual lahacia, en todo 
caso, nula, según la disposición contenida en los párrafos 
2i ) del titulo XXIII, libro IV del Código Civil chileno. 
En Derecho Romanóse decia: ¡ma/^inaria venditio non 
esl, prclio accedente. Podia, pues, decirse, a conlrario 
sensií, que la estipulación del precio de la cosa vendida 
era condición esencial para la validez de la venta. 

Dadas las premisas que quedan apuntadas, la Defensa 
llegaba a la natural conclusión que el único damnificado, 
era un ciudadano chileno a quien la Convención de [89; 
no acordaba el derecho de ocurrir ante el Tribunal Arbi- 
tral Anglo-Chileno. 

Bastó a la Defensa esponer en la contestación a la de- 
manda, tas consideraciones que preceden, para que el 
reclamante, sin replicar siquiera, juzgara oportuno retirar 
su demanda en 28 de Agosto de 1895. 
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para establecer la incompetencia que reciamaoa la ue- 
fensa. 

Las prisiones' i maltrato, caso de ser efectivos, habían 
tenido lugar, según confesión de! memorialista, en Octu- 
bre de 1 8c} 1 , es decir, tres meses después de terminada la 
guerra cívÜ, con la cual no podian tener ni la mas remota 
conexión. 

Los términos de la Convención eran terminantes: ellos 
se limitaban a dar cabida a las reclamaciones que tuvieran 
su oríjen en la guerra civ'ú o en sucesos posicriorfs en ínti- 
ma relación con aquella. 

Tal era la interpretación que se desprendía del espíritu 
i del testo mismo de la Convención creadora de la juris- 
dicción det Tribunal, i aunque asi no hubiese sido, era 
evidente que dicha jurisdicción era slrtcfi jiiris i solo 
abarcaba los casos taxativamente señalados en el Tratado. 

Este, según la doctrina de Calvo, debia, en caso de 
duda, ser interpretado en el sentido de la equidad i del 
derecho estricto, ateniéndose a los móviles que lo han 
provocado, o sea la razón de ser del acto {mtij legis). (Cal- 
vo. Le Droit Inleriulioihil, i. III, sec. i6;o i siguientes). 

Examinados dichos móviles, no era dudoso para la De- 
fensa que jamas tuvieron las partes contratantes la inten- 
ción de sustraer del conocimiento de los tribunales ordÍ- 
* narios sino las reclamaciones británicas orijinadas durante 
|a guerra civil o motivadas por los sucesos inmediatamente 
posteriores e intimamente ligados a ella. 

La incompetencia del Tribunal para conocer de un 
reclamo que absolulnmente nada tenia que ver con la 
guerra civil, era, según los términos de la Convención, 
manifiesta i clara. 
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do de su propiedad denominado << Hampa ¡n¡llo« i perpe- 
trado por una partida de soldados perteneciente a la guar- 
nición que existia en Quintay. La posición social de su 
marido, las circunstancias en que fué asesinado i los per- 
juicios morales i pecuniarios que, a consecuencia de su 
muerte, les habian sobrevenido a ella i a sus hijos, justifi- 
caban plenamente la demanda que, para no provocar difi- 
cultades de parte del representante del Gobierno de 
Chile, equitativamente reducía a las mas modestas pro- 
porciones, o sea, a veinte mil libras esterilnas. 

La Defensa de Chile adujo la exepcion dilatoria de in- 
competencia, fundándola en dos motivos capitales: uno 
ralionc personae, otro mlioiic matenae. El primero consis- 
tia en que los reclamantes no eran subditos británicos, 
sino ciudadanos chilenos. Hizo presente el Abogado de 
Chile que, aun cuando se considerase que la reclamante 
hubiese perdido su nacionalidad chilena con ocasión de 
su enlace, la habría recuperado por el hecho de la muerte 
de su esposo; i que los hijos nacidos del matrimonio eran 
ciudadanos de la República de Chile, de conformidad con 
los principios del Derecho Internacional i las terminan- 
tes disposiciones de nuestra Constitución 

Para apoyar estas alegaciones, invocó la Defensa va- 
rios antecedentes i las opiniones incontrovertibles de los 
publicistas. 

El Código Civil francés (art. iq) i el Código Italiano 
establecen la regla aceptada por el Derecho Internacional 
i consignada en el art. 5 de la Constitución Chilena de 
que la mujer que ha cambiado de nacionalidad por el he- 
cho de su matrimonio con un estranjero, la recupera des- 
pués "■' ' J- r ._ 



— i8o — 

No pudiendo los reclamantes pasar por alio la fuerza 
decisiva de tales antecedentes i prescripciones legales, 
ocurrieron al recurso de sostener que no acudian al Tri- 
bunal en calidad de subditos británicos directamente dam- 
nificados, sino como representantes de la persona del 
occiso, quien, en su calidad de subdito británico, tenia 
derecho a una indemnización. 

A esle respecto se vio en el caso la Defensa de recordar 
al Tribunal que no era eso ni mucho menos lo que decía 
el memorial. Se esponia claramente en éste que se pedia 
la indemnización equitativa de 20,000 libras esterlinas por 
los perjuicios morales i pecuniarios que xi los reclamantes 
les ocasionó la muerte del señor Sutcliffe. 

El cambio de frente que se queria operar era inacepta- 
ble después de formado entre las partes el cuasi-contrato 
delilis-conlestacion. 

Pero aparte de esta objeción gravísima, surjía del 
intento de cambiar la acción deducida, otra que hacia 
aparecer mínima i secundaria a la anterior. 

Pretendía el Ájente británico que era el señor SulclifTe 
quien, a virtud de su fallecimiento, habia adquirido el 
derecho a una compensación: sus herederos no hacían 
otra cosa que hacer valer ese derecho. 

El nuevo aspecto que se daba a la cuestión, derrivaba 
los fundamentos mismos del derecho. ;Quién podía po- 
ner en duda que, terminada la persona, desaparecían tam- 
bién los derechos i obligaciones inherentes a un ser 
humanor — Mors omnta solvit , decía el principio de la lejis- 
lacíon romana, principio que consagra el art. 18 del Có- 
digo Civil chileno. 

La pretcnsión del contendor no podía ser caliiicada 
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por la Defensa sino de un absurdo jurídico, pues el derecho 
a indemnización que asisliaal señor Sutcliffe emanaba pre- 
cisamente de su muerte i no podia preexistir a ella, como 
ningún efecto puede preexistir a la causa que lo produce. 

El segundo motivo de la incompetencia del Tribunal 
para conocer de la demanda, alegado por la Defensa, 
consistía en que el hecho, materia del reclamo, no fué un 
acto u operación de guerra, únicos que con arreglo a la 
Convención, podian dar márjen a un reclamo ante el Tri- 
bunal. 

Aunque el desgraciado asesinato del señor Sutclifie, 
perpetrado por malhechores o desertores del ejército, fué 
efectivo, no constituía ni podia constituir, a juicio de la 
Defensa, un acto u operación ejecutado por la fuerza 
pública de la República. No pasaba él de ser un hecho 
criminal sujeto a la represión penal ordinaria como cual- 
quier otro perpetrado antes, durante i después de la guerra 
civil de 1891 . 

Según el sumario que la autoridad judicial se apresuró 
a levantar, una copia del cual se producía por la Defensa, 
no fué, por lo demás, posible averiguar si el occiso fué 
victima de bandoleros, sirvientes o soldados desertores. 

Pero en la suposición que el señor SutcliíTe hubiese sido 
asesinado por soldados de la guarnición de Quintay, como 
lo aseveraba la reclamante, todavia era la demanda inad- 
misible, por cuanto se trataría, en tal caso, de actos 
criminales efectuados por soldados desertores, prófugos i 
probablemente perseguidos. 

Esta clase de actos no imponen responsabilidad a los 
Gobiernos, tanto menos cuanto que, según aparecía en 
la sentencia acompañada por la Defensa, se dictaron sin 
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tardanza las medidas del caso para su severa represión. 
(Wharton, Intentational Law Digesl, sec. 225, páj. 599; 
Calvo, sec, 1280 i siguientes; Fiore, sec. 675 i 1717 i 
siguientes; Bluntschli, sec. ;8o bis; Hall, p. 11; cap. IV; i 
Lawrence, t, 111, páj. 128;, 

En cuanto a sentencias, citó la Defensa muchas que 
consagran clara i concluyentemente esto principio estable- 
cido por los publicistas, tales como las. números 7, 8, 9, 
10, 1;, 14, 1 5, 40, 78, 80 i 96, dictadas por el Tribunal 
I lalo Chileno de I884; las que llevan los números 1 j , 29, 
51, 37 i 50, pronunciadas por el Tribunal Anglo-Chileno: 
las números 1 2, 100, ij;, 1J4Í 1 }(> pronunciadas perla 
Comisión Anglo-Americana de Washington; i ia número 
18 pronunciada por la Comisión Chileno-Americana que 
funcionó en aquella ciudad en 1894, 

El mismo Tribunal Arbitral habla ya aceptado estos 
principios en el fallo recaído en el caso de don Federico 
G. Lomax, núm, 20, 

A virtud de la concluyente argumentación que precede, 
creyó el defensor de Chile que no podia abrigar el menor 
temor de que el Tribunal no se apartaría en esta ocasión 
de la doctrina sustentada por él mismo en aquel caso. 



El Tribunal, por unanimidad de votos, se declaró in- 
competente, estableciendo en el único considerando de la 
sentencia que: si se habia probado que ol señor J. R. 
Sutcliffe fué asesinado en 21 de Febrero de 1891 en su 
hacienda de Llaimpai guillo, la reclamación interpuesta 
por sus herederos para el pago de una indemnización, no 
era de la competencia del Tribunal, por cuanto el acto de 
que nacia no habia sido ejecutado por las fuerzas de mar 
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o tierra de la República; que aun cuando el críir 
sido perpetrado, como se pretendía sin produ 
suficiente, por soldados desertores i disperso; 
cion de los culpables no podía trasformar un 
derecho común en un acto ejecutado por las fu< 
República. 



RECLAMACIÓN NUMERO 6i de JL 
LLAM MADGEi EDUARDO WELLINC 
LLIAMS. — Reclamaba el primero de este 
^ 2,000 oro, i ^ 1 ,00o oro el segundo, por h 
según esponian, llevados al cuartel de policía d 
i detenidos allí durante un dia en Marzo de 18c 

Este caso es idéntico al anterior número 
grupo, i la Defensa se limitó, por lo tanto, a 
las mismas alegaciones de fondo de que he d 
en dicho caso, oponiendo también la escepi 
competencia fundada en que la demanda no 
con arreglo ala Convención, en ningún acto 
por las fuerzas marítimas o terrestres de la 
durante la íjuerra civil. 



Ei Tribunal, por unanimidad de votos, acept 
cion anterior i se declaró incompetente por 
enunciado, agregando que no se trataba en est 
del uso de una medida de policía cuyo propí 
sido cautelar la seguridad del Estado, i ejecu 
den de las autoridades administrativas i judicial 



a cuyo imperio están sometidos tanto los estranjeros como 

los regnícolas; i que, por lo tanto, la medida no cambiaba 
de naturaleza i no podía ser considerada como una ope- 
ración de guerra por el solo hecho de haber sido ella 
adoptada durante una guerra civil. 
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CAPÍTULO IX 



Reclamaciones provenientes de saqueos en Val- 
pcuraiso i en Santiago 

GRUPO NÚMERO ^. 

RECLAMACIÓN NUMERO 3 de W. EDWARDS 
EGERTON. — Se reclamaba en éste caso una indemni- 
zación de <í 2,000, moneda chilena, por el robo e incen- 
dio de que el memorialista decía haber sido la víctima en 

Valparaíso el 28 de Agosto de 1891, después de la batalla 
de la Ptacílla. 

Pretendía que fueron soldados, vestidos con el uni- 
forme blanco de las tropas victoriosas, los que perpetra- 
ron el robo en et departamento que él ocupaba en la casa 
incendiada; que como las tropas entraron pacificamente 
en Valparaíso, sin que hubiese mediado asalto, el creía 
que su reclamación se encontraba comprendida dentro de 
la categoría de casosenque el Derecho Internacional 
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otorga indemnización de perjuicios, puesto que el saqueo 
se efectuó varias horas después de la tranquila entradade 
las tropas en la ciudad. 

La Defensa del Gobierno de Chile, contestando a la 
demanda, solicitó que se dictase sentencia a lavor del de- 
mandado por cuanto no se habían producido pruebas de 
ningún jénero que acreditasen los hechos alegados. Por 
lo demás podia asegurar que la verdad de éstos er;i mui 
diversa de la que afirmaba el reclamante. Los actos de 
violencia, mui exajerados por las partes interesadas, fueron 
cometidos por el bajo populacho de Valparaiso i por unos 
pocos soldados dispersos pertenecientes al ejército derro- 
tado, el cual, después de la derrota, habia cesado de cons- 
tituir fuerza pública. Podia ser también que uno que otro 
desertor del ejército victorioso se mezclase con el popu- 
lacho saqueador; pero los actos de desertores, no afectan, 
como es sabido, la responsabilidad de los Gobiernos. 

Las autoridades de Valparaiso no dejaron de observar 
la conducta que les incumbía en aquellas circunstancias 
calamitosas. Tan pronto como se esparció la noticia de la 
derrota de la Ptacilla, acaecida en la mañana de ese dia, 
el Intendente, señor Viel, solicitó la ayuda efectiva de los 
oficiales de los buques estranjeros surtos en la bahía, e 
inmediatamente después de la ocupación déla plaza, el 
nuevo Intendente, señor Aliamirano, adoptó las medidas 
del caso para evitar i reprimir los escesos. De ese modo 
se restableció el orden en la mañana siguiente, con la 
asistencia de las compañías de bomberos, nacionales i 
estranjeras. Esto respecto de los hechos. En cuanto al 
derecho que debia aplicarse al caso, era evidente que no 
se podia traer a colación ninguna doctr-"" """ "■ ">""- 



tamente sustentase eireciamodel señor Edwards Egerton. 

Quiso la Defensa suponer que en vez de haber sido di- 
chos actos de pillaje ejecutados por un populacho incon- 
tenible, lo hubiesen sido por los soldados del ejército de 
la República. No se habia asegurado ni podido asegurarse 
que dichos soldados cometieran las depravaciones bajo la 
inmediata vijilanciade sus jefes. Ello habría sido absurdo. 
El caso entraba entonces en la categoria de excesos come- 
tidos por soldados luera de las filas, i no habia lugar a re- 
clamar indemnizaciones por actos de esa naturaleza. 

Para considerar al Gobierno de Chile responsable de 
tales actos, habria sido necesario probar que medió negli- 
jencia de su parte, i tal pretensión era insostenible en el 
caso actual. 

Por último, ¡ combatiendo la proposición que contenia 
la demanda, espuso el defensor délos intereses fiscales, 
que no porque Valparaíso fuera ocupado pacificamente, 
debia considerarse que los actos de violencia cometidos, 
varias horas después de la ocupación, por un populacho 
desordenado debían necesariamente afectar ia responsa- 
bilidad del Gobierno. 

Citaba la Defensa los informes navales consulares i di- 
plomáticos de los Ajentes de Inglaterra, Alemania! los Es- 
tados Unidos para corroborar la aserción anteriormente 
avanzada de que los excesos lueron debidos al populacho 
de Valparaíso, i trascribió las noticias que sobre el parti- 
cular publicaron poco después de acaecidos los hechos, 
los diarios estranjeros de Valparaíso i Santiago con el 
fin de demostrar que las autoridades hicieron uso de toda 
la dílijencía debida para evitar ¡ reprimir los hechos de vio- 
lencia que dieron lugar a la reclamación. 



Quedaba, pues, establecido, a juicio de la Defensa, que 
los hechos de violencia fueron debidos a la acción incon- 
tenible del populacho. Las pérdidas sufridas serian pues 
la consecuencia natural e inevitable del estado de guerra, 
de un hecho de fuerza mayor, de una desgracia i no de 
una injusticia, como lo dice Bluntschli. 

Las prácticas internacionales habían siempre respetado 
los principios de derecho que se invocaban por parte de 
Chile. Se citaban los precedentes que corroboraban esta 
afirmación. 

Porúltimo citaba in extenso \& Defensa, las opiniones 
de Wharlon i Hall. De acuerdo con las teorías sentadas 
por ellos, los acontecimientos de Valparaíso no daban 
lugar a redamaciones; asi lo confirmaba también la uni- 
forme jurisprudencia establecida por tribunales análogos. 

El reclamante, fundándose no ya en los principios de 
derecho sino en los sentimientos de equidad del Tribunal, 
alegó en el curso de la controversia, que todos los Go- 
biernos han reconocido el deber moral de compensarlas 
pérdidas de los que han padecido en la guerra, porque el 
Gobierno, pudiendo determinar sus impuestos según sus 
gastos, debia compensar, del fondo común, a los que han 
sufrido pérdidas que otros no han sustentado. 

La Defensa reconoció que en efecto existia un prece- 
dente, el que ofreció la Francia, C{ue por rabones decla- 
radas de equidad, juzgó del caso votar una gruesa cantidad 
para indemnizar a los perjudicados en la guerra de 1870- 
7?. (Véase a Bluntschíí a este respecto, nota al art. 662). 
No creyó la Defensa llegado el caso de discutirla conve- 
niencia de dictar en Chile una lei análoga, pues ello era 
una cuestión administrativa, de política interna, queesca- 
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paba a la esfera de acción que habia sido trazada al 
Excmo. Tribunal. 

Por último i paia desvanecer la opinión errónea del 
reclamante^ espuso la Defensa que las consideraciones 
de equidad estaban completamente eliminadas de la juris- 
dicción del Tribunal, por la Convención de 1893, que 
señalaba taxativamente las únicas bases legales sóbrelas 
cuales debian fundarse las resoluciones del Tribunal. 

Este, después de establecer con suficiente detención 
en varios considerandos los puntos de hecho alegados por 
laspartescontendientes, declaró: que, de todos loshechos 
oficialmente establecidos resultaba que, si apesar de las 
medidas que se tomaron, disturbios graves se produjeron 
en Valparaiso, en la noche del 28 de Agosto de 1891 , no 
podia hacerse de ello responsable al Gobierno de Chile, 
puesto que, aunque acosado por grandes dificultades, ha- 
bia tomado todas las medidas que estaban a su alcance 
para evitar dichos actos de violencia; que así lo probaba 
la resolución estrema de solicitar la ayuda de los navios 
estranjeros al ancla en la bahia: que por consiguiente, no 
hubo neglijencia ni imprevisión que comprometiese su 
responsabilidad. 

Tomando en cuenta, agregaba la sentencia, que no se 
habia precisado que los soldados que invadieron el depar- 
tamento del reclamante^ si los hubo, estuvieran bajo la viji- 
lancia de sus jefes; que cuando un Gobierno se encuentra 
en la imposibilidad de dominar a revolucionarios que se han 
sustraido a su autoridad, no es responsable de los daños 
sufridos por neutrales; que el hecho de que actos de me- 
rodeo o pillaje practicados por soldados fuera de las filas 



i de la vijilancia inmediata de sus jefes no afectan la res- 
ponsabilidad de los Gobiernos, ha sido reconocido como 
doctrina lega! por la iiirisprudencia universal; que tales 
hechos se consideran como delitos comunes, sujetos a 
la represión penal ordinaria. (Hall, Tratado de Derecho 
Internacional, Oxford, tercera edición, 1890, páj. 218. — 
Bluntschl¡,/x' Droit Iiiícr. Cod.. arl. j8o bis.— Dudley- 
Fiüld. Ccd. Inler., páj. 249, párr. 72 i, RcKue genérale de 
Droit International, año 1895, ni'im, j, Mayo, Junio. — 
TribunalArbitraldcWashington, 1894, sentencianúm. 18. 
páj. 141 , — Tribunal Arbitral A nglo-chileno, 1884, senten- 
cia núm. ;o, páj. j 5 1 . — Tribunal Arbitral ftalo-chilcno de 
1B84 sentencia número 69, páj, 105). Por los fundamen- 
tos enunciados el Tribunal, por mayoría de votos, disin- 
tiendo el Arbitro británico, acordó rechazar la recla- 
mación en su integridad. 



RECLAMACIÓN NUM, 11 de BARNETT BAR- 

NETT, — Se creia tener derecho a una indemnización de 
novecientas libras esterlinas, mas intereses, por haber 
sido el reclamante, según lo afirmaba, otra víctima del 
saqueo e incendio acaecido en la noche del 28 de Agosto 
de 1891 en Vaiparaiso. 

Relataba en el memorial, que después de haberse 
recojido temprano a sus habitaciones en la noche enuncia- 
da, tuvo que levantarse con gran precipitación porque 
jente desconocida habia viol.Mitamento .penetrado en ¡a 
casa derribando puertas i aplicando fuego a la parte ínfe- 
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esfuerzo alguno para sofocar el saqueo i los demás es- 
cesos. 

La Defensa se limiló a alegar, como en el caso ante- 
riorj que nada probaba que las autoridades de Valparaíso 
no hubiesen dado pruebas evidentes de haber empleado 
la debida dilijencia para evitar i reprimir los actos de vio- 
lencia del populacho alzado de Valparaíso. Que todo lo 
contrario de lo que afirmaba el reclamante se desprendía 
de los documentos oficiales estranjeros (Libros Blanco i 
Azul); i que no era dudoso que esta reclamación, como las 
otras del mismo jénero, no comprometian la responsabi- 
lidad del Gobierno de Cflile. 

El fallo absolutorio de la mayoría del Tribunal reprodu- 
jo los mismos considerandos que he resumido en el caso 
número j i declaró sin lugar la reclamación del señor Bar- 
nett. 

El señor Arbitro británico |uzgó oportuno fundar, en 
esta ocasión, las razones de su disentimiento i en corto 
voto especial declaró que, a su juicio, no hubo la debida 
dilijencia en evitar los saqueos, por cuanto el Gobierno 
de Chile se negó a aceptar el ofrecimiento que, en nota 
colectiva, dirijió al Ministro de Relaciones Esteriores el 
Cuerpo Diplomático recidente en Santiago. En ella se 
solicitaba que se permitiera alos neutrales organizar guar- 
dias urbanas para protejer sus propiedades. La respuesta 
del Gobierno de Chile fué que se disponía de fuerzas sufi- 
cientes para mantener el orden, i que la cooperación 
ofrecida parecía tener mas inconvenientes que ventajas. 

Dados estos antecedentes, consideraba el señor Arbi- 



tro, que no se podía exonerar al Gobierno de Chile de la 
responsablidad en que voluntariamenie incurrió, estorvan- 
do a pacílicos habitantes el ejercicio del lejitimo derecho 
de protejer sus propiedades. 



RECLAMACIÓN NUM. ji de ELENA O'BRÍEN 
DE BRUCE por ^0,000 pesos, mas los intereses del 7 
por ciento. — Los hechos sobre que se fundaba esta recla- 
mación son idénticos a los que han motivado los casos 
números j i 1 1 anteriormente examinados ¡ provenientes 
del saqueo e incendio que tuvo lugar en Valparaíso en la 
noche del 28 de Agosto de 1 891 . 

Los puntos de derecho aplicables al caso, así como los 
precedentes i citas de autores invocados por la Defensa 
se encuentran suficientemente espuestos en los casos 
análogos, i me limito, por consiguiente, a referirme a 
ellos. 

El fallo absolutorio de la mayoría i el voto disidente del 
Arbitro británico espedidos en este caso, son también 
idénticos a los que he examinado anteriormente en las 
enunciadas reclamaciones números ; i 1 t . 



RECLAMACIÓN NUM. 47 de GUILLERMO R. 
BETTELEY, por BETTELEY I CA., por.*: i ^.ó^-ój. 
— La demanda en este caso se fundaba también en los 
mismos hechos que han motivado las reclamaciones nú- 
meros } i 1 1 í otras, referentes a los acontecimientos 
ocurridos en Valparaíso en la noche del 28 de í 
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1 89 1. Me limito, pues^ a referirme a dichas reclamacio- 
nes análogas. 

El fallo absolutorio de la mayoría i el voto disidente 
del Arbitro británico espedidos en este caso, son tam- 
bién idénticos a los que he analizado anteriormente en las 
enunciadas reclamaciones de esta serie. 



RECLAMACIÓN NUM. 5$ deOBDER WELLES- 
LY HEFFER, por 250 libras esterlinas. — Con la pre- 
sente concluye la serie de reclamaciones orijinadas por el 
saqueo e incendio que tuvo lugar en Valparaiso la noche 
del 28 de Agosto de 1891. 

No hai diferencia alguna entre este caso i los análogos 
números 3 i 1 1 que he anteriormente analizado. 



RECLAMACIÓN NUM. 56 de LUIS E. THOMP- 
SON por ^ 30,593.85, incluyendo los intereses. — El me- 
morialista relató que el 29 de Agosto de 1891 , a las nue- 
ve de la mañana, mas o menos, una partidade jente perfec- 
tamente disciplinada, que obedeciaa determinadas perso- 
nas que llevaban una lista de las diversas casas que debian 
ser saqueadas, se detuvo delante de su casa en Santiago i 
procedió a romper la puerta de calle i a sustraer cuanto 
en aquella existia; que trató de averiguar el motivo porqué 
habia sido saqueado i que se le dijo que se creia que en 
su casa existian los muebles de don Acario Cotapos, uno 
de los prohombres del partido vencido; pero que el hecho 
era inexacto, porque dicho mobiliario fué puesto en salvo, 
según supo después, por el dueño de la casa que arren- 
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daba el señor Cotapos. Prometia comprobar la veracidad 
de los hechos con los testigos que al efecto designaba. 

Antes de entrar al fondo de la reclantiacion, juzgóla 
Defensa conveniente establecer con exactitud los hechos 
a que se referia el reclaniante, i^ al efecto, hizo una rela- 
ción resumida de los acontecimientos que se verificaron 
en Santiago el dia aludido, según es notorio i consta de la 
comunicación que el jeneral Baquedano dirijió poco des- 
pués a la Junta de Gobierno, i de las notas oficiales que 
a sus respectivos Gobiernos enviaron los representantes 
de Inglaterra, Alemania i Estados Unidos de América. 

Creia el abogado de Chile que el hecho, admitido por 
el demandante, de que era creencia pública que los mue- 
bles de su suegro el señor Cotapos, decidido partidario 
de la causa del señor Balmaceda, se encontraban en la 
casa saqueada, esplicaba satisfactoriamente el furor de la 
chusma, la cual no podia tener otros motivos de odio 
contra el reclamante. Tal fué el juicio que de este desgra- 
ciado suceso se formó también el señor Ministro británico 
en Santiago. 

Aunque los hechos no aparecían absolutamente com- 
probados, quiso el defensor de Chile considerarlos efecti- 
vos, porque, aun en tal evento, la reclamación no podia ser 
admitida como justificada en derecho: ni el reclamante 
ni nadie insinuó siquiera que el referido saqueo fuera uno 
de los actos u operaciones ejecutados por las fuerzas mi- 
litares de la República, a que se referia el artículo I de la 
Convención de 26 de Setiembre de 189J, i, por lo tanto, 
el Tribunal era incompetente para conocer de la recla- 
mación. Como obra o resultado de tumultos populares, 
el acto en cuestión fué un caso de fuerza mayor, tan co- 
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mun como inevitable en una guerra civil: de él no resulta- 
ba afectada la responsabilidad de Chile, ni a favor de los 
perjudicados nacionales, ni a favor de los estranjeros. 

Si hubiese sido cierto, como lo aseveraba el memoria- 
lista, que su casa fué sometida al saqueo por jente que 
obedeciaa determinadas personas ^'por qué no indicó, 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo VII del Regla- 
mento de Procedimientos, quiénes eran aquellas determi- 
nadas personas, para poder calificar debidamente el actor 

Por lo demás, una vez determinadas las personas que 
dirijian el saqueo, no se esplicabaa satisfacción por qué 
no habían sido perseguidas por el reclamante ante los 
tribunales ordinarios. 

Se aseveraba por el contendor que habia en Santiago 
mas de la necesaria fuerza pública para contener a los 
saqueadores; que respecto a lo que ^firmaba la Defensa 
de Chile de que el saqueo se debió a esplosion popular 
de odios políticos, bastaba evocar los tristes recuerdos 
del 29 de Agosto, que estaban demasiado frescos en la 
memoria de todos, para comprobar que se pudo evitar el 
saqueo si realmente se hubiese querido hacerlo. Se cita- 
ba al efecto la comunicación oficial que el señor Ministro 
británico dirijió a su Gobierno en aquellos dias, en la cual 
se decia que «el saqueo fué perfectamente ordenado»,, 
que «mas aun, fué preparado con algunos dias de antici- 
pación por los jefes del partido que triunfó i la autoridad 
pública no impidió el saqueo con las fuerzas que tenia a 
sus órdenes, porque lo estimó quizas como justo castigo 
del vencido». Agregaba el señor Ministro que personal- 
mente presenció las operaciones de los desvastadores de 
la casa del señor Eastman, que estos ejecutaron el saqueo 
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sin hacer ruido o desórdenes innesesarios, í que mientras 
duraba la operación, observó que una compañía de soldados 
pasó frente a la casa sin dar señales de querer intervenir. 

Afirmaba de nuevo el reclamante i con mas énfasis que 
la fuerza pública se abstuvo, en virtud de órdenes supe- 
riores, de contener lo que en esos dias se llamaba el justo 
castigo de los vencidos, i concluyó esponiendo que la 
especie de que la casa del reclamante se habia saqueado 
porque tenia asilado en ella a la familia del señor Cotapos, 
junto con el mobiliario de este caballero, era enteramente 
inexacta. 

Haciéndose cargo de las nuevas alegaciones del recla- 
mante, manifestó el defensor de los intereses de Chile, que 
lo principal era demostrar que el referido saqueo de la 
casa del señor Thompson fué un acto ejecutado por o con 
la intervención de la fuerza pública, en otras palabras, una 
operación militar, porque sin eso el Tribunal seria incom- 
petente para fallar el caso. El reclamante se habia 
abstenido de hacerlo, i por lo tanto, habia implícitamente 
reconocido que no se trataba aquí de un acto ejecutado 
nianu militar i ^ o de una operación bélica sub arbitrio belliy 
que eran los que determinaban la jurisdicción del Tribu- 
nal, creado en razón de la guerra i para solucionar recla- 
mos motivados por actos de hostilidad militar. 

No se sabia, proseguía el defensor de Chile, en que 
antecentes se basaba el reclamante para afirmar que, en 
jeneral, el saqueo del 29 de Agosto fué preparado con 
algunos dias de anticipación por los jefes del partido vic- 
torioso. El Ministro de los Estados Unidos, señor Egan, 
se encargaba de desmentir oficialmente tal afirmación. 
(Véase a este respecto la publicación americana, Corres- 
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pondence respecting the relations with Chile, páj. 66, 
número 195, Washington, 1892). 

Pero quiso la Defensa adnnitir que el conocimiento i 
resolución de este asunto, cupiera dentro de la esfera de 
jurisdicción señalada al Tribunal por la Convención. 
Supuesta la competencia del Tribunal cabia contemplar el 
fondo del asunto a la luz de los principios i de la jurispru- 
dencia internacionales. 

Aseveraba el reclamante que la autoridad pública no le 
prestó, contra los saqueadores, la protección debida i 
llegaba a espresar que dicha autoridad nada hizo para 
impedir el saqueo: todavia mas, que lo autorizó i que, al 
permitirlo, hizo responsable al pais, de los perjuicios con- 
siguientes, en conformidad a los preceptos del Derecho 
Internacional Privado. 

Si tan osada afirmación, advertia la Defensa, corres- 
pondiera en pequeña parte qup fuera, a la verdad de los 
hechos, la cuestión en debate quedaría resuelta por el 
Derecho Internacional Público, sin necesidad de invocar 
el Privado, que ninguna aplicación podia tener en el pre- 
sente caso. Pero las cosas pasaron de un modo muí diver^ 
so del que alegaba el contendor. ^Desde luego se hablaba 
del jeneral Baquedano como si fuera ^\ jefe déla nación, 
sucesor de la autoridad del Presidente Balmaceda, cuan- 
do la verdad era que aquel no podia recibir un poder que 
éste habia cesado de tener en la noche de su fuga. Des- 
moralizada i en seguida desbandada la policia i la tropa de 
milicianos que componian la guarnición de Santiago, no 
hubo medio de contener al populacho que se levantaba 
de todos los arrabales de la capitfil a las primeras noticias 
del derrocamiento del Gobierno del señor Balmaceda. 
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Sobreexcitados en estremo i hasta la demencia todos los 
ánimos i borrada transitoriamente toda noción de auto- 
ridad por débil que fuera, el poder que el Jeneral Baque- 
dano procuró ejercer en la mañana del 29 de Agosto, fué 
de todo punto insuficiente en los primeros momentos 
para impedir eficazmente los desmanes de la turba. 

Dadas las proporciones considerables de los desórde- 
nes i la escacez de elementos militares dignos de confian- 
za, se hizo cuanto era dable en garantia de las personas 
i de las propiedades^ logrando contener los saqueos de 
las casas de personajes políticos antes de las 1 1 de la 
mañana, a las dos horas de comenzado, después de lo 
cual los desórdenes se localizaron en los arrabales durante 
algunas horas mas. 

El jeneral Baquedano, instalado en la Moneda desde 
las primeras horas de la mañana, trabajó de la manera 
mas activa i eficaz que, dadas las circunstancias, era posi- 
ble. Nombró intendente i comandante de armas; espidió 
proclamas llamando calurosamente al pueblo a la conser- 
vación del orden público; dio nuevos i prestijiosos jefes a 
los cuerpos desmoralizados i medio desbandados del ejér- 
cito balmacedista en Santiago, despachó con oportunidad 
piquetes de soldados para vijilar las casas de qiertas 
legaciones estranjeras en que se habian asilado muchos de 
los partidarios delréjimen caido; hizo circular patrullas por 
la ciudad para imponer a laturba: convocó i armó los cuer- 
pos de bomberos para el servicio inmediato de policia i 
con el mismo objeto organizó la guardia del orden forma- 
da por vecinos de la ciudad, al mismo tiempo que activa- 
mente trataba de reconstituir el cuerpo de policiales, etc., 
etc. En una palabra, el caos se transformó, en dos horas 
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en un orden relativo, que poco después fué casi completo. 
Cuando al dia siguiente, restablecida ya, aunque imper- 
fectamente, la comunicación con Valparaíso^ pudieron 
llegar a Santiago los primeros ajentes de la Junta de 
Gobierno^ encontraron aquí del todo restablecida la 
tranquilidad pública. 

Advirtia la Defensa que no se creyese que la anterior 
descripción fuera producto de la fantasia. Nó; ella cons- 
taba en relaciones imparciales i en documentos públicos 
emanados de las legaciones estranjeras. Se citaba el Me- 
morándum de la Resolución de 1891, Santiago, 1892; los 
principales periódicos nacionales i estranjeros que vieron 
la luz en esos dias i los informes oficiales dirijidos a sus 
Gobiernos por los representantes estranjeros en Santiago 
i que corrian impresos en el ya citado Correspondance res- 
pecting the relations with Chile, páj. 66, núm. 195, Was- 
hington, 1892; en el Libro Blanco de la Cancillería ale- 
mana, núm. 246, año 1892; en el Libro A^ul ingles de 
1892, referente a la revolución chilena, páj. 246, núm. 
342. 

Nó; no había el mas remoto motivo para acusar al 
Gobierno de Chile de neglijencia en reprimir los saqueos 
de Santiago. Dadas las circunstancias referidas, aquellos 
desórdenes, tan lamentables como difíciles de evitar, 
caían de lleno en la categoría de actos inevitables durante 
una guerra civil que no afectan la responsabilidad de los 
Gobiernos. (Calvo, t. III, párrafo 1280; Hall, Interna- 
tional Law, Oxford, 1890, paj. 219), 

En vano se había pretendido derivar la responsabilidad 
de Chile, por los desórdenes de Agosto, culpando al 
Gobierno del señor Balmaceda de no haber accedido a 



una petición colectiva de diversos representantes eslran- 
jeros en Santiago, a fin de que se permitiera a los neutra- 
les formar guardias urbanas armadas; petición a que el 
Gobierno no creyó del caso acceder por cuanto disponia 
de las fuerzas que juzgaba necesarias para el manteni- 
miento del orden en la ciudad i porque la cooperación 
ofrecida, sobre sersupérflua e inusitada, presentaba mas 
inconvenientes que ventajas. 

Dadas las circunstancias que se habian espuesto, la 
Defensa creia que ambas razones eran perfectamente 
atendibles, i nadie pretendia entonces ni cree en la actua- 
lidad que el Gobierno de Santiago violaba la lei Interna- 
cional con aquella negativa de confiar a estraños el cum- 
plimiento del deber de garantir la seguridad pública. 

Tampoco aparecía justificada, al sentir de la Defensa, 
la acusación hecha alex-Presidente, de haber emprendi- 
do la fuga sin tomar medidas razonables para conservar 
el orden público, porque en la noche de su huida, su se- 
guridad reposaba únicamente en el secreto de la derrota 
definitiva de la Placilla i éste era inconciliable con la adop- 
ción de medidas eficaces en el sentido indicado: guardan 
do, como guardó aquel secreto, el ex-Presidente atendia 
al cuidado de su seguridad personal; pero, servia también 
de ese modo a la seguridad de todos los habitantes de 
Santiago. ^-De qué horrores no habria sido la ciudad tea- 
tro durante la noche del 28, si en la tarde de ese dia hubie- 
ra llegado a oidos del bajo pueblo la noticia de la derrota 
¡ de la desaparición del jefe del Gobierno? 

Para aplicar el derecho a los acontecimientos ocurri- 
dos en Santiago el 2q de agosto de [891, no habia que 
olvidar lo que dice el tratadista Hall, con referencia a 
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perjuicios sufridos en el curso de conmociones civiles, 
por estranjeros que ningún privilejio pueden alegar sobre 
ios nacionales, esto es, que los mas altos intereses del 
Estado se encuentran comprometidos de una manera de- 
masiado profunda en evitar tales conmociones, para que 
se permita la suposición de que tales perjuicios hayan sido 
causados por neglijencia culpable de parte del Gobierno, 
capaz de afectar la responsabilidad de éste con respecto 
a una potencia estranjera 

Citaba, por último, la Defensa, un caso que refiere la 
historia i que tiene con el presente singular analojia. Su- 
cedió en Londres con motivo de la revolución inglesa de 
1688 i se encuentra relatado por Macaulay en su Historia 
de Inglaterra, t. III, cap. X. 

Con estas citas, dejaba, 'pues, la Defensa establecido 
sobre sólida base que el furor del pueblo i sus consecuen- 
cias desastrosas, cuando no media la aprobación mani- 
fiesta de la autoridad, no afectah la responsabilidad de los 
Gobiernos. 

El Tribunal, antes de pronunciar su fallo definitivo, juz- 
gó necesario recibir la causa a prueba i señaló una audien- 
cia a fin de que las partes presentaran sus testigos, cuyo 
examen debia recaer sobre los puntos siguientes: 

I .° El saqueo de la casa que Luis Thompson ocupaba. 

2." Quienes habian perpetrado el saqueo; la designa- 
ción i grado de las personas que, según la afirmación del 
reclamante, lo organizaron i comandaron. 

3 ."* La neglijencia grave que hubieren manifestado las 
autoridades de Santiago, para prevenir o reprimir tales 
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excesos i el que las fuerzas de que ellas disponían rehusa- 
ron impedir el saqueo a virtud de órdenes superiores. 

4.** Número i valor de los efectos perdidos. 

Por nuestra parte comparecieron al seno delTribunal los 
señores Ramón Yávar, Juan C. Sullivan, Rojelio SuUivan, 
Eduardo Matte, Garios Walker Martínez i Garios Lira, 
quienes habían sido testigos presenciales de los sucesos, i 
aun algunos habían tomado parte activa en ellos. En 
efecto, el señor Lira fué el Intendente de Santiago i el 
señor Yávar el secretario de la Intendencia, apresurada- 
mente nombrados por el Jeneral Baquedano en la mañana 
del 29 de agosto. El testimonio tan importante como 
uniforme de estos caballero, dejó, mas que nunca, esta- 
blecidos los hechos tales como los había espuesto la 
Defensa, i la mayoría del Tribunal, al declarar la absoluta 
irresponsabilidad del Gobierno de Ghile, asilo reconoció 
en Jos siguientes considerandos: 

• 
Gonsiderando: 

1 .** Que los sucesos lamentables que ocasionaron los 
perjuicios al reclamante, cuya indemnización solicitaba, 
no podían comprometer la responsabilidad del Gobierno, 
sino en el caso de que hubieran sido cometidos por per- 
sonas que dependieran de él o estuvieran bajo su vijílan- 
cia o que las autoridades, disponiendo de los medios sufi- 
cientes para estorbar el saqueo, no lo impidieran; 

2/ Que el reclamante confesaba que el saqueo de que 
fué víctima, fué acto del populacho, i que no había pro- 
bado en manera alguna que las personas anónimas que 
pretendía lo capitaneaban tuvieran un carácter público o 
estuvieran bajo la dependencia de la autoridad; 
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3 ."* Que el reclamante no habia probado tampoco que 
las autoridades-superiores de Santiago hubieran manifes- 
tado neglijencia grave para prevenir i reprimir estos exe- 
sos, que son el triste resultado de disenciones profundas 
internas; ni que las fuerzas de que ellas disponian recibie- 
ran la orden de no impedir el saqueo, como lo habia afir- 
mado el demandante; 

4.^ Que de la prueba rendida ante el Tribunal resultaba 
que inmediatamente que la autoridad suprema constituida 
en esos momentos, tuvo noticias de los saqueos, tomó 
todas las medidas que exijian las circustancias; pero nece- 
sariamente debian ser mui limitadas desde que la policia 
entera se habia desbandado i que las tropas que pertene- 
cian al partido que acababa de ser irrevocablemente ven- 
cido i habian perdido su jefe Supremo debian naturalmente 
encontrarse desmoralizadas; 

5."* Que a un Gobierno, en todo evento, no puede 
hacérsele responsable por una simple falta de previsión 
de uno de sus funcionarios, ni de las consecuenias de una 
convulsión o estallido popular, cuando no se ha probado 
que tuviera los medios suficientes i seguros para reprimirla; 

6.** Que su responsabilidad depende en semejantes ca- 
sos de la magnitud i eficacia de los elementos de que 
pudiera disponer para contener el abuso; pero que no le 
incumbe ninguna cuando, advertid^ de los atropellos de la 
turba, la autoridad hubiera tomado las precauciones que 
podia ejercitar en tan crítico momento para impedir que 
se renovaran i detener sus consecuencias; ¡ 

7/ Que estos principios unánimementes aceptados por 
la doctrina i jurisprudencia del Derecho Internacional, 
debian determinar las resoluciones del Tribunal, en con- 



formidad al art. 5 déla Convención de 26 de Setiembre 
de 1893. 

Por los fundamentos que preceden, se dio por recha- 
zada la reclamación del sefior Luis E. Thompson, con el 
voto en contra del señor Arbitro británico. 
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CAPITULO X 



Reclamaciones motivadas por saqueo enMiramar. 

GRUPO NÚMERO 6. 

RECLAMACIÓN NUM. 9 de LEONARDO T. 
WESTCOTT por i , 549-6-0 libras esterlinas. — El recla- 
mante pretendia que su casa, situada en el cerro de Mira- 
mar, fué desbalijada i los muebles i otros objetos que con- 
tenia completamente destruidos por la tropa que estuvo 
acantonada en dicho cerro en los dias que precedie- 
ron a la batalla que tuvo lugar en la Placilla el 28 de 
Agosto de 1 89 1. 

La Defensa de Chile relató, con documentos oficiales 
a la vista, los acontecimientos que se desarrollaron en 
esos dias en las inmediaciones de Valparaiso^ i, en pre- 
sencia de ellos, negó en lo absoluto que fueran las tropas 
acuarteladas en Miramar culpables de las depredaciones 
de que se les acusaba. Los oficiales no podian tolerar por 
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un instante actos que debian desmoralizar a los soldados 
en presencia misma del enemigo, que, durante los dias en 
que se suponia cometido el pillaje, estuvo al frente de M¡- 
ramar, atacando repetidas veces el fuerte construido allí. 
Tres dias después esas mismas tropas salieron en forma- 
ción hacia el campo de batalla de la Placilla. No se podía 
sostener que se llevasen los objetos que se suponian sus- 
traídos de las casas de los reclamantes, escepto talvez uno 
que otr^ de tamaño mui pequeño, que pudieron robar sin 
el conocimiento de los jefes, los cuales habian estricta- 
mente prohibido la entrada de las casas, no solo a la tropa, 
sino también a los oficiales, castigando severamente a los 
que desobedecieran la consigna 

La Defensa, por lo demás, alegaba que aun cuando las 
casas de los reclamantes de Miramar hubiesen sido ocu- 
padas (no habiendo otras) para el alojamiento de militares, 
tal ocupación habría sido autorizada por las necesidades 
de la guerra sin afectar la resposabilidad del Gobierno. 
Cuando los actuales reclamantes tuvieron el capricho de 
construir sus casas en aquel local, hacia tiempo que existia 
el fuerte Callao, i sabian o debian conocer los riesgos a 
que está espuesta en tiempo de guerra una propiedad 
situada al lado o cerca de fortalezas militares que no han 
sido, por cierto, construidas como un simple adorno para 
coronar los cerros. 

Si en realidad hubo saqueo, éste no pudo haber sido 
perpetrado sino por el populacho que tuvo libre acceso a 
Miramar tan pronto como se esparció la noticia de la 
derrota de la Placilla. En tal caso, los perjuicios sufridos 
por los neutrales, (los cuales, preciso era repetirlo, no 
tienen mas derecho que los nacionales a reclamar ¡ndem- 
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nizaciones de guerra) no serian imputables a la responsa- 
bilidad del Gobierno de Chile. 

Convino el reclamante en admitir la posibilidad de que 
su casa i bienes de Miramar sufrieron perjuicios causados 
por los disparos que se cruzaron varias veces entre las 
fuerzas belijerantes que estuvieron en esos dias en pre- 
sencia unas de otras, i por merodeadores, por el popu- 
lacho i dispersos de la Placilla; pero, junto con eso, en- 
contraba que tales hipótesis no guardaban congruencia 
con el caso concreto de la reclamación i tendian a sacar 
a ésta del terreno limitado en que se la planteaba en el 
memorial. 

Manifestó mas tarde que existe una regla en derecho 
según la cual el daño solo está sujeto a reducción cuando 
el que lo ha sufrido se ha espuesto imprudentemente a él; 
pero enunciaba solamente la regla'para añadir que ella no 
era aplicable a su caso, por cuanto él no procedió con im- 
prudencia ^1 edificar su casa al lado del fuerte Callao. 
Para demostrarlo recordaba que el cerro de Miramar 
constituye parte de Valparaiso, como los cerros del Barón 
o de Ja Artilleria, i que no se véia la posibilidad de edificar 
en el puerto edificios que no estuviesen cerca o al lado de 
una fortaleza militar. 

Considerando lijeramente la cuestión de derecho, el 
demandante citaba la Constitución Política de Chile^ que 
garantiza la inviolabilidad de la propiedad i prohibe el alo- 
jamiento de tropas en los hogares particulares, i también 
el Código Civil chileno que dispone que los padres, tuto- 
res^ maridos, directores de escuelas i de talleres, etc., son 
responsables de la conducta de sus hijos menores; invo- 
caba ademas el artículo 2^ 5 20 de aquel Código para pro- 
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bar que el Estado debía indemnizar los daños causados 
por ajentes civiles o militares de la autoridad pública. 

Haciéndose cargo de las nuevas alegaciones del recla- 
mante, el defensor de Chile advirtió que la regla de dere- 
cho invocada por la otra parte no era exacta, i que, para 
serlo, debia decir: «el daño no impone responsabilidad 
cuando el que lo ha sufrido se espuso imprudentemente a 
él»: que es efectivo que nuestra Constitución garantiza 
la inviolabilidad de la propiedad; pero que no lo es, que 
no sea permitido ocupar habitaciones privadas cuando el 
pais se encuentra en estado de guerra; que las citas del 
Código Civil no eran aplicables al caso, por cuanto> 
sobre no ser equiparable ¡a autoridad de un padre respecto 
de su hi)0 con la del Gobierno Ejecutivo respecto de un 
Ájente de! poder público, creado por la lei con atribucio- 
nes especiales, era del caso añadir que el mismo Código 
Civil reconoce el principio de lejislacion universal, al 
declarar que cesa la responsabilidad si no se ha podido 
impedir el hecho culpable. Tal era el caso presente. 
;Quien pretenderá jamas que las autoridades de Miramar no 
quisieron impedirlas depredaciones que se suponían come- 
tidas por los soldados? 

La Defensa había invocado en muchas reclamaciones 
deducidas ante el Tribunal el principio de que un gobier- 
no no es responsable de pérdidas i perjuicios sufridos 
por neutrales en tiempo de turbulencias o guerras civiles, 
citando a Calvo, párrafo 86 i 1280; a Bluntschli, art. 
662; a Fiore, Droit International Public, números 678-679; 
a Wharton, t. 11, páj.22 5;ia Hall, número 65. 

En el caso del neutral David Genno, fallado por el 
Tribunal Arbitral que funcionó en Santiago en 1884, se 
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eslablecia que no ha¡ lugar a indemnización cuando el que 
la reclama se espuso voluntariamente al riesgo de edificar 
su casa en la proximidad de un fuerte. 

Aunque en este caso las tropas chilenas no habian ocu- 
pado las casas de Miramar, acampando al aire libre en los 
dias que permanecieron en el cerro, cabia observar'que 
bien pudieron ocuparlo i hasta destruirlas para satisfacer 
necesidades inmediatas e ineludibles en medio del com- 
bate. Véase a este respecto a Dalíoz, Supplement, etc., 
Place de Querré. 

Sobre la irresponsabilidad de un Gobierno por perjui- 
cios como los reclamados en este caso, invocaba especíal- 
menle la Defensa el caso de don Mariano Balcarce, ocurri- 
do durante la guerra franco-alemana. (Seijas, Derecho Inter- 
nacional Hispano Americano, t. II, páj. 299), el cual guar- 
daba sustancial conformidad con lo sustentado en la nota 
del Conde Granville a Lord Lyons i con las notificacio- 
nes de éste a los residentes ingleses en Paris, publicadas 
en los Archives Diploma tiques, 1871-1872, t, II. números 
J96 ¡481, 

Todos los precedentes converjian a establecer la abso- 
luta irresponsabilidad de un Gobierno por actos como los 
que motivaban la reclamación. 

Por su parte, el reclamante citaba como un precedente 
de decisiva fuerza en la materia, los fallos pronunciados 
en 1894 por la última Comisión Mista de Washington en 
los casos de Shrigiey i Read, propietarios americanos en 
Miramar, por cuanto el art. V de la Convención a virtud 
de la cual habia sido constituido el Tribunal, prescribía 
imperiosamente que éste debia resolver las reclamaciones 
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con arreglo alas práclicas i juri„^ . 

por Tribunales análogos de autoridad i prestijio. 

La Defensa de Chile al confesar la existencia de ese 
fallo- no podia, sin embargo, admitir que prevaleciese 
sobre el derecho mismo; se advenía que él establece tam- 
bién la doctrina sustentada aqui en orden a la irresponsa- 
bilidad del Gobierno por actos de merodeo o pillaje 
practicados por soldados fuera de las filas, i que si no fué 
aplicada a las reclamaciones de los enunciados ciudada- 
nos americanos, fué únicamente en mérito a la prueba 
rendida por ellos para acreditar que los jefes no contuvie- 
ron debidamente el abuso de los soldados, teniendo me- 
dios de contenerlos. 

El Gobierno de Chile no pudo en aquella ocasión con- 
trarrestar oportunamente en Washington la prueba pre- 
parada por los contrarios en Chile con toda la anticipación 
i las facilidades deseables. Entre los testimonios presenta- 
dos por los reclamantes figuraban varios de individuos 
interesados, por s^r reclamantes a su vez i por los mismos 
hechos, en dejar jurídicamente establecida la responsabi- 
lidad del Gobierno de Chile por los sucesos de Miramar. 

Ahora bien, i mirando otro aspecto de la cuestión, con- 
venia ante todo dejar bien establecido que el Tribunal 
Anglo-chileno era una Corte de juslicta obligada a fallar 
en estricto derecho positivo, mientras que la Convención 
de 7 de Agosto de 1892. que dio orijen a la citada Comi- 
sión Mista de Washington facultó a los comisionados para 
examinar i fallar las reclamaciones sometidas a su cono- 
cimiento «seg^un sií mejor entender i de acuerdo con el dere- 
cho público, la justicia i la equidad, etc.» 

Al ajustar la Convención de 26 de Setiembre de 1893 , 



se suprimió deliberadamente la equidad como base de las 
resoluciones del Tribunal, i éste debia, por lo tanto, fallar 
únicamente con arreglo a las bases señaladas en la Con- 
vención, es decir, los principios de derecho i las prácti- 
cas i jurisprudencia de los Tribunales análogos de mayor 
autoridad i prestijio. Véase a este respecto el Reglamento 
para los procedimientos arbitrales, adoptado por el Insti- 
tuto de Derecho Internacional en 1875, art, ^^ [Revue de 
Droit International^ Bruxelles, t. VI, 1874, páj. 442), i la 
opinión de A. Rivier sobre el particular. 

Por consiguiente, las reclamaciones que fueron falladas 
en Washington con sujeción a la equidad no podian cons- 
tituir jurisprudencia en este Tribunal llamado a resolver 
en conformidad a los principios de derecho. 

Bluntschli, entre otros publicistas, llega a admitir que 
se considere nula la decisión de un Tribunal Arbitral si 
fuese contraria al Derecho Internacional (art. 495). «El 
Tribunal Arbitral debe juzgar conformándose a los princi- 
pios del derecho común, etc»>, dice Fiore, art. 890. 

Dado el carácter esencialmente contradictorio de las 
alegaciones de las partes, no pudo el Tribunal prescindir 
de abrir un corto término probatorio, i al efecto, fijó un 
dia para el examen de testigos. 

Presentó el reclamante una larga lista de personas dis- 
puestas a declarar a su favor. En ella aparecía el nombre 
de otro reclamante de Miramar, cuyo testimonio fué ad- 
mitido por el Tribunal, apesar de haber sido seriamente 
objetado por la Defensa. 

No obstante la numerosa e importante prueba que se 
rindió por parte de Chile, dado los precedentes que exis- 
tian sobre la materia, que jpodian inclinar a una mayoría 
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del Tribunal a espedir un fallo favorable a las alegaciones 
de la parte contraria, i en fin, las condiciones suficiente- 
mente ventajosas en que se podia llevara cabo un arreglo 
privado de la reclamación, juzgó ese Ministerio oportuno 
autorizarme para ajustar, por las razones espuestas en el 
primer capítulo de este informe, con el señor Ájente britá- 
nico, la transacción que el Tribunal se sirvió inmediata- 
mente después consagrar en su fallo que manda pagar al 
reclamante la cantidad de 608-4-2 libras esterlinas. 



RECLAMACIÓN NUM. 10 de SAMUEL JOR- 
GE JENKINS, por 990-Oro libras esterlinas. Como los 
reclamos referentes a los sucesos de Miramar tienen idén- 
tico fundamento, i como las alegaciones de la Defensa 
en un caso se completan con las que hizo valer en los 
otros, me limitaré a consignar aquí los nuevos argumen- 
tos, nuevos precedentes i citas nuevas de que se hizo mé- 
rito por las partes en el prolongado debate de la reclama- 
ción del señor Jenkins. 

Por parte de Chile se aseveró terminantemente: 1/ 
que no hubo saqueo, ni robo, ni destrucción alguna de 
propiedades en Miramar durante los dias en que estu- 
vieron acantonadas en el cerro las tropas chilenas; i 2/ 
que ninguna persona estraña ai ejército pudo entrar al 
recinto de Miramar durante ese mismo período, por 
cuanto la prohibición fué estricta a ese respecto, i que, 
por consiguiente, no podían existir testigos de vista de las 
supuestas depredaciones. 

El saqueo i destrucción, si los hubo, fueron come- 
tidos por el populacho después de la partida de las tro- 
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pas ¡ cuando el poder público de Chile no estaba en 
situación de reprimir ni prevenir tales excesos. Las pérr 
didas i perjuicios que acarrean actos de ese jénero son 
considerados del mismo modo que los causados por un 
accidente natural. El estranjero que se establece en otro 
pais debe estar preparado para soportar desgracias de 
este jénero en el mismo grado i condición que los nacio- 
nales. Calvo, Le Droit International Théorique et Prati- 
que, t. III, párrafo 1280 i siguientes; Fiore, Nouveau 
Droit International Public, t. III, núm. 1717 i siguientes: 
Bluntschli, Le Droit International Codifié^ art. 380 bis; 
Hall, International Law, tercera edición^ 1890, parte U, 
cap. IV, páj. 219; Lawrence, Co/??/r2^/2te/r<?íar Wheaton, 
t. III, p. 128, trd. francesa, 1873. 

Como en el caso anterior hizo el presente reclamante 
resuelto hincapié en que el fallo del Tribunal de Washing- 
ton recaido en las reclamaciones americanas análogas a la 
que nos ocupa, debia servir de norma en el caso actual, 
puesto que la Convención de 1893 determinaba que las 
resoluciones del Tribunal debian basarse sobre la juris- 
prudencia establecida por los Tribunales Arbitrales de 
mayor autoridad i prestijio. Mas aun: a juicio del recla- 
mante, ese fallo constituia en el caso actual un prece- 
dente decisivo con fuerza de lei, así en el derecho como 
en el hecho. 

La Defensa sostuvo con perfecto fundamento que era 
necesario reducir a sus justos límites la autoridad de ese 
precedente. La Convención no habia prescrito, ni podido 
prescribir que las autoridades de otros Tribunales análo- 
gos tuviesen fuerza ejecutiva para el juzgamiento de ca- 
sos ya resueltos. 



Ha habido casos en que un mismo Tribunal se ha visto 
en la necesidad delalJaren sentido contrario reclamacio- 
nes perfectamente ¡guales. Así sucedió en el caso núm. 
4 de Luis Cuneo i en el núm. jj de Miguel Denegrí, 
fallados por el Tribunal ítalo-Chileno que funcionó en 
Santiago de 1884 a !888. 

Este caso corrió la misma suerte que el anterior núm, 9, 
i fué incluido en la transacción que, por las razones de que 
he dado cuenta anteriormente, intervino entre el señor 
Ájente británico i el Ájente que suscribe. La sentencia 
que se dictó a favor del reclamante fijó en 380-1 1 -7 libras 
esterlinas ta indemnización que debía el Gobierno de Chile 
pagar al reclamante. 



RECLAMACIÓN NUM.i6deHENRY WATSON, 
por 2248-1 j-o libras esterlinas. — Pertenece este caso 
al grupo de reclamaciones motivadas por el pretendido 
saqueo efectuado en las casas de Miramar. Como debe él 
ser considerado conjuntamente con los otros del mismo 
oríjen, me limitaré a dejar constancia aqui de las nuevas 
alegaciones, precedentes ¡ citas de autores que la Defensa 
hizo valer en este caso para completar lo dicho previa- 
mente en las reclamaciones análogas. 

Ademas de las citas acotadas por la Defensa para corro- 
borar su aseveración de que las calamidades que resultan 
ds una guerra civil no dan mérito a indemnizar a los que la 
sufren, invocó el Abogado de Chile la opinión de Lord 
Stanley, quien en 1850 se ' " " " '" '^' j- ■-- 
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Comunes en estos términos: «No creo que un Gobierno 
esté obligado, en todo el rigor de la palabra, a indemnizar 
a los estranjeros que han sufrido a causa de fuerza mayor. 
Todo lo que un Gobierno debe hacer en semejantes cir- 
cunstancias es protejer en lo posible, contra pérdidas i 
violencias, a sus nacionales i a los estranjeros que residan 
en su territorio.» 

También citó la de Rutherford, que dice: «La negli- 
jencia de una nación que no impidiese a sus subditos ofen- 
der a los estranjeros, la haria responsable de la ofensa; 
estando los nacionales bajo su autoridad se encuentra 
obligada a velar porque no hagan daño al resto del jénero 
humano; pero semajante neglijencia no hace a una nación 
responsable de los actos de sus subditos que se rebelan, i 
que han violado la fidelidad o que no se encuentran en su 
territorio. En tales circustancias los subditos, quienes 
quiera que sean, conforme a derecho, no están de hecho 
bajo su jurisdicción». 

I, en fin, mencionó el modo de pensar de lord Palmers- 
ton, quien hizo presente en el Parlamento ingles que en 
casos análogos, los estranjeros carecerían de derecho 
para entablar reclamaciones. «Los que vana establecerse 
en país estranjero, deben correr la suerte del pais, i si tie- 
nen reclamaciones que deducir^ deben dirijirlas al Gobier- 
no del pais en que residen; i no pueden seguramente pedir 
nada al Gobierno que cree de su derecho ejercitar actos 
de hostilidad contra ese pais.» 

Respecto a la regla vijente en derecho internacional, 
de que los gobiernos no están obligados a indemnizar los 
perjuicios provenientes de una guerra civil, ademas de los 
autores citados en los casos análogos, trascribió el abo- 
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gado de Chile las palabras de Calvo, que resumen la doc- 
trina sóbrela materia. (Calvo, t. III, secc. 1297). 

Sostuvo el reclamante que el Gobierno de Chile, al 
celebrar la Convención de 26 de Setiembre de 1893, 
habia reconocido el derecho de indemnizar en los casos 
especiales presentados al Tribunal, sobre todo cuando 
no se trataba de actos de tuerza mayor. Por lo demás, 
para apoyar el derecho que le asistia, invocó la doctrina 
espuesta por Bluntschli en los artículos 580 i 66 r de su 
Derecho Internacional Codificado; i, por último, declaró 
que su reclamación estaba ya favorablemente fallada por 
el Tribunal Arbitral de Wáshigton de 1894. 

Para combatir estos argumentos, cupo al defensor de 
Chile alegar que, según la teoria del reclamante, los jue- 
ces de este Tribunal serian simples peritos para fijar las 
indemnizaciones; pero que tal aseveración no era sosteni- 
ble, por cuanto, su deber principal era examinar i resol- 
ver las cuestiones de derecho envueltas en cada caso i que 
la apreciación de los hechos i la determinación de la 
cuantia, son en realidad, operaciones de carácter mera- 
mente secundario con respecto a la resolución de las 
cuestiones de derecho. Por lo que toca a las citas de 
Bluntschli, que el contendor traia a colación, demostró la 
Defensa que ellas no tenian aplicación en este caso. Era 
verdad, que, como lo dice el artículo 380, un Estado tiene 
el derecho i el deber de protejera sus nacionales que salen 
de su territorio, cuando el estado estranjero ha violado 
los principios de derecho procediendo contra ellos, o 
cuando nada ha hecho para oponerse a los malos trata- 
mientos o daños de que han sido víctimas; pero en el caso 
actual, ni se habia aprendido sin motivo a ningún estran- 
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jero, ni se le habia reducido a prisión, ni se le había des- 
pojado de sus bienes, ni se habia empleado fuerza alguna 
contra él. 

El caso actual no se rejia, pues, por la regla que Blunts- 
chíi establece en su artículo 380. Por el contrario, el 
artículo que debia aplicarse aquí era el número 380 bis, 
que dice: «Los estados no están obligados a acordar 
indemnizaciones por las pérdidas o daños soportados por 
estranjeros lo mismo que por los nacionales, a consecuen- 
cia de perturbaciones interiores o de guerra civil.» 

El artículo 66 1, que también invocaba el reclamante, 
establece que no es de buena guerra entre naciones 
civilizadas prometer a los soldados el pillaje de una plaza o 
de un campo para animarlos al asalto. «Todo pillaje, con- 
cluye, constituye una violación del Derecho de Jentes». 
No comprendía el defensor de Chile el objeto de citar una 
regla de derecho que no podía tener ni remota aplicación 
al caso, pues ni hoi, ni nunca se ha pretendido que el sol- 
dado chileno haya sido animado con promesas de saqueo. 

Con esto dejaba la Defensa suficientemente rebatidas 
las alegaciones del contendor. 

Como se ha espresado en los casos análogos anteriores, 
después de rendida por ambas partes la numerosa prueba 
testimonial que corre en autos, se juzgó conveniente cele- 
brar un acuerdo privado que pusiese fin a esta reclamación, 
así como a las otras motivadas por los acontecimientos 
ocurridos en Miramar, i el Tribunal, al consagrar este 
acuerdo, dictó sentencia a favor del reclamante por la 
suma de 1 , 102- 16-3 libras esterlinas. 
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RECLAMACIÓN NUMERO 28de JORJEGO- 
ODWIN, por f^ 4í í 5 5- 43- — Un propietario en Miramar 
reclamaba indemnización del Gobierno de Chile por tres 
diversos capítulos: i .** por los daños que causaron en su 
casa las granadas lanzadas por las fuerzas de la oposición 
contra las del Gobierno acantonadas en el cerro de Mira- 
mar: 2." par la ocupación de su casa, consumo de merca- 
dirías en el almacén anexo i destrucción de muebles, efec- 
tuados por tropas Gobiernistas; i }.° por la muerte de su 
esposa causada por la enfermedad que le sobrevino a con- 
secuencia del espanto que le produjo la aparición repen- 
tina de los soldados en su casa i almacén ante-dichos. 

Respecto al primer capítulo anunciado, manifestó la De- 
fensa que, dando por comprobado el hecho de que los 
disparos de la artillería del ejército invasor hubieran cau- 
sado los destrozos que espresaba el memorialista, ninguna 
reponsabilidad incumbiría al Gobierno de Chile por ese 
motivo, por cuanto ellos provendrían de una operación de 
guerra correcta i lejílima. Como en muchos otros casos 
de la misma especie, se atuvo la Defensa a la doctrina 
sostenida a este respecto por todos los tratadistas de De- 
recho Internacional, doctrina consagrada, ademas, por 
numerosos fallos pronunciados por Tribunales análogos 
tales como las Comisiones Mistas de Washington (1872- 
1873), i de los Tribunales Anglo-chileno e ítalo-chileno 
que funcionaron en Santiago de 1884 a 1888. 

Para corroborar los hechos sustentados por parte de 
Chile, se hizo referencia al parte oficial del jefe de Estado 
Mayor don Emilio Korner, fechado en diciembre de 1 89 1 : 
Memorándum de la Revolución de 1891, doc. núm. 74; i 
para sustentar el derecho que asistía al Gobierno de Chile^ 
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se citó al Derecho Internacional Codificado de Bluntschli, 
artículo 652 i 662; al Nuevo Derecho Internacional de 
Fiore. t. III, párrafo 1714 i siguientes; i al Derecho Inter- 
nacional Codificado del mismo autor, artículo 1336. 

Por lo que toca al segundo capítulo de la demanda, 
sostuvo la Defensa que los perjuicios causados al recla- 
mante por el consumo de mercaderías i destrucción de 
muebles en su casa i almacén, si en efecto los hubo, no 
pudieron ser sino la obra de hordas de forajidos i grupos 
de soldados desertores i dispersos que la autoridad no es- 
tuvo en situación de contener después de librada en los 
alrededores una sangrienta batalla (la de la Placilla). Tales 
hechos no comprometían a los Gobiernos, puestos que 
ellos habían sido perpetrados por soldados fuera de las 
filas i sin órdenes de sus jefes. Este principio ha sido sóli- 
damente establecido por Wharton International Law Di- 
gestí párrafo 225, pajina 599; i confirmado en la sentencia 
número 18 espedida por el Tribunal Chileno-americano 
que funcionó en Washington en 1894, i en muchas otras 
resoluciones de Tribunales análogos. 

El tercer capítulo por el cual se reclamaba, se referia a 
pérdidas sufridas en el negocio que dirijia la esposa del 
señor Goodwin a causa de la enfermedad i fallecimiento 
de esta señora, ocasionada por amenazas de un oficial. 

Fuera de que el hecho de la amenaza no habia sido ni 
remotamente comprobado, manifestóla Defensa que era 
en lo absoluto imposible establecer que ella hubiera podi- 
do ocasionar la enfermedad i consiguiente muerte de la 
mujer del reclamante. I aunque asi fuera, añadía, los da- 
ños que de ahí resultaran no importarian en ningún caso 
otra cosa que un perjuicio indirecto que, como se ha visto 



en otras reclamaciones, no impone la obligación de in- 
demnizar. 

La sentencia dictada por el Tribunal estableció: 

r ." Que los daños ocasionados por las bombas dispara- 
das durante el combate regular a que se referia el recla- 
mante i que desgraciadamente cayeron sobre la propie- 
dad de personas que no tomaban parteen él, caso de 
estimárseles comprobados, no impondrían responsabilidad 
al Gobierno de Chile; 

2.' Que aun acreditando el hecho de haberse realmente 
efectuado por soldados la ocupación, consumo de merca- 
derias i destrucción de muebles de que se quejaba el 
reclamante, si no medió la tolerancia de los oficiales, 
tales depredaciones no daban derecho a indemnizacio- 
nes; i 

j.° Que el hecho de que la muerte de la esposa del 
reclamante fuera consecuencia de la amenaza con que la 
intimara un oñcial diez i ocho meses atrás, no resultaba 
en manera alguna comprobado, i aunque lo hubiese sido, 
las pérdidas indirectas que el reclamante pretendía haber 
esperimentado a consecuencia de esa desgracia^ no afee- 
tañan la responsabilidad del Gobierno demandado. 

Por estos fundamentos, el Tribunal declaró, por una- 
nimidad de votos, disintiendo el Arbitro británico, sola- 
mente acerca del ítem por la ocupación de la casa, que 
consideraba aceptable, sin lugar la reclamación. 




CAPÍTULO XI 



Reclamaciones provenientes del combate de 
Iquique de 19 de Febrero de 189 1 

GRUPO NÚM. 7 



RECLAMACIÓN NUM. I de WILLIAM PER- 
KINS, por 660 libras esterlinas. Se alegaba que el 19 de 
Febrero de 1891 la casa del reclamante, ubicada en la 
calle de Aníbal Pinto, en Iquique, fué incendiada por 
orden del coronel Soto, durante el connbate que tuvo lugar 
en dicha ciudad i en dicho dia entre las fuerzas gobiernis- 
tas i las revolucionarias. Citaba i trascribía el reclamante 
una declaración oficial del Cónsul de Alemania en Iquique, 
en que éste afirmaba que el coronel Soto, irritado por la 
resistencia del enemigo, ordenó la aplicación del fuego a 
varias manzanas frente a la Aduana, para desalojara un 
grupo de, soldados que valerosamente se defendía en ese 
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edificio, i que habiendo pretendido el Cuerpo de Bom- 
beros luchar con el fuego, Soto dio orden estricta de im- 
pedirlo i aun de hacer fuego contra los bomberos. 

Ademas de apoyarse en esta declaración, que conside- 
raba dé capital importancia, agregaba el reclamante que 
fué testigo ocular de la aplicación de! fuego. 

El memorial se presentó acompañado de una protesta 
juramentada hecha en Agosto de 1891 ante el Cónsul de 
S. M. B. en Iquique por el mismo reclamante, esponiendo 
con todos sus detalles, los fundamentos de su reclama- 
ción. Declaraba en esta protesta que la acción de guerra 
que tuvo lugar en Iqnique en la fecha mencionada, fué 
un bombardeo ¡ batalla, i que, a consecuencia de ello, se 
declaró simultáneamente un incendio en varios puntos de 
la ciudad, i que durante el dia una granada viva, disparada 
por la Escuadra, entró en su departamento i salió por el 
lado opuesto, haciendo todo jénero de estragos, pero sin 
haber que lamentar pérdidas de vida. Agregó que los cos- 
tados i frente de la casa fueron arneados por las balas, 
pues los contendientes se disputaban el sitio mismo en que 
estaba ella situada, que fué, al principio, verdadero teatro 
de la batalla, i en seguida, del incendio. 

La Defensa de Chile, entrando al fondo de la cuestión, 
afirmó perentoriamente que el combate de Iquique fué una 
operación de guerra perfectamente licita que no compro- 
metia ni remotamente la responsabilidad del Gobierno. 
Que es falso que el coronel Soto hiciera incendiar el edi- 
ficio en que el memorialista decia habervivido, afirmación 
que ofrecía comprobar con toda clase de testimonios. 
Que el hecho fué que el dia mencionado i a consecuencia 
de la baílala que tuvo lugar en las calles de Iquique, se 
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produjo un incendio que destruyó varios edificios, el cual, J 

como lo confesaba el reclaniante, tuvo por única causa 
el ataque que hicieron los buques de la Armada contra 
las tropas del coronel Soto. Se ofrecía comprobar que 
éste, lejos de impedir que se estinguiese la conflagración, 
dio facilidades a los bomberos para que impidiesen que 
aquella se comunicase a otros edificios. Fuera de la prue- 
ba testimonial ofrecida, hizo valer la Defensa los testi- 
monios del señor Ministro británico i del comandante del 
blindado británico Warspite, quienes en documentos ofi- 
ciales declararon que el incendio de Iquique fué causado 
por los efectos de la batalla que tuvo lugar allí. Siendo esto 
evidente, los perjuicios sustentados por el señor Perkins, 
si los hubo, no podian dar márjen a una reclamación 
porque los daños que resultan de una operación lícita de 
guerra no afectan la responsabilidad de los Gobiernos. 
Concluía la Defensa esta parte de su argumentación es- 
presando que esta regia de Derecho Internacional ha 
sido uníversalmente reconocida i aplicada por todos los 
tribunales arbitrales análogos al presente, i citando un 
considerando del íallo pronunciado en 1886 por el Tribu- 
nal Arbitral Anglo-chileno, con el voto unánime de todos 
los miembros que lo constituían, que declara, que cuando 
ia destrucción de la propiedad, neutral o nacional, nace 
de una operación lejítima de guerra, no existe responsa- 
bilidad^ según los principios del Derecho Internacional 
establecidos por Calvo, párrafo 1942; Bello, parte II, 
cap, IV, núm. 4; Schmalz, L. VÍ, cap. III. 

El reclamante llam(3 la especial atención del Tribunal 
al parte oficial del comandante Merino Jarpa^ que corre 
en el Boletín Oficial de la Junta de Gobierno^ núm. 20, i 
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pedia se tuviese mui en cuenta que en él se confirmaba la 
responsabilidad que se atribula a Soto, a lo menos por la 
continuación e incremento del incendio. 
1 La Defensa, a su vez, llamó la atención a la contradic- 

ción flagrante que se notaba entre las afirmaciones avan- 
zadas en el memorial i las espuestas por el memorialista 
en su protesta de 1891. En uno de estos documentos 
afirmaba el reclamante que fué testigo ocular de la aplica- 
ción del fuego a los edificios frente a la Aduana, i en el 
otro declaraba que el incendio fué debido a los efectos 
de la batalla. Se negó, en seguida, todo valor probatorio 
a la declaración del señor cónsul de Alemania en Iquique, 
que lo era solo ad'intbriniy pues este caballero, según po- 
dia probarse, trató naturalmente de evitar el fuego, i se 
refujió en la parte subterránea de una casa de comercio, 
de adonde no pudo presenciar ni el incendio ni la batalla. 
Agregaba la Defensa que era preciso no olvidar que 
al tiempo en que se efectuaron los hechos que orijinaron 
la reclamación, el resultado definitivo de la contienda era 
mui dudoso, i ésta se encontraba aun en todo el rigor de 
sus odios, lo que hizo que ambas partes tenían especial 
interés en atribuir a la otra todo linaje de actos infames 
para atraerse la buena voluntad de los habitantes de Iqui- 
que. Así fué como, después de la capitulación de iquique, 
se propagó el rumor de que a la odiosa conducta de Soto 
se debía la destrucción de los edificios que rodeaban la 
Aduana. El informe del capitán Merino Jarpa, a que 
aludía el reclamante, no asevaraba nada, sino que esponia 
que, según el decir de muchas personas que presencia- 
ron el hecho, Soto aplicó el fuego a los edificios vecinos 
para precipitar la rendición del enemigo. 
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Se referia la Defensa^ para corroborar estos hechos^ a 
varios periódicos neutrales, tales como The Chilean 
Times, el Deutsche Nachrichten, ülfalia de Valparaíso i 
U^ Fm/ic^ de Santiago, 

> Por último i para completar estos testimonios indirec- 
to.^ produjo la Defensa otros que eran positivos i termi- 
nanies: una sentencia judicial i una carta. 

La primera, pronunciada por la Corte de Apelaciones 
de Iquique, establecía la inocencia i absoluta irresponsa- 
bilidad del coronel Soto, que habia sido arrestado i dete- 
nido bajo la acusación de haber sido él el autor de los 
incendios de Iquique. El segundo documento exhibido 
por la Defensa contenia ei testimonio de dos honorables 
marinos ingleses. Era una carta suscrita a bordo del blin- 
dado ingles Warspite ^OT q[ contra almirante C. F. Hot- 
ham i el honorable A. Lambton,en la que declaraban que, 
según toda probabilidad, el incendio fué una consecuen- 
cia natural de las operaciones militares necesarias para el 
ataque i la defenza de la plaza; que no vieron ni oyeron 
nada que pudiera inducirlos a creer que el coronel Soto 
hiciera aplicar fuego a ningún edificio; que consideraban 
que Iquique i sus habitantes le deben una deuda de grati- 
tud por su conducta en esa ocasión^ que prueba indiscu- 
tiblemente que no tuvo intención de causar males innece- 
sarios a la ciudad; que eran firmemente de opinión que la 
capitulación efectuada con la intervención de los honora- 
bles firmantes de la carta, lo absuelve en lo absoluto. 

Pero quiso el defensor del Gobierno colocarse, por un 
momento, en la suposición estrema de que hubiese sido 
el coronel Soto o los soldados bajo sus órdenes, los que 
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incendiaron voluntariamente la casa ocupada^ en parte, 
por el memorialista. ^Con qué objeto habría cometido el 
acto? Respecto a la contestación no hai diverjencias dk 
opiniones. Todos están hoi, como lo estaban entonces^ 
de acuerdo en afirmar que lo hizo con propósitos bélicas. 

Fácil fué, en seguida, exhibir los principios de Derecjio 
Internacional i la jurisprudencia aplicables al caso. 

Para comprobar sus alegaciones, citaba el reclamante 
a Wharton, sec. 223, paj. 579, con el fin de establecer 
que una Nación puede ser responsable cuando no proteje 
a los neutrales por actos de violencia de que hayan sido 
víctimas. Ni la Defensa, ni nadie había podido poner en 
duda esta proposición. 

Pero la segunda parte de la cita de Wharton, exhibi- 
da por el contendor, no tenia aplicación ninguna al caso, 
puesto que ella solo habla del reconocimiento de la belije- 
rancia con relación a reclamaciones de neutrales. 

Nunca se ha negado en Chile la protección debida a 
los estranjeros pero no es racional que ella sea mayor 
que la que se concede a los nacionales. Citaba la Defen- 
sa a Hall, quien en su obra International Lav, Oxford, 
1890, paj. 279, sustenta resueltamente esa doctrina. 

<Cómo podia ponerse en duda el derecho que asistía 
al Coronel Soto al atacar la plaza que defendía el capitán 
Merino Jarpa, la cual, preciso era decirlo, constituíala 
llave de toda la provincia de Tarapacá? preguntó la De- 
fensa. ¿Se hizo acaso uso de alguna arma vedada o de 
alguna medida prohibida por las leyes de la guerra? 

Los daños sufridos no fueron entonces sino las conse- 
cuencias de una batalla, de un acto de fuerza mayor, de 
una operación lícita, que no afectan la responsabilidad de 
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los Gobiernos, pues los perjuicios que nacen ex-delicto 
vel quasi son los únicos que pueden ser la base de lina 
reclamación válida. 

El Gobierno de Chile no habria sido responsable aun 
en el caso hipotético de haber el Coronel Soto incendia- 
do voluntariamente los edificios de Iquique con el fin de 
facilitar su ataque. Para comprobar esta esercion hizo la 
Defensa considerable acopio de citas, tales como las si- 
guientes: Wharton, A Digest o f International Law, Was- 
hington, 1886, t. II, párrafo 223, paj. 576 i párrafo 224, 
paj. 582; Bluntschli, Droit International Codifié, trad. 
Lardy, Paris, 1886, art. 662; Fiore, Le Droit ínter natio- 
na/Coí///í^, trad. Chrétien, Paris, 1890, arts. 1053 i 3J74. 

En conformidad a los principios establecidos por la 
ciencia, han prácticamente obrado los Gobiernos. Prue- 
ba de ello es la nota que lleva la firma de Lord Granville, 
redactada en 1870, relacionada con los perjuicios sufridos 
por subditos ingleses durante la guerra iranco-alemana. 
(Libro Azul. 1871). La misma doctrina fué sustentada por 
Lord Salisbury en 1891. Declaró el noble Lord en esa 
ocasión, no estar dispuesto a patrocinar las reclamacio- 
nes orijinadas por el incendio de Colon en 1 88 5 . 

Por último, i a la desesperada, el reclamante sujeria 
que este caso no caia en la categoría de propiedad des- 
truida para fines estratéjicos, sino que debía ser colocado 
en la categoría de propiedad arrebatada por un jefe militar 
para la continuación de sus planes de guerra. 

Había en esto un grave error, a juicio de la Defensa. 

, No había que confundir la propiedad tomada para uso 

público, con el propósito de coadyuvar al éxito de planes 

remotos o eventuales, i aquella que se destruye para la 
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realización inmediata de un plan de ataque o de defensa. 
Son éstas, cosas mui diversas. 

Para esclarecer este punto i los otros que se habían 
suscitado en este caso, citó la Defensa al Annuaire de 
Dalloz, (1867-1877), títulos: Etut de Guerra i Place de 
Guerre i el Supplement au Repertoire, del mismo autor, 
1890. 

El Tribunal, sin detenerse a estudiar otros puntos de 
derecho invocados por ambas partes, juzgó de primordial 
importancia pronunciarse, desde luego, sobre la lejitimi- 
dad o ilejitimidad de la operación de guerra efectuada en 
Iquique el 1 9 de Febrero de 1 89 1 . 

Después de estudiar detenidamente ki prueba docu- 
mental producida por las partes, arribó a las siguientes 
conclusiones: que de todo lo obrado en autos resultaba 
que el incendio de una parte de la ciudad de Iquique se 
debió a la acción de guerra efectuada por los buques chi- 
lenos que estaban en el puerto; que dicha Escuadra tenia 
a virtud de las leyes de la guerra, el derecho de disparar 
sus cañones sobre la parte de la ciudad ocupada por las 
fuerzas enemigas que tentaban un esfuerzo supremo para 
apoderarse de la plaza; que se podia afirmar que Iquique 
no era en 19 de Febrero de 1891 una ciudad abierta e 
indefensa, sino que era plaza militarmente ocupada por 
el enemigo: que el Derecho Internacional reconoce a un 
belijerante el derecho de bombordear a una ciudad no 
fortificada, siempre que esté ocupada militamente i que 
resista seriamente. {Declaración Internacional sobre la leii 
los usos de la guerra en la Confederación de Bruselas de 
1874, art. 1 5. Calvo, Derecho Internacional Teórico iPrác- 
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tico, de 1888, t. IV, párrafo 2068. Dudley Field, Proyec- 
to de un Código Internacional, de 1881, art. 756, núm. 4. 
A. J. Heffter Derecho Internacional de Europa^ París, 
1 88 j, párrafo 125. Nota de Geffecken, Manual de Oerecho 
Internacional, citado por Hall, paj. 525. Bluntschli, Dere- 
cho Internacional Codificado^ art. 55 bis). 

Considerando, continuó la sentencia, que el prin- 
cipio jeneralmente aceptado en Derecho Internacional, 
de que un bombardeo no puede verificarse sin aviso previo 
no era aplicable el caso presente; que cuando una ciudad 
es atacada por sorpresa no hai lugar a dar aviso previo 
puesto que el deber es adoptar sin tardanza las medidas 
necesarias para rechazar el ataque a viva fuerza, a que se 
refiere el art. i6 de la Declaración Internacional sobre 
las leyes i usos de la guerra en la Confederación de Bru- 
selas de 1874, el cual exime de aviso previo; (Bluntschli, 
Derecho Internacional Codificado ed. de. 1886, art. 5)4); 
que resultaba de todo lo obrado que ni el Coronel Soto 
ni los soldados bajo sus órdenes hubiesen aplicado el fue- 
go a las manzanas incendiadas; i que, aun cuando asi lo 
hubiesen efectuado, con la esperanza de desalojar me- 
diante el humo las tropas enemigas del lugar donde resis- 
tían, ese plan habría sido justificado, pues no se habrían 
violado las leyes de la guerra que autorizan el empleo de 
todos los medios de violencia contra las propiedades para 
reducir al enemigo, con la única limitación que el medio 
empleado no sea desproporcionado al fin que se persigue: 
(Hall, A Treatise on International Law, Oxford, 1890, 
tercera edición, paj. 529, párrafo 184; Fiore, Derecho In- 
ternacional CodiJicadOy párrafo 1053; Bluntschli, Le Droit 
International Codifié, trad. Lardy, Paris, 1886^ arts. 543 
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i 549); que no habia para que insistir sobre otra alegación 
del reclamante, de que Soto hubiera impedido violenta- 
mente a los bomberos cumplir con su deber estinguiendo 
la conflagración^ pues si este oficial tenia derecho de 
aplicar fuego para conseguir un fin estratéjico, es eviden- 
te que lo tenia también de impedir que se hiciera fracasar 
el plan de ataque que se quería ejecutar. 

Concluyó, finalmente, la sentencia su serie de consi- 
derandos, declarando que, para juzgar debidamente los 
sucesos acaecidos en Iquique el 19 de Febrero de 1891 , 
era menester tener presente que mucha era la importancia 

i que tenia para los belijerantes el apoderarse definitiva- 

mente de un puerto que era Juente riquísima de recursos 
para su poseedor; que uno de los objetivos primordiales 

, de la guerra era privar al enemigo de los medios de conti- 

nuaría; que una aplicación rigorosa de las leyes de la 

' guerra podia justificarse por el hecho de que, usando de 

esa severidad, se puede conseguir disminuir el tiempo 
que dure el azote de esa calamidad pública; que dado, en 
fin, que la destrucción de propiedades privadas en Iqui- 
que fué consecuencia desgraciada de actos lícitos de 
guerra, no era posible resolver que ella comprometiese la 
responsabilidad del Gobierno de Chile. (Vattel, Derecho 
deJentes, libro líí, cap. XV, sec. 232; The Law of 
Claims against Governements; House of Representa ti- 
ves^ 4^ D. Congress; Report núm. 1 34, páj. 274, Washing- 
ton, Government Prínting Office, 1875.) 

El arbitro británico, señor Alfred St. John, no concu- 
rrió con su voto al fallo de la mayoría, i fundó un corto 
voto especial para sostener que no se habia probado que 
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hubiera sido necesidad indispensable la de someterá una 
de Jas ciudades mas importantes de Chile a un procedí 
miento tan rigoroso como es el bombardeo; que es un 
hecho aceptado, que el mismo resultado se habría alcan- 
zado sin hacer uso de esa medida asoladora; que la im- 
portancia que tenia para los belijerantes la posesión de 
Iquique, no era razón suficiente para escusar los daños 
sufridos por los desgraciados reclamantes. Creia el señor 
Arbitro disidente que no hacia al caso averiguar si las des- 
trucciones fueron causadas por el bombardeo o por el 
coronel Soto; ellas fueron de todo punto injustificables i 
con perfecta razón calificadas por el fiscal de la Corte 
Suprema, don Ambrosio Montt, de medida cruel e inne- 
cesaria. 
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RECLAMACIÓN NUM. 6 de JUAN BOYD HAR- 
VEY, por 3, 5 50 libras esterlinas. Este caso pertenece al f 

grupo de las reclamaciones orijinadas por el combate de 

Iquique de 19 de Febrero de 1891. Sus fundamentos i ' 

las cuestiones de derecho envueltas en él, son idénticos a 
los que se suscitaron en el caso típico de William Perkins 
núm. I, que acabo de examinar. No repetiré, por lo 
tanto, aqui lo espuesto anteriormente i me concretaré a 
dejar constancia de las nuevas alegaciones i citas de au- 
tores que por ambas partes se exhibieron en el curso del 
debate. 

Después de relatar los hechos, alegó el reclamante en 
su demanda que un Gobierno es responsable de las opera- ** 

ciones ejecutadas por sus fuerzas; que los usos modernos, 
según todos los tratadistas, son de cautelarla propiedad 
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i vida de los neutrales^ i que estas precauciones, habiendo 
sido omitidas el 1 9 de Febrero de 1 89 1 en el combate de 
Iquique, no era dudoso que el Gobierno de Chile debía 
al reclamante, la justa indemnización que con tanta equi- 
dad reclamaba. 

Citaba a Woolsey, quien en la sec. 130, núm. 1 de su 
Derecho Internacional^ dice: «Los particulares que no 
toman parte en el conflicto no serán molestados. La pro- 
piedad délos particulares, tanto mueble como inmueble, 
no deberá ser dañada en un pais invadido. Si las necesi- 
dades del ejército invasor lo requieren, puede ser toma- 
da por personas autorizadas; pero el pillaje debe ser repri- 
mido por medio de la disciplina i del castigo». 

Invocó también el reclamante la opinión de Mancini, 
que dice que cuando ha habido abuso innecesario déla 
fuerza o faltado las precauciones debidas para resguardar 
la vida i la propiedad de los habitantes pacíficos^ nacia de 
ahí para los damnificados un verdadero derecho a recla- 
mar una indemnización; i la de Fiore, que en el art. 466 
de su Derecho Internacional Codificado espone que cuan- 
do el derecho ha sido violado por funcionarios o fíarticu- 
lares^ sin que el Estado tenga conocimiento de los hechos 
practicados sin su orden, la parte damnificada debe limi- 
tar sus exijencias a pedir el castigo de los delincuentes ¡ la 
indemnización de los daños causados. 

Concluyó el reclamante esponiendo que la Inglaterra 
ha indemnizado siempre a los perjudicados en los bom- 
bardeos que, sin previo aviso, han practicado sus buques, 
i creia que Chile, que en diferentes ocasiones ha demos- 
trado aceptar la justicia par guia, aceptada un reclamo ba- 
sado en el derecho i en la equidad. j 



La Defensa de Chile sustentó la misma teoría ya es- 
puesta en la reclamación núm. i de que un hecho de guerra 
perfectamente lícito como el combate del 19 de Febrero, 
nopodia acarrear responsabilidad alguna. 

Aludiendo a las citas hechas en la demanda, espuso el 
defensor de nuestros intereses que era evidente que los 
Gobiernos debían a los neutrales tanta protección como a 
los nacionales: pero que por la otra parte^ la cíoctrina ad- 
mitida hoi por todos los publicistas i jurisconsultos esta- 
blece que, durante el estado de guerra, los estranjeros 
deben también sufrir las consecuencias inevitables de esa 
calamidad: novela, pues, que aplicación podian tener di- 
chas citas al caso presente. 

Invocó nuestra Defensa, a su vez, otras doctrinas esta- 
blecidas por los grandes publicistas, que consideraba 
harto mas aplicables al caso que las producidas por el 
contendor. Así, Bluntschli dice en el art. 652 de su obra 
sobre las leyes internacionales, que éstas no imponen 
responsabilidad por los perjuicios que a los individuos 
ocasionan las consecuencias naturales de las necesidades 
de la guerra; i en el art. 662 de la misma obra declara, 
que los daños causados a la propiedad privada, que nece- 
sariamente resultan de las operaciones militares, no son 
considerados como violatorios de un derecho, sino como 
un simple accidente. 

Desarrollando esta teoría, el autor espone que tales 
desgracias son inevitables i deben equipararse a cualquie- 
ra otra calamidad natural. 

El demandante declaró, en el curso de la discusión, 
que la naturaleza del caso se encontraba enteramente mo- 
dificada por el hecho de haber sido el incendio de Iqui- 
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<]ue un acto voluntario del jefe de las tropas balmacedís- 
tas. coronel Solo, i por haber éste prohibido que se 
estinguiese el fuego; actos que calificaba de dudosa legali- 
dad. Sobre esta base discurria el señor Ájente británico 
para sostener la reclamación, exhibiendo al efecto, varias 
citas de autores. 

De nuevo negó positivamente la Defensa la efectividad 
del hecho de que elcoronel el Soto hubiera incendiado las 
casas que rodeaban la Aduana de Iquique, i sostuvo que, 
si en realidad lo hubiera hecho con el fin de defenderse o 
dedesalojar al enemigo, esta medida estremano impondría 
ai Gobierno de Chile mayor responsabilidad que si el 
fuego hubiese sido producido por efecto de los proyec- 
tiles disparados durante la batalla. 

Por doloroso que sea verse en el caso de adoptar medi- 
das tales como el bombardeo i el incendio, ellas llegan en 
ciertos casos a constituir un acto lejítimo de hostilidad. 
Las reglas i doctrinas previamente citadas por la Defen- 
sa eran, pues, perfectamente aplicables al caso actual. 

Tomando en cuenta la documentación probatoria pro- 
ducida por las parles, el Tribunal estableció los mismos 
principios de derecho consignados en la reclamación refe- 
rida de William Perkins, núm, i, quedando, en conse- 
cuencia, rechazada por mayoria de votos la reclamación 
de don Juan Boyd Harvey. 



RECLAMACIÓN Nb'M. 12 de JAMES J. WAT- 
SON, por 1,661-10 libras esterlinas. — Pertenece este 
caso a la numerosa serie de reclamos cuyoorijen arranca 
del combate de iniiiaue de lode Febrero de 1801. 






Es inconducente repetir los hechos que lo motivaron, 
pues ellos son perfectamente idénticos a los que latamente 
he espuesto en la reclamación núm. i de W. Perkins. 

Contestando la demanda^ la Defensa de Chile repro- 
dujo, en su integridad, las doctrinas legales ampliamente 
desarrolladas en los casos análogos. Me limitaré a enun- 
ciar someramente las nuevas alegaciones de las partes. 

Si, como no podia ponerse en duda, la guerra misma 
era lícita, alegaba el defensor de Chile, lo son también 
necesariamente todos los actos i operaciones militares 
conducentes para llevarla a cabo^ siempre que no sean de 
los prohibidos por las leyes de la guerra, i los perjuicios 
que de ellos resultan son calamidades idénticas a las for- 
tuitas u ocasionadas por accidentes físicos. Netmnen laedit 
quijure sao utitur. 

Es notorio que la ocupación de Iquique i las operacio- 
nes de guerra ejecutadas para obtener ese resultado, fue- 
ron perfectamente lícitas i absolutamente indispensables, 
dada la importancia capital de la posesión de aquel 
puerto. Las pérdidas que esperimentaron los particulares 
a consecuencia de la batalla trabada dentro del recinto de 
la ciudad, deben, pues, imputarse a la cuenta de las des- 
gracias irremediables. 

Tal es la doctrina establecida por todos los tratadistas 
ya citados en los casos análogos anteriores. 

Negaba el reclamante que el hecho de guerra llevado a 
efecto en Iquique hubiese revestido caracteres de indis- 
pensable necesidad i pretendía que la tentativa del coronel 
Soto, a cuyo mando iba un puñado de fuerzas gobiernistas 
i la operación de aplicar fuego a algunos edificios, fueron 
actos de demencia que no podían producir el resultado 



que se perseguía. Se citaba a renglón seguido el parte ofi- 
cial del comandante Merino Jarpa para probar el hecho; 
i en apoyo del derecho que los neutrales tienen de recla- 
mar indemnizaciones por hechos de esta naturaleza, se 
referia el reclamante a reputados publicistas, citando con 
especialidad el Derecho Internacional de Fiore, que en 
sus secciones núms. 13 j6, i }J7, ijjS, 1 jjg, Jí^ ' ÍÍ9 
espone que la destrucción de la propiedad privada duran- 
te el curso de una guerra, no constituye un hecho de fuerza 
mayor sino cuando ella sea indispensable para las necesi- 
dades militares; que si llega'esto a hacerse, debe ser con- 
siderado como una espropiacion que da derecho a com- 
pensación; que es equitativo indemnizar, en la medida de 
lo posible, los daños sufridos por particulares durante la 
guerra, aun cuando estos no tengan derecho a deducir 
reclamos judiciales contra el Estado, i que éste es direc- 
mente responsable de los actos de sus empleados públicos. 
Por último, citó el reclamante la opinión que Calvo es- 
presa en su Derecho Internacional Teórico i Práctico, 
edición de 1870: 'cLa responsabilidad de actos ejecutados 
por un Gobierno aun cuando sea lejítimo, causa respon- 
sabilidad al Gobierno que le sucede^. 

La Defensa de Chile, haciéndose cargo de las nuevas 
alegaciones del reclamante, las rebatió estensamente en 
el curso del debate escrito i oral. Cabla preguntar: 
^quiénes son los llamados a juzgar de Ja importancia i 
oportunidad de una operación bélica? j Los jefes militares, 
o los neutrales, simples testigos de la contienda? El buen 
sentido i los precedentes de Tribunales análagos, enseña- 
ban que no es permitido aventurarse a calificar con lije- 



Si el éxito no coronó el esfuerzo del coronel Soto, no 
le era permitido a nadie considerar el combate de Iquique 
como un acto de demencia innecesario. 

Negó enérjicamente la Defensa, como lo hizo en todos 
los casos orijinados por el combate de Iquique, la insi- 
nuación de que el coronel Soto mandara incendiar deli- 
beradamente i sin objeto los edificios que rodeaban la 
Aduana del puerto. Para probarlo, invocaba las declara- 
ciones que el mismo reclamante hacia en el memorial 
acerca del oríjen del incendio, como asimismo los docu- 
mentos que se hacían valeren otras de las declaraciones 
del mismo grupo. 

Pero, aun acatando por via de suposición que el in- 
cendio hubiera sido causado por el coronel Soto, nadie 
se atreverla a poner en duda el objeto estratéjíco que lo 
animaba al llevar a efecto un acto que^ intenciona! o nó, 
estuvo próximo a darle la posesión de la ciudad. 

El incendio en esas condiciones fué un acto licito de 
guerra que no impone responsabilidad. 

Vattel declara que los destrozos que causa la artíllena 
en una ciudad que se reconquista al enemigo, no dan 
lugar a indemizaciones, pues ellos son meros accidentes 

desgracias para los propietarios que los sufren. (Lib. 
Ill,cap. XV,sec.CCXXXII). 

Citó, asimismo, la Defensa a Kluber, sec. 262 i co- 
mentó las opiniones de Bluntschli, art. 662; de Fiore, 
sec. 1715 del Nueuo Derecho Internacional i los artículos 

1 j j6 i siguientes del Derecho Internacional Codificado, de 



Wharton, sec. 223; de Foignet, páj. 279; de Bonflls, 
párrafo 1201; de Laurent, Principios de Derecho Civil^i. 
XX, sec. 459. 

De las teorías espuestas por esos distinguidos publicis- 
tas se desprendía con límpida claridad que, si la destruc- 
ción de la propiedad privada para preparar la defensa en 
vista del inníiinente peligro de un combate no impone res- 
ponsabilidad civil al Gobierno que la ordena, a fortiori 
no la impondrá cuando se ejecute con el fin de obtener un 
é^ito mas rápido i cuando ya se ha empeñado la batalla. 

De modo que, aun dando por sentado el hecho de 
haber el Coronel Soto mandado poner fuego a los edifi- 
cios de Iquique con el propósito de obtener una ventaja 
sobre el enemigo, tal acto era completamente lejítimo. 

Los precedentes de Tribunales análogos no hacian sino 
confirmar uniformemente los principios establecidos so- 
bre el particular. 

Sin detenerse a discutir sobre los diversos puntos de 
derecho i de hecho invocados por las partes, se limitó 
nuevamente el Tribunal a pronunciarse sobre la lejitimi- 
dad o ilejitimidad de los hechos de guerra que ocurrieron 
en Iquique el 19 de Febrero de 1891, estableciéndola 
misma jurisprudencia que contiene el fallo de que he dado 
cuenta en la reclamación núm. i de W. Perkins, a la cual 
me limito a referirme. Quedó desechada, en consecuen- 
cia, la reclamación por mayoría de votos, disintiendo el 
Arbitro británico. 
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RECLAMACIÓN NUM. 19 de F. P. J. LOMAX, 
por 2,271-7-6 libras esterlinas. El memorialista, a nombre 
de la sociedad «Inglis, Lomax i Ca.,» pretendia que, a 
consecuencia del combate e incendio acaecido en Iquique 
el 19 de Febrero de 1891 i el incendio producido enPisa- 
gua por una^ombadisparadaporelbuquede guerrachile- 
noCocAra/í^elóde Febrerodel mismo año, sufrió ciertas 
pérdidas cuya indemnización reclamaba del Gobierno. 

Como se vé, esta reclamación está fundada, en parte, 
en los mismos hechos que motivaron las demandas de W. 
Perkiñs, John Boyd Harvey, James Watson i otros re- 
clamantes de Iquique. No hai, por lo tanto, objeto en re- 
petir aquí la esposicion de los fundamentos de esaparte de 
la demanda i solo con signaré las nuevas alegaciones de 
derecho que se hicieron valer en este caso por demandante 
i demandado. 

La Defensa, combatiendo las alegaciones del memo- 
rial, espuso que, dado que la posesión de Iquique era de 
capital importancia para los partidos belijerantes, los ac- 
tos llevados a cabo por ellos para desalojar al enemigo 
de aquel puerto, eran perfectamente lícitos, i que los 
incendios que resultaron de los combates de 19 de Fe- 
brero de 1891 en Iquique i de 6 de Febrero en Pisagua, 
debían reputarse como hechos de fuerza mayor que no 
afectan la responsabilidad de las naciones. 

A su vez, declaró el reclamante, en el curso del deba- 
te, que la responsabilidad del Gobierno de Chile nacia 
principalmente de haber omiti.do la notificación previa en 
los bombardeos que orijinaban los daños causados, pues 
es sabido que dicha notificación es de rigor para la lici- 
tud de la operación bélica. 
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El defensor de nuestros intereses negó positivamente 
/ que los hechos de guerra efectuados en Iquique i Pisa- 

gua hubiesen asumido el carácter de bombardeo: se trató 
simplemente de combates trabados repentinamente entre 
tropas de tierra i tropas de mar, auxiliadas estas últimas 
por los cañones de los buques congresistas. , 

Sin acojerse, por lo demás, a la doctrina aceptada por 
el Canciller Bismarck, de que el aviso previo no es de 
rigorosa necesidad^ sostuvo que, en el caso en debate, 
tal aviso no eraobligatorio. La doctrina establece, según 
lo espone Bluntschli en el art. 5 54 de su Derecho Interna- 
cionaly que «puede ser necesario sorprender al enemigo 
a fin de tomarle rápidamente la posioion, i, en tal caso, la 
falta de anuncio del bombardeo no constituiría una viola- 
ción de las leyes de la guerra». 
I F. de Martens dice, a su vez, en la obra Traite de Droit 

. International, trad. Leo, (t. III, paj. 222, París, 1887) 

que es evidente que la condición de prevenir el bombar- 
deo no será observada en el caso en que de ella resultare 
t una prolongación de las operaciones del sitio i en que se 

} tuviera el propósito de apoderarse de la ciudad por sor- 

presa. 

Repite el fallo de la mayoría todos los fundamentos 
establecidos en las resoluciones pronunciadas en las recla- 
maciones idénticas motivadas por el combate de Iquique, 
, tales como la de W. Perkins, núm. i . 

Por lo que toca al combate de Pisagua de 6 de Febrero 
del año 1891, declaró el Tribunal que a éste era también 
aplicable todo lo que se habia establecido respecto del 
combate de Iquique, i que el hecho ejecutado por el 
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Cochrane en aquel puerto, era un acto lejítimo de guerra. 
Por lo tanto, el Tribunal, disintiendo el Arbitro britá- 
nico, declaró al Gobierno de Chile absuelto de responsa- 
bilidad. 



RECLAMACIÓN NUM. 26 de W. PATTERSON 
ROBERTSON, por 241- lo-o libras esteriinas. — La pre- 
sente reclamación nació en su integridad del incendio 
producido por el combate de Iquique del 19 de Febrero 
de 1891 . Sus fundamentos no se apartan de los que sirvie- 
ron de base a muchas otras reclamaciones idénticas pre- 
sentadas al Tribunal. Me limitaré, en consecuencia, a 
referirme al caso típico de W. Perkins, núm. i , apuntan- 
do únicamente aquellas nuevas alegaciones que ofrezcan 
algún interés especial. 

Como en otros casos análogos, se sostenia por parte 
del reclamante que, si no es un deber de justicia, lo es, 
por lo menos, de equidad, reparar las pérdidas sufridas 
a consecuencia de la guerra. Juzgaba, ademas, que en 
el caso actual el deber de equidad se transformaba en obli- 
gación de estricta justicia, por cuanto el bombardeo de 
Iquique se efectuó sin aviso previo, lo cuales contrario 
a las reglas establecidas sobre la materia por el Derecho 
Internacional. 

No costó a la Defensa confesar que seria por cierto 
equitativo resarcir de sus pérdidas a todos los individuos 
que tuvieron que soportar las consecuencias de la lucha 
civil de 1 89 i; pero solo si los recursos fiscales lo permi- 
tieran; i si se llevase a cabo esa medida, no existia jénero 
de duda que los estranjeros, que deducian estas reclama- 
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ciones, serian los últimos en merecer las indemnizaciones 
que reclamaban, pues era un hecho fácil de comprobar 
que el comercio estrañjero de Iquique realizó sustanciosas 
ganancias durante la revolución. 

Pero el Defensor de Chile se apresuraba a agregar que 
la cuestión de que se trataba aquí no debia ser mirada ni 
por un instante, a la luz de la equidad, sino a la luz de la 
justicia 

Ahora bien: habia necesariamente que admitir que la 
operación bélica éjecutadaen Iquique, fué corretai lícita. 

La pretensión del reclamante, de que ella asumió el 
carácter de un bombardeo, era insostenible. 

«El bombardeo, diceGuelle, es un medio de destrucción de una 
violencia estrema, que consiste en hacer llover sobre las obras forti 
ficadas, i a menudo en el interior de las ciudades, proyectiles incen- 
diarios: los destrozos, el terror i la desmoralización conducen rápi- 
damente a la capitulación». 

En el caso actual faltaban en lo absoluto las condiciones 
capitales contempladas en esta definición, pues los buques 
de la Escuadra no hicieron mas que cooperar en la 
defensa que hacian las tropas que se habia desembarcado. 
EJ combate se trabó repentinamante en tierra i no hubo 
ni tiempo ni ocasión de dar el aviso previo. 

«La intimación, continua Guelle, no es necesaria si la intención 
del enemigo está manifiestamente indicada por sus actos i prepara- 
tivos de defensa '>. 

1 mas adelante agrega: 

«La práctica del aviso previo, por humanitaria que sea, está su- 
bordinada, preciso es reconocerlo, a las necesidades de la guerra; 
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si es menester sorprender al enemigo a fln de arrebatar rápidamente 
la posición, en tal caso la falta de anuncio del bombardeo no cons- 
tituye una violación de las leyes de la guerra». (Guelle, Précis des 
lois de laguerre, t. II, paj. 112). 

Si el que toma la ofensiva, añadía la Defensa, puede 
llegar hasta adoptar la medida enérjica i sorpresiva de 
bombardear una plaza sin publicar un aviso previo, con 
cuánta mas razón puede hacerlo el belijerante que defiende 
una plaza atacada por sorpresa, como sucedió en Iquique. 

I todavia prescindíala Defensa de la doctrina de Geffec- 
ken que sostiene que en ningún caso es obligatoria la 
notificación de un bombardeo, por que todos los habi- 
tantes deben estar continuamente preparados a soportarlo, 
desde el momento en que el país se encuentra en estado 
de guerra. • 

Había, ademas, que advertir que el objeto de la notifi- 
cación previa, era dar tiempo a los habitantes de la plaza 
amenazada para que se alejen: jamas ningún escritor ha 
creído que la propiedad privada se encuentre igualmente 
protejida por el aviso previo. 

Dejó la Defensa demostrado hasta la evidencia que 
en Iquique no hubo bombardeo, sino un ataque sorpre- 
sivo i repentino i que, por lo tanto, la notificación se hizo 
impracticable. La responsabilidad del Gobierno de Chile 
era pues inaceptable en el terreno del derecho. 

Al absolver a Chile de toda responsabilidad en este 
caso, el Tribunal, por mayoría de votos, estableció la 
misma jurisprudencia que he dejado resumida en el caso 
de W. Perkíns. 
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RECLAMACIÓN NUM. 29 de PETTIE &Ca., por 
i,47t-6 6 libras esterlinas. — Este caso es idéntico a los 
anteriores i quedó, por lo tanto, rechazado. 



RECLAMACIÓN NUM. jo de FEDERICOGAR- 
NETT CLARKE, por 208-0-4 libras esterlinas.— Co- 
mo la precedente, se encuentra esta reclamación incluida 
en la serie de casos que arrancan su oríjen del combate 
de Iquiquede 19 de Febrero de 189 1. Quedó rechazada. 



RECLAMACIÓN NUM. jj de CARLOS H. 
ECKERSLEY BULL, 379-1 4-8 libras esterlinas.— Per- 
tenece este caso al grupo de reclamaciones motivadas 
por el combale que tuvo lugar en Iquique el 19 de Fe- 
brero de 1891 i fué declarado sin lugar. 



RECLAMACIÓN NUM. 55 de BLAIR & Ca., por 
j5í6,4JO. — Se encuentra este caso incluido en la numero- 
sa serie de reclamaciones nacida del combate que tuvo 
lugar en Iquique el i9de Febrero de 1891 i fué^ por lo 
tanto, desechado. 



RECLAMACIÓN NUM. 37 de GRAHAM, RO- 
WE & Ca.j por 101-9-0 libras esteriinas. — El oríjen de 
este caso se encuentra como en los demás de esta serie, 
en el incendio de Iquique de 19 de Febrero de 1891 . 

Contestando la Defensa una demanda destituida de 
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yendo los intereses. — No ofrece el fondo de esta recla- 
mación, en su aspecto jurídico, ninguna particularidad 
que la haga apartarse del grupo de reclamos motivados 
por el combate de Iquique de 19 de Febrero de 1891. 
Fué, por lo tanto, desechado. 



RECLAMACIÓN NUM. 46 de SANTIAGO N. 
PEAKE^, por 600-1 j-6 libras esterlinas, incluyendo los 
intereses. — Como la precedente, es esta reclamación 
idéntica a las demás provenientes del combate que tuvo 
lugar en Iquique el dia 19 de Febrero de 1891. 



RECLAMACIÓN NUM. 50 de DONALD MAC- 
QUEEN, por jjo-4-0 libras esterlinas. — Esta reclama- 
ción se encuentra en el mismo caso que las anteriores.. 
Quedó rechazada. 



RECLAMACIÓN NUM. 53deD. RICHARDSON 
& Ca.^ por j 50-0-7 libras esterlinas. — Esta reclamación 
se encuentra también en el mismo caso que las anteriores. 
Fué declarada sin lugar. 



RECLAMACIÓN NUM. 62 de JUAN TUCK- 
WELL por 940-4-0 libras esterlinas. — Este caso es idén- 
tico a los demás de este grupo i quedó rechazado. 
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RECLAMACIÓN NUM. 64 dei CLUB INGLES de 
IQUíQUE, — El fondo de esta reclamación es idéntico al 
que ha sido suficientemente dilucidado en otras reclama- 
ciones análogas, tales como las números i, 6, 12 i mu- 
chas otras provenientes del combate de Iquique de 19 de 
Febrero de 1891. 

Ademas de reproducir en este caso las alegaciones de 
fondo sustentadas en dichas reclamaciones, objetó la De- 
fensa la personería del ocurrente i opuso la consiguiente 
excepción. 

El Club Ingles de Iquique, espuso, no era sino un con- 
junto de personas que carecía del carácter de subdito 
británico, i ni siquera tenia la personería jurídica que Uis 
leyes atribuyen a ciertas corporaciones o socieílades. Si 
la tuviera, el Club Ingles seria una asociación esclusiva- 
mente chilena, porque habria sido creada por el Gobierno 
de Chile, con arreglo a lo dispuesto en el título XXXIII 
del libro I del Código Civil. No habria podido, por lo 
tanto, invocar la protección del Tratado de 26 de Setiem- 
bre de t89j,que solo la dispensaba a subditos de S. M. B. 

No habiendo juzgado oportuno el reclamante valerse 
de la facultad de replicar, que le conferia el Reglamento, 
procedió el Tribunal a fallar el caso. 

Precindiendo de las excepciones de falta de perso- 
nería i de incompetencia deducidas por la Defensa, con- 
firmó el Tribunal la jurisprudencia que tenia establecida 
eo los casas análogos, i absolvió una vez mas a! Gobierno 
de Chile de toda responsabilidad por los sucesos acae- 
cidos en Iquique el 1 9 de Febrero de 1 89 f , 
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RECLAMACIÓN NUM. 65 de JUAN DAWSON, 
por 755-18-0 libras esterlinas. — No difiere el fondo de 
esta reclamación del que fué materia de los demás casos 
de este grupo. Quedó rechazado. 



RECLAMACIÓN NUM. 96 d¿ WILLIAMSON 
( BALFOUR i C.*, por 1,568-12-9 libras esterlinas. — 

Esta reclamación fue también orijinada por el combate 
\ de Iquique de \qde Febrero de 1891. 

' Dio él sin embargo, lugar a cierta diverjencia de opi- 

^ niones acerca de la analojia que guardaba con los otros 

I c^sos de este grupo, que conviene hacer notar. 

Juzgó la Defensa que el fondo de esta reclamación era 
perfectamente idéntico al tratado i resuelto en los otros 
/ casos que tienen el mismo oríjen, mientras que el recla- 

mante, por el contrario, creyó que asumia la reclamación 
♦ caracteres mui diversos que bastaban para removerla del 

^ grupo de los casos provenientes del combate de Iquique. 

En efecto, habiendo el honorable Ájente británico i el 
I infrascrito celebrado, de común acuerdo, un convenio 

f para someter conjuntamente todas las reclamaciones de 

este grupo al fallo definitivo del Tribunal, mi honorable 
i colega juzgó oportuno, al darse cuenta de dicho con- 

venio, exceptuar la presente reclamación, declarando que 

su intención, dadas las particularidades que presentaba, 

habia sido no incluirla en el convenio. Solicitaba, en con- 

l secuencia, que se viese por si sola i se debatiese separa- 

' damente. Apesar de. que por nuestra parte se consideró 

que la pdticion era estemporánea e infundada, no se 
opuso objeción a ella. 
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E' fiitíieron los memorialistas que tenían en depósito 
en :a esplanada de la Aduana. 1 54 lardos de sacos vacios; 
que algunos de estos fardos fueron lomados por las tropas 
constiiucionates para formar trincheras i defensas contra 
las fuerzas del señor Balmaceda que las atacaban, i que 
los restantes fueron consumidos por el incendio de que el 
combate fué causa. 

Confesaron que sus pérdidas le habían sido indemni- 
zadas por la Compañía de seguros en que tenían asegu- 
rados dichos fardos de sacos. 

Desde luego cupo a la Defensa oponer la escepcíon de 
incompetencia del Tribunal, fundada en que los socios de 
la casa de Williamson, Balfour í C' no comprobaron la 
nacionalidad británica que se atribuían í ni siquiera se 
daban los nombres de muchos de esos socios. 

El reclamante replicó que esta indicación era inútil 
desde que no eran los socios individualmente conside- 
rados quienes reclamaban, sino lo sociedad misma, que era 
una persona completamente diversa de los socios, según 
un principio conocido de lejislacion. Agregó que siendo 
inglesa ia sociedad, bastaba esta circunstancia para con- 
siderarla hábil para reclamar ante el Tribunal. 

Combatiendo esta argumentación, espuso la Defensa 
que, según la lei inglesa, la sociedad no forma una entidad 
distinta de los socios individualmente considerados, como 
acontece dentro déla lejislacion chilena |Lehr, Eléments 
de Droit Civil anglais, l'ivre }, chap. 1), i declaró que el 
sistema adoptado por los reclamantes era perfectamente 
inaceptable. Ellos invocaban la nacionalidad inglesa de las 
sociedades, prescindiendo de la de sus miembros cuando 
asi convenia a sus intereses i cuando la sociedad recla- 
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mante era chilena por haberse constituido en Chile, fomo 
sucedía en varios casos: en el de D. Richardson i C.°, 
por ejemplo, prescindían de la entidad social i pretendían 
ser oidos por cuanto los socios eran ciudadanos britá- 
nicos, sin parar mientes en que tal pretensión violaba 
abiertamente la disposición del artículo 2,055 del Código 
Civil chileno. 

El Tribunal, confiaba la Defensa, no podía tener mas 
de un peso í una medida, i la regla que adoptase a este res- 
pecto tenia que ser uniforme cualquiera que íuera el resul- 
tado para los reclamantes o para el Gobierno de Chile. 

Por lo que hacia al fondo de la reclamación, la socie- 
dad reclamante alegaba, como queda dicho, que el caso 
en debate era, en parle, distinto de los análogos que ha- 
blan sido resueltos por el Tribunal. 

Abandonando a la suerte común la parte principal de la 
reclamación referente a los fardos de sacos quemados a 
consecuencia directa del combale, espuso que los sacos 
que fueron empleados como trincheras por uno de los ■ 
partidos contendientes, no se encontraban en el mismo 
caso, puesto que después del combate los sacos desapa- 
recieron de la esplanada de la Aduaua. 

A esta alegación, consignada en la réplica de los recla- 
mantes, objetó el defensor de Chile que en el memorial se 
afirmaba, bajo juramento, que todos los fardos de sacos 
de la sociedad fueron destruidos porel incendio que siguió 
al combate. 

No cabia, pues, hacer diferencias insostenibles entre 
esta reclamación i Jas de otros subditos británicos que 
sufrieron perjuicios a consecuencia del mismo incendio. 

Espusieron también los reclamantes, en el debate 
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escrito, que este caso era comparable al de una requisi- 
ción i que, por lo tanto^ debían indemnizarse las pérdidas 
por ellos sufridas. 

Por parte de Chile seadvertia que habia un mundo de 
diferencia entre una requisición hecha con toda tranquili- 
dad para la eventualidad de un combate mas o menos 
próximo i el uso inmediato de los objetos que se encuen- 
tran mas a la mano en medio de una pelea encarnizada 
que no permite elejir deliberadamente los medios de de- 
fensa, en previsión de futuras reclamaciones. Las leyes 
de la guerra no solo permiten tomar en tal caso los obje- 
tos que se necesitan, sino que autorizan también para 
destruirlos. 

Laurent manifiesta que solo se debe una indemnización 
cuando el hecho perjudicial, proveniente del uso de bie- 
nes particulares para hacer obras estratéjicas, no ha sido 
proporcionalmente igual o parecido al objeto que se per- 
seguía. (Laürent, Principes de Droit Civil [raneáis ^ t. 
XX, sec. 457 i 459). 

Aludiendo, por último, la Defensa a la confesión que 
hacían los reclamantes en el memorial, de haber sido ya 
totalmente indemnizados de sus pérdidas por una Compa- 
ñía de seguros, alegaba que con tal indemnización queda- 
ban suficieatemente pagados por los perjuicios sufridos. 

El Tribunal declaró en su fallo, que ya en diversas 
ocasiones habia tenido oportunidad de pronunciarse sobre 
los acontecimientos que ocurrieron en Iquique el 19 de 
Febrero de 1891 (caso de W. Perkins, núm. i) i que 
quedaba establecido que los perjuicios a que habían ellos 
dado oríjen, no afectaban la responsabilidad del Gobierno 



** .«srjTf 



de Chile; que, aun cuando los soldados hubiesen utiliza- 
do los fardos de sacos para resguardarse délos proyecli- 
- les enemigos, punto que no se habia probado, el hecho 
no comprometerla tampoco la responsabilidad del Go- 
bierno de Chile, desde que esos fardos se encontraban 
en el sitio mismo del combate^ i que su destrucción no 
provino precisamente del uso que de ellos se hubiere 
hecho, sino que fué ella consecuencia del incendio que 
estalló durante la refriega; que, por otra parte, tos recia 
mantés hablan declarado haber sido ya pagados del valor 
de dichos fardos por una Compaflia de Seguros, i que, 
por lo tanto, no podian ellos reclamar una indemnización 
que ya hablan recibido. 

Por estos fundamentos, e! Tribunal, por mayoría de 
votos, disintiendo el Arbitro británico, quien solo aceptaba 
como fundamento del rechazo de la reclamación el hecho 
de haber recibido el reclamante de manos de la sociedad 
de seguros el valor de sus pérdidas, declaró sin lugar la 
reclamación. 



RECLAMACIÓN NUM. 99 del BANCO de TA- 
RAPACÁ ¡LONDRES. Limitado, por$ 17,929.63.— 
Cierra el présenle caso la serie de reclamaciones que los 
subditos británicos presentaron solicitando compensación 
por los perjuicios sufridos a consecuencia de los hechos 
bélicos llevados a cabo en Iquique el 19 de Febrero de 
1891. 

Esponia el representante de la sociedad anónima recla- 
mante, que el Banco abrió crédito en cuenta corriente al 
propietario de una casa ubicada en la calle Prat número 4 
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en Iquique, con hipoteca de la misma propiedad; que 
habiendo el deudor hecho uso de la suma del crédito, 
vendió posteriormente la referida casa a otra persona, 
sustituyéndose ésta en la deuda a favor del Banco sin 
intervención del acreedor; que, en 19 de Febrero de 
1891 i con motivo de los sucesos bélicos acaecidos en 
Iquique, la referida casa fué devorada por el fuego; que 
a consecuencia de esla desgracia, vendida la propiedad 
por ejecución del Banco acreedor, éste no alcanzó a 
pagarse del crédito a su haber. 

Era éste el saldo que se reclamaba contra el Gobierno 
de Chile. 

En primer lugar, la Defensa opuso la exepcion de in- 
competencia del Tribunal, fundada en que la Compañía 
anónima reclamante no presentaba los comprobantes que, 
según lo disponen los arts. 427.440 i 468 del Código de 
Comercio Chileno, debían acreditar sus alegaciones de 
ser una sociedad anónima establecida en Londres i de 
haber obtenido la autorización del Presidente de la Repú- 
blica para establecer una Ajencia en Chile. 

El decreto del Presidente i el hecho de tener en Chile 
el objeto del establecimiento de la sociedad, daban a ésta 
respeclo de sus operaciones en este país, el carácter de 
una sociedad chilena, aunen la hipótesis de sercierto que 
ella jiraba con capitales ingleses i que todos sus socios 
eran igualmente ingleses. No habia que olvidar que esto 
último era siempre mui dudoso, por cuanto las acciones 
de una sociedad, anónima pueden cambiar de un instante 
a otro, de la posesión de un ingles a la de un alemán, un 
francés o un chileno. 

Pero, aun colocada la Defensa en la suposición de ser 
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incontestablemente inglesa dicha sociedad, se sostenía 
que estaño pasaria de ser una persona jurídica creada 
por la lei inglesa i, por lo tanto, no tendría existencia 
extraterritorial i no seria en ningún caso un subdito britá- 
nico, calificativo -que solo es aplicable a las personas 
naturales; carecía ella, pues, de capacidad para reclamar 
ante el Tribunal. 

La Defensa alegó estensamente en otras reclamacio- 
nes esta causal de incompetencia i aellas me refiero para 
la completa dilucidación del punto, particularmente al 
caso número 4, en el cual se encuentra una esposicion 
completa de las doctrinas sustentadas sobre la materia 
por los defensores del Gobierno, asi como de la jurispru- 
dencia establecida por el Tribunal en el punto controver- 
tido. 

Por lo que tocaal fondo de la materia, poco tuvo la 
Defensa que, decir, dado que el caso en debate era el 
mas infundado de todos los que se hablan presentado ante 
el Tribunal. 

Se reclamaba, en primer lugar, por las consecuencias 
de un acto lícito de guerra que no impone responsabilidad 
a los Gobiernos, tal como el combate de 19 de Febrero 
de líigi. En seguida, el Bhnco no reclamaba por daños 
causados a una de sus propiedades, sino a la casa de un 
ciudadano chileno que era su deudor Si algún perjuicio 
hubiera resultado paraeIBanco,er\ nuestro caso, no habria 
provenido directamente del referido incendio sino de un 
crédito abierto a ¡'ente que no pagaba sus deudas, lo cual 
no pedia afectar la responsabilidad del Gobierno de Chile. 

No habiendo hecho uso el memorialista de la facultad 
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de replicar, que le concedía el Reglamento de Procedi- 
mientos, procedió el Tribunal a fallar la reclamación ¡ 
declaró: que no siendo el reclamante Banco de Tarapaca 
i Londres, Limitado, el propietario de la casa incendiada 
el 19 de Febrero de 1891, a consecuencia del combate 
que tuvo lugar en esa ciudad, sino que solo tenia éste un 
derecho hipotecario sobre el inmueble constituido para 
garantir un crédito abierto a un deudor; que; el propieta- 
rio efectivo era el único que tenia derecho de compare- 
cer ante este Tribunal; pero que tal derecho no podia 
estenderse al acreedor hipotecario; que los perjuicios 
que el reclamante afirmaba haber sufrido por la destruc- 
ción parcial de la garantia, revestían el carácter de perjui- 
cios indirectos por los cuales el Derecho Internacional 
no impone en ningún caso responsabilidad a los belijeran- 
tes. (Wharton, t. II, párrafo 247; Calvo, t. III, párrafo 
1755, t. IV, párrafo 2579: Sentencia del Tribunal de 
Jinebra, 1872; Fiore^ t. IIL párrafo 1719: Bello/ parte 
II, cap. 8, núm. i); que no siendo el propietario del 
inmueble incendiado subdito británico i no teniendo, por 
consiguiente, personalmente el derecho de reclamar ante 
el Tribunal, mucho menos podia hacerlo de una manera 
encubierta, haciendo aparecer en su lugar a su acreedor, 
el Banco de Tarapaca i Londres; que por tales fundamen- 
tos i por unanimidad de sufrajios absolvía al Gobierno de 
Chile de toda responsabilidad en la materia. 
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RECLAMACIÓN NUM. 44 de JUAN KING. por 
74-0-0 libras esterlinas. — Relataba el memorialista que, 
al tiempo de ocurrir los aconlecimienlos que motivaban 
la reclamación, tenia su residencia en la estación central 
de la Compañía de Ferrocarriles Salitreros de Tara paca; 
que en varias ocasiones, durante los meses de Enero, 
Febrero i Marzo de 1891, las tropas de las partes con- 
tendientes en la guerra civil que tuvo lugar en esa época 
ocuparon la antedicha estación de los Ferrocarriles, i que 
las referidas tropas se apoderaron por fuerza de su casa 
habitación, saqueándola i aprovechándose muchos efec- 
tos i malogrando los muebles. 

Combatiendo el fondo mismo de la reclamación, espu- 
so la Defensa que era de tal manera vaga e indeterminada 
la relación de hechos contenida en el memorial, que era 
poco menos que imposible entrar al examen jurídico de 
la responsabilidad que tales hechos, suponiéndolos efec- 
tivos, habrían podido imponer al Gobierno de Chile. 

;Fué el señor King espropiado por orden de los jefes 
délas fuerzas militares que ocuparon la estación de los 
ferrrocarriles? ^Fué tal medida necesaria para un comba- 
te inminente u otra operación bélica? ;Fueron sus obje- 
tos perdidos a consecuencia de un encuentro militar, o 
robados por soldados que merodeaban separados de las 
filas i contrariando órdenes superiores? 

El aspecto jurídico de la cuestión cambiaria en lo abso- 
luto según fuera la contestación que se diese a esas pre- 
guntas. En un caso incumbiría al Gobierno de Chile la 
obligación de indemnizar ¡as pérdidas; en otro su respon- 
sabilidad se haria nula. 

Mientras tanto, el reclamante no esponia nada con la 



la Defensa. La citada disposición del Reglamento había 
sido indudablemente dictada de acuerdo con la lei roma- 
na; ¡n actione ador omnia nosse debet, et d'icere argumenta 
fcide qua ag!tur.'S>\ q\ac\.oí no especifica los hechos i 
los fundamentos de su acción, el reo queda en perfecta 
imposibilidad de defenderse. 

En vista de estas alegaciones i con el propósito de des- 
virtuarlas, se limitó el reclamante a señalara los Corone- 
les Soto i Gana como los jefes que ordenaron el pillaje 
de sus bienes. 

Consideró la Defensa que tal declaración adolecía de la 
misma lacónica vaguedad que se notaba en la esposicion 
de hechos contenida en el memorial, i que, por lo tanto, 
se encontraba en la imposibilidad de refutarla eficazmente. 

Como se ha visto en el capítulo que he dedicado a las 
inobservancias de las prescripciones reglamentarias, el 
Tribunal, por mayoría de votos, declaró sin lugar la re- 
clamación, fundándose en que los hechos alegados eran 
demasiado vagos e indeterminados para recibirlos a prue- 
ba; en que el reclamante, por eso mismo, no se habia 
ajustado a las disposiciones de los arts. I i XI del Re- 
glamento de Procedimientos, i en que ni habia especifi- 
cado los hechos que se proponía comprobar, ni habia 
designado sus testigos, ni dado sobre ellos los datos exi- 
jidos por el Reglamento. El Arbitro británico se limitó a 
dejar constancia de su disentimiento. 
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CAPÍTULO XII 



Reclamaciones orijinadas por el combate de Pisa- 
gua de 6 de Febrero de 1891 

GRUPO NÚMERO 8. 

RECLAMACIÓN NUM. 20 de FEDERICO J. LO-, 
MAX por la «NEW TAMARUGAL NITRATE Co... 
— El mcmoriajisla reclamaba del Gobierno de Chile una 
indemnización deÓ29-o-5libras esterlinas, por los per- 
juicios provenieníes de un robo efectuado en la oficina 
iiLaPalma-i i de destrucción de mercaderías en Pisagua. 

Espiiso que el robo en «La Palma» se llevó a cabo por 
ciertos amotinados que lomaron la tienda por asalto, ¡ 
que la destrucción de mercaderías fué consecuencia de la 
espiosion de una bomba del Almirante Cochrane duranle 
el combate de ó de Febrero de 1 89 1 . 

La Defensa hizo notar, desde luego, que el reclamante 
era una sociedad anónima, la cual carecía del carácter 
de súbdilo británico i de persr " '" " ' - ■- -> 



entre otros, a Laureni, urou i^im inlemattonaí, t. iv, 
sec. I JO. Esta exepcion de incompetencia deducida en 
varias ocasiones por la Defensa, se encuentra ya suficien- 
temente espuesta ^n otras reclamaciones, especialmente en 
la núm. 4, i a ésta me limito a referirme con el propósito 
de condensar en lo posible las materias que se han ven- 
tilado ante el Tribunal. 

De los documentos acompañados por el memorialista 
resultaba que el saqueo del establecimiento <iLa Palma», 
perteneciente a la Compañia reclamante, habia sido per- 
petrado por amotinados, cuyos nombres i condiciones se 
abstenía aquel de indicar. Esta declaración i el hecho de 
no afirmarse que la autoridad pública fuera remisa para 
castigar i contener a los autores de los desórdenes, basta- 
ban para establecer la irresponsabilidad del Gobierno de 
Chile. 

Todos los autores están conformes en reconocer que 
hechos de esta clase no afectan la responsabilidad de los 
Gobiernos. A este respecto bastaba citar a Calvo, Le 
Droit International Théorique et Pratique, t. II!, sec. 
1280 i siguientes; a Fiore, Nouveaa Droit ¡nternational 
Public, t. III, núms. 1717 i siguientes; a Blunlschli, Dere- 
cho Internacional Codificado, art. j8o bis; a Hall, Inter- 
national Law, p. II, cap. IV, paj. 219; a Lawrence. sobre 
Whealon t. III, paj. 128 de la traducción francesa de 
1873: i a Wharton, Digest of InfernalionM Law, vol. I, 
cap. IV, sec. 228. 

Las prácticas de las cancillerias confirmaban la doctrina 



sentada por los publicistas. Se citó por nuestra parte, 
a este respecto, la nota del Conde Granville alembajador 
ingles en Paris de 2 de Setiembre de 1870 ¡la que con 
fecha 6 de Julio de 1891 dirijió Lord Salisburyal Ministro 
Plenipotenciario de Colombia, a propósito de pérdidas 
sufridas por si'ibdilos británicos en Colon . 

Respecto a los daños que se decian causados por una 
bomba disparada por un buque de guerra durante el com- 
bate de Pisagua, el dia 6 de Febrero de 1 89 1 , bastó a la 
Defensa espresarnuevamente que la batallaen cuestión fué 
un acto de guerra lejitimo i necesario i que los perjuicios 
causados durante e! fragor de una refriega no afectan la 
responsabilidad de los Gobiernos. (Bluntschli.obra citada, 
arts. 652 i 662; Fiore, obra citada, t. Ill, sec, 1714 i 
siguientes; el mismo, Derecho Internacional Codificado, 
arts. ijjó i siguientes). 

El Tribunal resolvió, por unanimidad, que la reclama- 
ción debía rechazarse: 

I .' Porque el reclamante no daba ninguna noticia acerca 
de los nombres, condición i profesión de los merodea- 
dores o ladrones que perpetraron el saqueo en "La 
Palma» i no espresaba si éstos lormaban parte de alguno 
de los ejércitos belijerantes en la provincia de Tarapacá, 
i que, por consiguiente, no comprobaba que el hecho por 
el cual deducía la reclamación fuera acto u operación 
ejecutado por las fuerzas de la República; 

2.° Porque, aun cuando se hubiera probado la efecti- 
vidad del robo, no podría hacerse al Gobierno de Chile 
responsable de un delito de derecho común; i 

j.° Porque la destrucción de las merrndpHíc; pr p;_ 



sagua, el 6 de Febrero de 1891, provenia de un acto de 
guerra regular i lejitimo, por el cual no podía hacerse res- 
ponsable al Gobierno de Chile. 

Al suscribir este fallo el Árbilrode Chile reprodujo la 
reserva espresa consignada al final del fallo número ;, que 
se refiere a la cuestión doctrinal, en orden al derecho que 
podian tener las compañías anónimas estranjeras, domi- 
oiliadas en Chile, para reclamar indemnizaciones ante el 
Tribunal Arbitral. 



RECLAMACIÓN NUM. 21 de GUILLERMO 
SCHIELL, en represeníacion de la NITRATE PRO- 
VISIÓN SUPPLY COMPANY, LIMITED.— Re- 
clamó el memorialista en este caso una indemnización de 
1 191-0-9 libras esterlinas por la destrucion completa de 
una cantidad de mercaderias en Pisagua, debida a la 
esplosion de una bomba en el combate de ó de Febrero 
de 1891. 

Los hechos sobre que se fundaba la demanda son ya 
conocidos, por haber sido suficientemente espuestos en 
el caso anterior número 20. 

La Defensa, por su parte, reprodujo las mismas alega- 
ciones de fondo que se hicieron valeren dicho caso, opo- 
niendo, al propio tiempo, la esepcion de incompetecia 
fundada en que la Compañía reclamante no era ni podia 
ser un subdito británico, carácter que, con arreglo a la 
Convención, era preciso tener para comparecer ante el 
Tribunal. 

Si, por otra parte, la sociedad anónima reclamante 
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hubiese obtenido la autorización uci i-icsiucmc uc m i^c- 
pública para nombrar Ajenies en Chile, según está dis- 
puesto en el artículo 468 del Código de Comercio, se 
habria. por ese hecho, convenido en una sociedad chi- 
lena. Como esta causal de incompetencia ha sido diluci- 
dada ya en otros casos, parlicularmente en el número 4, 
a éste me limito a referirme. 

El Tribunal estableció la doctrina ya conocida de que 
los daños causados a terceros por proyectiles disparados 
durante un combate regular i lejítimo, no podian compro- 
meter la responsabilidad del Gobierno de Chile, i que, 
por lo tanto, la reclamación quedaba rechazada. Este fallo 
fué acordado por unanimidad, pero el Arbitro de Chile al 
suscribirlo declaró que reproducia la misma reserva refe- 
rente al derecho que pudieran tener las compañías anó- 
nimas para reclamar ante el Tribunal. 



RECLAMACIÓN NUM. 22 de GUILLERMO 
SCHIELL en representación de la c.LONDON Nl- 
TRATECOMPANY, LIMITED-, por 2 50-19-0 hbras 

esterlinas. — Pertenece este caso al grupo de las reclama- 
ciones que arrancaron su orííen del combate de Pisagua 
de 6 de Febrero de 1891. 

Comenzó la Defensa por oponer la escepcion de incom- 
petencia, por ser la Compañia reclamante una sociedad 
anónima. No hat para que repetir lo dicho en otras recla- 
maciones sobre el particular. 

Las alegacio 
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sino un punto nuevo de que conviene talvez dejar i 
constancia nuevamente, aunque haya sido él suficie 
mente analizado en algunas de las reclamaciones mot 
das por el combate de Iquique de 19 de Febrero de lE 

Argüia el reclamaníe, que el hecho de armas que t 
lugar en Pisagua, no fué un simple combale sino un b' 
bardeo, ique la responsabilidad del Gobierno de C 
por los daños inferidos a neutrales se encontraba com| 
metida por no haberse dado un aviso previo de la opi 
cion que iba a ejecutarse. 

Era esta una cuestión de hecho fácil de csclareí 
merced a los numerosos documentos oficiales publica 
sobre los acontecimientos de la Revolución. 

Después de una nutrida argumentación pudo la ! 
fensa arribara las siguientes conclusiones: 

1 ." Que el ataque de Pisagua ei ó de Febrero de if 
no fué un bombardeo sino una operación de guerra 
no requería ni admitía aviso previo; 

2.° Que, aun estimándolo como bombardeo, no 
posible dar tal aviso, puesto que se trataba de aprovec 
la sorpresa del enemigo para desalojarlo de sus p 
ciones; i 

3 ." Que el aviso no tiene mas objeto que salvar las ] 
sones de las consecuencias del bombardeo, i que nc 
estiende ni puede estenderse a la propiedad privada. 

El lallo unánime del Tribunal es idéntico al recaído 
las reclamaciones número 21 i otras, i contiene la mi 
reserva del señor Arbitro de Chile. 
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RECLAMACIÓN NUM. 63 d. 

NETTCLARKE, anombredela . 

TRERA LIMITADA «SANTA R 
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CAPIT' 



Reclamaciones orijinada 
Pozo 

GRUPO r 

RECLAMACIÓN NU 

por 2,1 J4-14-0 libras estei 
lista que después de la batal 
Marzo de 1891, su casa i 
deslruidas por el fuego que 
parte de la Ciudad. 

Esta reclamación, como ; 
cado a la prueba sobre h 
por cuanto el Tribunal ce 
ex parte producidas por el 
carácter de subdito brítánic( 
del Tribunal dicha nacional 
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daba escluida de su jurisdicción. Se abstuvo, pues, de 
fallar sobre el fondo de la reclamación, que la Defensa, 
dada la importancia de la escepcion previa que habia 
opuesto, no juzgó del caso dilucidar sino de paso. 



RECLAMACIÓN NUM. ?6 de HENRY JAMES 
MICHELL, por 95-2-0 libras esterlinas. — El memoria- 
lista espuso que al terminar la batalla de Pozo Almonte 
de 7 de Marzo de 1891 , muchos de los soldados derro- 
fados que pcrtenecian a las fuerzas de! señor Balmaceda, 
se dirijierona la oficina "Buen Retiro», adonde él residía, 
i procedieron a saquearlo todo; i que, mientras practica- 
ban esta operación, fueron atacados por las tropas 
victoriosas del ejército revolucionario, obligándolos a 
huir hacia la pampa; que éstas últimas no solo se negaron 
a concederle ai reclamante la protección que pedia, sino 
que continuaron el saqueo comenzado por aquellas. 

La Defensa de Chile alegó que bastaba atenerse a la 
relación del mismo reclamante para convencerse de que 
ninguna responsabilidad podia afectar al Gobierno de 
Chile por actos de depredación ejecutados por soldados 
derrotados i fujitivos que huían dispersos i sin jefe ni 
obediencia que reconocer. 

El señor Ájente británico fundó toda su argumentación 
en el principio de que lodo superior es responsable de 
los actos de sus subordinados. 

El defensor de Chile declaró que por primera vez llega- 
ba a su conocimiento ese principio, siquiera en la forma 
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En Derecho Internacional, la responsabilidad del Es- 
tado por actos de sus subalternos aparece restrinjida en 
sumo grado ¡ ninguna le afecta cuando los actos de vio- 
lencia o pillaje han sido cometidos por soldados fujiíivos 
i a raiz de una batalla sangrienta. Esta es !a opinión uná- 
nime de los tratadistas, tales como Fiore, Calvo, Blunts- 
chli, Hall, Lawrence i Wharton. 

Los Tribunales análogos han consagrado este principio 
que Wharton formula en lórminos concisos en su Dere- 
cho Inlernacional, vol. II, sec. 225. 

El Tribunal, por unanimidad de votos, acordó no dar 
lugar a la reclamación: 

I .° Porque las afirmaciones del reclamante eran vagas 
e indeterriiinadas; 

2.° Porque en la vista de la causa no renovó la solici- 
tud que hizo en el Memorial de que se le permitiera ren- 
dir prueba testimonial al apoyo de los hechos alegados: i 

j.° Porque el mismo demandante convino en que lo» 
excesos de que se pretendia victima los cometieron sol- 
dados dispersos i fujitivos, hechos que no comprometerían 
la responsabilidad del Gobierno, a menos que se hubiera 
probado que habian sido ordenados o tolerados por los 
jefes. 

RECLAMACIÓN NUM. 4odeHENRY W POL- 
WHELE, por 24J libras esterlinas. — Este caso es idénti- 
co al de la reclamación anterior núm. ^6, deducida con 
motivo del pretendido saqueo perpetrado en Pozo Al- 
monte el 7 de Marzo de 1 8g 1 . 
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RECLAMACIÓN NUM. 41 de FRANK M. 
JEFFERY, por 284-15-0 libras esterlinas. — Pertenece 
este caso a la serie de reclamaciones motivadas por el 
saqueo perpetiado en la oficina Bh^/í /íe/iVo después de 
la batalla de Pozo Almontede 7 de Marzo de 1891. 

Las alegaciones con que la Defensa refutó el fondo de 
la demanda son las mismas que se esponen, en resumen, 
en las reclamaciones números jó, 4o i 4j. 

El Tribunal, con el fin de esclarecer debidamente los 
hechos que el reclamante esponía vagamente en el Me- 
morial, dictó un auto de prueba para que las partes pro- 
dujeran, dentro de las prescripciones reglamentarias, las 
que juzgasen convenientes en orden a los hechos que ser- 
vian de base a la demanda. ' 

El reclamante se abstuvo de producir testigo alguno, 
a pesar de haber ofrecido en el Memorial rendir toda la 
prueba testimonial conveniente para acreditar los hechos 
que alegaba. 

La Defensa de Chile, por la inversa, hizo comparecer 
al seno del Tribunal dos importantes testigos que presen- 
ciaron los acontecimientos ocurridos en Pozo Almonte el 
7 de Marzo de 1891. Estos testigos fueron eljeneraldon 
Adolfo Holley i el sarjento mayor don Roberto Dávila 
Baeza. De su testimonio resultó claramente que, si hubo 
saqueo después de la batalla, éste fué perpetrado por el 
populacho alzado i los soldados fujitivos i desmoralizados 
i que los oficiales del ejército constitucional hicieron lodo 
lo que era humanamente posible para evitar i reprimir tos 
desórdenes i desmanes. 



El Tribunal acordó desecha- '° 
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mismos fundamentos en que se basaban los fallos recaí- 
dos en las reclamaciones análoges, tanto mas, cuanto que 
el reclamante no habia producido testigo alguno con 
arreglo -al auto de prueba dictado, i que el Gobierno de 
Chile, por el contrario, produjo el fidedigno testimonio 
de dos jefes que se hallaron el dia del saqueo en Pozo 
Almonte. 



RECLAMACIÓN NUM, 43 de H. G. MORRI- 
SON, representante legal de la Sociedad COLORADO 
NITRATE COMPANY, por 5,993-12-1 libras esterli- 
nas. — La Compañía reclamante, una sociedad anónima 
establecida en Inglaterra adonde tiene su domicilio, pro- 
pietaria de la oficina Buen Retiro, reclamaba una indem- 
nización del Gobierno de Chile por el saqueo que se 
decia perpetrado en dicha oficina por oficiales i soldados 
dispersos del ejército balmacedista derrotado en la bata- 
lla de Pozo Almonte de 7 de Marzo de 1891 . 

Como se vé, los fundamentos de esta reclamación eran 
idénticos a los de los casos análogos números j6, 40 i 41 , 
puesto que en verdad no se trataba en ella sino de una 
repetición de los casos relativos al saqueo de la oficina 
Buen Retiro, de la cual eran empleados los señores Mi- 
chell, Jeífery i Polwhele. 

Inútil es repetir las alegaciones de fondo que hizo valer 
la Defensa, pues ellas son también idénticas a las espues- 
tas en los casos enunciados. Basta espresar que la De- 
fensa no dejó en esta ocasión de deducir la exepcion de 
incompetencia, fundada en que la Compañía reclamante 
era una sociedad anónima inglesa, es decir, una ficción 
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de la lei estranjera que no tenia capacidad para reclamar 
en Chile i que tannpoco podia ser considerada como un 
subdito británico, i que no siéndolo no tenia acceso al 
Tribunal, en conformidad a la Convención de Arbitraje. 
Estos puntos relativos a la nacionalidad i a la existencia 
extraterritorial de las sociedades anónimas, asi como la 
alegación de que no se encuentran incluidas en los térmi- 
nos subditos británicos, empleados en la ante-dicha Con- 
vención, se encuentran suficientemente dilucidados en el 
caso número 4, grupo número 1 . 

La prueba rendida en la reclamación número 41 era 
también aplicable al caso presente, i el Tribunal la tomó 
en consideración al pronunciar su fallo absolutorio del 
Gobierno de Chile, el cual es casi idéntico al recaido en 
la reclamación aludida. Se añadió únicamente en él que el 
hecho de no haber el reclamante presentado otra prueba 
que las declaraciones de un empleado de la Compañia, 
que era a la vez reclamante ante el Tribunal Arbitral, pres 
tadas sin citación de la parte contraria, constituia una nue- 
va consideración para el rechazo de la reclamación. 



RECLAMACIÓN NUMERO 98 de HUMBERTO 
MAMPORT WILLIAMS, por j^ 67,1 14. 5o.~El recla- 
mante pretendia que dias antes de la batalla de 7 de 
marzo de 1891, fué requerido por fuerzas regulares del 
ejército chileno al mando de un oficial superior, para la 
entrega de diversas especies que existian en un negocio 
de provisiones que poseia en Zapiga i que, inmediata- 
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mente después de la referida batalla, las tropas revolu- 
cionarias vencedoras se apoderaron de todas las existen- 
cias que poseia el reclamante en otro despacho de su 
pertenencia, situado en Pozo Almonte. Reclamaba por 
estos motivos del Gobierno de Chile la indemnización in- 
dicada. 

Según resulta de la relación que precede, este caso, 
es, en parte idéntico a los de las reclamaciones números 
15, 36, 40, 41 i 43, anteriormente analizados. 

Respecto de la requisición de víveres, a ser exacto el 
hecho en la forma afirmada por el reclamante, no podia 
ponerse en duda el derecho del reclamante para que se le 
pagasen los objetos que se le pidieron, a su justo precio; 
pero no sucedia lo mismo con respecto a los perjuicios 
que decía haber sufrido en Pozo Almonte, los cuales no 
daban Jugara indemnización, según los principios lega- 
les que se habian hecho valer en las reclamaciones aná- 
logas. 

Pero sin entrar mas adelante en la dilucidación de las 
cuestiones de fondo envueltas en la reclamación, llamó 
la Defensa la atención del Tribunal a otra cuestión de 
carácter previo, que ante todo cerraba al reclamante las 
puertas del Tribunal. Era ella que según un documento 
público que se agregaba a la contestación, el reclamante 
no era un subdito británico como lo afirmaba en el me- 
morial. 

Sin mas que con la presentación de este documento i 
sin dar esplicacion satisfactoria alguna, juzgó oportuno 
el reclamante desistir de su reclamación. 



CAPITULO XIV 



Reclamaciones motivadas por inejecución de con- 
tratos de fletamento para cargar guano en las 
islas de Lobos de Afuera i en Huanillos por cuen- 
ta del Gobierno de Chile. 



GRUPO NÚM. 



RECLAMACIÓN NUM. 2 de JUAN COMPTON 
por D. M. DICKIE, armador-jeslorde la fragata Athlon. 
— Se fundaba esta reclamación en la falta de cumplimien- 
to de un contrato de fletamento. según el cual don Al- 
fredo Lyon, Ájente del Gobierno de Chile en Valparaíso, 
fletó la fragata A /A/ofi para ir a cargar guano en Lobos 
de Afuera por cuenta del Gobierno i conducir el carga- 
mento a un puerto de Gran Bretaña o del continente euro- 
peo. Afirmaba el representante de D. M. Dickie, arma- 
dor-jesto 
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a Chile de su viaje de Newcastle i habiéndose puesto a 
disposición del Gobierno fletador para la ejecución del 
contrato, supo que ya no era posible cargar guano, por- 
que el Gobierno congresista habia destruido los elemen- 
tos de carguio en Lobos. Se reclamaba el falso flete, o 
sea, 4,892-17-7 libras esterlinas. 

Lo Defensa de Chile, antes de entrar al examen de la 
cuestión de fondo, opuso la escepcion de incompetencia 
fundada en los términos espresos empleados en la Con- 
vención Arbitral de 26 de Setiembre de 1893, la cual solo 
sometia al conocimiento del Tribunal las reclamaciones 
motivadas por los actos i operaciones ejecutados por las^ 
fuerzas de mar i tierra de la República, durante la guerra 
civil que empezó el 7 de Enero de 1891 i terminó el 28 
de Agosto. La inejecución de un contrato escapaba, 
pues, a la jurisdicción del Tribunal i su conocimiento 
correspondia esclusivamente a los Tribunales del país. 

La jurisdicción, sostenia la Defensa, es siempre í/r/cí/ 
juris i estaba taxativamente señalada en el pacto arbitral 
que dio existencia al Tribunal Anglo-chileno. En este 
caso el Tribunal fué creado para conocer de las reclania- 
ciones a que hubiesen dado lugar las operaciones de 
guerra ejecutadas en el período de la lucha intestina i, 
por consiguiente, no podia conocer de un reclamo naci- 
do de la simple inejecución de un contrato. Esta doctrina 
se encontraba corroborada por numerosos precedentes 
establecidos por prestijiosos Tribunales análogos i por 
muchas cancillerias. 

Juzgando el defensor de Chile innecesario examinar 
con mas detención una exepcion tan obvia, entró de lleno 
al fondo de la cuestión i comenzó por manifestar que ni 
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;1 contrato de fletamemo, ni ug oirus ameueueines 
'esentados, consiaba que el reclamante, D. M. Dickie, 
era dueño o armador de la nave A /A/oh. Era, ante todo. 
dispensable esclarecer ese punto. 

Enseguida, el capitán del buque sabia, al contratar el 
ílamento, por ser demasiado notorio, que Chile se 
icontraba bajo el azote de una guerra intestina i no podia 
norar, al contratar, que quedaba sometido a las disposi- 
ones del artículo 97 ^ del Código de Comercio, que 
spone que los fletamentos de naves estranjeras cele- 
■ados en los puertos de la República quedaran sujetos a 
s disposiciones de aquel Código, aunque el capitán sea 
itranjero. 

Ahora bien: el Código de Comercio se integra con las 
sposiciones del Código Civil, en todos los casos que 
^uel no resuelve directamente. As! lo ordena su artícu- 

II. 

Dado esto como sentado, era menester no olvidar que 

articulo 1 547 del Código Civil establece la ¡rresponsa- 
¡idad por lafalta de cumplimiento de un contrato cuan- 
j la falta ha sido motivada por un caso fortuito o de 
erza mayor. 

El capitán, al tiempo de firmar el contrato, pudo pre- 
;r que era natural que la Junta de Gobierno de Iquique, 
ue dominaba en ei mar, hiciera un esfuerzo para privar al 
robierno de la Moneda de una riquísima fuente de 
■cursos. 

En efecto, así lo hizo i la prohibición de cargar guano en 
obos fué un acto de guerra perfectamente licito que 
sbia ser considerado como un acontecimiento de fuerza 
ayor, ineludible para el Gobierno fletador. Este^ por 
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cierto, no impidió al capitán del buque llevar a cabo el 
contrato: fué una fuerza estraña la que produjo ese resul- 
tado inevitable. Habia^ pues, injusticia evidente en que- 
rer hacer al Gobierno de Chile aparecer como responsa- 
ble de un hecho que lo perjudicaba mas que a nadie. 

Pero, agregaba la Defensa, aun prescindiendo de los 
artículos 45 i i ^47 del Código Civil i buscando la solución 
del asunto en el artículo 1037 del Código de Comercio, 
resultaba que allí se encontraba clara i esplícita, sin dar 
márjen a ninguna duda. Dispone este artículo que, si 
sobrevienen prohibición de esportar del lugar en que debe 
efectuarse la carga o interdicciones comerciales o cual- 
quier caso fortuito o de fuerza mayor, que fueran un obs- 
táculo para el viaje el contrato se rescinde de hecho i sin 
indemnización, antes de principiar el viaje. 

Esta misma regla se encontraba por otra parte, con- 
signada i ampliada en el contrato de íletamento en que se 
fundaba esta reclamación. 

Quedaba, pues, claramente manifestado que fué una 
medida adoptada por uno de los belijerantes para privar 
al otro de recursos, laque habia motivado esta reclama- 
ción. Este acto solo importaba una calamidad propia de 
esa calamidad mayor que se llama la guerra. Estimado 
como caso fortuito o de fuerza mayor no imponía res- 
ponsabilidad de ningún jénero a quien lo ejecutó. 

Estas consideraciones debieron, sin duda, convencer 
Sil capitán áe\ Athlon y pues ni siquiera intentó el cumplir 
por su parte la obligación contratada, acercándose de la 
Isla de Lobos. Nó; lo que hizo fué cancelar de hecho el 
contrato haciendo rumbo hacia las playas del Canadá. 

El honorable Ájente británico sostuvo en el curso de la 
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ingada discusión que íiuscitó el punto, que al aplicar 
isiflcion chilena al caso en debate, se pretendía hacer 
acción completa de las reglas de Derecho Interna- 
tl. 

i Defensa observó que era menester no perder de 
que el Derecho Internacional Privado se forma de 
isposiciones legales i especiales de cada pais, las 
:s debian aplicarse, según los casos, ya en confor- 
d a la lei bajo cuyo imperio se ha ejecutado el acto, 
m arreglo a ta del pais en que se halla situada la pro- 
id o en que tiene la persona su status, cuando la cues- 
que se quiere determinar se refiere a dicho status. La 
ación de la lei local al contrato de fletamento que 
/aba la reclamación, se derivaba estrechamente de la 
oct contractas, que ha sido rigorosamente establecida 
casi todos los jurisconsultos modernos, entre otros 
Merlin, Laurenl, Foelix i Slory. 
citaba asi mismo por parte de Chile a Voet, Gro- 
Lord Stowel para manifestar ta uniformidad de opi- 
que existe a este respecto. 

referirse al artículo 1 547 del Código Civil, no hacia 
lefensa sino pedir se aplicara al caso presente un 
:ipÍo jeneral de derecho establecido ante todo por la . 
atura romana i reconocido por todas las lejislaturas 
ernas. 

reclamante sostenía que la inejecución del contrato 
rovino de un caso fortuito o de fuerza mayor, pues 
e podía considerar como tal la acción del partido 
lucionario en Lobos. No abiigaba duda de que el 
ierno actual debia acatar la responsabilidad que le 
aba por actos ejecutados por él mismo 
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Para desvanecer esta objeción, llamó la Defensa la 
atención del Tribunal al hecho de que si no hubo caso 
fortuito o de fuerza mayor,, la reclamación no podia tener 
base posible. ¿Por qué, en tal caso, no ejecutó el capitán 
del Athlon las obligaciones contraidasr ¿Por qué se pre- 
lendia hacer responsable a una parte cuando la otra no 
cumplió tampoco con sus obligaciones? 

En presencia de las poderosas alegaciones de la Defen- 
sa, el honorable contendor declaró enfáticamente que no 
alcanzaba a comprender cómo era posible alegar fuerza 
mayor derivada de actosejecutadospor el mismo Gobier- 
no que habia tenido la obligación de ejecutar el contrato. 

A este respecto bastó a la Defensa manifestar que el 
contrato no fué celebrado con el Gobierno de fado esta- 
blecido en Iquque, sin-o con el Gobierno de la Moneda: 
que era notorio que entre ambos partidos existia el estado 
de guerra i que toda medida adoptada por uno para privar 
al otro de recursos para continuar la guerra» era lícita i 
hasta humanitaria, según las doctrinas mas aceptadas de 
Derecho Internacional. El uso de este derecho constituia 
un acto de fuerza mayor que todos, nacionales i estran- 
jeros, debian soportar igualmente. 

Por último la Defensa llamaba la atención a un ítem de 
la cuenta del reclamante que se referia a las ganancias 
futuras que pudo efectuar el A thlon si se hubiese eje- 
cutado el contrato de fletamento, i negó categóricamente 
que hubiese derecho a hacer tal cobro. Eran estos perjui- 
cios indirectos, respectos de los cuales, dice Calvo, no 
hai publicista que no establezca de que ellos no dan lugar 
a indemnización pecuniaria. (Calvo, Le Droit Interna- 
tional^ vol. IV, párrafo 2579). 
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La misma doctrina lué consagrada en el Tribunal Arbi- 
tral que funcionó en Jinebra en 1872, i en el que se esta- 
bleció en Ejipto a virtud del acta i} de Enero de 189}. 

El Tribunal, en largos considerandos, que, por no dar 
a este informe proporciones excesivas, no reproduciré en 
su integridad, declaró que, aun cuando era cierto que el 
contrato de fletamento de que era materia la reclamación, 
se encontraba sometido a las prescripciones del Código 
de Comercio de Chile, no lo era menos que la Conven- 
ción de 26 de Setiembre de 189J habia sustraído déla 
jurisdicción ordinaria las reclamaciones motivadas por 
actos u operaciones de la luerza de mar o tierra de la Re- 
pública durante la guerra civil de) 91; que el acto cometi- 
do en Lobos por una parte de la escuadra congresista 
debia ser considerado como un acto de guerra; que aun- 
que dicho aclo fuera uno de lejítima Defensa, el Gobierno 
no podia aprovecharse de él para desligarse de compro- 
misos contraidos por el mismo para con terceros en un 
contrato-bilateral; que el Gobierno no podia invocar el 
beneficio de la fuerza mayor contemplado por el art. 
1057 del Código de Comercio; que cuando suscribió el 
contrato debió prever que no se podría ejecutar, pues- 
to que no tenia en Lobos fuerzas que oponer a un ataque 
de los revolucionarios; que no era del caso aplicar el in- 
ciso 2 del art. 1057 del Código de Comercio, el cual 
supone una declaración de guerra a una Nación estran- 
¡era, posterior ala celebración del contrato; que el art. 
1 547 del Código Civil no era tampoco aplicable al caso, 
puesto que el acto ejecutado en Lobos lo fué por un Go- 
bierno que también se consideraba co 
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no lejítimo del pais; que no era, por consiguiente, admi- 
sible que el Gobierno invocase hoi la fuerza mayor impu- 
table a actos propios; que, por el contrario, era del caso 
aplicar el último inciso del art. 1037 del Código de Co- 
mercio i el art. 1 547 del Código Civil que hacen al obli- 
gado responsable de la culpa leve i del caso fortuito si se 
produce por su culpa i rescinden el contrato con indem- 
nización de daños i perjuicios cuando el caso es imputable 
a culpa de alguna de las partes. 

Agregaba, por último, la sentencia, que tampoco era 
del caso aplicar la cláusula del contrato que se referia a 
«disturbios o conmociones políticas», desde que éstos 
existian al celebrarse el contrato; que no podia hacerse 
cargo al capitán del Athlon por no haberse dirijido a Lo- 
bos, donde era sabido que no podia ejecutar operación 
útil alguna; i que el Gobierno de Chile debió cumplir el 
contrato después de terminada la guerra civil, dado que 
el buque fletado se encontraba todavía en Chile. Por 
estas consideraciones, resumidas en la medida de lo posi 
ble, declaraba el Tribunal, por mayoría de votos, disis- 
tiendo el Arbitro de Chile, que el Gobierno de este pais 
era deudor de la cantidad de mil quinientas libras esterli- 
nas a favor del reclamante. 

El Arbitro disidente declaró encontrarse en la necesi- 
dad de justificar las razones de su disentimiento i asi lo 
efectuó en un estenso voto especial que paso a resumir 
de la manera siguiente, advirtiendo que eleminaré de él, 
como lo hice de la sentencia de la mayoría, los puntos de 
carácier previo que han sido tratados en las primeras sec- 
ciones de este informe: 
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Bastaba anunciar, en concepto del señor Arbitro de 
Chile, la proposición de que un contrato ajustado en Chile 
se encontraba de hecho sometido a la lei chilena, para 
dejarla justificada. Emanaba ella de un aforismo que en- 
señó Grotius hace mas de trescientos años. La doctrina 
locas re gitactum es la base fundamental del Derecho In- 
ternacional Privado. 

Por otra parte, el exioma lex loci contractas tiene su 
fundamento, según lo sostiene Story, no solo en la con- 
veniencia sino en la necesidad que tienen los pueblos de 
mantener relaciones constantes entre sí. Sin necesidad de 
insistir en doctrinas tan elementales, creia dejar probado 
el señor Arbitro que el contrato, base de la reclamación, 
quedaba de hecho rejido por los preceptos de nuestras 
leyes. 

El art. 1037 del Código de Comercio contiene dispo- 
siciones que no daban márjen a mas justificadas dudas: 
ellas debian ser aplicadas de lleno al caso actual. 

Pasando ahora a consignar las observaciones a que 
daban lugar las cláusulas del contratomismo, manifestó 
el señor Arbitro de Chile que el art. 16 estipulaba que 
los disturbios o impedimentos políticos quedaban mutuas 
mente esceptuados. ¿Podia ponerse en duda que la des- 
trucción del muelle i elementos de carguío en Lobos 
fuera un verdadero acto-típico de impedimento político? 
o se pretendería que el contrato no rejia sino para el caso 
de guerras esternas? Pero nó; se preveía espresamente la 
hipótesis de disturbios o impedimentos politicos, o sea, 
intestinos. No habrá, por lo tanto, materia de controver- 
sia en las estipulaciones del contrato. 

Ahora bien: la mayoría del Tribunal creia que las dis- 






ñor Arbitro los diversos incisos del artículo citado. 
Por último, entraba el señor Arbitro de Chile a 
trar que si hubo infracción del contrato de fletamento, el 
infractor no era ya el Gobierno de Chile sino el reclaman- 
te mismo. Para ello recordaba que el capitán, en vei de 
utilizar las dificultades de carguío en la isla de Lobos 
para dar por cancelado el contrato, debió, después de 
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terminada la revolución, pedir que se le entregase su car- 
gamento de guano en Lobos, para lo cual no existia en 
esa época inconveniente alguno que pudiera considerarse 
como insuperable. 

Examinó, en seguida, ¡aprueba documental producida 
por las partes, que corre en autos, para arribar ala con- 
clusión ineludible deque el capitán del buque renunció 
voluntariamente a ejecutar el contrato. No podia, por lo 
tanto, hacerse ahora responsable al Gobierno de Chile, 
porque era cosa sabida que en los contratos bilaterales 
ninguna de las partes estaba en mora cuando la otra no 
habia cumplido lo pactado. 



RECLAMACIÓN NUM. 15 DE WILLIAMSON, 
BALFOU R I C." en representación de Thomas Thomp- 
son, propietario de la nave OiiMi/rs/, por 1740-10-0 libras 
esterlinas. — Reproducia este caso los mismos problemas 
doctrinales que han sido ampliamente dilucidados en el 
análisis que acabo de hacer del caso de la fragata A thlon, 
núm. 2. 

Los hechos sobre que se fundaba son también los mis- 
mos, con alguna pequeña diferencia, que no alcanza a 
modificar sustancialmente la demanda. El único que debo 
anotar aquí, aunque sea de paso, consiste en haber esta- 
do el buque Oakhurst en la isla de Lobos cuando apareció 
allí el buque Congresista Esmeralda con el propósito de 
ordenar la suspensión del carguío del guano que se veri- 
ficaba por cuenta del Gobierno del señor Balmaceda, i 
significar a los buques cargadores que debían hacerse a 
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la vela sin tardanza con la sustancia que habían alcanzado 
a embarcar hasta ese dia. 

Aunque dichos buques pudieron impunemente desobe- 
decer la orden por una larga serie de dias, fundaba el 
reclamante su demanda en que el procedimiento del bu- 
que de guerra Esmeralda constituia un verdadero acto 
bélico o de violencia. 

En la reclamación anterior núm. 2 habia la Defensa 
sostenido que en estas reclamaciones se trataba sencilla- 
mente de la inejecución de contratos de fletamentos ajus- 
tados en Chile i que la orden impartida por el comandante 
de la Esmeralda al nuevo gobernador de Lobos, de sus- 
pender el carguío de guano que llevaban a efecto los 
buques contratados por el Gobierno de la Moneda, no 
asumia los caracteres de un hecho de guerra, sino que 
no pasaba de ser una simple medida administrativa per- 
fectamente lícita. 

Sobre estos fundamentos dedujo la Defensa la escep- 
cion de incompetencia en vista de que la Convención de 
Arbitraje solo sometía al conocimiento del Tribunal las 
reclamaciones motivadas por actos bélicos de las fuerzas 
de mar i tierra de la República, i que la inejecución de 
un contrato debida a una orden administrativa, no podía 
ser considerada ni por un instante como una operación 
de guerra. 

Entrando al fondo de la cuestión, hizo la Defensa valer 
las mismas alegaciones que quedan espuestas en la recla- 
mación núm. 2. 

Nadie podía dejar de calificar de acontecimiento de 
fuerza mayor la guerra civil que azotó a Chile en 1891 i 
solo quedaba por averiguar si el acto ejecutado en Lobos, 
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consecuencia directa de la guerra, fué o nó un caso se- 
cundario de fuerza mayor que por su licitud i su carácter 
de fatalidad no imponía responsabilidad al que lo ejecutó. 
El art. IOJ7 del Código de Comercio declara escep- 
cionalmente que habrá lugar a indemnización por caso 
fortuito si éste fuere imputable a culpa de alguna de las 
partes. Nadie podia negar a la Junta de Iquique su per- 
fecto derecho de ocupar la isla de Lobos i suspender allí 
el carguío de guano fiscal con el fin de privar al enemigo 
de una fuente poderosa de recursos para continuar la 
guerra. El procedimiento es reconocido como lícito por 
las reglas i usos de la guerra civilizada. No cabia pues, 
duda que no hubo culpa i, por consiguiente, no hubo 
tampoco responsabilidad, según los principios jenerales 
de derecho, sintetizados por Fiore de la manera siguiente: 

fcArt. 5)7. Un Gobierno que, en ejercicio legal del poder públi- 
co, ejecuta un acto que causa un perjuicio positivo i real a un 
Estado estranjero o a personas privadas estranjeras, no está obliga- 
do a la reparación del daño causado». [Le Droií Inlernalional 
Codifié, trad. Chrétien, Paris, 1890]. 

La suspensión del carguío de guano en Lobos fué un 
acto lícito que se impuso como una necesidad condu- 
cente a dar fin a la contienda i, por lo tanto, el acto no 
afectaba la responsabilidad del que lo ejecutó. 

Por la otra parte, a nadie se le ocurriría pretender que 
el Gobierno de Santiago tuviera culpa en la ejecución de 
dicho acto, que perjudicaba en sumo grado sus intereses 
i que habría evitado a toda costa, si lo hubiese podido, 
pues el éxito obtenido por el contendor lo privaba irre- 
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mediablemente de una valiosa fuente de recursí 
continuarla guerra. 

La Defensa, por último, recordaba que lo 
sabían también como ei Gobierno fletador que, 
mentó de celebrar el contrato, la guerra se e 
en uno de sus periodos mas críticos i no podií 
las continjencias que corrian al firmarlo. Si asi k 
deliberadamente aceptaron los riesgos inherenl 
do de guerra, que, porlo demás, la cláusula i( 
trato contemplaba espresamente. 

El fallo del Tribunal reproduce en su infegrid 
gos considerandos condensados en el análii 
hecho de la reclamación núm. 2, i condenó al 
de Chile a pagar al reclamante la cantidad de 
libras esterlinas, mas los intereses a razón de 
devengados desde el 6 de Abril de 189} hasta 
Noviembre de 1895, fecha de la sentencia. 

El Arbitro de Chile se limitó en su voto espt 
sumir la estensa esposicioh de doctrinas que h 
sado yo, a mi vez, en dicha reclamación anterio 

Sin embargo, en esta ocasión juzgó el señe 
oportuno apoyar los motivos de su dísentimií 
opinión de Mr. Bayard, que en el oficio de 24 
de 1 88 5 , consigna las siguientes declaraciones: 

f Todo lo que nuestro Gobierno hace cuando e! recia 
ne de contrato, es interponer sus buenos oficios; en otn 
llamarla atención del Gobierno eslranjero hacia el re< 
lo practica solamente cuando el reclamo es suscepli 
prueba sólida i clara. Si el Gobierno aludido niega la 



reclamo o rehusa su pago, se da por terminada la jesiion, porque 
no es compatible con la dignidad de ios Estados Unidos insistir, 
después de lal negativa o rechazo, por un redamo orijinado de con- 
Iraio i contra cuyo desahucio el Derecho Internacional no ofrece 
ningún correctivo». 

1 parademoslrar quela jurisprudencia de los Tribuna- 
les análogos habia consagrado la doctrina sustentada por 
el señor Arbitro respecto del alcance que tiene la frase 
ciactos u operaciones de las fuerzas de mar o tierra» em- 
pleada en la Convención, citaba al final del voto espe- 
cial que nos ocupa, la sentencia número 90, pronunciada 
en ó de Octubre de ¡887, por unanimidad de sufrajios, 
por el Tribunal Arbitral Anglo-chileno que en esa época 
funcionó en Santiago. 

Se deslinda claramente en ese fallo la responsabilidad 
que podia afectar al Gobierno de Chile por perjuicios 
ocasionados durante la guerra. 



RECLAMACIÓN NUM. 17 de WILLIAMSON 
BALFOUR iCa.a nombre del señorJUAN BARKER 
propietario-jerente de la nave Sluart por 2,170 libras 
esterlinas. — Como las reclamaciones números 2115, 
pertenece este caso a la categoria de los interpuestos 
por presunta infracción de los contratos de fletamento 
para cargar guano en las islas de Lobos de Afuera. 

Reprodujo la Defensa las mismas alegaciones que he 
espuesto en el examen de las enunciadas reclamaciones 
análogas, pues ellas son, en su totalidad, aplicables al 
caso presente. 
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Antes de la vista de la causa, presentó la Defensa un 

escrito en que sometía a la consideración del Tribunal 
algunas observaciones tendentes al mejor esclarecimiento 
de los hechos en orden a los actos ejecutados por el cru- 
cero Esmeralda en el dia en que permaneció en Lobos a 
efecto de suspender el carguio de guano que se efectuaba 
por cuenta del Gobierno de Santiago. 

La sentencia del Tribunal, espedida en el caso número 
1 5, establecia como base de su incompetencia para cono- 
cer de esa reclamación que todos los elementos de car- 
guio i descarga fueron destruidos en la isla, haciéndose 
toda operación de aquel jénero imposible. 

A esle respectóse observaba por la Defensa, que no 
existia en autos antecedentes que Justificasen aquella ase- 
veración i quCj por el contrario, de los documentos pre- 
sentados para acreditarlos daños causados por la Esme- 
ralda se desprendía que estos fueron muí lijeros e insigni- 
ficantes. Para demostrarlo se examinaba prolijamente el 
diario de los buques Belpore (reclamación número 84), 
Edimburgh (reclamación número 87) i Skomvcer (recla- 
mación número i sueco-noruega), producidos por los 
reclamantes. 

Terminaba la Defensa advirtiendo que consideraba 
que la mayor o menor entidad de los daños causados por 
la Esmeralda a los bienes fiscales en Lobos, i la dificul- 
tad mayor o menor, absoluta o relativa, de continuarse 
el carguio del guano, no modificaban la naturaleza jurídi- 
ca de los casos referidos, en el fondo de las cuales se tra- 
taría siempre du la inejecución de un contrato, que caía 
fuera de la juriidicjion del Tribunal. 

Lo que inducía a la Defensa a hacer esta rectificación 



era que, por la citada sentencia del Tribunal, se veia que 
éste habia atribuido al gríido de destrucción de los referi- 
dos elementos de carguío en Lobos una importancia capi- 
tal para resolver la exepcion de incompetencia. 

Apesar de las nuevas observaciones de la Defensa, el 
Tribunal confirmó en todas sus partes la sentencia espe- 
dida en las dos reclamaciones análogas enunciadas. 1 con- 
denó al Gobierno de Chile a pagar al reclamante, en los 
plazos i condiciones prescritos por el art. 8 de la Con- 
vención de 2Ó de Setiembre de 189J, la cantidad de qui- 
nientas treinta i siete libras esterlinas, ocho chelines i 
ocho peniques, mas los intereses sobre esta suma a razón 
de 6^ anual, devengados desde el 9 de Abril de 1895, dia 
en que fué presentada la reclamación, hasta el 11 de No- 
viembre del mismo año, fecha de la sentencia. 

El señor Arbitro de Chile las tomó, sin embargo, en 
cuenta en su voto especia! emitido en este caso. 

En él declaraba el señor Arbitro disidente que para 
evitar una inútil i estensa repetición de las doctrinas que 
justificaban su disentimiento, se limitaba, primeramente, 
a reproducir, las resumidas conclusiones a que habia arri- 
bado en los casos análogos, i, en seguida, a añadir algu- 
nas otras consideraciones que emanaban de la propia 
jurisprudencia del Tribunal i de tas confesiones mismas 
délos reclamantes. 

Al efecto citaba un considerando del fallo unánime del 
mismo Tribunal recaido en las reclamaciones números 
66 i 67, que dice: 



«Considerando, ademas, que s 
bió la esportacion de trigos por e 
su obediencia, no ejercitó sino e! 
de prohibT Iransitoriamente la es 
en tiempo de guerra; ^ií¿ la rea 
cuanto que el Jfetamenlo del trigo 
que las parles conlralanles debían 
poliiicos podían de alguna maner 
regular del conlralo". 

El Arbitro disidente, que 
lésis sustentada en el consid 
daba cuenta porqué no se hí 
paridad de circunstancias, a 
de los buques Athlon, Oak. 
prendia que se hiciese valer 
denacion del Gobierno de C 
tancia de que la infracción de 
ala responsabilidad del Go 
después de estallada la guerra 
previsto por los fletadores qi 
ria haria todos los esfuerzos j 
guano de Lobos. 

Mientras que en los casos 
cienes números 66 i 67, se 1 
cion de contratos ajustados í 
a las eventualidades de la í 
idéntico grado a ambos conl 
los 2, 1 5 i 17, se establecía, 
cion de fuerza mayor no re 
que solo éste, al contratar lo: 
su citrgo i responsabilidad, la 



Por otra parte hacía notar el señor Arbilro de Chile, 
que habia en el fallo pronunciado en estas causas un error 
de hecho j undamentai que lo viciarla de nulidad si pudiese 
ser revisado por un Tribunal superior. 

En efecto, contenia dicho fallo conceptos tendentes a 
establecer que la accioff de la Esmeralda en Lobos, 
lejos de haber sido un mero acto administrativo, asumia 
caracteres evidentes de un acto de verdadera violencia, 
puesto que habia cometido allá destrozos de considera- 
ción que impidieron en lo absoluto la continuación del 
carguio del guano. 

Pues bien, con ios documentos producidos por los 
mismos reclamantes en mano, probaba el señor Arbitro de 
Chüe que el hecho que se consignaba en la sentencia era 
absolutamente equivoco. Demostraban ellos concluj'en- 
temente i a todas luces que no solo el buque de guerra 
Esmeralda no hizo imposible todo carguío en Lobos, 
sino que, por el contrario, no efectuó destrucción alguna 
medianamente seria i eficaz en la isla, i que si no continuó 
el carguío fué por que el Gobernador de la isla, a virtud 
de órdenes superioreSj no lo toleró. 

Sin masque con la rectificación de este hecho, el Ar- 
bitro de Chile juzgaba que caía por tierra la base capital 
en que la mayoría fundaba su fallo para declararse com- 
petente en la serie de reclamaciones referentes a ineje- 
cución de contratos de fletamentos para cargar guano en 
Lobos. 

Si no fuera un acto de las fuerzas navales de la Nación 
el que impidiera el cumphmiento de los contratos de fleta 
mentó ¿que fuer En difinítiva, era mas que evidente, en 
concepto del Arbitro disidente, que estas reckmíicioiies 



tuvieron su oríjen en una mera prohibición administrativa 
de continuar el carguío del guano a bordo de los buques 
que estaban al ancla en la isla de Lobos i no en actos de 
las fuerzas navales o terrestres de uno de los partidos beli- 
jerantes, que son los únicos que, según los términos del 
Tratado, podian dar lugar a reclamar ante el Tribunal Ar- 
bitral. 

Estimada ahora la licitud de aquella medida administra- 
tiva era ocioso entrar a justificarla, pues si hai algún acto 
correcto] eficaz que conduzca a activar la terminación de 
la guerra es éste: el privar o hacer esfuerzos para privar al 
enemigo de los recursos pecuniarios de que dispone. 

Los documentos mas recientes del Derecho Interna- 
cional moderno, tales como «Las instrucciones para los 
ejércitos de los Estados Unidos en campaña», el «Manual 
de Derecho Internacional de Oxford» i el "Proyecto dis- 
cutido en la conferencia de Bruselas» de 1884, lejitiman 
las prohibiciones para esporlar sustancias que puedan ser 
fuente de recursos para el adversario. Es evidente que al 
reconocer este derecho de los belijerantes, se ha debido 
establecer la absoluta irresponsabilidad del que lo ejercita 
con respecto a terceros. 

De aquí nacia la regla que un publicista moderno resu- 
me en estas palabras: 

«El Gobierno que en el ejercicio legal del poder público ejecuia 
un acto del cual se oríjina un perjuicio actual a un Eslado o ajtnr- 
liculares eslranjeros, no quedará obligado a resarcir e! daño cau- 
sado'). (Fiore, Derecho InUmacional Codificado, París, i86o, 
art. j 37). 

De este modo dejaba el Arbitro de Chile rebatidos los 



snlus del fallo de la mayoría i sólidamente confir- 
as alegaciones de la Defensa de Chile. 



:LAMACI0N NUM. 84 de WILLIAMSON 
DUR i C/porel señor TOMAS ROME, admi- 
tr propielario de la barca BELPORE. — Perte- 
ubien este caso a la serie de reclamaciones dedu- 
ir la pretendida Inejecución de los contratos de 
ito celebrados con el Gobierno de Chile para 
;uano en Lobos i trasportarlo a Europa. Sus fun- 
>s son idénticos a los que constituyen la base de 
as casos análogos. El falso flete reclamado ascen- 

02 5- [9-0 libras esterlinas. 

3 las alegaciones aducidas por la Defensa para 
los puntos de las demandas en los diversos casos 
examinado se completan las unas a las otras, solo 
^puellas que no hayan sido aun suficientemente 
is en el examen que he hecho de los demás casos 
grupo. 

ues de oponer la escepcion de incompetencia fun- 
que los hechos que motivaban la reclamación no 
or oríjen ningún acto u operación de las fuerzas de 
blica, i entrando al fondo de la cuestión, sostuvo 
isaque la medida adoptada en Lobos de suspender 
io del guano fué un acto de lejitime hostilidad diri- 
tra el Gobierno de Santiago. Pudo el crucero 
ia establecer en la isla un bloqueo o adoptar 
ira medida autorizada por el Derecho de Jentes 
;ener el proposito que perseguía de privar, de re- 
il enemigo. Si esta medida resultf"^" -^'■■•'f;'-:"' 
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para el comercio, no por eso dejaba de importar el ejer- 
cicio de un derecho lejítimo, 

Escusado era advertir que para el Gobierno fletador 
era acto de fuerza mayor el que impedia dar cumplimiento 
al contrato. 

Pero el reclamante sostenía que el Gobierno de Chile 
es uno soló i que habiéndosedividido en dos de una manera 
transitoria, una vez restablecida la unidad nacional no 
podía invocarse la situación anormal en que momentánea- 
mente se halló colocado el país en 1 89 1 . 

Cuando la guerra civil, replicó el Defensor de Chile 
combatiendo aquella alegación, toma cuerpo i llega a 
dividir el Estado en dos partes, es imposible prescindir de 
un estado de hecho i de buscar allí ta existencia de dere- 
chos i obligaciones para medir su alcace. Cuando se dictó 
la prohibición de embarcar guano en Lobos, el pais se 
encontraba fraccionado en dos Gobiernos. Este era el 
hecho, i aunque provisional, no por eso dejaba de pro-. 
ducir los efectos jurídicos consiguientes. 

Citaba el Defensor de Chile a Grotius i a Vattel para 
demostrar que, cuando un pais se divide por efecto de 
una guerra civil, se produce una situación de hecho para 
producir consecuencias internacionales jurídicas. Grotius, 
hablando de un Estado dividido por la guerra civil o mista, 
como él la llama, establece la regla de que después de 
cierto tiempo el Estado deberla ser considerado como si 
formase dos Estados. Tal es también la opinión de Vattel. 
Véase a este respecto a Fiore, Nouveau Droit Internatio- 
nal Public, t. 1 , párrafos j 2 5 i j 26. 

De aqui es que no pedia ser lícito suponer que al cre- 
arse la relación jurídica que nació entre el Gobierno de 



Chile i los armadores de la Belpore en Junio de 1891, 
el Estado era uno solo i uno solo el Gobierno de la 
Nación. 

El fallo de la mayoría del Tribunal reprodujo en su inte- 
gridad los considerandos que he resumido en los casos 
análogos anteriores, i condenó al Gobierno de Chile al 
pago de 9 5 2 5-0 libras esterlinas, menos jj 240 soles pla- 
ta, mas los intereses desde el 24 de Abril de iSqj hasta el 
!o de Abril de 189o, fecha del fallo. 

El señor Arbitro de Chile se limitó a su vez a referirse 
a las eslensas consideraciones que tengo condensadas en 
aquellos casos. 

Ampliaba sin embargo los fundamentos de su disenti- 
miento en este caso, declarando que !a admisión de un 
documento de oríjen absolutamente desconocido, pre- 
sentado por los reclamantes en apoyo de su demanda 
después de cuatro meses de hallarse la causa en acuerdo era . 
una irregularidad que anularia cualquiera resolución judi- 
cial ordinaria; que el Tribunal, apesar de la protesta ele- 
vada por el Ájente de Chile contra ese procedimiento, 
habia resuelto la reclamación sin dar lugar a la lejítima 
petición de la Defensa de permitirle, por lo menos, un 
plazo conveniente para examinar el documento aludido; 
i que ¡a mayoria habia fallado el fondo del asunto, apo- 
yándose en el mérito de ese documento desconocido, 
después de haber retardado el acuerdo de la causa para 
dar tiempo a que llegara de Europa, adonde se habia pe- 
dido por cable. 
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RECLAMACIÓN NUM. 87 DE WILLIAMSON, 
BALFOURI C." por don JUAN HERRÓN, armador 
propietario de la barca Edimburgh. — Pertenece también 
esle caso a la calegoria de las reclamaciones interpuestas 
por la inejecución de los coníiatos de lletamento para 
cargar guano c-n las isias de Lobos de Afuera i llevarlo a 
Europa. El monto del reclamo ascendía a i ,8 58-4-6 libras 
esterlinas. 

La parle dispositiva de Ja sentencia condena al Cobier- 
. no de Chile a pagar al reclamante, en los plazos i condi- 
ciones que establece el art. VIH de la Convención la can- 
tidad de 1,446 17-6 libras esterlinas, menos el equiva- 
lente a ^ 2Ó9.80, moneda chilena, mas intereses sobre el 
saldo a razón de 6^ anual a contar desde el 24 de Abril 
de 1895 hasta la fecha de la sentencia, es decir, el 7 de 
Diciembre de 1895. 



RECLAMACIÓN NUM. 78 DE WILLIAMSON,- 
BALFOUR IC a nombre del señor ROBERT BELL 
CROWE, propietario del buque Prince Amadeo, por 
1,31 1-1 5-5 libras esterlinas. En este caso, análogo a los 
anteriores de esle grupo, no se reclamaba ya por perjui- 
cios provenientes de los pretendidos destrozos ejecutados 
por el crucero Esmeralda en Lobos, sino simplemente 
por la excesiva lentitud con que se efectuó la operación 
del carguio del guano, la cual, junto con diversos incon- 
venieuies que se enumeraban i la circunstancia de haber 
el capitán perdido algún tiempo exijiendo del Goberna- 
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dor de la isla el pago de ios días de sobre-estadias, pago 
que éste se negó a efectuar, retardó la salida del buque. 

Era de todo punto imposible sostener esta vez que la 
reclamación provenia de actos u operaciones ejecutados 
por las fuerzas de mar o tierra de la República. 

Todos los acontecimientos deque se querellaba el re- 
clamante no habían tenido ni remota relación con la guerra 
civil de i8gi. 

Dos días después del despacho del buque, se efectuaba 
la visita del crucero Esmeralda, hecho que tanto habia ser- 
vido a otros reclamantes para justificar su pretensión de 
que sus demandas se basaban en una operación de guerra. 
El comandante del crucero, al encontrar al Pñnce Ama- 
deo en Lobos, lejos de retardar su salida, manifestó a! 
capitán que debia zarpar cuanto antes. 

La Esmeralda, al partir de la isla, se llevó un pequeño 
vapor que el Gobierno de Chile tenia en la isla ¡ que solía 
facilitar para el remolque de los buques, a pesar de que . 
los contratos de fletamento no le imponian tal obligación. 

El capitán imputaba ciertos accidentes de que fué víc- 
tima el buque, a la falta de remolque, i también reclama- 
ba por ellos una indemnización. 

Habia en esto un intento que tendia a hacer aparecer al 
crucero Esmeralda como interviniendo en los hechos que 
orijinaban la demanda. 

Pero tal intento no podia ser sino infructuoso, pues, 
según declaración del mismo reclamante, cuando el buque 
chileno llegó a Lobos, el Prince Amadeo se encontraba 
ya totalmente cargado i despachado por las autoridades. 

La cuestión quedaba, pues, reducida ala simple falta 
de cumplimiento, en el tiemp " ""■:— .i"^" 'i" ■■" — -t™t„ 
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de fletamento, falta que no tenia relación alguna con ac- 
tos bélicos deternninados, i ni siquiera con la guerra con- 
siderada en su significado mas amplio. 

Según la Convención de 26 de Setiembre de 1893, 
tales hechos no podian motivar reclamaciones ante el 
Tribunal. 

Respecto a la cuestión de fondo bastaba a la Defensa 
reproducir los argumentos aducidos en la reclamación 
núm. 2. 

Unánimemente resolvió el Tribunal que esta reclama- 
ción quedaba fuera de su competencia. Para ello tomó 
principalmente en cuenta: 

I .** Que el buque reclamante, según declaración del 
memorialista, habia recibido su cargamento completo de 
guano; 

2." Que el Gobernador de la isla entregó al capitán los 
papeles de despacho i le ordenó se hiciera a la vela, para 
lo cual tenia facultad en su calidad de ájente del Gobier- 
no fletador; i 

3 .* Que de todos los antecedentes de la reclamación 
resultaba que ésta no nacia de ningún acto u operación 
de guerra, puesto que ninguno tuvo lugar en Lobos antes 
de la visita del crucero Esmeralda, i que el Prince Ama- 
deOy cargado i premunido de todos sus papeles, pudo ha- 
cerse a la vela antes de dicha visita. 

La reclamación quedaba, por lo tanto, reducida a una 
contención acerca del pago de los gastos de estadias, 
cuestión que no caia bajo la jurisdicción conferida al 
Tribunal. 
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RECLAMACIÓN NUM. I SUECO-NORUEGA 
DE JORJE C. KNUDSEN, armador del buque Skom- 
poer, por 2,23 5-10-10 libras esterlinas. Cierra esta recla- 
mación sueco-noruega la serie de las presentadas al Tri- 
bunal Arbitral por presunta violación de los contratos de 
íletamento celebrados con el Gobierno de Chile para 
cargar guano en las islas de Lobos de Afuera i trasportar- 
lo a Europa. 

No se aparta sustancialmente la demanda de las demás 
deducidas por subditos británicos i basta por lo tanto re- 
ferirse a los fundamentos espuestos en las reclamaciones 
núms. 2 i 1 5. 

Las alegaciones de derecho con que la Defensa refutó 
la demanda son las mismas que quedan suscintamente 
espuestos en los diversos casos análogos. Se hacia, sin 
embargo, mucho hincapié por nuestra parteen la cuestión 
de hecho referente al grado de importancia que tuvo la 
destrucción de los elementos de carguio efectuada por el 
crucero Esmeralda; cuestión que era de capital impor- 
tancia para la resolución de la escepcion de incompeten- 
cia opuesta en estas reclamaciones. 

Del diario del buque i de la declaración esplícita del 
reclamante se desprendia que los destrozos que otros 
reclamantes habían tenido manifiesto interés en exajerar 
fueron tan insignificantes, que varios buques recibieron el 
guano suficiente para zarpar en lastre, tan pronto como el 
crucero Esmeralda abandonó la isla. 

Era, pues, cada vez mas evidente que de lo único que 
se trataba en estos casos era de la omisión de ejecutar un 
contrato como se habia alegado desde un principio por la 
Defensa de Chile. 
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Su conocimiento quedaba, por lo tanto, fuera de la ju- 
risdicción del Tribunal. Asi resultaba de las resoluciones 
de Tribunales análogos i especialmente de la jurispruden- 
cia establecida por el mismo Tribunal en la reclamación 
núm. 7. En ella seoponia también, por parte de Chile, la 
escepcion de incompetencia deducida aquí, fundada en 
que el trasporte contratado, aunque de elementos mili- 
tares, no constituía, por si solo, un acto ejecutado «por 
las fuerzas de mar o tierra de la República». El Tribunal 
acojió la escepcion i se declaró incompetente entre 
otras consideraciones, porque existia un contrato bilate- 
ral de trasporte entre Chile i la Compañía de Arauco (en 
nuestro caso, el dueño del Skomvoer) para trasportar tro- 
pas i materiales de guerra (en nuestro caso, guano fiscal), 
i que las cuestiones que se referían a trasporte eran de la 
competencia de los Tribunales ordinarios. 

Llamaba también la Defensa la especial atención del 
Tribunal hacia la sentencia núm 90, pronunciada por el 
Tribunal Anglo-chileno de Santiago en 1887, i con parti- 
cularidad a su segundo considerando que dice, que aun- 
que la inejecución de un contrato pueda ser considerada 
como una de las consecuencias del estado de guerra i del 
ejercicio de los derechos de un belijerante, tal ejercicio 
no era materia de la Convención constitutiva; que si el 
juzgamiento de la reclamación correspondiera al Tribu- 
nal, le corresponderia igualmente el de todas las deman- 
das por falta de cumplimiento de obligaciones contraidas, 
aun entre particulares, a causa de la imprevista i nueva 
situación creada por el estado de guerra i de las innumera- 
bles consecuencias que trae consigo: todo lo cual no era 
conforme al testo literal ni al espíritu de la Convención. 



Entrando al fondo de la cuestión, repitió la Defensa 
las mismas alegaciones que había hecho valer en los*casos 
análogos, i equiparaba lo sucedido en Lobos a un bloqueo 
que, según todos los autores, es una medida lejítimade 
guerra que asume respecto del enemigo el carácter de 
fuerza mayor. Se citaba a de Marlens, Traite de Droit In- 
ternational; t. HI, paj. 287, PariSj 1887; a Bluntschü, 
Le Droit International Codifié, nota 2 al art. 827; a Fiore, 
árt. J37. 

Los fundamentos del fallo de la mayoría son idénticos a 
los de las sentencias recaídas en los casos análogos de 
subditos ingleses. Contiene, sin embargo, este fallo un 
nuevo considerando tendente a demostrar que la mayor o 
menor proporción de los desperfectos causados de viva 
fuerza por el crucero Esmeralda a los elementos de em- 
barque en Lobos, no podía tener influencia alguna sobre 
la naturaleza del acto ejecutado por un buque de la mari- 
na chilena, única circunstancia que determinaba la com- 
petencia del Tribunal para conocer de la reclamación; 
que era inexacto afirmar que el Tribunal se hubiese fun- 
dado en errores de hecho para pronunciar sus sentencias 
anteriores en las reclamaciones sobre los sucesos en Lo- 
bos; que la destrucción de los elementos de carguío 
estaba incluida en las instrucciones que tenia el comandan- 
te de la Esmeralda; i que otro buque de la Escuadra, el 
Carlos Roberto fué enviado poco después a Lobos para 
que diera término a la obra de destrucción empezada por 
el crucero Esmeralda. 

Por este i los oíros motivos anteriormente apuntados 
se declaraba el Tribunal competente para conocer del 
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fondo de la reclamación, i dictaba sentencia a favor del 
reclannante por la sunna de 1,147-18-6 libras esterlinas, 
mas intereses a razón de 5^ anual desvengados desde el 
23 de Abril de 1892 hasta el 17 de Diciembre de 1895, 
fecha de la sentencia, la cual debia ser pagada en los pla- 
zos i condiciones que establece el art. II déla Conven- 
ción de 6 de Julio de 1895. 

El Arbitro de Chile repitió en su integridad los funda- 
mentos de su disentimiento en los casos núms. 2 i 17. 



RECLAMACIÓN NUM. 2 SUECO-NORUEGA 
de PEDRO H. ROER, presidente de la Compañía por 
acciones propietaria del buque Pr//2í;^ Víctor, por 1,400 
libras esterlinas. — Se basaba esta reclamación en la ineje- 
cución de un contrato de fletamento idéntico a los que 
motivaron los casos anteriores, celebrado con el Gobier- 
no de Chile para cargar guano en uno de los depósitos 
de esta sustancia i trasportarlo a Europa. El punto que se 
le señaló para efectuar el carguio fué Huanillos en vez de 
Lobos de Afuera. Cuando estaba el buque ocupado en 
esa operación se le obligó a suspenderla i hacerse a la mar 
con un cargamento incompleto. 

Dejando a un lado las cuestiones de menor importancia 
promovidas por la Defensa de Chile al refutar la demanda 
i también aquellas que hayan sido mas latamente diluci- 
dadas en otras reclamaciones, me limitaré a señalar el 
punto capital de la Defensa, cual fué la causal de incom- 
petencia deducida en ésta como en las demás reclamacio- 
nes análogas, fundada en no ser la inejecución de un con- 
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trato uno de los actos de guerra que la Convención 
celebrada en 6 de Julio de 1B95, entre Chile i Suecia i 
Noruega, sometía al conocimienlo del Tribunal. 

Según lo esponia el reclamante^ el capitán de puerto de 
Huanillos rehusó entregar el resto de guano que era ne- 
cesario para completar el cargamento del Prince Víctor. 
Esta medida, caso de ser injustificada, podía afectarla 
responsabilidad del Gobierno de Chile; pero era evidente 
que no se debia a una presión de la fuerza pública que no 
existia en Huanillos. 

Las alegaciones doctrinales de fondo son idénticas a 
las que se hicieron valer en las reclamaciones análogas. 

Unánimemente aceptó el Tribunal la referida cscep- 
cionde incompelenctai por no estar la demanda basada 
en un acto u operación de las fuerzas de la República 
declaró que ella no cabia dentro de la jurisdicción que le 
habia conferido la Convención celebrada en 6 de Julio de 
1895 entre los Gobiernos de Chile i Suecia i Noruega. 
No habia en este caso sino una controversia ordinaria 
acerca de la falta de cumplimiento de un contrato de fieta- 
mento celebrado en Chile i sujeto a la jurisdicción de las 
cortes ordinarias del pais. 
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CAPITULO X\ 



Reclamaciones provenientes de d 
zoso de mercaderías, de detenc 
por causa de prohibición o imposi 
o descargar mercaderías en el t 
en contratos de fletamento celeb 
ros, o de otros motivos aduanerc 

GRUPO NÚMERO I 1 

RKCLAMACiON NUM. 5, int( 
BERTO ST!RLING, a nombre de 
ANGLO-CHILENA de SALITRE 
RRLL, LIMITADA.) por 184-0-7 üb 
lus intereses del 6% anual. — Se reclai 
por el desembarque violento ordenado 
de Antofagasta, de ciertas mercadería 
la Compañía reclamante, que ésta ha 
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Valparaíso i Huascoa bordo de un vapor de la Compa- 
ñía inglesa «Pacific Steam Navigation Company». 

Después de hacer notar que la Compañía reclamante 
no ienisi status ni derecho para reclamar ante el Tribunal, 
por ser ella una sociedad anónima, causal de incompeten- 
cia que ha sido examinada con detención en el caso 
número 4, grupo múmero i, pasó la Defensa de Chile a 
dilucidarla materia misma del reclamo, interponiendo, al 
propio tiempo, la escepcion de incompetencia fundada 
en otra causal: la de no tratarse de actos u peraciones de 
las fuerzas de mar o tierra de la República, a que la Con- 
vención de 189J limitaba la jurisdicción del Tribunal. 

Antofagasta, puerto en que se habia efectuado el 
desembarque, no habia sido teatro en la época indicada de 
ninguna operación militar, i las personas que lo ordenaron 
pertenecían al orden político o civil, según confesión del 
mismo reclamante. 

^ Este no probaba que hubiese mediado el menor acto de 

» ' violencia en la ejecución de la orden que se suponía dada 

por el Intendente i, por lo tanto, quedaba claramente 
establecido que aquella no fué sino un acto administrativo, 
* ' aun cuando pudiera comprobarse que habia sido espe- 

dida a consecuencia del estado de guerra i en ejercicio de 
los derechos de la belijerancia. 

La argumentación de la Defensa fué calificada de cap- 
ciosa por el contendor, por cuanto era evidente que la 
Convención se referia a todos los actos de belijerancia i 
no solo a actos de las fuerzas militares i navales de la Re- 
pública. 

Aquí llamaba el contendor la atención a un punto inte- 
resante, a su juicio. 






I 
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Cuando las mercaderias habían sido ennbarcadas en 
Valparaíso i en el Huasco, no existia todavía prohibición 
para efectuar tales embarques. Mas tarde, a virtud del 
jiro que tomaba la lucha, se decretó la prohibición aludida 
i se impartieron instrucciones secretas, bajo un punto de 
vista militar, para retener en ciertos puertos las mercade- 
rias que pudiesen servir de recurso a los revolucionarios. 

En vista de este argumento, espuso la Defensa que el 
reclamante se daba el placer de confundir lastimosamente 
actos bélicos con medidas de puro carácter administra- 
tivo, las cuales no cambiaban de naturaleza por el hecho 
de haber sido ellas dictadas en tiempo de guerra i con el 
fin de concurrir indirecta o eveñtualmente al éxito en la 
contienda, carácter que debian tener todos los decretos 
gubernativos i acuerdos lejislativos de aquel tiempo. 

I aunque fuera la dicha orden un acto de belijerancia, 
siempre resultaba que el Tribunal carecía de jurisdicción 
en este caso, por cuanto la Convención jamas estableció 
que el ejercicio de todos los derechos de belijerante 
pudieran motivar reclamos ante el Tribunal. 

Como en otros casos en que la Defensa había también 
deducido la escépcion de que se trata, se invocaba por ella 
la jurisprudencia establecida por el Tribunal Anglo-chí- 
leno de 1886 en las sentencias números 35, 78 i 90; i 
por el Tribunal ítalo-chileno que funcionó también en 
Santiago en aquel tiempo, en las sentencias números i, 
I 28 i 140. 

Era, pues, evidente que de lo único de que se trataba 
era de un contrato de fletamento que no había sido exacta- 
mente ejecutado por el fletante, o sea, la Compañía In- 
glesa de Vapores. El fletador debía ventilar el punto con 
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dicha Compañía ante los Tribunales ordinarios, i a ésta 
tocaba probar que habia tenido que ceder a fuerza mayor, 
lo cual era, por otra parte, imposible de hacer en nuestro 
caso. De todos modos, todo ello era para Chile res ínter 

alias acta. 

Unánimemente declaró el Tribunal sin lugar la recla- 
mación: 

1.° Porque el contrato de fletamento celebrado entre 
la Compañía reclamanle i la Compañia inglesa de vapores, 
importaba una obligación contraída enlre las partes con- 
tratantes, ¡ que si la Compañia porteadora no habia cum- 
plido lo que estaba obligada a hacer, era en contra de ella 
que el fletador debía e)ercitar sus recursos legales, que- 
dando espedito a aquella su derecho de citar a juicio a 
aquellos que le hubieren impedido ejecutar el contrato: 
no existía en este caso ninguna relación jurídica entre el 
Gobierno de Chile i la Compañia reclamante que se que- 
rellaba de un acto que pretendía le fué impuesto a su con- 
tratante por un funcionario público chileno; 

2." Porque, de los documentos producidos porel recla- 
mante resultaba que el Intendente de Antofagasta se 
limitó a notificar al capitán del vapor que iraia las merca- 
derías de la Compañia, que no podia dírijirse a los 
puertos del norte que estaban bloqueados o cerrados al 
comercio, i aulorisarlo a descargar én Antofagasta los 
bultos destinados a aquellos puertos, i que, por lo tanto, 
no se había hecho uso de la menor violencia. Asi resul- 
taba de la protesta hecha por el capitán del vapor Ecuador 
ante el Cónsul británico en Valparaíso, en la cual aquel 
declaraba que desembarcó, A PETICIÓN DE LOS 



uuctNUb, en Antofagasta, los bultos destinados a Toco- 
pilla i que fueron los Ajantes de la Compañía reclamante 
quienes efectuaron el desembarque. 

Al suscribir la sentencia, el s^ñor Arbitro de Chile hizo 
reserva espresa de lasopiniones que había emitido e " 
voto especial recaído en la reclamación núm. 4, ac 
del derecho de las compañías anónimas británicas 
comparecer ante el Tribunal. 



RECLAMACIÓN NUM 66, interpuesta por 
LLIAMSON, BALFOUÜIC", por JONATAS 
VIDSON, uno de los propietarios i armador de la 1 
Knight Companion por 567-10-0 libras esterlinas, ma 
intereses del (>% anual. — Se fundaba esta reclamación 
una detención de quince días de que el buque reclam 
habiasido objeto en Talcahuano en Mayo de 1891^ 
bida a que las autoridades le prohibieron completa 
cargamento de trigo para que estaba fletado. 

En primer término, alegó la Defensa de Chile que 
se trataba en esta reclamación de ninguno de los c! 
que la Convención de 189J sometía al conocimiento 
Tribunal. 

Para probarlo, bastaba fijarse en que el reclame 
fundaba en el hecho de haberse prohibido el embat 
de trigo a bordo del buque reclamante. Esta medida 
un carácter administrativo, estaba lejos de constituii 
acto u operación de la fuerza de mar o tierra de la Re 
blica, de que hablaba el referido pacto deorijen. 

Como en otras ocasiones^ dando a las aludidas p 
bras de la Convención un alcance sin límites que no i> 
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base en el derecho ni en los antecedentes que dieron por 
resultado la celebración de aquel TratadOj sostuvo el 
contendor que las fuerzas de mar i tierra de la República 
no están constituidas únicamente por el ejércilo i escua- 
dra nacionales, sino también por el Presidente de la Re- 
pública i sus ajenies administrativos, a causa de que las 
órdenes que estos dicten deben ser obedecidas bajo la 
sanción de la fuerza. 

A juicio del Abogado chileno bastaba exhibir esa 
tesis para dejarla de hecho refutada. Lo único que olvi- 
daba el reclamante agregar al número de autoridades que, 
en su concepto, constituyen la fuerza pública, era el Po- 
der Judicial, cuyas resoluciones cuentan, para su cumpli- 
miento, con aquella fuerza. 

Pero este curioso modo de pensar se estrellaba fatal- 
mente contra los numerosos precedentes establecidos por 
los Tribunales que pusieron término a las reclamaciones 
motivadas por la guerra del Pacífico. 

Se alegaba, finalmente por el contendor, que la corres- 
pondencia diplomática, precursora de la Convención de 
oríjen, revelaba que el Alto Tribunal se estableció en vista 
de las reclamaciones de la naturaleza de la presente. 

Tal afirmación era enteramente arbitraria, pues ni habia 
jamas existido la correspondencia a que se referia el con- 
tendor, ni jamas fué la cuestión discutida siquiera entre 
los representantes de las Altas Partes contratantes. 

Pero aunque no fuera asi, el resultado de las negocia- 
ciones que condujeron a la celebración del Pacto, fué 
adoptar el testo de la Convención celebrada en 4 de Ene- 
ro de 188; entre Chile i la Gran Bretaña, la cual, como 
bien lo sabian los Gobiernos contratantes, fué interpreta- 
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da por el Tribunal llamado a aplicarla en el sentido ale- 
gado por la Defensa de Chile en esle caso. 

Por otra parte, la letra misma de la Convención no 
permitia la interpretación estensivaque el reclamante pre- 
tendía atribuirle. Actos u operaciones del ejército o 
armada de la República, no podian ser en tiempo de 
guerra sino combates u otros hechos bélicos. No habia 
para qué esforzarse en buscar otra intelijencia, porque 
dados los términos esplícitos de la Convención, debia 
evitarse las interpretaciones innecesarias. (Bello, Princi- 
pios de Derecho Internacional P. I, cap. X, sec. 2, pri- 
mera regla; Fiore, Derecho Internacional Público^ t. II, 
sec. 105 5). 

Dejando esta causal de incompetencia a la justa apre- 
ciación del Tribunal por considerarla suficientemente jus- 
tificada, i entrando a dilucidar el fondo mismo de la 
materia, sostuvo la Defensa que un Estado tiene el mas 
amplio derecho, aun en tiempo de paz, de restrinjir la 
libertad comercial, pues tal derecho es inseparable de 
su propia soberanía. (Calvo, Le Droit Internacional Théo- 
rique el Pratiqíic, t. III, sec. IJ04; Fiore, Noaveau 
Droit International^ i. I, secciones 531 i 537). 

Ahora bien: era evidente que ese derecho, aunque fue- 
se dudoso en tiempo de paz, pasaba a ser incuestionable 
en tiempo de guerra. Asi lo dice Calvo, citando a Haute- 
ville en la obra mencionada, t. IV, sec. 2699; Vattel, 
en su Derecho de Jentes^ L. II, cap. II, sec. 25; G. F. de 
Martens: Heffter, sec. 33: Bonfils, en su Manuel de Droit 
International Public, secciones 285 i 286. 

En otra parte (T. IV, sec. 2705) cita Calvo las palabras 



de Sir W. Scotl. que manifiestan que la aocirina recono- 
cida por el Gobierno británico en la materia, ha sido que 
los neutrales pueden, en tiempo de guerra, continuar su 
i escepcion de artículos de contrabando o 
i puertos bloqueados. 

econocido universalmente, i por la Inglaterra 
r, que el trigo, entre oíros artículos, es de 
rcio con un pais belijerante. (Calvo, sec. 2741 
[!, sec. 1,594). 

ir que se embarcase este cereal en los puertos 
iobierno de Chile usó de un derecho perfec 
de nuevo aplicar al caso la teoría que Fiore 
u Derecho Internacional, t. I, sec. 678: 

rno que en el ejercicio legal del poder público, eje- 
del cual resulte perjuicio para los estranjeros, tiene 
hacerlo i no está obligado a indemnizar a los particu- 
n el daño » 



tion así tratada i concretamente resuelta por 
el honorable contendor oponia principios je- 
stractos que los tratadistas han establecido 
las relaciones de la vida normal de los puetlos 
srio de la paz. 

,ba a Bello (parte 1 , Estado de paz, cap. V I , 
sostiene que el Gobierno de un pais soberano 
ibir la importación o esportacion de cualquier 
rrar totalmente los puertos al comercio es- 
;onseiando, como medida equitativa^ que se 
liempo el hecho a los neutrales. En ninguna 
ho el autor citado que la omisión de este de- 



— 311 — 

ber comprometa la responsabilidad efectiva de los Go- 
biernos. Por lo demás, al establecer la regla se refiere 
Bello al estado de paz i no al de belijerancia que, como 
es sabido, impone conocidas restricciones al comercio 
neutral. Asi lo dice el citado publicista en el art. VIII de 
la segunda parte de su obra, i en la sec. 8, copia las pala- 
bras de Sir W. Scott, invocadas por la Defensa de Chile, 
a que he hecho referencia mas arriba. 

Idéntica cosa pasaba con la cita de Fiore que hacia el 
contendor (art. 572 del Derecho Internacional Codificado). 
Se refiere este artículo al período normal de las relacio- 
nes de los pueblos i no al estraordinario de la guerra. 

El art. 7 de la Ordenanza de Aduana chilena autoriza 
al Presidente de la República para restrinjir a su arbitrio 
el comercio, según lo exijan las circunstancias; i Fiore en 
el art 1205 de la obra citada, considera como derecho 
capital i absoluto de los belijerantes el de impedir a los 
neutrales suministren objetos de contrabando al enemigo. 

En el curso de la controversia, alegó el honorable con- 
tradictor que el trigo no era, per se, contrabando de gue- 
rra, i que para serlo debia uno de los befijerantes hacer a 
los neutrales una declaración al efecto. 

Sobre esto creyeron los defensores de nuestros intere- 
ses que no existia base para tal aserto. No hai, sobre el 
punto relativo a la calificación de los artículos de contra- 
bando, una doctrina suficientemente establecida para con- 
siderarla como regla de Derecho Internacional, i los Go- 
biernos han modificado muchas veces sus opiniones so- 
bre el particular. Invocó la Defensa a este respecto al 
^ mismo Bello, obra citada, p. II, cap. VIH, sec. 4./= 

Pero el mismo reclamante admitía que, aunque el 
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trigo no constituyera, per íc, un contrabando de guerra, 
el Gobierno de Chile pudo declararlo como tal, mediante 
la correspondiente notificación a los neutrales. Declaraba, 
al propio tiempo, que el buque reclamante fué notificado 
especialmente de que el Gobierno habia prohibido la es- 
porlacion del trigo, por ser éste un elemento de gran ne- 
cesidad para el enemigo. (Donde estaba entonces la irre- 
gularidad de la medida? 

Se alegaba, sin embargo, que el buque reclamante iba 
destinado a un puerto neutral i no a uno enemigo, i que, 
por esta circunstancia, el trigo no podia ser considerado 
como contrabando de guerra. 

La Defensa, a su vez, preguntaba: ^cómo podia el Go- 
bierno saber si el buque, una vez despachado para un 
puerto neutral, no cambiaria el rumbo dirijiéndose a uno 
enemigo, a donde sabia se pagaba buen precio por aquel 
cereal .> 

Nó; la medida para ser eficaz tenia que ser absoluta. 

No encontrando ya base alguna en los principios del 
Derecho Internacional, invocaba el reclamante el Trata- 
do de Amistad, Comercio i Navegación celebrado en 4 
de Octubre de 1854 entre Chile i la Gran Bretaña. En su 
concepto, el reclamo estaba formalmente resuelto a su 
favor, a virtud de los arts. 2 i 17 de aquel Tratado 

Pero, ajuicio del Abogado chileno, tampoco mejoraba 
la situación del reclamo en ese terreno. 

El art. 2 del Tratado referido establece de una manera 
jeneral que las personas, propiedades e industrias de los 
subditos de una i otra Nación, gozarán de la misma pro- 
tección que se dispensa a los nacionales, i asegura la liber- 
tad comercial i el derecho de entrar i salir libremente de 
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los puertos de ambos Gobiernos contratantes. Esta esti- 
pulación no puede impetrar los derechos inherentes a la 
soberania, i el Gobierno de Chile ha podido cerrar sus 
puertos al comercio i prohibir la esportacion de ciertas 
mercaderias sin comprometer su responsabilidad. 

Con respecto al art. 17, manifestó la Defensa que sus 
disposiciones tampoco tenian aplicación al caso, por 
cuanto en él se establece la responsabilidad que afecta a 
las partes por embargo o clausura jeneral de puertos en 
tiempo de guerra, i no por la prohibición de cargar un 
artículo de ilícito comercio, como es el trigo destinado al 
enemigo, medida que reconocen como lejítima las doc- 
trinas del Derecho Internacional. 

La segunda parte de la cláusula 17, sobre la cual apo- 
yaba el contendor su argumentación, ordena indemnizar 
al dueño de una propiedad usada o menoscabada para 
un uso o servicio de interés público. Consideraba esta 
disposición de especial aplicación al caso, porque la pro- 
hibición gubernativa de embarcar trigo que podia desti- 
narse al enemigo, obedecía a consideraciones de público 
interés. 

Por mas visos de analojia que tuviese este caso con el 
previsto en el Tratado, en realidad eran ellos de todo 
punto diversos. El Gobierno de Chile no espropió jamas 
al dueño del buque reclamante de ningún jénero de bie- 
nes, i solóse limitó a suspender el carguío de trigo, ha- 
ciendo uso de una facultad perfectamente lejítima. 

Cabía todavía en este caso alegar el argumento de no 
tratarse en el fondo de la materia sino de la falta de cum- 
plimiento de un contrato de fletamento, celebrado entre 
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ectaba las relaciones entre fletante i 

a que no cumplida por el fletador la 
, el fletante debia dirijir contra aquel 
líente, sin perjuicio de escepcionarse 
fuerza mayor fundada en las medidas 
xio, adoptadas por motivos políticos. 

arla reclamación, a unanimidad acep- 
;pcion que precede, agregando a los 
fensa que a salvo quedaba el derecho 
la vez demandados por el ñetantej 
D a aquellos que le impidieron dar 
rato en las condiciones estipuladas. 
uida, que el Gobierno de Chile tuvo 
bir transitoriamente, sobre todo en 
esportacion de cereales i que la re- 
nénos fundada cuanto que el contrato 
bró durante la guerra civil i que las 
previsto que los disturbios políticos 
e entrabar la correcta ejecución de 
traidas. 



^ NUM. 67, interpuesta por WI- 
FOUR i C", a nombre de don 
armador i uno de los propietarios del 
í". — Se reclamaba en este caso una 
94 libras esterlinas, mas los interés 
as causas que 1 — *■""- — '" — ' 
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cion típica anterior número 66. Los argumentos de la De- 
fensa i los fundamentos del fallo son, por lo tanto, idénti- 
cos a los espuestos en dicho caso. 



RECLAMACIÓN NUM. 68, interpuesta por Wl- 
LLIAMSON BALFOURi C. a nombre de don SAN- 
TIAGO MACDONALD, jerente déla sociedad propieta- 
riai armadora del buque 11 A LDBOROUGH»,"por2Ó 1-5-0 
libras esterlinas, mas los intereses del óí*,, — Se querellaba el 
reclamante por no haber podido efectuar en Valparaíso la 
descarga de las mercaderías que Iraia el buque indicado a 
causa de haber quedado suspendido en la bahia, a conse- 
cuencia de la guerra civil, iodo trabajo de carga o descarga, 
a fines del mes de Agosto de 1Ü91. 

En presencia de la esposicion del memorial, no cupo 
duda a la Defensa de que la suspensión no fué electo de 
orden alguna administrativa, sino una consecuencia natu- 
ral e irresistible de los acontecimientos que se desarro- 
llaron en Valparaíso en la época aludida. 

Era, pues, evidente que a esa consecuencia no era 
dable atribuir el carácter de una operación bélica, i que 
los perjuicios que de ella resultaron no caian dentro de la 
jurisdicción conferida al Tribunal por el Pacto de 189J. 
Aquel era, por lo tanto, incompetente para conocer de 
esta demanda. 

Por lo demás, la suspensión a que se referia el recla- 
mante, no podia, en caso alguno, comprometer la respon- 
sabilidad de un belijerante. 

Las condiciones normales del comercio debian natural- 
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mente resentirse de la situación c^iiíiuiuiuíiiia pui i^ue t:i 
pais atravesaba en aquellos días. La autoridad no dictó 
orden alguna tendente a paralizar o interrumpir el movi- 
miento comercial en la bahia. Tal paralización o interrup- 
ción es inherente al estado de guerra, independiente- 
mente de la voluntad de los combatient's, i a tales conse- 
cuencias están igualmente sometidos todos los habitantes 
nacionales i estraños. Vatlel ha dicho que si un Gobierno 
fuera responsable de las pérdidas que los comerciantes 
esperimentan en el curso regular de una guerra, ésta se 
haria un derecho enteramente ilusorio. 

He aquí lo que Btuntschli dice a este respecto: 

«Aun suponiendo que la guerra procure a los neutrales algunas 
ocasiones favorables, htii tantos menos motivos para privarlos de 
ellas cuanto que su comercio esperimenta necesariamente, por el 
hecho déla guerra, perjuicios de consideración». 

(Le Droil ¡nlernalional Codifté, art. 799^. 

Este caso era, por lo demás, análogo a los múmeros 66 
i 67, previamente axaminados, i a él eran también apli- 
cables todos los precedentes i doctrinas relativos a deten- 
ciones, invocados por la Defensa de Chile. Seria ocioso 
repetirlos aquí. 

El Tribunal, por unanimidad, estableció que el recla- 
mante debia ejercitar su acción contra el fletador del 
buque, pudiendo éste provocar a juicio a las personas que 
fueron causa de que no hubiese sido posible dar cumpli- 
miento a las obligaciones pactadas. 

El Gobierno de Chile no podía ser demandado directa- 
mente, no solo porque nada tenia que ver en contratos 
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celebrados entre terceros, a menos que mediase una 
detención irregular, vejatoria i contraria al Derecho In- 
ternacional^ sino porque el reclamante no comprobaba 
que las fuerzas terrestres o navales de la República hubie- 
ran intervenido en la suspensión del carguio de que se 
querellaba. 

Una vez mas confirmaba el Tribunal la teoria varias 
veces sentada de que ninguna resposabilidad afecta a un 
Gobierno belijeranle cuando el retardo que sobrevino en 
el carguio o descarga, es la consecuencia de una guerra 
o de disturbios políticos internos. 



RECLAMACIÓN NUM. 69, interpuesta por WI- 
LLAMSON, BALFOUR i C,\ a nombre de ROBER- 
TO THCMAS, único socio de la firma propietaria del 
buque «CADWGAN», por j 58-2-81ibras esterlinas, mas 
los intereses de 6%. — Aunque este caso, análogo al ante- 
rior, presenta algunas diferencias de detalles, su insignifi- 
cancia.me permite no detenerme en ellas, indicando sola- 
mente que la Defensa se limitó a referirse en todo a lo 
que tenia espuesto sobre detenciones de buques en los 
casos anteriores del presente grupo. 

Bastó al Tribunal una sola circunstancia para declarar 
sin lugar el capítulo mas importante de la demanda. Era 
ella que los sucesos que habian motivado la reclamación, 
habian ocurrido antes que comenzara la guerra civil, i que, 
por consiguiente^ no alcanzaba a dicho capítulo la juris- 
dicción del Tribunal, 



Respecto al segundo capiiuio, iimiiose ei tano a repro- 
ducir lo que tenia ei Tribunal establecido en los casos aná- 
logos. (Reclamaciones núms. 66 i 68). 



RECLAMACIÓN NUM. 70, interpuesta por Wl- 
LLANSON, BALFOUR i C, a nombre de ANA 
GAMBLES 1 JORJE GRAHAM, albaceas de la suce- 
sión de JUAN GAMBLES, armador i propietario déla 
nave (>EASTCROFT«, por 590-8-0 libras esterlinas, mas 
los intereses de 6?, — La detención en este caso prove- 
nia de dos causas. Era la primera que el buque recla- 
mante se vio en el caso de interrumpir su descarga en 
Antofagasla porque las tropas del Gobierno, al retirarse 
al interior en los primeros dias de Marzo, se llevaron con- 
sigo todas las locomotoras del ferrocarril, lo cual para- 
lizó el tráfico de éste, no pudiendo recibir la carga del 
Easlcrojl. La segunda causa consistía en que una vez 
concluida la descarga quiso el buque tomar el lastre nece- 
sario, i la autoridad local se lo impidió. 

No presenta nuestra defensa en este caso ninguna 
particularidad notable que no haya sido tratada en los 
casos anteriores. 

Era evidente, en primer término, que, por lo ménoSj 
uno de los puntos de la demanda estaba lejos de basarse 
en ningún hecho que constituyese un acto u operación de 
las fuerzas de mar o tierra de la República a que se refería 
el Pacto de 1895. 

En cuanto ei segundo hecho, o sea, el haber desapare- 
cido de la costa las locomotoras del ferrocarril, era difícil 
concebir el rol que estas podian desempeñar en el desem- 
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barque del cargamento, puesto que en Antofagasta los 
buques no pueden atracarse al muelle. 

En el terreno del derecho se sostuvo por nuestra parte 
que, si las necesidades de la guerra en via de desarrollo, 
exijieron imperiosamente la medida de internar las loco- 
motoras para privar al enemigo de ese medio de locomo- 
ción, era indudable que el Gobierno de Chile estaba 
exento de toda responsabilidad, pues no era fácil concebir 
una medida mas lícita i correcta que la de que se trataba. 

A falta de algún principio de Derecho Internacional que 
sustentase su reclamación, invocaba el reclamante la pres- 
cripción del artículo t 5 58 del Código Civil de Chile, con 
el propósito de hacer creer que los perjuicios reclamados 
se debían a actos dolosos de funcionarios chilenos. Pero 
el camino era errado porque bastaba pasar rápidamente 
la vista por el testo de la leí para convencerse de que no 
tenia ella aplicación a nuestro caso. 

No había contrato entre el Gobierno de Chile i los 
dueños del buque, i no podia, por tanto, tratarse de la ine- 
jecución de una obligación, que es el caso previsto en la 
prescripción legal que se invocaba por el honorable con- 
tendor. 

Por lo demás, el segundo inciso del citado artículo del 
Código Civil exonera de responsabilidad cuando la mora 
se ha debido a un caso fortuito o de fuerza mayor, i ¿qué 
caso de fuerza mayor mas caracterizado que la guerra civil 
del 91?. 

Aunque la necesidad de adoptar la medida de internar 
el material rodante del ferrocarril fuera terminantemente 
negada por el contendor, no insistió la Defensa en su com- 
probación, porque los hechos quela motivaron eran de 



pública notoriedad i esiaoan ampliamente reíaiaaos en ei 
«Memorándum de la Revolución» i en la Reclamación 
número loo de la Compañía del Ferrocarril de Antuía- 
gasta i Bolivia. 

Escusado juzgó la Defensa advenir que, aunque la 
autoridad hubiese sufrido una equivocación acerca del 
grado de necesidad que asumía la operación aludida, el 
hecho de haberia puesto inútilmente en práctica no com- 
prometeria tampoco la responsabilidad del Gobierno de 
Chile. 

Sin tomaren cuenta los hechos que separaban un tanto 
a este caso de los otros del presente grupo, so limitó el 
Tribunal a establecer, por unanimidad, los mismos prin- 
cipios que contienen los fallos recaidos en los casos ante- 
riores numerosos i 69, i, por consiguiente, declaró sin 
lugar los dos capítulos de la demanda. 



RECLAMACIÓN NUM. 71. interpuesta por WI- 
LLIAMSON, BALFOUR i C* a nombre de JUAN. 
JAPP, armador i uno deles propietarios de las naves 
«TRINIDAD., i «DELSCEY». por 741-6-8 libras ester- 
linas, mas los intereses del 6^^, — La primera parte de esta 
reclamación, relativa al buque Trinidad, se fundaba en 
el supuesto atraso de una carta que dicho buque recibió 
en Taltal. Ese atraso, debido a perturbaciones del servi- 
cio de correos durante la revolución, fué causa de una 
demora en la descarga, por la cual se reclamaba una 
indemnización al Gobierno de Chile. 

Por io que atañe ai Dclsccy, se alegaba que este 
buque encontró entorpecimientos para efectuar su des- 
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carga en Talcahuano, debidos a órdenes de las autorida- 
des, las cuales para hacer mas eficaz la prohibición de 
cargar o descargar, mantuvieron a la Aduana cerrada por 
algún tiempo. Se agregaba que cuando el buque, después 
de muchos contratiempos, se encontró listo para hacerse 
a la vela con rumbo a Iquique, adonde debia desembarcar 
su nuevo cargamento, las autoridades retardaron una vez 
mas su despacho, dando como motivo el estar dicho 
puerto de Iquique en manos de los revolucionarios. Con- 
cluía el memorialista la esposicion de los hechos que moti- 
vaban el reclamo, relatando que al llegar a Iquique se 
encontró con que la plaza acababa de caer en poder del 
partido revolucionario, i, a consecuencia de los hechos 
de guerra que se desarrollaban a la sazón, se perdió 
mucho tiempo antes de obtener permiso para comenzar 
la descarga del buque. 

Refiriéndose a la primera parte de la reclamación advir- 
tió el defensor de Chile que el reclamante parecia estar 
persuadido de que el Gobierno tenia la obligación de 
mantener para él, en toda circunstancia, un perfecto ser- 
vicio de correos, i que el atraso de una carta equivalia a 
una infracción de los principios del Derecho Interna- 
cional i constituia uno de aquellos actos de las fuerzas de 
mar o tierra de la República que entraban dentro de la 
esfera de jurisdicción conferida al Tribunal. Todo esto 
era de todo punto increible i no necesitaba refutación. 

La segunda parte del reclamo, relativa al buque Dels^ 
cey, guarda estrecha analojia con el caso típico de este 
grupo^ reclamación número 66, i no dio ocasión a la De- 
fensa de ampliar los argumentos que habia hecho valer en 
dicho caso. 
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Unánimemente resolvió el Tribunal que no podia hacer 
responsanble al Gobierno de Chile por el atraso de la 
correspondencia ordinaria, sobre lodo durante la guerra 
civil i que la reclamación del buque Trinidad no podia 
ser admitida por ese motivo i por no tratarse en ella de 
ningún acto u operación de las fuerzas marítimas o terres- 
tres de la República. 

Respecto a la parte de la reclamación que se referia al 
buque Delscey, reprodujo el fallo unánime del Tribunal 
lo que tenia éste establecido en la resolución recaída en 
la referida reclamación número 66. Quedó, por lo tanto, 
rechazada la demanda en todas sus partes. 



RECLAMACIÓN NUM. 74, interpuesta por Wl- 
LLAMSON, BALFOUR i C.% en representación de 
JOHNSTON BELL, único miembro de la firmaJOHN 
BELL e HIJO, armadora i propietaria del buque «CO- 
ROLLA",por j 58-2-8 libras esterlinas, mas los intereses 
del 6%. — Este caso guarda también estrecha analajía con 
el caso típico número 66. 

El fallo del Tribunal es también idéntico al recaido en 
dicho caso. 



RECLAMACIÓN NUM. 80, interpuesta por Wi- 
LLIAMSON, BALFOUR I C.% en representación de 
J, H. BEAZLEY, jerente i uno de los dueños del navio 
Britisfi Sceptre, por 406-17-4 libras estei-ünnc mac I/m ¡n. 
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tereses respectivos del 6^. — Se reclamaba, como en otros 
casos, una indemnización por haber tenido el buque 
reclamante que suspender la descarga en Valparaiso a 
consecuencia de la medida adoptada por las autoridades 
de prohibir la comunicación entre tierra i los buques sur- 
tos en la bahia. 

La cuestión de derecho que envolvia este caso era 
idéntico en su naturaleza a la que se suscitaba en los de- 
mas reclamos análogos, i era, por lo tanto, de fácil reso- 
lución. 

- En primer lugar, no se trataba de actos bélicos sino de 
una medida perfectamente correcta, como es la de res- 
trinjir la libertad comercial en tiempo de guerra. 

Así lo estimó unánimemente el Tribunal i declaró sin 
lugar la reclamación por los motivos establecidos en los 
fallos de las demás reclamaciones análogas. 



Reclamacic 
ques i de 
operación 



RECLAN 
ZER DUNf 
los intereses, 
gua durante I 
que la escuad 
dida i la cons 
buques de la< 
guio de saütrí 
celebrado ce 

del buque reCJtiiiiiinií;. cu «se cuniraiu ^e t;^iaDie^iitii las 
bases para el embarque del cargamento i los contratantes 
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se libertaban recíprocamente en él de toda denriora mo- 
tivada por retenciones de Príncipes i Gobernadores, i de 
disturbios ó impedimentos políticos. 

Tal era, en resumen, el primer capítulo de la demanda. 

Se reclamaba, en seguida, por los deterioros que aque- 
llas hostilidades causaron al buque. 

Con efecto, se decia que en dos diversas ocasiones, 
cayeron sobre el buque bombas destructoras lanzadas 
por la escuadra durante el combate que ésta sostuvo con 
las fuerzas de tierra. Se reclamaba, por lo tanto, la suma 
que se invirtió en reparar los daños aludidos. 

Por último, se solicitaba el pago de los víveres que 
consumió un cierto número de personas que se habia re- 
fujiado a bordo del Birdsfon durante los dias en que Pi- 
sagua fué teatro de las hostilidades referidas. 

Después de rectificar algunos puntos de hecho descri- 
tos en la relación del reclamante, pasó la Defensa de lle- 
no a examinar las cuestiones de derecho puro envueltas 
en este caso interesante. Para no incurrir mas tarde en 
repeticiones inconducentes, daré a las alegaciones de las 
partes el desenvolvimiento necesario que me permita, en 
la medida de lo posible, referirme a este caso típico en 
las demás reclamaciones análogas de este grupo. 

Refiriéndose al primer punto de que se derivaba la de- 
manda, o sea los perjuicios ocasionados por operaciones 
de guerra durante la contienda civil del 91, juzgó la De- 
fensa que habia apenas necesidad de enunciar el principio 
de tantas veces invocado i plenamente reconocido 
por los publicistas, de que un belijerante tiene, en cual- 
quier momento, el mas perfecto derecho para hacer uso 
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ledidas bélicas que no sean prohibidas por 

guerra o los principios reconocidos. 

is común i juslifícada entre esas medidas, 

i de un puerto enemigo o el ataque, con el 

er las fuerzas contrarias o desalojarlas de 

fuerte. 

! la opinión de los tratadistas de que un neu- 

lo a consecuencia de una operación bélica 

le derecho a compensacian alguna. 

; dice: 



que los pueblos estraños a las hostilidades no de- 
secuencia de la guerra, si es evidente que el beli- 
: emplear ningún medio de dañar a su enemigo, 
imenle a los pueblos pacífícos, no es menos verda- 
que estos pueblos tienen siempre que soportar las 
idirectas délas perturbaciones que resultan déla 
leo hecho por los belijerantes de los medios iejfú- 
; dañar a su adversario». [Des droils el des devoirs 
res en lemps d: gaerre mañümej jme. edítion, II, 



chille; 

poner en duda que el bloqueo es una operación 
! dirije direclamenle contra el enemigo i que no 
trales sino por vía indirecta. « 



s un medio de ataque tan licito como el que con- 
r las fuerzas militares del adversario. Afecta al 
mente, i a los neutrales solo de un modo indirecto. 
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El bloqueo es un medio de guerra, i los neutrales deben, como tales, 
respetarla restricción que impone al comercio.» (Fauchille, Le 
blocas MarUime, chap. I.) 

Mediando la notificación de estilo, como sucedia en 
este caso, el bloqueo constituye una operación perfecta- 
mente correcta^ i los neutrales deben sufrir sus conse- 
cuencias en el mismo grado que los subditos pacíficos de 
de la Nación belijerante. 

Por lo que tocaba a los daños causados al buque por 
bombas durante el combate de Pisagua, no quiso la De- 
fensa repetirlo que habia difusamente espuesto a este res- 
pecto en otros casos análogos. (Grupos nüms. 7J 8, so- 
bre las reclamaciones orijinadas por los combates de 
Iquique i Pisagua.) 

En ellos se invocaba la autoridad de los mas célebres 
publicistas para sustentar la tesis de que combates traba- 
dos en las circunstancias de aquellos no afectan la respon- 
sabilidad de los beligerantes, si de ellos resultaren daños 
para los neutrales. 

Las fecundas palabras de Bluntschli, Fiore, Wharton, 
Calvo^ Hall, etc., son terminantes a este respecto. 

Por el contendor se sostuvo durante el debate que no 
solamente el bloqueo debia ser previamente notificado.a 
los neutrales, sino que^ como regla jeneral^ no tenían los 
belijerantes derecho para empeñar súbitamente un com- 
bate sin haber dado tiempo a los neutrales de ponerse a 
salvo. 

No era fácil darse cuenta de la fuente en que el recla- 
mante habia encontrado la singular teoria que pretendía 
sostener i aplicar al caso en debate. Ni Bello, ni Riquel- 
me, a quienes citaba no obstante, habían jamas sustenta- 



una plaza fuerte, para lo cual la notificación previa se hace 
por la naturaleza misma de la operación enteramente im- 
posible. Ni esos autores, ni ningún otro, han reconocido 
semejante principio. Por la inversa, todos están confor- 
mes que un ataque rápido i sorpresivo no requiere ni 
puede requerir aviso previo. Tal es la opinión de Blunts- 
chli {art. 5 54), de Fiore (comentario al art, 1048). Geffe- 
ken va aun mas lejos, i sin negar la conveniencia del aviso 
previo, cree que éste no es estrictamente obligatorio, 
puesto que los defensores ¡ habitantes de una plaza ame- 
nazada deben estar siempre preparados para un ataque. 
Llamaba, por último, la Defensa la atención al hecho de 
que, según todos los autores, el aviso previo no tiene mas 
objeto que dar tiempo a las personas para ponerse a sal- 
vo: nunca se ha dicho que aquel alcance o cubra a la 
propiedad privada. 

Todo lo alegado era, no obstante, ocioso e incondu- 
cente, al sentir de los deíensores de Chile. 

El capitulo principal de la demanda nacía de la demora 
del buque reclamante en la bahia de Pisagua, demora de- 
bida a los entorpecimientos para embarcar salitre a con- 
secuencia de las operaciones bélicas. Si éstas habian sido 
lejitimas, era escusado decir que ellas no afectaban la 
responsabilidad del Gobierno que las habian efectuado. 

Las autoridades, por otra parte, no habían impedido 
directamente el carguío del buque; la suspensión provino 
de que los trabajadores rehusaron continuar la labor. No 
se divisaba, pues, de adonde nacía la responsabilidad que 
se pretendía hacer pesar sobre Chile. 

Por último, se pretendía que este Gobierno debía pa- 
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naufrajio de ia A/no i porlos daños causados a su carga- 
mento. Para sustentarlo recordaba que el Gobierno de 
Chile habla reconocido la deuda i mandado pagar a los 
propietarios del navio Aino, por conducto de! Ministro 
de Suecia, nonibrado ad koc, la suma de 6,000 libras 
esterlinas, mas o menos, como indemnización por la pér- 
dida del buque i por el flete de retorno. 

No puso la Defensa en duda la verdad del hecho; pero 
le cupo manifestar que no reconocía paridad alguna entre 
aquel caso i el actual, pues ofrecía comprobar a su debido 
tiempo que, si bien fué cierto que el Gobierno de Chile 
juzgó equitativo indemnizar los deterioros considerables 
sufridos por el Aino, el cargamento de carbón nada 
sufrió, i habiendo sido desembarcado por cuenta del fisco, 
fué poco después entregado integramente a sus dueños. 

Por último, sostenía mi honorable colega, el ájente bri- 
tánico, que el carbón que suponía desaparecido debia ser 
pagado con las utilidades que se esperaban obtener por 
su venta en Chile. Pretendía que el perjuicio sufrido por 
los reclamantes no constituía un lucro cesante o perjuicio 
indirecto, cuyo pago no es reconocido por los publicis- 
tas, sino un daño emerjente, previsto en el Código Civil 
chileno. 

En presencia de esta afirmación, bastó a la Defensa 
recordar que ni Calvo, ni ningún otro publicista reconoce 
tal diferencia. La falta de ganancia en ningún caso da 
márjen a indemnizaciones pecuniarias. (Calvo, t. IV, 
párrafo 2579; Wharton, t. II. párrafo 247; I Flore, t. ill, 
párrafo 1719}. 

Con esto creyó la Defensa dejar todas sus alegaciones 
de derecho plenamente justilicadas. 



parte de la demanda se pedia también una indemnización 
por la hospitalidad dispensada a pesonas de diversas na- 
cionalidades que durante las hostilidades se refujiaron a 
bordo del Mount Tabor. 

En la reclamación anterior número 1 8, he espuesto dete- 
nidamente los motivos por los cuales la Defensa de Chile 
consideró del todo improcedentes las demandas basadas 
en hechos como los espuestos. En esta parte de la recla- 
mación en examen no se suscitaban nuevos problemas 
doctrinales i a ella son aplicables todos i cada uno de los 
argumentos i citas de autores relativos a casos prove- 
nientes de bloqueo i otras operaciones bélicas lejitimas 
que he consignado en la primera reclamación de este 
grupo, caso número 18, referente al navio Birdston. 

Por lo que toca a la segunda parte de la reclamación, o 
sea la detención del vapor Mount Tabor en Coronel, 
debida a las exijencias de la autoridad de aquel puerto para 
obligar al capitán a pagar nuevamente los derechos sobre 
el salitre que liabia embarcado en Iquique para trasportar 
Europa, no quiso la Defensa engolfarse demasiado en Te 
examen de la cuestión de fondo, por cuanto bastaba alegar 
una escepcion de incompetencia fundada en que la omi- 
sión de trámites aduaneros necesarios para el despacho 
del buque, no contituia una operación bélica de aquellas 
que la Convención de 1895 sometía a la jurisdicción del 
Tribunal. Se trataba de un acto administrativo del cual, 
en caso de comprometer la responsabilidad del Gobierno, 
solo los tribunales ordinarios podían conocer. 

Era, pues, este caso análogo a los que he tenido oca- 
cion de examinar latamente en algunos de los reclamos 
del grupo anterior, número 1 1 . 
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Aparte de las consideraciones espuestas, referentes a ca- 
da una de las dos partes en que he dividido la demanda, se 
vio la Defensa en el caso de llamar la atención del Tribunal 
a una circunstancia importante que abarcaba a ambas. 

De los antecedentes presentados por el mismo recla- 
mante aparecia que el presente juicio había sido seguido 
en Inglaterra contra los fletadores, los únicos que, en rea- 
lidad^ podian ser responsable de los perjuicios reclamados. * . ; ^ 
Esa circunstancia daba mérito bastante para que la De- 
fensa alegase que no era posible acudir de nuevo a este 
Tribunal para obtener una indemnización que las Cortes 
inglesas habian negado. No se comprendía como habia 
el reclamante relegado al olvido, con tanta facilidad, el 
conocido aforismo jurídico: electa una vía non datar recur- 
susadatteram, aforismo que se encontraba espresamente 
confirmado por las prescripciones del artículo VI del 
Reglamento de Procedimientos dictados por el mismo 
Tribunal. 

Por la parte adversa se sostuvo a este respecto que el 
argumento de la Defensa de Chile era inadmisible. En 
concepto del representante de los reclamantes, el juicio 
seguido en Inglaterra no hacia sino fortalecer el derecho 
que les asistía para deducir nuevamente esta reclamación 
ante el Tribunal Arbitral. 1 tanto era así, que los fleta- 
dores, o sea la «Rosario Nítrate Company, Limited», en 
su coatestacion a la demanda de los fletantes, escusaronla 
falta de cumplimiento del contrato con los sucesos acae- 
cidos en Iquique en la época referida. 

Aunque entre las piezas exibídas por los reclamantes 
no aparecia el testo auténtico de la sentencia pronunciada 
por la Corte ini^lesa, de los antecedentes i declaraciones 
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de que había la Defensa tomado conocímíente, se coleiia, 
no obstante, que habia mediado un fallo definitivo, i que 
ninguna reserva de derechos se habia hecho a favor de los 
' demandantes para que pudieran iniciar la demanda de 

nuevo en otro Tribunal ingles o chileno, o ante uno misto 
e internacional como el Anglo-chileno. Todo demostraba, 
pues, que la demanda habia sido deñnitivamente juzgada 
contra los reclamantes. 

A 

El Tribunal, con el voto unánime de sus mienbros, 
resolvió que el contrato ajustado entre los reclamantes ¡ la 
Compañia fletadora era para Chile res inter alias acta, i 
que ninguna relación jurídica existia entre este i los deman- 
dantes con respecto ai cumplimiento de las estipulaciones 
pactadas. 

Dada la licitud perfecta del bloqueo de Iquique. el cual 
no dejó de ajustarse al requisito sine qua non de la notifi- 
cación previa era evidente que el Müuíií Tabor, al entrar 
al puerto. lo hizo a su propio riesgo i no podia intentar una 
;. acción judicial contra el Gobierno de Chile, que es una 

'. entidad estraña al contrato de fletamento. 

, ' Si el buque no fué cargado en las condiciones estipu- 

i^^ ladas, los fletantes no tenian otro recurso que dirijir su 

' acción contra los fletadores, lo cual habían efectuado ya 

en Inglaterra, sin resultado práctico para aquellos. 
¡. Respecto a la detención del buque en Coronel, el Tri- 

bunal estableció que ella no provenía de un acto u opera- 
ción ejecutado por las fuerzas de mar i tierra de la Repú- 
blica, i que, por lo tanto, i con arreglo a los términos de 
la Convención de 1 89 j, esta parte de la demanda quedaba 
, fuera de su jurisdicción. 



Por lo que toca al pago del humanitario asilo a 
personas a bordo del Mount Tabor, se limitó e! ' 
a reproducir las consideraciones que he resumi 
caso anteriorde este grupo, reclamación numero : 
rente al buque Btrdston. 



RECLAMACIÓN NUM. 72, interpuesta p 
LLAMSON, BALFOURiC, a nombre de d 
FREDO FRY, jerente de la sociedad anónima 
tana del navio oNAGPORE», por 1,269-9-0 libr 
linas, mas los intereses del 6{. — No se suscitó en e 
ninguna cuestión de derecho que no haya sido trf 
la reclamación anterior número 14, algunos de lo 
mentos de la cual guardan con los de la present 
cha analojia. 



RECLAMACIÓN NUM. yj, interpuesta p 
LLIAMSON. BALFOUR & C, en represent 
donROJERlO N. SMITH, armador i uno de lo; 
tarios del navio STRATHEARN, por 715-11- 
esterlinas, mas tos intereses del 6^. Esta reclam. 
encuentra en el mismo caso que la anterior, núm. 



RECLAMACIÓN NUM. 82, interpuesta f 
LLIAMSON, BALFOUR A C", a nombre de d( 
TIAGO GILLISON, jerente i uno de los proj 
deianavei.BRITISH ARMY», por 794-17-8 h 
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terlinas, mas los intereses del 6^. — Esta reclamación 
abraza dos capítulos diversos. El primero nacía de que en 
Enero de 1891, al llegar el Brífish Armya Vaiparaiso, 
puerto de su destino, uno de los buques de guerra revo- 
lucionarios, la corbeta O'Higgins, le hizo señales para 
que virase i no entrase en la bahía, i le envió un mensa- 
jero para notificarle que Valparaíso se encontraba blo- 
queado, i sujerirle que se fuera al vecino puerto de Co- 
quimbo a esperarse suspendiera el referido bloqueo. 

Este contratiempo causó al buque reclamante una pér- 
dida de tiempo considerable. 

La segunda parte de la demanda se refería a otra de- 
tención que en Junio del propio año sufrió el buque en 
Talcahuano, a consecuencia de haberse suspedido el car- 
guio de un cargamento de trigo que estaba efectuando. 
Esta suspensión, ordenada por las autoridades, decía el 
memorialista, era debida a la guerra civil que azotaba a 
Chile en aquel tiempo. 

Como se vé, esta ultima parte del reclamo en examen 
pertenece a la categoría de casos de que he tratado en el 
grupo anterior, núm. 11. La eliminaré, portento, des- 
de luego, i consagraré mi atención a la primera que, 
apesarde referirse aun caso común de bloqueo lejítimo, 
suficientemente dilucidado en las reclamaciones núms. 14 ' 

i } 2 del presente grupo, dio lugar a una controversia con- 
siderable sobre la necesidad, durante una guerra civil, de 1 
que el partido que efectúa el bloqueo de un puerto, se I 
encuentre en posesión efectiva de una parte del territorio, . 

La parte demandante sostenía resueltamente la afirma- | 

tiva, apoyándose en la autoridad de Fiore. AI efecto cita- \ 

ba elart. 1222 del Derecho Internacional Codificado del | 
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reputado publicista. Segur 
Valparaíso fué ilejítimo, pe 
no dominaba en aquel tien 

Para desvanecer a prior 
bastó a la Defensa de Chil 
tendor era víctima de un ^ 
buia a Fiore, no correspor 
comentador español don A 
no goza de la reputación u 
al traducir la obra de este, 
de) comentario que Dudle 
Proyecto de Código Ínter 
reposaba la argumentación 
que un bloqueo en liemf 
legal, es preciso que uno di 
dique el derecho de soberí 
lo mismo que el otro parí 
elusivamente a Garcia Moi 
cual, como queda dicho, 
un comentario de Dudley- 

Lo que este último autor 
citada obra, es que un belij 
o en parte el litoral, ios put 
enemiga, en cuanto seane 
de la guerra. Para ello, agr 
estado de guerra de facto; 
civil, en la cual uno de los 
cho de soberanía con respi 

Quedaba, pues, de mar 
Garcia MorenOj error que 
la argumentación de la part 



Pero, si e! contendor se nuciese aado la tarea ae aar 
vuelta la hoja, habría vislo que el mismo Garda Moreno 
se encarga, en la misma obra, de desmentir una teoría 
que no existe en Derecho Internacional. Siguiendo sus 
comentarios a la obra de Fiore i al llegar al art. iiij 
dice, refiriéndose a la diversidad de opiniones emitidas 
por los autores sobre la base en que reposa el derecho 
de usar de la medida del bloqueo. 

i'Muchos publicistas, entre ellos Hubner, Hautefeuille, Ortolan, 
sostienen que este derecho se funda en U especie de soberanía 
que el belijerante adquiere i ejerce cuando ocupa les aguas territo- 
riales del enemigo». 

[ continua: 

«La base del derecho de bloqueo no es, pues, la soberania; se 
funda únicamente en las necesidades de la guerra. No puede darse 
enér¡ico impulso alas operaciones sin recurrir a los bloqueos. Es 
evidente que éstos ocasionan siempre graves perjuicios a los neu- 
trales; pero se admite que éstos deben someterse a ellos, porque 
los bloqueos son inevitables i no pueden aquellos librarse délos 
inherentes a la guerra. Gessner, a imitación de Grotius i otros, 
considera con razón el derecho de bloqueo como una necesidad 
de la guerra i no le atribuye otro oríjen; pero siendo el bloqueo un 
derecho necesario, debe restrínjírse a los casos en que existe real- 
mente una necesidad absoluta de establecerlo». 

Asi habla García Moreno, como si quisiera darse el 
placer de destruir lo que habia previamente avanzado. 

Quedaba, pues, confirmada, mas que nunca, la teoría 
que la Defensa, apoyada en autores especialistas tales 
como Fauchille, había sustentado en este i en todos los 
casos restantes del presente grupo. 
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para que el Tribunal declarase sin lugar, en todas sus 
partes, la reclamación del navio British Amiy^ núm. 82, 
como lo hizo en la sentencia correspondiente. 



RECLAMACIÓN NUM. 83 deducida por WI- 
LLIAMSON, BALFOUR i C/, a nombre de don GUI- 
LLERMO E. R. ROSS, armador i uno de los propie- 
tarios del navio «SCOTTISH MINSTREL», por 989-1-2 
libras esterlinas, mas los intereses del 6^. — Los hechos 
fundamentales de la reclamación son idénticos a los del 
caso anterior núm. 82, con la diferencia que el puerto 
bloqueado era Antofagasta en vez de Valparaíso, Al apro- 
ximarse el buque reclamante de aquel puerto, uno de los 
buques de la escuadra le notificó, como en el caso aludi- 
do, el hecho del bloqueo, obligándolo a cambiar de rum- 
bóla dirijirse a Iquique mientras duraba aquel. Así lo 
hizo i este contratiempo fué la causa de una demora con- 
siderable en la descarga del carbón que debía conducir a 
Antofagasta, 

En su Defensa el Abogado de Chile se limitó a recor- 
dar que el caso estaba ya prácticamente resuelto por el 
Tribunal en las sentencias recaídas en las reclamaciones 
núms. I4¡j2, i que esperaba confiadamente que esta 
demanda seguiría fatalmente la suerte de aquellas. 

Con efecto, a una estableció el Tribunal que no podía 
hacerse a Chile responsable de las consecuencias de un 
bloqueo lejitímo, correctamente notificado al buque re- 
clamante. 
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RECLAMACIÓN NUM. 86, deducida por WI- 
LLIAMSON, BALFOUR i C.\ a nombre de don 
JUAN HERRÓN, armador i propietario de la barca 
«BEDFORDSHIRE», por i ,089-10-0 libras esterlinas, 
mas los intereses del 6^ sobre esta suma. — De la deman- 
da aparecía que los fundamentos de este caso eran 
idénticos a los del anterior. Se trataba de los perjuicios 
ocasionados por la suspensión de la descarga de un car- 
gamento de carbón que el buque reclamante traia de Eu- 
ropa para Iquique, suspensión debida al bloqueo que tuvo 
lugar en este puerto durante la guerra civil de 1891 , i por 
el asilo dispensado a bordo a un considerable número de 
relujiados. 

Contenia, sin embargo, el presente caso una particula- 
ridad de que se hizo sobrado mérito por la parte adversa 
durante la controversia. 

La imposibilidad para efectuar la descarga debida al 
establecimiento de un bloqueo efectivo en Iquique, indujo 
a los propietarios del carbón a autorizar al capitán del 
Bedfordshire para que celebrase un contrato de compra- 
venta de aquel con la Escuadra bloqueadora. La venta se 
efectuó en debida forma. 

Ahora bien: para cobrar al Gobierno de Chile las sobre- 
estadias, no pudiendo sostener que la causa de la demora 
hubiese sido una operación ilícita, pretendíase por el con- 
tendor que, comprado el carbón por uno de los partidos 
belijerantes, quedaba éste sustituido en las obligaciones 
estipuladas en el contrato de fletamento primitivo, una de 
las cuales era eíectuar la descarga en un pla^o deter- 
minado. 

Se apoyaba todavía el honorable contendor en otra con- 
sideración. 



Pretendía qu>, .« ^^v.^..^.. m^ v^,.»^ ..^ ^^^.^ ^^^^^a, ^. 
daño causado con la lejitimidad dei bloqueo de Iquique, 
puesto que el reclamo se basaba en la lentitud con que 
se efectuó la operación de trasbordar el carbón dei buque 
reclamante a los de la Escuadra congresista. El bloqueo 
nada tenia que ver, a su juicio, en el referido retardo. 

Felizmente existían en autos antecedentes bastantes 
para la correcta apreciación de los hechos. 

Refiriíndose a la primera alegación contraria enunciada, 
hizo el defensor de Chile notar que de las piezas exhibidas 
por el demandante ¡ por el Gobierno reclamado, se des- 
prendía que por el hecho de haber la Escuadra congre- 
sista comprado el carbón que el Bedfordsktre traía a su 
bordo, quedaba aquella comprometida a respetar las esti- 
pulaciones del contrato de compraventa; pero ¡amas las 
del de Hetamento Para que esto último sucediera, tenia 
que existir un pacto en el cual la Escuadra hubiese tomado 
parte. ^De qué podia derivarse la sustitución que el con- 
tendor pretendia haberse operado? ;Se operaba acaso 
ella simplemente en virtud de la leir Era evidente que nó; 
i el Gobierno no podía, por lo tanto, cargar con las obli- 
gaciones del fletador, o sea, las de abonar estadias i sobre 
estadias a los propietarios del buque. Lo único a que se 
comprometió la Escuadra congresista fué a cumplir con 
sus obligaciones de compradora del carbón, las que habia 
respetado fielmente. 

Habia todavia otro aspecto del asunto que convenia 
hacer notar con particularidad. 

A ser la cuestión tal como la planteaba el contendor, 
ella escapaba en lo absoluto a la jurisdicción conferida al 
Tribunal. 
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Si el Gobierno de Chile se hubiese sustituic 
se pretendía, en las obligaciones del fletador < 
reclamante, las cuestiones que pudieran surjir de 
cion del contrato estarian lejos de importar un a( 
ración ejecutado por las fuerzas de mar o tierra 
pública, de aquellos a que se refería el pacto coi 
El Tribunal habría sido, en tal caso, Incompet 
conocer de la demanda. 

Pero no habia para que Ir a buscar en la faltí 
dicción del Tribunal la solución del asunto en ar 

Délas declaraciones primitivas del memori 
como de los documentos acompañados, seded 
toda claridad, i sin dejar campo a la discucio 
demora de que se quejaba el reclamante proveni 
mente de un esplsodio inherente al estado de gue 
bloqueo correcto i lejitimo. Todo daño Irrog 
neutrales por una medida bélica de este jénero n( 
a indemnización. La doctrina es conocida i la 
había tenido ocasión de fortaleceria en otras 
clones con abundantes citas de autores i nutrida 
taclon . 

Lo único que el buque reclamante habria poc 
en el mas favorable de los casos, era el pago por 1 
con que se hizo el trasbordo del carbón. Pero 
estaba hecho ya. 

Aunque dicho trasbordo se habia efectuad 
mayor presteza posible, dadas las circunstancias, 
la Escuadra, después de prolijo estudio I para 
cuestión, juzgó conveniente dar término al incid 
diante el pago de 195 libras esterlinas, como la 
zaclou difinitiva a que pudiera haber lugar por k 
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cios sufridos por el buque por estadías parala entrega del 
carbón vendido a la Escuadra chilena. 

Todos los demás perjuicios eran consecuencia directa 
del lejítimo bloqueo de Iquique, i así lo reconocía el 
mismo capitán del buque reclamante en el correspon- 
diente recibo al hacer la salvedad de que no incluía en la 
transacción los perjuicios que sus comitentes podrían mas 
tarde hacer valer contra el Gobierno de Chile por pérdida 
de tiempo motilada por el bloqueo de Iquique. 

Aunque de los términos del decreto de pago espedido 
por el Gobierno de Iquique, que la Defensa acompañaba, 
se desprendía que aquel atribuyó mayor alcance a la tran- 
sacción aludida, puesto que dicho decreto daba como fini- 
quitadas todas las estadías del buque en Iquique causadas 
por las operaciones bélicas, no rehuyó el Abogado chi- 
leno la cuestión planteada en el terreno en que el con- 
tendor se colocaba, es decir, que aun quedaban pendientes 
las estadías provenientes del bloqueo de Iquique, porque, 
mirada bajo esa faz, la reclamación estaba resuelta ya por 
el Tribunal en numerosas resoluciones anteriores, que en 
este caso no podían dejar de ser confirmadas una vez mas» 

Con efecto, el Tribunal, a la unanimidad de sus miem- 
bros, declaró sin lugar la reclamación por los mismos 
fundamentos que habían servido de base al rechazo de los 
casos análogos anteriores. 



RECLAMACIÓN NUM, 90, interpuesta por WI- 
LLIAMSON, BALFOURí C.% a nombre de los seño- 
res BE I NON i C", propietarios i armadores de la nave 
«ARETE», por 878-1 8 libras esterlinas, mas los inte- 
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resesdel 6"^. — El buque reclamante al llegar a Iquique, 
puerto de su destino, fué notificado de que éste se encon- 
traba en estado de bloqueo, i que no podia, por lo tanto^ 
efectuar la descarga del carbón que traía a bordo. 

Como se vé, hasta aquí no presentaba el caso particu- 
laridad alguna i, según lo espuesto, anteriormente carecía 
él en lo absoluto de base legal. 

Pero al evacuar el trámite de la réplica^ se propuso el 
demandante modificar el hecho fundamental de la recla- 
mación. Según las nuevas alegaciones no era ya el blo- 
queo la causa determinante de la detención del buque, 
sino que lo fué únicamente un supuesto cambio forzado 
de fondeadero de que se hacia gran caudal. Se esponia 
que el krele fué trasladado de un punto a otro de la bahía 
para que el lugar que ocupaba quedase espedito a fin de 
que la Escuadra no tuviese obstáculos en sus operaciones 
contra la plaza. 

Apesar de que la Defensa consideró que no era lícito 
modificar la base de la reclamación una vez' trabado el 
debate a virtud del cuasi-contrato de litis-contestacion, 
no rehuyó examinar la cuestión dentro del círculo en que 
la planteaba el contendor. 

Sin ir muí lejos, su refutación se encontraba, clara i 
esplícíta, en las mismas declaraciones del adversario. 
¿Qué causa había motivado el cambio de fondeadero del 
Arete de un puerto a otro de la bahía? El memorialista no 
loocultaba. Se quiso evitar que elbarcopudiese, en un mo- 
mento dado, ser un obtáculo para las operaciones bélicas. 
La medida, lejos de ser ilícita, era evidentemente correc- 
ta i humanitaria. ¿Cómo era posible desconocer el dere- 
cho i aun la obligación de los jefes de una Escuadra 




bloqueadora para tomar las medidas conducentes a aho- 
rrar daños inútiles a los buques neutrales surtos en la 
bahia bloqueada? En todo caso, parecia obvio que no 
eran tales buques los llamados a quejarse de la adopción 
de medidas tendentes a redundar eventualmente en bene- 
ficio propio. 

No habia objeto en recordar que es doctrina conocida 
de Derecho Internacional que un belijerante puede remo- 
ver los obstáculos que encuentre a su paso durante un 
combate, i destruirlos en caso de urjente necesidad. El 
Tribunal la habia reconocido en diversas ocasiones ¿Dón- 
de estaba entonces la irregularidad de la medida de que 
se protestaba? 

Por lo demás, no era posible atribuir a un simple cam- 
bio de fondeadero las consecuencias que pretendia el 
contendor haber sufrido. 

. La bahia de Iquique es relativamente pequeña, i en 
cualquier sitio de ella que el buque se encontrara, las 
condiciones para la descarga no habrían variado. En rea- 
lidad, la causa del retardo sufrido no podiaser sino otra 
mui diversa de la alegada. El contendor se cuidaba mu¡ 
bien de no invocarla, porque sabía que ella no afectaría 
en ningún caso la responsabilidad del Gobierno dé Chile. 

La Defensa se encargó de ponerla en evidencia. 

Las dificultades para la descarga provenian sencilla- 
mente de la falta de lanchas i peones en la bahia, conse- 
cuencia de la situación anormal porque atravesaba la 
rejion septentrional de la República en aquella época. 

Contemplada, pues, la cuestión bajo los diversos aspec- 
tos en que era dable plantearla, ella no tenia base en el 
derecho. 



Solo restaba, finalmente^ dejar bien establecido que 
aun en épocas plenamente pacíficas las leyes aduaneras 
justifican medidas análogas a la adoptada con respecto al 
Arete, 

Los autores no señalan con exactitud cuales son las 
medidas permitidas para hacer efectivo el bloqueo en 
tiempo de guerra: pero ninguno ha insinuado siquiera 
que no sea lícito en esas circunstancias hacer cambiar de 
fondeadero a una nave neutral, o impedirle la entrada al 
puerto bloqueado. 

El Tribunal estableció una vez mas que el bloqueo de 
Iquique fué una operación correcta que no puede dar 
lugar a reclamaciones i que, en el presente caso, la par- 
'ticularidad del cambio de fondeadero, tras de lo cual se 
escudaba el reclamante, no modificaba el aspecto jurídico 
de la cuestión, por cuanto dicha medida fué también lícita. 



RECLAMACIÓN NUM. 95, deducida por Wl- 
LLIAMSON, BALFOURI C.% en representación de 
don HAROLDO WAKEMAN, armador i uno de los 
propietarios de la nave «QUILLOTA», por 464 libras 
esterlinas e intereses — Como en el caso anterior núm. 
90, se reclamaba en el actual la indemnización apuntada 
por haberse retardado la descarga en Iquique i la carga 
en Talcahuano del referido buque a consecuencia de la 
guerra civil de 1 89 1 . 

La primera parte de la reclamación, referente al blo- 
queo de Iquique, ha sido suficientemente dilucidada en 
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los casos anteriores de este grupo i no ha¡ mas que decir 
sobre el particular. 

La segunda parte, o sea la relativa a la demora para 
cargar en Talcahuano, pertenece a la categoría de los 
casos de que he tratado en el grupo anterior núm. 1 1 . 

El fallo no encierra tampoco ninguna doctrina nueva i, 
al reproducir lo establecido en los referidos casos análo- 
gos, dejó rechazada la demanda en su integridad. 



RECLAMACIÓN NUM. loi, interpuesta por don 
DAVID PIERCE WILLIAMS, armador propietario del 
buque«GLANDINORWIG'>, por 1, 099-0-4 libras ester- 
linas, e intereses. — Dos capítulos encerraba la demanda. 
En el primero se reclamaba una indemnización por la de- 
tención del buque reclamante en Iquique, a consecuencia 
del bloqueo impuesto a este puerto en 1891 por la Escua- 
dra congresista. Los perjuicios de que se reclamaban en 
el segundo capítulo, nacían de una nueva demora que es- 
perimentó el buque en Talcahuano, puerto a que se vio 
obligado a recalar en su viaje de regreso a Europa, a 
consecuencia de varias averias que había sufrido en un 
temporal deshecho en alta mar. Al fondear el buque en la 
bahia de Talcahuano fué abordado por las autoridades 
aduaneras, las cuales comunicaron al capitán que había 
órdenes espresas de no permitir a los buques surtos en 
el puerto, comunicarse con tierra o entre sí. El capitán 
tuvo que obedecer mientras se mantuvieron dichas órde- 



nes en vigor. 
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CAPITULO XVII 



Reclamaciones provenientes de detenciones de bu- 
ques, cuyos fallos no contienen la firma del señor 
arbitro de Chile. 



GRUPO NÚM. IJ 



RECLAMACIÓN NUM. 75, interpuesta por WI- 
LLIAMSON, BALFOUR i C* a nombre de A. R. 
MARSHALL, armador i uno de los propietarios de la 
barca «CUPICA». — Se pretendía en este caso obtener 
una indemnización de 8 56- 10-8 libras esterlinas, mas inte- 
reses del 6^' anual, por haber las autoridades de Valparaíso 
negado a dicho buque el decreto de zarpe que solicitaba 
en Marzo de 1891 para el puerto de Iquique. Declaraba 
el memorialista que las autoridades dieron como escusa 
de esa negativa el estar dicho puerto de Iquique en manos 
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del enemigo. Se vió, pues, el buque reclamante en el caso 
de permanecer detenido en Valparaíso hasta que los fle- 
tadores se resolvieron a despacharlo para Moliendo, 
lugar en que se efectuó la descarga del cargamento que 
traia de Europa por cuenta de terceros. 

Colocándose dentro del círculo en que el reclamante 
planteábala cuestión de hecho, la Defensa de Chile se 
esforzó en establecer que nada tenia de raro que las auto- 
ridades de Valparaíso se negaran a despachar buques 
cargados con víveres, carbón o mercaderías para puertos 
enemigos, pues sería, por lo menos, singular que un beli- 
jerante estuviera obligado a mandar al adversario carga- 
mentos de los artículos necesarios para la continuación 
de la guerra. 

La barca Cupica no fué embargada ni detenida en Val- 
paraíso: ella pudo hacerse a la vela con rumbo a cualquier 
punto del globo que no estuviera ocupado por las fuerzas 
revolucionarias. Esto lo prueba el hecho que tan pronto 
como solicitó el decreto de zarpe para Moliendo lo ob- 
tuvo sin dificultad. Una vez fuera de la bahía de Valparaí- 
so bien pudo, por lo demás, díríjirse sin peligro a Iquí- 
que u otro puerto enemigo, sí, en verdad, consideraba 
abusiva la conducta de las autoridades de Valparaíso. 
(Por qué no lo hizoi' Otros buques en análogas circuns- 
tancias burlaron asi impunemente a las autoridades de 
aquel puerto. 

Pero, el memorialista se parapetaba tras el argumento 
de que la medida impuesta a los buques mercantes de no 
díríjirse aciertos puertos de la República ocupados por 
los revolucionarios equivalía aun bloqueo ficticio o de 
paptíl, como comunmente se le llama, bloqueo que el De- 
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recho Internacional condena i que no impone a ningún 
neutral el deber de respetarlo. 

Siendo ilegal tal medida debia el Gobierno de Chile 
aceptar sin discusión la responsabilidad que le afectaba 
por ella. 

Al hablar así, evitaba el reclamante discutir la cuestión 
en el verdadero terreno en que la colocaba la Defensa. 

Era, a juicio de ésta, indisputable que la guerra impo- 
ne al comercio entre los neutrales i los beüjerantes, cier- 
tas limitaciones o restricciones ineludibles. Les está a 
aquellos prohibido entrar en puertos bloqueados i tras- 
portar artículos de contrabando que constituyan una ayu- 
da prestada a uno de los beüjerantes contra el otro. 

El decreto que el Gobierno de la Moneda espidiera en 
I .'' de Abril de 1891 , a virtud de la facultad que le confe- 
ria el art. 7 déla lei aduanera de 24 de Diciembre de 1872, 
declarando clausurados al comercio los puertos del norte 
ocupados por los congresistas, no podia constituir un 
bloqueo marítimo, puesto que dicho Gobierno carecía de 
las fuerzas necesarias para hacerlo efectivo. 

Por otra parte, aquel decreto de clausura de puertos, 
como otro que se espidió en ese tiempo, según el cual 
los buques cargados con salitre de Tarapacá deberían pa- 
gar a las autoridades gobiernistas del sur los derechos de 
esportacion, fué burlado, pues los buques neutrales con- 
tinuaron su tráfico, prescindiendo de aquellos decretos, 
con entera libertad. 

El buque reclamante no sufrió, pues, nada a consecuen- 
cia del referido decreto de i .** de Abril de 1891 , porque 
no intentó jamas violarlo, ni producía él efecto alguno 
aunque lo hubiese intentado. 
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La medida jeneral adoptada por el Gobierno de la Mo- 
neda no podía, por lo tanto, ser calificada de un bloqueo, 
porque éste se establece bajo la sanción de que la nave 
que lo burle puede ser confiscada, cosa que el Gobierno 
jamas intentó hacer. 

En cambio, un Gobierno puede, sin incurrir en respon- 
sabilidad, en fodo tiempo e independientemente del esta- 
do de guerra, cerrar al comercio los puertos dentro de su 
jurisdicción. A este respecto citaba la Defensa a Perels 
{Manuel de Droit Marilime, tr. Arendt, 52, p. j 1 o, París, 
1884); a Calvo, [LeDroit International Théorique et Pra- 
tique, t. III, sec. 1277); a Bonfils, [Manuel de Droit Inter- 
national Public, s^c. }28). 

Algunas de las condiciones que lleva consigo et embargo 
o arrét de prínce, de que hablan los publicistas citados, inci- 
dían en el hecho que orijinaba la presente reclamación. 
Heífterenumera entre las medidas bélicas el bloqueo i el 
embargo [Derecho Internacional Público de Europa, sec. 
III), i reconoce el perfecto derecho de un Gobierno para 
restrinjir et comercio con el propósito de evitar que el 
belijerante enemigo se provea de lo que necesita para 
continuar la guerra. {Obra citada, sec. 123). 

Elart. 1039 del Código de Comercio chileno prevé, a 
su ve:^, un cerramiento de puerto por embargo decretado 
por la autoridad o que emane de cualquier acontecimien- 
to de fuerza mayor. 

Elart. 17 del Tratado de Amistad i Comercio entre 
Chile í la Gran Bretaña, celebrado en 1854, reconoce 
expresamente a los contratantes el derecho de embargo o 
clausura jeneral de puertos. 

Tomado como medida de guerra, todos los autores 



sostienen que el embargo o detención de buques es per- 
fectamente legal, siempre que se decrete de una manera 
jeneral i completa. 

Por parte del reclamante se manifestó que era imposi- 
ble disfrazar la medida adoptada contra el buque, bajo el 
nombre de embargo. Se citaba la opinión del Gobierno 
ingles i de jurisconsultos británicos con motivo de la clau- 
sura de varios puertos, venezolanos ocupados por un par- 
tido revolucionario. 

Al hablar de Arrct de Prince, proseguía el contendor, 
Calvo cuida de esplicar que esa categoría de embargo 
consiste en una prohibición momentánea de abandonar 
el puerto en que un buque se encuentra anclado a conse- 
cuencia de hechos mui especiales. El Arrét de Prince era, 
pues, diferente de la prohibición de comerciar con los 
puertos en poder del enemigo, adoptada por el Gobierno 
de la Moneda, pues esta medida tuvo el carácter de per- 
manente. Citaba el reclamante a Bello i agregaba que su 
caso estaba previsto en el citado art. 17 del Tratado de 
,8S4. 

El abogado de Chile hizo notar que el buque reclaman- 
te no fué en realidad objeto de una detención absoluta^ 
como la de cualquier ^m/'íir^o o Arrét de Prince, porque 
mientras éste significa una verdadera i completa prohibi- 
ción de salir del puerto, el buque reclamante tenia la fa- 
cultad de pedir su despacho para cualquier puerto que 
no estuviera en posesión del enemigo. (Notas de 12 i 15 
de Mayo de i8gi, dirijidas por el Ministro de Relaciones 
Esteriores de Chile al Ministro de S. M. B. en Santiago). 
Era, pues evidente, a su juicio, que el caso actual no 
pertenecia a la categoría de los contemplados en el Tra- 
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tado de 1854, pues se trataba de una medida que los prin- 
cipios del Derecho Internacional reconocen como 
perfectamente lejítima, i que, según Calvo, solo afectaria 
la responsabilidad meramente moral del Gobierno de 
Chile. En efecto, la estipulación del mencionado art. 17 
del Tratado de 4 de Octubre de 1854 se referia al único 
caso de clausura jeneral de puertos^ i no podia estimarse 
como tal la negativa para despachar al buque para un 
puerto dado, que estaba en manos del enemigo. Ella no 
era, pues, aplicable al caso. 

I aunque lo hubiese sido, era menester advertir que el 
inciso 2.** del citado art. 17, determinaba que la indemni- 
zación, si no llegaba a arreglarse amigablemente, debía 
ser fijada por dos arbitros nombrados por las partes; ¡en 
caso de desavenencia de éstos, por un tercero en discor- 
dia nombrado, en el último término, por el Gobierno de 
una Nación amiga. El Tribunal Arbitral Anglo-chileno no 
tendria, pues, en ningún caso jurisdicción para juzgar el 
reclamo con arreglo al referido Tratado de 1854, a me- 
nos que los Gobiernos respectivos tuviesen a bien prorro- 
gar la jurisdicción que le conferia la Convención de 26 
de Setiembre de 1893. 

La cuestión quedaba simplemente reducida a determi- 
nar si un belijerante está obligado o nó a despachar en 
sus puertos buques neutrales llevando al enemigo los 
elementos de que necesita para obtener la victoria; si debe 
o no contemplar indiferente e impasible que continúe el 
comercio, como en plena paz, traficando con toda clase 
de artículos, aunque fueran, per se, de ilícito comercio. 
Apoyada en la opinión de Massé, (Le Droit Commercial, 
t. II, p. 201); de HeíTter, (Le Droit International de l'Eu- 
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ropc, trad. Bergson, párrafo 165); de Travers _TwÍss, (Le 
Droit des Gens, 1. 11, párrafo 91), creyó la Delensa dejar 
plenamente justificado que ei Gobierno de Santiago ejer- 
citó un derecho de belijeranle i no incurrió en responsa- 
bilidad alguna, negando en 1891 a la barca Cupica, i 
demás buques en las condiciones de ésta, su despacho de 
Valparaíso para los puertos del norte ocupados por los 
revolucionarios. 

En el fondo de esta reclamación, según se desprendía 
de documentos acompañados, no habia sino una cuestión 
de cumplimiento de un contrato de ñetamento celebrado 
entre terceros sin participación alguna del Gobierno de 
Chile, para el cual todo el asunto habia sido i era res ín- 
ter altos acta. El caso debia arreglarse entre fletante i 
fletador. 

El mismo Tribunal reconocia esta doctrina en otros 
casos análogos al presente en cuanto se relacionan con 
contratos de fletamento celebrados, sin participación del 
Gobierno de Chile, por terceros i por cuenta de terceros. 
{Fallo recaído en la reclamación núm. 5). 

Pero, todo lo dicho habría podido suprimirse, a juicio 
de la Defensa, pues, para que el Tribunal llegase a cono- 
cer del fondo de la reclamación, obstaba el hecho capital 
de no fundarse ella en ningún acto ejecutado por las fuer- 
zas de mar o tierra de la República, únicos que la Conven- 
ción de 189J sometía asu conocimiento i resolución. 

Con efecto, la simple negativa de las autoridades de 
Valparaíso para espedir el decreto de sarpe solicitado por 
la Cupica, no pasaba de ser un acto meramente adminis- 
trativo que ni remotamente envolvía un intento de violen- 
cia siquiera. 



Aludiendo a esta alegación de la Defensa, i 
reclamante que en varias ocasiones se habia 
punto ante el Tribunal, ¡ que por parte del se 
británico se habia sostenido que la espresion c 
pleabaenla Convención para determinar la 
del Tribunal, abarcaba, no solamente los act 
ciones del ejército o escuadra de la República 
bien los de cualquiera autoridad administrativa 
la fuerza pública a su disposición para hacer o 
mandatos. 

Pero el Tribunal tenia ya resuelto el punto 
tido en un caso análogo; el del vapor Mount '. 
32, La Defesa se limitaba a pedir que el Trib 
viese la jurisprudencia establecida en aquella 

La sentencia de la mayoria del Tribunal e 
incompetencia para conocer del reclamo en > 
rivándpla de dos causales principales. 

I .' De no tratarse en él de actos u operad 
tados por las fuerzas de mar o tierra de la 
pues la negativa de la autoridad de Valparaií 
mitir que' el barco reclamante se hiciera a 
rumbo a un puerto ocupado por fuerzas revc 
fué debida a un acto lejitimo del Gobierno 
dominaba en Santiago, cual fué el cerrar leti 
uno o mas puertos al comercio en aquellas ci 
estraordinarias, medida que podía adoptar e 
dad al art. 7 de la lei de 26 de Diciembre < 
hecho de haber sido tomada esta medida dui 
rra civil, no bastaba para imprimirle el caráctf 
bélico. 
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2." De las estipulaciones del Tratado de Amistad, Co- 
mercio i Navegacioiij pactado entre Chile i ¡a Gran Bre- 
taña en 4 de Octubre de 1854. Convinieron las partes 
contratantes en el art. 17 que «cuando en caso de guerra 
i por exijirlo imperiosamente el interés del Estado, seria- 
mente comprometido, se dictare por una de ellas embargo 
o clausura jeneral de puertos^, los buques mercantes no 
podrán reclamar ciertas indemnizaciones estipuladas sino 
cuando l&defencian o c/juí/írij excediere de seis dias. Dado 
que la reclamación se fundaba en medidas adoptadas en 
tiempo de guerra, cabía entrar a examinar si el Tribunal 
era competente para aplicar al caso presente las estipula- 
ciones del citado Tratado de 1854, i esto porque, con 
arreglo a los términos de la Convención, sus fallos debian 
conformarse a las prescripciones del Derecho Internacio- 
nal, que abraza el derecho jeneral de ¡entes i el derecho 
especial establecido por los Tratados particulares. A este 
respecto citaban los Arbitros de la mayoría a A. Me- 
rignhac, Tratado Teórico i Práctico del Arbitraje Interna- 
cional, Paris, 1895, páj. 289; a Calvo, El Derecho Inter- 
nacional Teórico i Práctico vol. III, sec. 17Ó8. 

Examinando de paso la cuestión de fondo, estableció 
la mayoría que la medida ejercitada por el Gobierno de 
Santiago respecto del barco reclamante, revestía el ca- 
rácter del embargo conocido bajo el nombre de Arrct de 
Prince, (Calvo, Derecho Internacional, t. III, párrafo 
1277; Carlos Testa, Derecho Internacional Marítimo, 
Paris, 1884, paj. i28),yqueun Gobierno al detener en 
sus puertos a los buques neutrales, negándoles la autori- 
zación que solicitan por cualquier motivo, en el interés 
de su propia defensa, no solo compromete su responsa- 
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bilidad moral, sino también sun 

cuando el evento ha sido previsto en 
nal. Lo contrario llevaría a consid 
queo ficticio o de papel, que conde 
cíonal Moderno. 

A juicio de la mayoria, la medie 
de 1 ." de Abril de 1 89 1 , se tomó d 
enjenerali sin distinción de nació 
tos ubicados en una considerable 
norte de Chañaral, podía ser consic 
jeneral de puertos prevista en el . 
1854, la cual un belíjerante no pue 
en responsabilidad, a menos de co: 
sarta para establecer el bloqueo t 
esta tesis, se invocaba la opinión i 
citado por Hall (A Trealise 011 Inte. 
1890, paj. 57) i la de Hollzendorfl 
cho Internacional Público, nota, p 

Pero, concluian los miembros 
la medida adoptada por el Gobien 
a la Cupica caia bajo las estipu 
Tratado de 1854, era el caso que 
ponia que solo arbitros especiali 
debian en caso de desacuerdo, 
indemnizaciones. Esta circunstanc 
nal Arbitral careciece de jurisdicc 
clamacion. 

Por este motivo, i por el ap 
Arbitros de Béljica i déla Gran 
el Tribunal era incompetente para 

El Arbitro de Chile declaró qu 



esa conclusión, pero solo por los motivos que esponia 
en su voto especial recaido en esta reclamación i en todas 
las demás análogas. 

Pensaba el Arbitro disidente que la resolución de la 
mayoría excedia a las exijencias de la causa e invadía de 
lleno el terreno de la acción diplomática. 

El Tribunal se hallaba sencillamente en el caso de acep- 
tar la demanda, si la creia justificada, o de rechazarla si no 
la consideraba de su competencia. 

Mientras tanto, a la vez que se declaraba incompetente 
para conocer de reclamaciones derivadas de actos admi- 
nistralivos^ entraba de lleno a examinar el fondo de la 
materia a la luz de las estipulaciones del Tratado cele- 
brado entre Chile i la Gran Bretaña en 4 de Octubre 
de 1854. 

El carácter mismo de una excepción de incompetencia 
indica que es preciso resolverla previamente. Según la 
resolución que sobre ella caiga, podrá o noel juez entrar 
a conocer del fondo de la causa. 

En esta reclamación, la mayoría admitia i probaba, sin 
lugar a duda, que los perjuicios provenientes de decretos 
administrativos no podian dar motivo para reclamar ante 
el Tribunal, pues la Convención de 1893 solo sometía a 
su conocimiento los reclamos que arrancaban su orijen 
de «actos u operaciones de las fuerzas de maro tierra de 
la República». Tales eran los términos precisóse incontro- 
vertibles usados en la Convención. 

En concepto del señor Arbitro, aquí debia terminar el 
fallo, sin entrar de oficio en las estrañas consideraciones 
que a reglón seguido se apuntaban como para-señalarlas 



jestiones diplomáticas que pudieran^ con posterioridad, 
hacerse para revivir la reclamación. 

Inmediatamente después de declararse que el reclamo 
no caia dentro de la jurisdicción excepcional del Tribunal, 
por tratarse de actos administrativos, se anadia que por 
haber éstos sido dictados en tiempo de guerra^ renacia 
repentinamente aquella competencia i cabia, por lo tanto 
apreciar si el Tribunal estaba habilitado para aplicar las 
disposiciones del Tratado de 1854, que forma parte inte- 
grante del Derecho Internacional positivo. 

Este modo de pensar estaba en abierta pugna con la 
opinión que los honorables colegas del Arbitro disidente, 
habian emitido en numerosas ocasiones anteriores. 

Con efecto, en términos suficientemente enérjicos 
espresaba el fallo recaído en el caso de Pedro Ewing, 
núm. ?8, que las medidas que se tomaron en contra de 
aquel reclamante no cambiaban de carácter por haber sido 
adoptadas en tiempo de guerra. 

En la sentencia actual se establecía diametralmente lo 
contrario. 

Pero, el Arbitro disidente no alcanzaba a esplicarse 
cómo^ después de declararse sus honorables colegas 
incompetentes i competentes a la vezj i después de esta- 
blecer que cabia aplicar las disposiciones del Tratado de 
1854 al caso en análisis, por cuanto el decreto de^arpe 
le fué negado al buque reclamante en tiempo de guerra^ no 
se hubiere arribado a la consecuencia lójica de condenar 
al Gobierno de Chile a pagar las indemnizaciones pre- 
vistas en dicho Tratado, dejando únicamente a los peritos 
de que éste habla la fijación de la cuantía de tales indemni- 
zaciones. 
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La parte dispositiva del fallo, en abierta contradicción 
con la premisa^ insistía, sin embargo, en la declaración de 
incompetencia, rehuyendo la resolución del litijio, este- 
rilizando los fines capitales de este arbitraje que quería 
dejar definitivamente arreglados todos los reclamos pre- 
sentados al Tribunal, i dejando sembrado el jérmen de 
futuras dificultades i debatesdiplomáticos. 

Para contrarrestar este resultado, contrario en todo al 
levantado propósito que las Cancillerías contratantes 
tuvieron en mira en la Convención de 1893, se veiael 
Arbitro de Chile en el caso de emitir también de antemano 
los conceptos que abrigaba para sustentar que las aprecia- 
ciones avanzadas por la mayoría del Tribunal, no solo 
salían de la esfera de su cometido i despedazaban la unidad 
de la sentencia, sino que ellas estaban, a mayor abunda- 
miento, reñidas con los principios del Derecho a la vez 
que con la letra ¡ espíritu del Pacto de 1854. 

El buque reclamante no había sido embarcado ni clxu- 
surado en los puertos de Chile, 

Lo único que se le negó fué el decreto de zarpe para 
Iquique por encontrarse este puerto en manos del ene- 
migo. 

No habiendo habido prohibición de abandonar el 
fondeadero, no podía hablarse de embargo, en el sentido 
propio i jurídico del vocablo. 

Habia, no obstante un embargo, de efectos limitados 
que los tratadistas han llamado Arrét de Prince/\ que con- 
siste en la interdicción de comerciar con un puerto en 
bloqueo u ocupado por autoridades revolucionarias o en 
la de dirijirse a un puerto determinado, cuando se necesita 
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guardar en reserva la preparación de una operación bélica. 

f 

Ajuicio del señor Arbitro, bastábalo espuesto para 
convencerse de que la cláusula 1 7 del Tratado de 1854 era 
inaplicable al caso: 

Se hablaba en ella de clausura jeneral de puertos, lo cual 
no exije esplicacion, i de embarg-o o arraigo de la nave. 

En el caso actual, el buque reclamante no habia sido 
detenido en Valparaíso con prohibición de abandonar el 
fondeadero. Pudo él dirijirse a cualquier puerto de la 
República, con excepción de los que fueron clausurados 
a virtud del decreto del 1 .° de Abril de 1891 , por encon- 
trarse en poder del enemigo. 

El caso del buque reclamante seria, a juzgar por la 
opinión unánime de los tratadistas, el mas típico del Arrét 
de Prince^ medida lejítimaque ha sancionado la jurispru- 
dencia internacional i que no compromete sino la res- 
ponsabilidad moral de los Gobiernos, (Calvo, Derecho 
Internacional Teórico i Práctico, sec. 1277. t. III; Perels, 
Manuel de Droit Mantime InternacionaL sec. IV, párrafo 
328). 

Aunque esas citas invocadas por la Defensa de Chile, 
eran concluyentes, quiso el Arbitro disidente completarlas 
con otra del mismo Perels, quien, en la obra citada, 
párrafo 62. páj. 311, decia que la medida de cerrar puer- 
tos de guerra o comerciales es perfectamenie lícita i abso- 
lutamente diversa del bloqueo. 

En vista de esta uniformidad de opiniones era, a juicio 
del Arbitro disidente, digno de observarse que la mayoría 
del Tribunal combatia i denegaba la licitud de la medida 
llamada Arrét de Prince, asegurando que ella compro- 
metía la responsabilidad ejectiva de los Gobiernos que la 
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adoptaban, cuando elévenlo había sido provisto en un 
Tratado Internacional, circunstancia que incidia en el 
presente caso. 

Habia en esto una confusión de ideas que convenia 
esclarecer. 

El ejercicio de un derecho perfcto, como el del em- 
bargo de príncipe j no puede comprometer la responsa- 
bilidad de ningún Gobierno, a menos que se hayan com- 
prometido, en un Tratado particular, a no hacer uso de 
tal derecho. 

^*Se comprometió a esto el Gobierno de Chile en elTra- 
tado de 1854? Los miembros de la mayoria iban hasta 
sostenerlo, pero el Arbitro disidente no necesitaba repetir 
lo dicho para demostrar que del espíritu i testo de dicho 
Pacto resultaba que el Gobierno de Chile, lejos de renun- 
ciar al ejercicio del Arrét de Prince, habia querido, por 
la inversa, confirmarlo i robustecerlo. La única restricción 
que Chile impuso a su soberanía fué la de no poder clau- 
surar todos sus puertos sin pagar una determinada indemni- 
zación a las naves perjudicadas. 

El dereto de 1/ de Abril de 1891 solo cerró al comer- 
cio una tercera parte de los puertos de Chile, quedando 
todos los demás tan abiertos como siempre. 

Bien era verdad que los honorables miembros de la 
mayoria creian que la circunstancia de quedar cinco puer- 
tos cerrados al comercio estranjero, sin distinción de 
nacionalidad, respondía a la clausura jeneral de puertos 
de que hablaba el referido Pacto de 1854. 

Pero no dejaba de ser sensible que no hubiesen ellos 
cuidado de dar la razón que tenían para avanzar un aserto 
tan trascedental como el que estampaban en el fallo. 
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(Sobre qué se fundaban para establecer que la clau- 
sura de una larga estension de costa correspondia ai pro- 
pósito del Pacto i convertía una medida llcíla, como el 
embargo de principe, en otra ilicita?. 

Nada decían que ilustrara el punto, i, en consecuencia, 
se veia el Arbitro disidente en el caso de afirmar que tal 
interpretación del Pacto de 18^4 no se ajustaba ni a su 
letra ni a su espíritu, pues era evidente que no llegaría el 
caso de aplicarlo s¡ no mediaba una clausura o embargo 
jeneral de todos los puertos del país. 

El sentido de la leí no podía ser mas obvio i no habia 
para qué esforzarse en consultar su espíritu. (Art. 19 del 
Código Civil chileno i regla de derecho positivo universal 
moderno). 

Considerando ahora el Pacto en su carácter de con- 
trato, sostenía el señor Arbitro que su interpretación de 
la referia cláusula 17, érala que mejor se ajustaba a la 
naturak'-a del contrato, a la cual habia que atenderse, 
según lo dispuesto en el artículo 1 565 de nuestro Código 
Civil, que no hace sino reproducir las reglas consignadas 
en el Código de Napoleón, artículos 1 1 58, 1 1 60 i 1 1 } 5 . 

Menester era dar por sentado el principio de que un 
país soberano tiene facultad absoluta para cerrar o abrir 
sus puertos al comercio estranjero. 

Si una Nación consiente, a virtud de un Pacto interna- 
cional, en modiíicar o restrinjir el ejercicio de ese derecho 
inherente a su soberanía, evidente era que tal Ümitacion 
debia ser interpretada de un modo restrictivo i noestensivo. 

Para ello h;ibía que tener presente que cuando un país 
consiente en lesionar sus derechos no lo hace sino en el 
menor grado posible. 
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Resultaba, pues, tanto de la estructura material de la lei- 
contrato de 1854, como de su espíritu, que la medida 
adoptada en i8gi por el Gobierno de Chüe, de no con- 
ceder el decreto de ^arpc que para un puerto determi- 
nado solicitaba el buque reclamante, fué perfectamente 
licita. 

La pretensión d,e que el decreto de clausura de puertos 
importaba ua bloqueo de papel era, a juicio del Arbitro 
disidente, insostenible en el terreno del Derecho Interna- 
cional. 

No habla ni la mas remota analojia entre el bloqueo 
ineficaz, llamado hioqiieo de papel i el emlyaigo de principe 
de que se trataba en este caso- 

El buque reclamante conservó 1^ mas perfecta libertad 
para dirijirse a cualquier puerto del orbe que no estuviera 
en posesión de las fuerzas enemigas. Pero aun mas, pudo 
una vez que obtuvo su despacho para un puerto peruano, 
sin correr riesgo alguno, dirijirse en derecho a Iquique 
mismo, lugar para el cual se le habia negado el decreto 
de zarpe. 

¿Cómo podia entonces sostenerse que esta simple nega- 
tiva hubiese producido los efectos de un bloqueo?. 

El Gobierno de Santiago jamas pudo pensar siquiera 
en declarar bloquedos en 1891 los puertos del norte, 
porque carecía de la fuerza naval suficiente para hacer 
respetar tal declaración i, lój ico 'consigo mismo, nunca 
intentó tampoco ejercer represalias contra las numerosas 
naves que burlaron el decreto que declaraba cerrados 
aquellos puertos. 

No habia, pues, nada que aurorizara para afirmar que 
incidía en todo eso algo que se aseínejara a un bloqueo de 
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papel, o siquiera a un embargo temporal i lejitimo, pues, 
como lo habia reiteradamente afirmado el señor Arbitro, 
el buque reclamante no fué detenido un solo momento en 
ningún puerto chileno. 

Al negarle el permiso de zarpe que solicitaba para un 
puerto enemigo, no hacia el Gobierno de Chile sino uso 
de un derecho perfectamente lejitimo. (Perels, Derecho 
Marítimo Internacional, sec. 4, párrafo 3 1 1). 

Parecia inútil, a juicio del señor Arbitro, añadir que las 
declaraciones de Lord John Russell, citadas por Hall, 
que invocaban los miembros de la mayoría, eran entera- 
mente inaplicables al caso, pues no habia para qué dilu- 
cidar la corrección o irregularidad de los bloqueos de 
papel, tratándose de una clausura de puertos que no 
alcanzaba ni remotamente a asumir tal carácter. 

I aunque hubiese podido atribuírsele tal alcance, era 
obvio que las naves neutrales no habian tenido el deber 
de respetarla. I, en efecto, muchas de ellas desobede- 
cieron abierta e impunemente el decreto gubernativo de 
1 89 1, cualquiera que íuera su alcance. 

Esta circunstancia hacia que la responsabilidad esclu- 
sivamente moral que, según los tratadistas, pesa sobre los 
Gobiernos que hacen uso del derecho de embargo de prin- 
cipe, fuera en este caso casi nula. 

En vista de estas consideraciones jenerales, concluia el 
señor Arbitro estableciendo que era incuestionable que 
ninguna responsabilidad pesaba sobre el Gobierno de 
Chile por los perjuicios que se reclamaban ante el Tribu- 
nal, o que pudieran diplomáticamente perseguirse mas 
tarde. 

l^ FORME 47 
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Habiendo llegado el momento de suscribir el fallo, el 
Arbitro de Chile, solicitado al efecto por sus colegas de 
la mayoría, se negó a hacerlo por los motivos que se des- 
prenden de la discucion escrita que provocó el incidente. 

En Febrero de 1896, los señores Arbitros de Béljicai 
Gran Bretaña dirijeron al señor Ministro de Relaciones 
Esteriores una comunicación poniendo el hecho en su 
conocimiento i manifestando que dicha negativa, que con- 
sideraban contrarias a las prescripciones del artículo V de 
la Convención de 1893, alas del artículo 23 del Proyecto 
de Reglamento de Procedimientos del Instituto de De- 
recho Internacional i a la práctica observada por todos 
los Tribunales Arbitrales modernos, se estendia a los fallos 
recaídos en las reclamaciones análogas números 76, 77, 
79, 81, 85, 88, 89, 91, 92, 93 i 94. 

Habiendo tomado conocimiento del referido oficio de 
los señores Arbitros de Béljica i Gran Bretaña, dirijió, a 
SU vez, al Ministerio, el Arbitro de Chile, una nota ala 
cual acompañaba copia de la correspondencia cambiada 
sobre el particular entre él i sus honorables colegas. En 
vista de ella le seria fácil al señor Ministro apreciar la exac- 
titud de los hechos espuestos en el oficio a que hacia re- 
ferencia i lo haría meditar en la oportunidad con que 
invocaban los firmantes el Proyecto de Reglamento de 
Procedimientos del Instituto de Derecho Internacional. 

El señor Arbitro de Chile agregaba que, por lo demás, 
se atenía a las consideraciones espuestas en su voto espe- 
cial recaído en las reclamaciones citadas, cuya lectura 
probaria acaso que no le habían faltado motivos para esti- 
mar que las resoluciones de la mayoría pudieran servir 



k. 



- )7: 

Gran Bretaña, se declaran incompetentes para conocer de esta 
reclamación 1, 

« El Arbitro de Chite concurre también a la parte resolutiva del 
presente fallo; pero por los distintos fundamentos que consigna en 
voto especial i separado, que habrá de considerarse como pane 
integrante de la sentencia». 

Tampoco aceptaron los miembros de la mayoria la 
fórmula propuesta i, comprendiendo el Arbitro de Chite 
que lo que aquellos deseaban era provocar una decla- 
ración espresa de su negativa, que sirviese de anteceden- 
tes a la resolución de los referidos casos, se anticipó a 
satisfacer aquellos propósitos i declaró que, mientras no 
se aceptase su última proposición, se veria él en el caso 
de no poder suscribirlas sentencias aludidas. 

Esta declaración categórica motivó una nueva nota de 
ios señores miembros de la mayoria. 

Manifestaron éstos que tenían por verdad inconcusa 
que un voto disidente no forma parte integrante de una 
sentencia, pues las opiniones de una minoria, vencidas 
por la mayoria, debían ser totaimenle eliminadas de la 
sentencia. 

Con el fin, sin embargo, de conciliar en lo posible las 
opiniones contrarias emitidas en este incidente, propo- 
nían al señor Arbitro de Chile que, al incorporar en la 
sentencia la salvedad que contenia la fórmula referida, en 
lugar de decir: "que habrá de considerarse como parte 
integrante de la sentencia», se dijese: «que habrá de con- 
siderarse como parte anexa {u otra voi sinónima) de la 
sentencia». 

Dando por terminada la discusión, en una líltima nota 
contestación lamentaba el Arbitro de Chile que, en con- 
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cepto de sus colegas, fuera verdad tan inconcusa que los 
votos especiales emitidos por la minoría de un Tribunal 
colejiado, no forman parte de la sentencia. 

La proposición contraria era para él elemental. 

Era evidente que para formar un todoy es indispensable 
que concurran las partes. En una sentencia, las opiniones 
de la minoría /Vz/^^m/z o completan a las de la mayoría. 
Sin su concurrencia no hai fallo. 

Si las opiniones de una minoría no fueran parte de la 
sentencia, era incuestionable que los señores miembros 
de la mayoría habrían podido fallar sin la concurrencia 
del Arbitro de Chile, éstos i todos los reclamos presenta- 
dos al Tribunal; pero era regla diversa la que establecia 
el pacto de 1893, según el cual un fallo que no fuera sus- 
crito por los tres miembros del Tribunal, no podia produ- 
cir efectos legales. Llamaba el señor Arbitro la especial 
atención de sus colegas sobre este punto. 

Después de terminada la correspondencia que pre- 
cede i sin dar todavía por agotado el debate el señor pre- 
sidente del Tribunal i el Arbitro británico, redactaron una 
estensa nota colectiva acerca de la negativa del Arbitro 
chilenoparasuscribir las sentencias núms. 75, 76, 77, 79, 
81, 85, 88,89, 91, 92,93 i 94 

A su juicio, el inciso i .** del art. 5 de la Convención de 
1893 era claro i terminante: todas las resoluciones del 
Tríbunal deberían ser libradas por mayoría de votos; la 
minoría no podia sino inclinarse. Esta prescripción no 
hacia sino confirmar las opiniones de Bluntschli, párrafo 
493; de Heffter, párrafo 109; de Woolsey, párrafo 227 
nota; i de Phillimore, t. III, paj. 4. Todos los arbitros 
estaban, pues, obligados a firmar las sentencias^ porque, 



- 374 — 

según lo decia Bluntschli, «la decisión librada por mayo- 
ría de votos obliga al Tribunal entero». El mismo princi- 
pio quedaba establecido en el art. 23 del Reglamento de 
Procedimientos Arbitral Internacional, propuesto por el 
Instituto de Derecho Internacional. 

Según esto, las sentencias dictadas en los casos enun- 
ciados eran válidas, apesar de no contener la firma del 
Arbitro de Chile. 

Al sentir de la mayoría, dos razones principales habian 
determinado la obligación de la firma prescrita en la Con- 
vención de 26 de Setiembre de 189J i en todos los arbi- 
trajes ajustados en estos últimos años. 

Evitar primeramente la repetición del caso de Sir 
Alexander Cockburn, que rehuzó firmar la sentencia li- 
brada en el arbitraje referente a los actos del AlabamUy 
celebrado en Jinebra; i, en segundo lugar, hacer constar 
que, fuera de la apreciación personal de los arbitros sobre 
las cuestiones doctrinales o de hecho, el procedimiento 
del Tribunal ha sido correcto. 

No tenian ellos noticias que, desde el caso ocurrido en 
Jinebra, jamas se hubiese negado un Arbitro afirmar una 
sentencia dictada por una mayoria del Tribunal de que 
forma parte. 

La publicación de la memoria de Sir Alexander 
Cockburn tuvo como resultado el reconocimiento de la 
facultad que un Arbitro disidente tiene de acompañar al 
fallo de un voto especial poniendo a salvo sus opiniones. 

A juicio de los señores Arbitros de la mayoria no se 
podia razonablemente sostener que un voto especial for- 
mase parte integrante de una sentencia, porque el resul- 
tado seria que esta se haria incoherente si cada Arbitro 



tuviese el derecho de insertar en ella sus opiniones perso- 
nales sobre cada uno de los puntos en litíjio. No cabía, 
pues, duda que el Arbitro que se negaba a firmar una 
sentencia violaba abiertamente la Convención que pres- 
cribía el deber de hacerlo.. 

Refiriéndose a los fundamentos sobre quese basábanlos 
fallos recaídos en estas reclamaciones creyeron los seño- 
res de la mayoría que, en previsión de que se pretendiese 
que el Tribunal había excedido sus facultades, era opor- 
tuno volver atrás y demostrar que el Tribunal había tenido 
derecho de pronunciarse sóbrela segunda excepción de 
incompetencia promovida por el Ájente chileno, i de resol- 
ver si la disposición del art. 1 7 del Tratado de 4 de Octu- 
bre de i8j4 era o nó aplicable a estos casos. 

Según Calvo, (Le Drait Infrenaíional Théorique el Pra- 
lique.t. 11, párrafo 1768) i Merignhac, Traitd Théorique 
el Pratique de I' Arbiirage International, París, 1B95, páj. 
J90, párrafo 297}, el Tribunal Arbitral tenia, a menos de 
prohibición espresa de la Convención que le daba exis- 
tencia, el derecho de aplicar a los reclamos las estipulacio- 
nes de un Tratado pactado entre las partes que constituían 
el Arbitraje. 

En los casos enunciados, se trataba de la detención de 
un buque en tiempo de guerra que, como lo decía el Ájente 
de Chile, revestía el carácter de la forma de embargo 
llamado Arrét de Prince (i). 

Acerca de la primera causal de incompetencia, resolvía 
el Tribunal que las demandas no se basaban en un acto 

(1) El Ajenie de Chile solo admiiia que incidían, en el caso 
actual, algunas de las condiciones del arrél de Prince. 
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ejecutado directamente por las fuerzas de mar o tierra de 
la República, i que, por lo tanto, carecia de jurisdicción 
para resolverlas. 

Pero los subditos británicos tenían perfecto derecho 
para invocar los tratados particulares celebrados anterior- 
mente entre la Gran Bretaña i Chile. 

Tomando, pues, en cuenta dicho Tratado de 1854, la 
mayoria del Tribunal consideró que los casos actuales 
caian bajo sus disposiciones puesto que su art. 17 estipu- 
laba que, si en caso de guerra^ uno de los Estados con- 
tratantes decretara el embargo o la clausura jeneral de 
puertos, deberia pagar a los buques detenidos ciertas 
indemnizaciones que se indican. 

Era, por consiguiente, llegado el caso de aplicar a 
aquella medida de guerra decretada por el Gobierno de 
Santiago, el citado art. 17 del Tratado de 1854, i el Tri- 
bunal habria tenido el derecho de juzgar el fondo de la 
reclamación , si el mismo artículo no hubiese sometido lafi ja- 
cion de las indemnizaciones a Arbitros especiales. Por 
este último motivo habia confirmado la declaración de 
incompetencia a que habia ya arribado, a virtud de la pri- 
mera causal alegada por el Ájente de Chile. 

El Tribunal no habia, pues, estralimitado sus facul- 
tades, como no las estralimitó al establecer en !a recla- 
mación núm. 34, déla «Nitrate Railways Company», que 
su incompetencia se derivaba de la estipulación especial 
contenida en una lei de concesión, que preveia la consti- 
tución de una comisión arbitral para fallar los litijios entre 
las partes. El Arbitro de Chile habia suscrito ese fallo 
declarando que las obligaciones contraidas por la Com- 
pañia reclamante no ligaban al Gobierno chileno. 
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No habíala mayoría en estos casos procedido de otro 
modo. Admitió la tesis del Ájente de Chile sobre la apre- 
ciación de los hechos que constituían el Arrót de Pniice 
i se declaraba incompetente para resolver los casos, 
porque el art. 17 del Tratado de 1854 estipulaba que el 
monto de las indemnizaciones debían fijarlo ciertos Arbi- 
tros especiales nombrados al efecto. 

El Tribunal ordenó, en seguida, que se notificasen todas 
las sentencias de que se trata a los Ajentes de los res- 
pectivos Gobiernos. 

Obedeciendo las instrucciones que habia recibido del 
Deparlamento, el que suscribe rehusó admitir la notifi- 
cación por cuanto dichas sentencias no se ajustaban a las 
prescripciones contenidas en el inciso 3 del art. V de la 
Convención. 



RECLAMACIÓN NUMERO 76 interpuesta por 
WILLIAMSON, BALFOURi C. a nombre de don 
HAROLDO WAKEMAN. armador i uno délos dueños 
del buque «CHEPLCA», por 1 ,j 14-2-8 libras esterlinas, 
mas interés del 6 %. — Los fundamentos de esta recla- 
mación son idénticos a los espuestos en el caso típico 
núm. 7 5 i, por lo tanto no dio lugar a nuevos argumentos 
de parle de la Defensa de Chile. 

El fallo del Tribunal no se aparta tampoco del recaído 
en la reclamación anterior, i, por las razones espuestas 
allí, no contiene la firma del señor Arbitro de Chile. 
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RECLAMACIÓN NUMERO. 77 interpuesta por 
WILLIAMSON, BALFOURiC/, a nombre de don 
JUAN CORRY, armador i uno de los propietarios de 
la nave «STAR OF PERSIA», por 26 5-17-0 libras ester- 
linas, mas los intereses del ó^ anual. — Este caso es idén- 
tico a los anteriores, nums. 7 5 i 76. 



RECLAMACIÓN NUMERO. 79, interpuesta por 
WILLIAMSON, BALFOUR i C, a nombre de 
R. K. KELLEY, armador ¡ propietario del navio 
"ALUMBAGH". por 425-4-0 libras esterlinas, mas inte- 
reses del 6^. — Este reclamo es idéntico al caso típico 
núm. 75. 



RECLAMACIÓN NUM. 81, interpuesta por WI- 
LLIAMSON, BALFOUR i C.% a nombre de JUAN 
WILLIAMSON, armador i uno de los propietarios del 
navio «TALISMÁN», por 67 5-1 0-0 libras esterlinas, mas 
intereses de 6%. — Los puntos de derecho envueltos en 
esta reclamación se encuentran dilucidados en las recla- 
maciones tipleas números 7 5 de este grupo i 66 del grupo 
número ii. — El fallo no contiene la firma del Arbitro 
chileno. 



RECLAMACIÓN NUM. 85, interpuesta por WI- 
LLIAMSON, BALFOUR i C.\ a nombre de don DA- 
NIEL SIMPSON HELLON, armador i uno de ios 
dueños de la nave nWALLACETGWN», por 420-10-0 
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libras esterlinas, mas los intereses de 6%. — Los puntos de 
derecho envueltos en esta reclamación se encuentran dilu- 
cidados en los casos típicos números 75 de este grupo i 
66 del grupo número 1 1. 



RECLAMACIÓN NUM. 88, interpuesta por WI- 
LLIAMSON, BALFOURiC, por don HAROLDO 
WAKEMAN, armador i uno délos propietarios del navio 
«GLADOVA», por 1,444-1 1-4 libras esteriinas, mas los 
intereses de b% anuales. — Ejle caso es idéntico al de la 
reclamación número 75. 



RECLAMACIÓN NUM. 89, interpuesta por Wl- 
LLAMSON, BALFOUR i C.'.pordon JUAN EDGAR, 
único dueflo del buque «JOHN O'GAUNT», por j 58-2- 
2 libras esterlinas, mas los intereses de 6% anuales. — Este 
caso es idéntico al de la reclamación número 7 ;. 



RECLAMACIÓN NUM. 91, interpuesta por Wl- 
LLIAMSON, BALFOURiC, a nombre de don JUAN 
SMITH HATFIELD, jerente i uno délos dueños del 
navio "SAINT MARY'S BAY.., por 2,534-11-2 libras 
esterlinas, mas los intereses del 6^ anuales. — Este caso 
es idéntico a los anteriores, i, por lo tanto, basta referirse 
al caso típico número 75. 



RECLAMACIÓN NUM. 92 interpuesta por WI- 
LLIAMSON, BALFOURi C.*, a nombre de don EN- 
RIQUE FERNIE, armador i uno de los propietarios de 
los buque «ROYAL ALFRED» i «ROYAL ALEXAN- 
DRA»^ por 1965 libras esterlinas, mas los intereses de 
6%, — Formaba la base de la reclamación referente al 
buque Royal Alfred la pretendida inejecución de un 
contrato de fletamento celebrado entre el reclamante i el 
Gobierno de Chile para cargar guano en Huanillos i por- 
tearlo a Europa. Este caso de falso flete, fundado en no 
haber las autoridades de Huanillos permitido que el buque 
reclamante cargase un cargamento completo, según las 
estipulaciones del contrato de fletamento, se encuentra 
plenamente dilucidado en las reclamaciones idénticas ya 
examinadas del grupo número 10. Como en éstas, opuso 
a la demanda la Defensa de Chile la excepción de incom- 
petencia de no ser el hecho fundamental de la reclamación 
uno de los actos u operaciones de las fuerzas de mar o 
tierra de la República, a que se referia la Convención de 
i8c)j. El Tribunal aceptó la excepción i por el motivo 
enunciado se declaró incompetente para definir la parte 
de esta reclamación que se referia al buque Royal Alfred. 

La segunda^parte^ o sea aquella que se referia a la barca 
Royal Alexandra, es idéntica a los casos anteriores de 
este grupo, números 75 i siguientes. 



RECLAMACIÓN NUM. 93, interpuesta por WI- 
LLIAMSON, BALFOUR i C.% a nombre de don W. J. 
CHAMBERS, jerente de la sociedad anónima THE 
LANCASTER SHIPOWNERS COMPANY, arma- 



dora i propietaria del navio HORNBY CASTLE, por 
1 ,700-9-0 libras esterlinas, mas intereses de 6^. — Este 
caso es, en parte, idéntico al número 75 i, en parte, per- 
tenece a \¿ categoría de las reclamaciones múmeros 66, 
I 67 i otras previamente examinadas en el grupo número 1 1 . 



RECLAMACIÓN NUM. 94, interpuesta por WI- 
LLIAMSON, BALFOUR i C/ a nombre de don ALE- 
JANDRO PARK LYLE, jerente de la sociedad anó- 
nima LYLE SHIPPING COMPANY, LIMITED, 
armadora i propietaria del navio CAPE BRETÓN, 
por 1,444-j-o libras esterlinas, mas los intereses del 6^ 
anual. — Esta reclamación es, en su parte mas importante, 
idéntica a las anteriores de este grupo, números 75 i 
siguientes, i, los otros puntos de derecho que en ella se 
suscitan han sido anteriormente dilucidados en otros casos 
perteneciente? al grupo número 12, referente a deten- 
ciones de buques por causa de bloqueo lejítimo. 
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CAPÍTULO XVI n 



Cobro de intereses 

No daré término a este informe sin consignar, aunque 
lijeramente, algunas de las numerosas observaciones a que 
dio lugar el injustificado cobro de intereses por parte de 
la mayoría de los reclamantes británicos. 

En concepto de la Defensa de Chile, no podia el Tri- 
bunal admitir una petición que entrañaba un desconoci- 
miento absoluto de las reglas jenerales del derecho civil. 

Desde luego, para que una deuda se considere exijible, 
menester es que sea ella líquida. Las cantidades inciertas 
que se reclamaban ante el Tribunal no hablan sido jamas 
reconocidas por el Gobierno demandado i no podia, por 
tanto, pretenderse que éste hubiese estado en mora de 
pagar lo que lejitimamente debia. 

El Derecho Civil, como es sabido, solo autoriza la 
demanda de intereses cuando se ha vencido un plazo 
espresa i previamente estipulado, o cuando se ha exijido 
el pago mediante una reconvención judicial. 

En el caso mas favorable se esplicaria, quizas, que los 
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reclamantes solicitasen el pago de los intereses deven- 
gados desde la notificación de sus demandas al Ájente de 
Chile; pero en ningún caso eran ellos exijibles desde la 
fecha de los acontecimientos que las motivaban. 

Apartándose de las reglas terminantes del derecho e 
insistiendo en la interpretación errónea de las facultades 
del Tribunal, fundaban algunos reclamantes este cobro en 
meras consideraciones de equidad. 

A este respecto repitió la Defensa lo que ya habia rei- 
teradamente manifestado en muchas ocasiones, a saber, 
que era un profundo e injustificado error el creer que este 
Tribunal tenia el carácter de arbitrador i amigable compo- 
nedor llamado a fallar según su leal saber i entender úni- 
camente. Las prescripciones del art. V del Pacto de 
oríjen importaban la institución de un verdadero Tribunal 
de derecho. 

Fijaban ellas las reglas sobre que debia el Tribunal fun- 
dar sus resoluciones. 

Esas reglas eran los principios del Derecho Inter- 
nacional i las practicas i jurisprundencia de los Tribunales 
análogos de mayor autoridad i prestijio. 

Juzgaba la Defensa que las demandas de intereses no 
encontraban apoyo alguno en ninguna de esas fuentes. 

En Derecho Internacional no se conceden indemniza- 
ciones dentro de la misma esfera que contempla el 
Derecho Civil. Lucro cesante o perjuicios indirectos no 
son compensados por ningún Gobierno, según lo reco- 
nocen los mas célebres publicistas, tales como Calvo, 
Fiore i Wharton, i según lo ha establecido la Jurisprun- 
dencia de las mas famosas Comisiones internacionales, 
tales como la de Jinebra de 1872 i la Comisión Mista que 
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funcionó en Ejipto en i88j.Con 
cede indemnización por intereses 
talvez, en los casos determinados. 
Civil. 

Hubo reclamante que para jus 
reses invocaba en su apoyo el ¡ 
Oxford. 

Manifestó la Defensa que estal 
referirse a la materia en debate i 
objeto de traerlo a colación, puesl 
que las prestaciones en espucíei c 
que no sean pagadas ai contado, 
medio de los respectivos recibos. 

Finalmente, invocaban los i 
cripcion reglamentaria del mismo 
que, al reclamar, se hiciera distinc 
reses. Al ponerse en el caso que 
timos, el Tribunal indudablemente 
pósito en mira. 

Este propósito, a juicio de la D 
determinar a cuánto ascendía la si 
i de ningún modo el crear a favor i 
lejios que no le otorgaban ni las It 
ni los principios del Derecho Inte 

El Tribunal, sin embargo, deseí 
nuestra Defensa, i en varios casos 
reclamantes, mandó pagar a < 
reclamaban, junto con el capi 
demandado. 
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CAPITULO XIX 



Conclusión 

Para poner a salvo los intereses de Chile, la Defensa, 
en toda ocasión, hizo esfuerzos tendentes a dejar en la 
mas plena evidencia que los negociadores de la Con- 
vención de 189J, al acordar que era llegado el caso de 
poner término amistoso a las reclamaciones británicas 
derivadas de la contienda intestina de 1891, tuvieron la 
voluntad manifiesta e innegable de escluir las considera- 
ciones de mera equidad de la esfera de jurisdicción con- 
ferida al Tribunal. 

Los Arbitros estaban terminantemente llamados a apli-' 
car tos principios del Derecho Internacional i la juris- 
prudencia de los Tribunales análogos de mayor autoridad 
iprestijio a todas las cuestiones qne se suscitaren en los 
casos sometidos a su consideración i falto. 

La Comisión Arbitral Anglo-Chilena, era, a todas 
luces, un Tribunal de estricto derecho. 

INPORHl 49 



Así lo quisieron los negociadores de la referida Con- 
vención, quienes, a no dudarlo, buscaron sus inspiracio- 
nes en el principio, hoi univei'sal, de que los estranjeros 
no pueden ni deben aspirar a privilejios o favores mayores 
que los que gozan los nacionales del pais en que se 
encuentran domiciliados i tienen sus bienes. En esas con- 
diciones se produce entre ellos una verdadera asimilación 
que los coloca en idéntico pié i sin distinciones de ningún 
jénero, ya sea en tiempo de paz o de guerra. 

Los hechos perjudiciales o desgraciados que provienen 
de las hostilidades lejítimas entre belijerantes son males 
irremediables, que deben ser soportados por todos los 
habitantes como un accidente natural irresistible, cuyas 
consecuencias calamitosas no son ni pueden ser legal- 
mente de la responsabilidad de nadie. 

Es esta, en la actualidad, la doctrina reinante entre 
los mas afamados publicistas. Constituye una verdadera 
conquista que consagra a cada paso el Derecho Público 
universal. 

Penetrados los defensores de Chile de la justicia de la 
aplicación celosa de la doctrina, la tuvieron siempre mui 
presente en la Defensa oral i escrita de las numerosas 
cuestiones de derecho envueltas en las reclamaciones de 
los subditos británicos, de que he dado cuenta en el curso 
de este informe. 

Aunque el Tribunal, al resolver algunas de esas cues- 
tiones, se atribuia mayor radio de acción que el que, a 
juicio de la Defensa, taxativamente le señalaba el Pacto 
constitutivo de su jurisdicción, los defensores de Chile 
creyeron de su deber insistir, sin descanso, en la estricta 
aplicación de aquel principio fundamental i precioso, que 
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pone a los países com paral ¡vamente débiles al abrigo de 
las exi)encias exajeradas de los Estados poderosos. 

Como lo manifesté en la sección primera de este 
informe, he procurado suministrar a US., primeramente, 
una revista suscinta de los procedimientos del Tribunal 
Arbitral Anglo-Chiieno, i enseguida, unaesposicion resu- 
mida de la jurisprudencia establecida por aquel en las 
materias que se han ventilado durante los debates, en los 
diferentes casos sometidos a su conocimiento i resolución. 
Ante todo, he juzgado acertado detenerme de preferencia 
i con mayor desenvolvimiento en la esposicion de los 
principios i teorías legales sustentados por la Defensa de 
Chile i de los fundamentos de los votos diverjentes del 
Arbitro de Chile. 
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CUADRO de las reclamaciones presentadas 
su monto i de las cantidades declaradas 



RECLAMACIO 



N.® de la recla- 
mación 


RECLAMANTES 


MATERIA 


1 


W. Perkins . . . . 


Incendio en Iquique 




2 


D. M. Diokie 


Falso flete 




3 


W. Edwards Egerton 


Incendio en Valparaíso 




4 


Compañía Anglo-Chilena . 


Requisiciones 




5 


Compañía Anglo-Chilena . 


Perjuicios 




6 


John Boyd Harvey 


Incendio en Iquique 




7 


Compañía Arauoo Limitada 


Fletes 




8 


Rosario Nitrate 


Requisición . 




9 


Leonardo Westcott 


Saqueo en Miramar . 




10 


S. J. Jenkins 


Id en id. 




11 


Barnett Barnett 


Id en Valparaíso 




12 


J. J. Watson 


Id en Iquique . 


• • 


13 


Carlos Eger , 


Saqueo e incendio en Pozo Almont« 


14 


J, Ebenezer Dunn , 


Detención de buque 


• 


15 


Tomas Thompson . 


Falso flete 


• • 


16 


Enrique Watson 


Saqueo en Miramar 


• • 




A la vuelta. 


• • • • 


• • 
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al Tribunal Auglo-Cljileno 
de cargo al Gobierno de C 



NES INGLESAS 





MONTO DE LA REGLAHACION 


V 




CAPITAL 


INTERESES 


TOTAL 


Ca 




8,800 00 




8,800 00 






65,343 88 


15,682 53 


81,026 41 


2 




2,000 00 




2,000 00 






17,608 88 


4,226 16 


21,835 04 






2,453 75 


588 89 


3,042 64 






47,333 33 




47,333 33 






40,011 98 


12,803 83 


52,815 81 






16,864 00 




16,864 00 


1 




20.655 33 


4,957 30 


25,612 63 






13.200 00 


3.168 00 


16,368 ÜU 






12,000 00 


2,880 00 


14,880 00 






22,153 33 




22.153 33 






■ 28,462 66 




28,462 66 






9,561 33 


1,912 00 


11,473 33 






23.206 66 


5,569 60 


28,776 26 


1 




35,182 16 


8.443 71 


43,625 87 
425,069 31 


1 




364,837 29 


60.232 02 


8 



li 


ItEflL AMANTES 


MATERIA 




De la vuelta. 




17 


Juan Barker 


Falso flete . . . . 


18 


J. i Alejandro Brown 


Pérdida de carbón . 


19 


Ingiis, Lomax i Compañía . 


Incendio en Iquique 


20 


NewTamarugalNiLraLe C." Lled. 


Id id. . . . 


21 


Nilrates Provisión Company 


Id en Pisagua 


22 


London NiLrate Company 


Id id. . : 


23 


Santa Elena NiLrate Company 


Requisición . . . • 


24 


S. Pablo Nitrate Company 


Id ... 


25 


S. Jorje Nitpate Company . 


Id . . . . 


26 


Guillermo Paterson Roberlson 


Incendio en Iquique 


27 


Andrés Kerr 


Requisición 


2S 


Jorje Goodwin . 


Saqueo i requisición en Miramar 


29 


Sanliago A. Pellie . 


Incendio en Iquique 


30 


Federico Garnel Clarke 


Id Id. . . . 


31 


Elena O'Brien de Bruce 


Saqueo en Valparaíso 


32 


Smitli i Service 


Detención ile buque 


33 


C.H. Eckersley Bull 


Incendio en Iquique 


34 


Nitrate Elailways Company 


Uso de Ferrocarriles 


35 


Blair i Compañía . 


Incendio en Iquique 


36 


Enrique James Miohel 


Saqueo en Buen Retiro 


37 


Graham Rowe i Compañía 


Incendio en Iquique 


38 


Pedro Ewing 

A ¡a vuella. 


Prisión arbitraria 



HOXTO DE LA RECLAMACIÓN VALOR M^* 



INTERESES TOTAL 



364.837 29 
28.933 33 

4,514 00 
24,572 

8,380 93 
21,213 83 

3,346 00 

6,273 3 

5,327 27 

3,66 

3,220 00 



1,É 



•> 16 



3,679 t5 
Í5,9Í 

2.8IH) (W 
30,000 00 
99,477 00 

4,Í08 00 
teO,346 27 

0.430 00 

1,241 33 



1.3 



í 00 



60,232 02 
6,944 00 
1,060 77 
5,713 O» 
i,9t4 77 
4,978 16 
785 16 
1,409 3 



650 21 

456 28 

3,668 33 

8.400 00 
20,309 

955 iO 

208,110 80 

1,543 20 

324 48 
19,200 00 



35,877 33 
5,574 77 



30,a 



. 00 



10,301 70 
26.191 t 

4,131 i6l 
7,682 71 
6,477 04 
4,520 49 
3,220 00 
2,456 37 
4,135 43 

19,636 10 
2,800 00 

38,400 00 



B 77 



5,063 10 
858,457 07 
7,973 20 
1,241 33 
1,676 48 
83,200 00 



[ 1.3^,498 93 348,(»8 42 1.704,157 35 93,845 25 

IMFORUB 
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39 
40 
41 
42 
43 
44 
45 
46 
47 

i8 
49 

50 

51 



52 



53 

54 
55 
56 
57 

58 
59 



De la vuelta. 



Frank Mellen Frames 

Enrique Gualterio Polwhele 

Frank M. JeíTery 

Nort i Jeweil 

Compañia Salitres Colorado 

Juan King 

Zoila Rojas de Thompson . 

S. N. Peake . 

BeUeley i Compañía 

Colorado Nitrate Company 

Brooking, Comber i Compañía 

Donald Mac-Oueen . 

Blair i Compañía 

D. Richardson i Compañia 

D. Richardson i Ca., Campbell 

Outram i Ca. 
Weir i Compañía 
Obder Wellesly HelTer 
Luis E. Thompson . 
Jorje Federico Bussey 
Patrick Shields 
Andrew Mackinstry. 

A Ift vuelta. 



Incendio en Iquique 
Saqueo en Buen Retiro 

Id id 

Incendio en Iquique 
Saqueo en Buen Retiro 

Id en la Central 
Incendio en Iquique 

Id id. 

Incendio en Valparaíso 
Requisiciones 
Requisición . 
Incendio en Iquique 
Requisición . 
Id. 

Id. 

Id. 
Incendio en Valparaíso 
Saqueo en Santiago 
Requisición . 
Prisión arbitraria . 
Id. id. 





HO?iTO DE LA RECLAMACIOS 


VALOR HAMtADO PAG. 




CAPITAL 


INTERBSIÜS 


TOTAL 


CAPITAL 


INTERESES 


TO 




1.^5.498 93 


348,658 42 


1.704,157 35 


93,845 25 


7,058 4( 


100, 




2,033 33 




2,033 33 










3,240 00 




3,240 00 










3,796 66 


911 19 


4-707 85 










6,360 00 


1,526 44 


7,886 44 










79,914 71 


19.179 55 


99,094 26 










980 00 


235 20 


1,215 20 










29,345 66 


6,801 88 


36,147 54 










7,368 00 


1,707 66 


9,075 66 










13,273 50 


3,461 13 


15,734 63 










4,417 77 




4,417 77 










13,306 66 




13,306 66 










4,402 66 




4.402 66 










19,580 00 


4,699 10 


24,279 10 










67,424 44 


16,181 88 


83,606 32 










4,667 05 




4,667 05 










181 40 


42 53 


223 93 










3.333 33 


800 00 


4,133 33 










24,776 00 


5,617 85 


30.393 85 










132,00f 32 


37,896 32 


169,896 64 










26i,666 66 


64,000 00 


330,666 66 










66.666 66 

2.108,333 74 


16,000 00 


82,666 66 
2,635,952 89 


93,845 25 


l,(m 40 






527,719 15 


lüO, 
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RECLAMAXTES 


MATERIA 


(V g 

e 






¿ 








De la vuelta. 


• «•■■< 


60 


Herminia Ruiz Tagle de SuLcliffe . 


Muerte de J. A- Sutcliffe 


61 


J. Hallam Madje i Ed. Wellington 






Williatns . . , . 


Prisión arbitraria . 


62 


Juan Tuckwell 


Incendio en Iquique 


63 


F. GarneL Clarke 


Requisición . . . . 


64 


Club Ingles . . . . 


Incendio en Iquique 


65 


Juan Dawson 


Id id. . . . 


66 


Jonatas Davidson 


Detención de buque 


67 


Juan Barker 


Id id . . . 


68 


Santiago Macdonald 


Id id . . 


69 


R. Thomas i Compañía 


Id id . . . 


70 


Juan Cambies 


Id id . 


71 


Juan Japp . . . . 


Id id . . . 


72 


Alfredo Fry . . . . 


Id id . . . 


73 


Rogerio N. Smith 


Id id . . . 


74 


Johnston Bell 


Id id . 


75 


Antonio R. Marshall 


Id id . 


76 


Haroldo Wakeham . 


Id id . . . 


77 


Juan Corry . . . . 


Id id . 


78 


Roberto Bell Crowe 


Falso Hete . . . . 


79 


Roberto K. Kelley . 


Detención de buque 


80 


J. H. Beazley 


Id id . . , 




A la vuelta. 


1 
• • • • • • 



\ 



{ 
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,^ de la recla-| 
mácion 1 


RECL AMANTES 




MATERIA 


S?: 










De la vuelta. 




• • • • 4 


f 


81 


Juan Williarason 




Detención de buque 




82 


Santiago Gillison . 




Id id. . 




83 


Guillermo E. Jl. Ross 




Id id. 




84 


Touias Rowe 




Falso fíete 




85 


Daniel Simpson Hellon 




Detención de buque 




86 


Juan Herrón 




Id id. 




87 


Juan Herrón 




Falso flete id. 




88 


Haroldo Wakeham , 




Detención de buque 




89. 


Juan Edgar . 




Id id. . 




90 


Beynon i Compañía 




Id id. . 




91 


Juan Smith Hatfield 




Id id. . 




92 


Enrique Fernie 




Id i falso flete 




93 


Wallerio J. Chambors 




Detención de buque 




94 


Alejandro Park Lyle 




Id id. . 




95 


Haroldo Wakeham . 




Id id. 




96 


Williamson, Balfouri Compañía . 


Roquisicion . 




97 


Jeremías M, Goodall 


m % 


Id id. . 




98 


Humberto Mamport W. 


• « 


Id id, . 




99 


Banco Tarapacá 


• • 


Incendio en Iquique 




100 


Anlofagasta and Bolivia R 


ailway . 


Uso del ferrocarril . 




101 


David Pierce Williams 


% 


Detención de buque 


- 





MO.\TODE LA RECLAMAC10.\ 


VALOR : 




CAPITAL 


INTERBSIiS 


TOTAL 


CAPITAL 




2.51i2,6y7 86 


562.485 46 


3.125,183 32 


93.845 S 




9,im 66 


2,101 59 


11.168 2b 






10.598 43 


2,543 62 


13,142 05 






13,l8tí 6Ü 


3,l(ii 98 


16,351 64 






13,ti70 33 


3,283 03 


10.962 35 


11.283 33 




5,72fi 6ü 


1,374 3!) 


7,101 05 






14.526 60 


3,486 3!) 


18,013 ite 






2r>,109 m 


6.020 31 


31.135 97 


; 19,023 80 




-n),2eo 88 


4.IÍ22 61 


2:í.883 49 






4,778 \0 


1,146 74 


5,924 84 


1 
1 




11,707 77 


2,809 86 


li,517 63 






31.127 44 


7,470 58 


38,598 02 






20,200 ÜO 


4,404 48 


30,604 48 


i 




22,672 60 


5,44 i 43 


28.114 09 






19,253 33 


4,020 79 


23,874 12 






6,186 66 


1,484 79 


7,071 45 






20,915 16 


5,019 63 


25,934 79 






41,866 66 


13,397 33 


55,263 99 






67,114 50 


10.107 48 


83,221 98 


1 




17,929 63 


4,303 11 


22,232 74 


1 




310,131 56 


74.431 57 


384.5ti3 15 


! 111,721 85 




1,671 8 i 


1,121 24 


5,793 08 


1 
1 
; 




3.2r«,3i8 10 


73(I,!HI7 41 


3.989,205 51 


; 235,874 29 
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l^ECLAMACIONES 



N.° de la recla- 
mación 


REGLAMAiVrES 


MATERIA 


1 
2 


Jorje Grist. Knudsen 
Pedro Hernán Roer 


Falso Hete . . . . 

ICl • • • • • • 



I^ESÚMEN 



Reclamaciones inglesas . 

Id noruego-suecas . 



TOTAL .1 EN ERAL 



NORUEGO-SUECAS 



MONTO DE LA REGLAMACIOK 



29,807 50 
19,466 00 



INTKKBSKS 



7.153 80 
4,671 84 



36,961 3Ü 
24,137 8i 



JENERAL 



MOXTO DE LA RECLAMACIÓN 



INTKRRSBs 



3.^8,348 10 
49.273 50 



730,907 41 

H,825 04 



3.989,2^ 51 1 
61.099 1 



L 



$SK^Í@@¥$@«^ÍSK^^@(^$S 



CONVENCIÓN ]K 

ENTRE LA REPUBLICA 

I EL REINO UNIUO DE LA GRAN BP 



S. E. el Presidente de la Repút 
jestad la Reina de la Gran Bretañ 
poner un lérmino amistoso a lasrec 
por la Legación Británica en Chile, 
rra civil que se produjo el dia 7 de 
acordado celebrar una Convencior 
efecto han nombrado sus respect¡\ 
a saber: 

S. E. el Presidente de la Repúbl 
don Ventura Blanco i Su Majestac 
Bretañae Irlandaal señor J. G. K. 
pues de haberse exhibido sus Podt 
contrado en buena i debida formi 
estipulaciones contenidas en los sig 

Art. I. Un Tribunal Arbitral d 
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según los términos que se establecen en el artículo V de 
esta Convención, todas las reclamaciones motivadas por 
los actos ¡operaciones ejecutadas por las fuerzas de mar 
i tierra de la República durante la guerra civil que empezó 
el 7 de Enero de 1891 ¡ terminó el 28 de Agosto del mis- 
mo año i lasque fueren motivadas por sucesos posterio- 
res que, según los términos enunciados en dicha cláusula 
V, sean de responsabilidad del Gobierno de Chile. 

Las reclamaciones deberán ser patrocinadas por la Le- 
gación de Su Majestad Británica i presentadas dentro del 
plazo de seis meses, contados desde la fecha de la instala- 
ción del Tribunal. 

Art. II. El Tribunal se compondrá de tres miembros: 
uno nombrado por Su Majestad Británica, otro por S. E. 
el Presidente de la República de Chile i el tercero por 
ambas partes contratantes. Esta designación no podrá 
recaer en un ciudadano chileno ni en un subdito de Su 
Majestad Británica. 

Art. III. El Tribunal dará acojida a los medios pro- 
batorios o de investigación que, según el criterio i recto 
discernimiento desús miembros, fueren conducentes al 
mejor esclarecimiento de los hechos controvertidos i es- 
pecialmente a la calificación del estado i carácterneulral 
del reclamante. 

El Tribunal admitirá también las alegaciones verbales 
o escritas de ambos Gobiernos o de sus respectivos ajen- 
tes o defensores. 

Art. IV. Cada Gobierno podrá constituir un ájente 
quevijile el interés de su parte i atienda a su defensa, 
presente peticiones, documentos, interrogatorios, ponga 
o absuelva posiciones, apoye sus cargos o rearguya los 



— 407 — 

contrarios, rinda su prueba i esponga anle el Tribunal, 
por si o por el órgano de un lelrado, verbalmente o por 
escrito, conforme alas reglas de procedimiento i trami- 
tación que el mismo Tribunal acordare ai iniciar sus fun- 
ciones, las doctrinas, principios legales o precedentes 
que convenga a su derecho. 

Art. V. El Tribunal decidirá las reclamaciones en mé- 
rito de la prueba rendida i con arreglo a los prinóipios 
del derecho internacional i a las prácticas i jurisprudencia 
establecidas por los tribunales análogos modernos de 
mayor autoridad i prestijioj librando sus resoluciones 
interiocutorias o definitivas por mayoria de vatos. 

El Tribunal esponrirá brevemente en cada juzgamiento 
definilivo. los hechos ¡ causales de la reclamación, los 
motivos alegados en su apoyo o en su contradicción, i los 
fundamentos de derecho internacional que justifiquen sus 
resoluciones. 

Las resoluciones i decretos del Tribunal serán escritos 
i firmados por todos sus miembros i autori:¡ados por su 
secretario i se dejarán orijinales con su respectivo espe- 
diente en el Miniblerio de Relaciones Esteriores> de Chile, 
dándose a las partes los traslados que solicitaren. 

El Tribunal llevará un libro de rejistro en que se ano- 
ten sus procedimientos, las peticiones de los reclamantes 
i los decretos i decisiones que librare. 

El Tribunal funcionará en Santiago. 

Art. Vi. El Tribunal tendrá la facultad de proveerse 
de secretarios, relatores i demás oficiales que eslime ne- 
cesarios para el buen desempeño de sus funciones. 

Corresponde al Tribunal proponer alas personas que 
hayan de desempeñar respectivamente aquellas funciones 
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i designar los sueldos o remuneraciones que hayan de 
asignárseles. 

El nombramiento de los espresados oficiales se hará por 
S. E. el Presidente de la República de Chile. 

Los decretos del Tribunal que hayan de cumplirse en 
Chile tendrán el ausilio de la fuerza pública, como los es- 
pedidos por los tribunales ordinarios del pais. Los que 
hayan de ejecutarse en el estranjero se llevarán á efecto 
conforme a las reglas i usos del derecho internacional pri- 
vado. 

Art. Vn. El Tribunal tendrá para evacuar su encargo 
en todas las reclamaciones sujetas a su conocimiento i 
decisión, el plazo de un año contado desde el dia en que 
se declare instalado. Trascurrido este plazo, el Tribunal 
tendrá la facultad de prorrogar las funciones por un nuevo 
período que no podrá exceder de seis meses, en caso que 
por enfermedad o inhabilidad temporal de alguno de sus 
miembros o por otro motivo de calificada gravedad no 
hubiere alcanzado a desempeñar su cometido dentro del 
plazo fijado en el primer inciso. 

Art. VIH. Cada uno de los Gobiernos contratantes 
sufragará los gastos de sus propias jestiones, i los hono- 
rarios de sus respectivos ajentes o defensores. 

El pago de los sueldos de los miembros del Tribunal se 
hará a partir de la fecha en que empiecen a desempeñar 
sus funciones. 

Lasespensas de la organización del Tribunal, los hono- 
rarios de sus miembros, los sueldos de los secretarios, 
relatores i otros empleados, i demás gastos i costos del 
servicio, serán pagados entre ambos Gobiernos por mitad; 
pero, si hubiere cantidades juzgadas a favor de los recia- 
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ese caso el período dentro del c 
pezar sus tareas será de seis m< 
cha del canje de las raIificacioii< 

Art. XI. La presente Conví 
las Altas Partes Contratantes i el canje de estas ratilíca- 
ciones se verificará en Santiago. 

En fe de lo cual los infrascritos. Plenipotenciarios de 
Chile i de la Gran Bretaña, firmaron ad referendum i en 
doble ejemplar la presente Convención, escrita en los 
idiomas castellano e inglés i la sellaron con sus sellos res- 
pectivos. 

En Santiago, a 26 de Setiembre de 189J. — (Firmado): 
Ventura Blanco. — (Firmado): J. G. Kennedy. 



c 
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REGLAMENTO 

De procedimientos del Tribunal Arbitral 

Anglo-Chlleno 



Artículo 1. 

Todo reclamante, su mandatario o su representante 
legal deberá presentar al Tribunal Anglo-chileno, dentro 
del plazo prescrito en el artículo I de la Convención de 26 
de Setiembre de 189J, un Memorial acompañado de todos 
los documentos i piezas justificativas de su reclamación. 

Siempre que el reclamante juzgue útil producir prueba 
testimonial, deberá indicar en el Memorial o en pliego 
adjunto, los hechos que se propone establecer por este 
medio, como asimismo, el nombre, apellido, profesión, 
nacionalidad i residencia de cada uno de los testigos de 
quienes piensa valerse. El Tribunal tendrá la facultad de 
autorizar, durante la secuela del juicio, la comprobación 
de nuevos hechos i el examen de nuevos testigos. 
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El Memorial deberá presentarse por órgano de la Le- 
gación de S. M. B. en Santiago o por el Ájente designado 
en conformidad al artículo IV de la Convención de Arbi- 
traje. 

En este último evento, se entenderán patrocinadas por 
la Legación de S. M. B. todas las reclamaciones dedu- 
cidas por el Ájente de dicho Gobierno i cumplido, en 
esta íorma, el requisito establecido en el párrafo 2.**, 
artículo I de la Convención de 26 de Setiembre de 1895. 



Art. H. 



El Memorial i todos los documentos que se presentaren 
en apoyo de la reclamación, serán redactados en idioma 
castellano i acompañados de una fiel traducción al ingles. 
En la misma forma se presentará la contestación del 
gobierno reclamado. 



Art. IlL 



El Memorial deberá contener el nombre, apellido, pro- 
fesión i residencia actual del reclamante; el lugar i el año 
de su nacimiento i el lugar de su residencia en la época 
en que ocurrieron los hechos que dan oríjen a su recla- 
mación 

El Memorial i su traducción deberán presentarse im- 
presos. Se depositarán en la secretaria doóe ejemplares 
de cada una de dichas piezas. 



i 
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Art. IV. 



El Memorial indicará igualmente si el reclamante es sub- 
dito ingles por nacimiento o por naturalización, i consig- 
nará con especialidad los datos que exije el artículo III de 
la Convención para apreciar el estado i carácter neutral 
del reclamante. Espresará asimismo todo reclamante si 
tomó parte, directa o indirectamente, en la guerra civil que 
comenzó el 7 de Enero de 1891 i que terminó el 28 de 
Agosto del mismo año, o si estuvo durante ese tiempo al 
servicio de cualquiera de las partes combatientes o recibió 
sueldo de alguna de ellas. 



Art. V. 



Si se reclama a nombre de alguna sociedad que no 
tuviere el carácter de anónima o de una firma social; el 
Memorial deberá indicar el domicilio de la sociedad o de 
la firma, los nombres de todos los socios e interesados ¡ 
espresará, en cuanto sea posible, respecto de cada socio 
e interesado, las circunstancias especificadas en los prece- 
dentes artículos III i IV. 

Cuando el reclamante no es la persona misma que sufrió 
el perjuicio, sino su mandarario o su representante legal, 
deberán estos justificar ademas su personería i su calidad 
de tales a satisfacción del Tribunal. 



í 

El reclamante deberá 
recibido alguna suma de 
de su reclamo i de quién, 
nórmenle presentada ant 



El Memoria! deberá C( 
i clara del reclamo, es de 
de los actos que le han da 
i valor de la propiedad pe 
todos los hechos i circun 
la pérdida o perjuicios i 
como también, en cuantc 
dos o empleos de las per 
que han dado motivo al r 

Si al reclamante se le i 
por escrito, debe presenl 
debe esplicar el motivo q 
cion. 

Ai 

El Memorial deberá es 
clamada, haciendo dislin 
indicar la calidad de la n 
del perjuicio. 



Art. IX. 

El Memorial debe ser abonado con juramenlo o decla- 
ración solemne, por medio de la cual el reclámame con- 
firme lodos los hechos que ha aseverado. 

Esta declaración será recibida i legalizada por un fun- 
cionario diplomático o consular, o, en su defecto, perla 
autoridad local competente. 

Art. X. 

Presentado que sea el Memorial, se otorgará recibo 
por secretaria al ajenie que te hubiere entregado, se le 
anotará, en seguida, en el rejistro oficial de reclamaciones, 
cerlificaiá en el cuerpo del documento mismo la fecha de 
su presentación i se le marcará con el número de orden 
correspondiente a aquel con el cual se le hubiere inscrito 
en el Rejistro. 

Los secretarios, verificadas estas dilijencias. notificaran 
el hecho de la presentación del memorial al ajenie del 
Gobierno de Chile. Este último, dentro del plazo de trein- 
ta diaSj contados desde esta notificación, contestará 
oponiendo todas las escepciones i peticiones que incum- 
biesen a su derecho, presentando todos los documentos 
que justifiquen sus afirmaciones e indicando las pruebas 
testimoniales que pudiera proponerse producir en su de- 
fensa. 

La contestación del Gobierno reclamado se notificará 
por los secretarios al ájente del Gobierno británico, quien. 
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a su turno, dentro del plazo de treinta días después de 
dicha notificación, tendrá la facultad de replicar, de pre- 
sentar nuevos documentos i nuevas peticiones e indicar 
las pruebas testimoniales contradictorias de las cuales 
deseara hacer uso i de suplir o rectificar las enunciacio- 
nes exijidas por los artículos precedentes. 

La réplica será notificada por los secretarios al ájente 
del Gobierno de Chile, quien, a su vez, dentro del plazo 
de treinta días, tendrá la facultad de duplicaren las mis- 
mas condiciones. 

La duplica se notificará por los secretarios al ájente del 
Gobierno británico. 

En caso que el ájente del Gobierno británico renuncia- 
ra a la facultad contenida enel inciso j. "de este mismo artí- 
culo, lo notificará al ájente del Gobierno chileno, por ór- 
gano de los secretarios i, en tal evento, no tendrá tampo- 
co este último la facultad que le acuerda el inciso anterior. 

Art. XL 

Toda vez que hubiere de recibirse prueba testimonial, 
la parte que la ofrezca deberá precisar los hechos que se 
propone justificar poreste medio e indicar los nombres, 
domicilio, profesión i nacionalidad de los testigos de 
quienes piensa valerse. — Será imprescindible la indica- 
ción de la residencia de los testigos. 

El examen de los testigos se hará ante el Tribunal mis- 
mo, siempre que las circunstancias lo permitan. 

Si por cualquier inconveniente grave, calificado por el 
Tribunal, no fuere posible recibir la prueba en estas con- . 
diciones, resolverá éste, en cada caso concreto, como 
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deberán evacuarse los interrogalorios, designando, al 
efecto, los funcionarios que hayan de recibir las declara- 
ciones. 

Los Ajenies o sus delegados podran presenciar el exa- 
men de los testigos i conlra-inlerrogarles. El testigo de- 
clarará bajo juramento o declaración solemne, i deberá 
previamente espresar si tiene interés en la reclamación, 
si es deudo, acreedor o socio del reclamante, si es em- 
pleado del Gobierno de Chile o lo hubiere sido en la épo- 
ca en que ocurrieron los hechos que dan oríjen a la recla- 
mación i si tomó parte, directa o indirectamente, en la 
guerra civil de 1891 . 

Art. XÍI. 

Hecha la última notificación prescrita por el art. X o 
vencido el término de prueba, — sea que se hayan practi- 
cado las dilijencias probatorias o que las partes interesa- 
das hubieran omitido evacuarlas en los plazos prefijados; 
los secretarios inscribirán la reclamación en la tabla en 
que se anoten las que están en estado de ser sometidas a 
la resolución del Tribunal. 

El Tribunal fijará la audiencia en que deba oirse a las 
parles i los secretarios notificarán esta resolución, dentro 
de las cuarenta i ocho horas, a los Ajentes de ambos Go- 
biernos. Entre la fecha de esta notificación i la que se 
fijare para la audiencia, debe trascurrir un plazo que no 
baje de diez dias. 

El Tribunal, después de haber oido las alegaciones de 
las partes, podrá pronunciar sentencia si conceptúa que 
no ha menester de mayores esclarecimientos que los que 

IHPORIlll j I 



existen en autos. En caso contrario, podrá ordenar, de 
oficio o a petición de cualquiera de los Ajenies de ambos 
Gobiernos, que se practiquen las nuevas dilijencias que 
juzgue necesarias, fijando su naturaleza i su torma de eje- 
cución. 



Los Ajentes, los secretarios, el relator i los abogados 
designados por los Ajenies en conformidad a los arts. IV 
i V de la Convención, serán los únicos que puedan asistir 
a lus sesiones del Tribunal, i en ningún caso persona al- 
guna podrá asistir a sus acuerdos. 



Los secretarios, ademas del rejistro mencionado en el 
art. X, llevarán un libro en el cual anoten un estracto de 
las tramitaciones de cada espediente, otro en el que se 
copien las sentencias i un tercero en que trascribirán las 
actas de las sesiones. 

El estracto de los procedimientos, los decretos, senten- 
cias i las actas de las sesiones; se llevarán en castellano 
con una traducción inglesa. 

Terminadas que sean las tareas del Tribunal, los docu- 
mentos escritos en castellano se entregarán al Ájente del 
Gobierno de Chile i los escritos en inglés al Ájente del 
Gobierno Británico. 



Los secretarios remitirán a los Aj 
rizada de cada providencia o resc 
pronto como se pronuncien, i dic 
por medio de persona espresamen 
inspeccionar los documentos de qut 
se i sacar copias de ellos, previa autc 

El Tribunal se reserva la facultad ■ 
mitrr la publicación de los documí 
secretaria. 



El archivo estará a cargo de los 
les es prohibido permitir la salida d 
alguno, sin previa autorización del T 



Art. XVI 1. 



Ei Tribunal se reserva !a facultad i 
o adicionar las prescripciones conté 
precedentes, si la esperiencia indi 
hace rio. 



Podrá asimismo autorizar 
hecho en los cuales las parte 
buena fé. 

Santiago, i6de Noviembí 

Camille Jannsen, 

Presidente. 
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FoiONn-. 

Sobre el respeto que se debe & la propiedad privada, 
p. 147. 

Fortalezas militares. 

Construcción de habitaciones cerca de, p,206- 

Fbames F. Melton. 

Reclamante eQ el caso núm. 39 motivado por el combate 
de Iquique de 19 de Febrero de 1891, p. '345. 

Fry, Alfredo. 

Rectamanle en el caso ni'im. 72, por detención del buque 
Nagpore, p, 337. 

Fuerza mayor. 

En el estado de guerra, opinión de Bluntschli sobre, 
p. 188. 

En los casos de saqueo en una guerra civil, p. 194. 

Exime de responsabilidad en la falla de cumplimiento de 
un contrato, p. 274. 

Gamlbbs, Ana. 

Reclamante en el caso núm. 70 referente a detención del 
buque Eattcroft, p. 3i8. 

García Moreno, Alejo. 

Cita de, sobre la necesidad de que un partido belijerante 
domine una parte del territorio para que pueda establecer 
un bloqueo, p. 339. 

Oeffckem. 

Citado Bobre la ocupación de ferrocarriles por belijeran- 
tes, p. 85. 

Sobre Efter, citado acerca de requisiciones militares, 
p. 89. 

Sostiene que en ningún caso es obligatoria la notificación 
de un bombardeo, p. 243. 



GlBBS I Ca. 

Reclaman a nombre de la Rosario Nitrate Company, caso 
núm. 8, p. 87. 

OlLLISON, SANruaO. 

Reclamante en el caso núm. 82, por detención del buque 
British Army, p. 337. 



Buque, detención del, caso núm. 88. p. 379. 

Glandinorwio. 

Buque, detención del, caso niim. 101, p. 350. 

COODWIN, JOítOB. 

aeclamaote en el caso núm. 28. p. 218. 

Graham Rowbi Ca. 

Heclamantes en el caso núm. 37 rererente al combate de 
Iquique de 19 de Febrero de 1891, p. 244. 

GODEFROI. 

Citado sobre situación extra-territorial de las sociedades 
anónimas, p. 60. 

GOODALL J. M. 

Reclamante en el caso núm. 97, p. 106. 

Graham, oorqe. 

Reclamante en el caso núm. 70 referente a detención del 
buque Eatteroft, p. 318. 

Gran Bretaña, Ájente db. 

Observaciones referentes a las prescripciones reglamen- 
tarias, p. 22. 

Presenta un escrito esplicando la causa por la cual mu- 
chos reclamantes no pudieron cumplir con el requisito re- 
glamentario de adjuntar al memorial las piezas jnsti II estivas 
de su reclamación, p, 27. 

Alega que todo superior es responsable de los actos de 
sus subordinados en el caso núm. 36 de H. J. Michell sobre 
saqueo en Pozo Almonle, p. 266. 
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Granville, Lord. 

Nota de, con motivo de los reclamos de los damnificados 
británicos durante la guerra franco-alemana, p. 260. 

Grotius. 

Ha reconocido la regla de la iex loci contractas, p. 276. 
Establece la regla de que cuando un Estado se encuentra 
dividido por una guerra civil, debe ser considerado como 
si formase dos Estados, p. 293. 

Grupo. 

Núm. 1. — Reclamaciones motivadas por requisiciones, 
arrendamiento de animales de porteo, p. 53. 

Núm. 2.— Reclamaciones provenientes de pretendidas re- 
quisiciones de animales de porteo que, por dispersión de los 
votos del Tribunal, han quedado sin resolución, p. 109. 

Núm. S.—Reclamaciones provenientes de ocupación de fe- 
rrocarriles, pago de fletes i pasajes i dados causados a líneas 
férreas i telegráficas, p. 120. 

Núm. 4.— Reclamaciones provenientes de asesinato, pri- 
sión arbitraria i perjuicios, p. 164. 

Núm. 5. — Reclamaciones provenientes de saqueo en Val- 
paraíso i en Santiago, p. 185. 

Núm. 6,~Reclamaciones motivadas por saqueo en Mira- 
mar, p. 205. 

Núm. 7. — Reclamaciones provenientes del combate de 
Iquique de 19 de Febrero de 1891, p. 221. 

Núm 8,— Reclamaciones orijinadas por el combate de Pí- 
sagua de 6 de Febrero de 1891, p. 258. 

Núm. 9,— Reclamaciones orijinadas por incendio i saqueo 
en Pozo Almonte, p. 266. 

Núm. 10.— Reclamaciones motivadas por inejecución de 
contratos de fletamento para cargar guano fiscal en Lobos i 
en Huanillos, p. 272. 

Núm. 11.— Reclamaciones provenientes de desembarque 
forzoso de mercaderías, de detenciones de buques por causa 
de prohibición o imposibilidad de cargar o descargar mer- 
caderías, o de otros motivos aduaneros, p. 303. 

Núm. 12.— Reclamaciones provenientes de detenciones de 
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buques i de perjuicios por cnusa Oe bloqueo u olra ope 
cion bélica lejílima, p. 334, 

Núm. 13.— Reclamaciones proveniontos da fleleiwionas 
buques, cuyos Tallos no contienen la firma fiel señor Arbl 
(le Chile, p. 352. 

OuELLB. 

Sobre adopción de medidas en tiempo de guerra, p. 1 i9 
Sobre bombardeos, p. 242. 



Hall. 

Citado sobre requisiciones milíLares, p. 89. 

Sobre el derecho de los neutrales para reclamar por P' 
juicios sufridos durante una guerra civil, p, 156, 

Sobre la irresponsabilidad de los gobiernos por depret 
clones cometidas. por soldados dispersos, p. 190. 

Opinión de, sobre la responsabilidad de los gobiernos p 
perjuicios provenientes de conmociones intestinas, p. 2( 

Sobre el derecho de un belijerante para emplear todos I 
Hiedios de violencia contra el enemigo, p. 229. 

Harvey, Juan B. 

Reclamante en el caso núm. 6, p. 231. 

Hatfield, Juan Smith, 

Reclamante en el caso núm. 91 por detención del buq 
Saint Mary'i Buy, p. 379. 

Hautefeuille. 

Sobre apoyo prestado a los bolijerantes, p. 119. 
Sobre el derecho de un Estado para rustrinjir la libertad c 
inercial, p. 309. 

Sobre el derecho de un belijerante de empleai' todosl 
medios lejitimos directos e indirectos para daflar a su a 
versario, p, 326. 

Hefper, o. W. 

Fleclamante en el caso núm. 55, motivado por saqueo i 
Valparaíso, p. 193. 
IMFOUIB fó 
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Heffter. 

Sobre el derecbo de un Estado para restrinjir el comercio, 
p. 309. 

Sobre la licitud de emplear el bloqueo i el embargo, p. 355. 

Sobre la obligación de la minoría de un Tribunal de aca- 
tar los fallos dictados por la mayoría, p. 373. 

Hellon, David Simpson. 

Reclamante en el caso núm. 85 por detención del buque 
Wallacetown, p. 378. 

Herrón, Juan. 

Reclamante en el caso núm. 87 sobre inejecución del ílela- 

mento de la barca Edimburgh, p. 295. 
Reclamante en el caso núm. 86 por detención del buque 
Bedfordshire, p. 343. 

HOLTZENDORFF. 

Sobre la necesidad de acreditar la nacionalidad para re- 
clamar ante un Tribunal arbitral, p. 30, 

Citado por el Tribunal para establecer la tesis de que un 
belijerante no puede decretar un bloqueo jeneral sino tiene 
las fuerzas necesarias para hacerlo efectivo, p. 361. 

«HORNBY CaSTLE». 

Buque, detención del, caso núm. 93. p. 380, 

HU ANILLOS. 

Inejecución de contratos de íletamentos para cargar guano 
fiscal en, p. 272, 

I 

Incendio. « 

De la propiedad privada durante un combate, p. 225, 
Voluntario de la propiedad privada con propósitos béli- 
cos, p. 226, 
En Pozo Almonle, p. 265. 

Incompetencia. 

Del Tribunal para conocer de reclamos deducidos por so ■ 
ciedades anónimas, p. 54. 

Del Tribunal para conocer de los casos de detención com- 
prendidos en el grupo núm. 13, p. 359. 
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«JOHN O'GAUNT». 

Buque, detención del, caso núm. 89, p. 379. 

Juramento*. 

Prescripciones reglamentarias referentes al, que debía 
abonar al memorial, p. 21. 

Jurisdicción. 

Del Tribunal, estricta i taxativamente establecida en el 
pacto de arbitraje, p. 23. 

Del Tribunal, para conocer de reclamos interpuestos por 
sociedades anónimas, p. 54. 

Del Tribunal, para resolver los casos derivados de la ine- 
jecución de contratos de fletamentq, p. 273. 

Es siempre sf7*lcti juriSy p. 273. 

Jurisprudencia. 

De los Estados Unidos sobre condición de las sociedades 
anónimas, p, 73. 

K 

Kamarowsky. 

« Sobre el oríjen de los Tribunales de .\rbitraje, p. 131. 

Kelley, R. K. 

Reclamante en el caso núm. 79, referente a detención del 
navio Alumbaghy p. 378. 

Kenrik, Jorje C. 

Reclamante en el caso núm. 18, p. 330. 

Kerr, Andrés. 

Reclamante en el caso núm. 27, p. 98. 
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KiNG, Juan. • 

Reclamante en el caso núm. 44, p. 256. 

Kluber. 

Sobre el respeto debido a la propiedad privada en tiempo 
de guerra, p, 147, 



Knapp. 

Recopilación de casos resueltos por el PWii¡/ CouncU, obra 
ciLacla por el lirbiLro de Chile, p. 80. 

"KNIGHT COMPANION". 

Buque, detenctüi) del, p. 307. 

Knudsen, Jobje C. 

Reclamante en el caso níini. 1, sueco-noruego por ineje- 
cución (ie un conlrato fie ílelamento del buque Sknmvocr 
p. 2t)8. 



Lancaster, Shlpownebs C". 

Reclamanle en el caso núm. 93 por detención ilel buque 
Hornby Caslle, p. 380. 

Lauhent. 

Citado sobre la legalización de documentos, p- 44. 

Sobre la condición jurídica de las sociedades anónimas, 
p. 60. 

Declara que solo liai lugar a indemnización cuando el he- 
ciio perjudicial no ha sido proporcional mente igual o pare- 
cido al objeto que se perseguía, p. 251. 

Ha reconocido la regla de la Icx loci conlracltm, p. 276. 

Lawrence. 

Sobre dereciio de los neutrales para reclamar por perjui- 
cios sufridos durante una guerra civil, p. 156. 
Sobre actos cometidos por soldados desertores, p. 182. 

Leoauzacion. 

' Dé documentos, p. 43. 

Lehr. 

Sobre las pruebas necesarias pura acreditar la nacionali- 
dad, p. 32. 

Declara que, se¡^un la lei inglesa, la sociedad no Torma 
unaentidad distinta de los socios individual mente conside- 
rados, p. 249. 



LiPPENS. 

Sobre condición exlra-terrilorial de las sociedades anóni- 
mas, p. 60. 



PniiHiiañn di: iDsjiikios, ucredila que estii vijente en Chile 
la lei referenle a la tacha de los testigos, p. id. 

Litis-pendencia. 

Se opone una escepcion fundada en que existia, en el caso 
de la Araucft Cnmpany, p. 121, 

Lobos de Afuera. 

Inejecución de contratos de lletamento para cargar guano 
fiscal en, p. 272. 



Sobre requisiciones militares, p. 90. 

LOMAX, P. J. 

A nombre de la Sociedad ¡mjlis, Loinax i C.» reclamante en 
en el caso núm. líl, p. 239. 

A nombre de la sociedad Neic rttmariufal Xitrnle Co, recla- 
mante en el caso núm. 20, p. 258. 

LONDON NlTRATE C.*, LtMITED. 

Reclamante en el caso ni'iui. 22, referente al combate de 
Pisagua, p. 262. 
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Lucro cesante. 

No es compensado por ningún gobierno, según la opinión 
de los mas célebres tratadistas, p. 383. 



Lyle, Alejandro Park. 

Reclamante en el 

Cape Bretón, p. 381 



I.YLE SHIPPINO COMPANY 

Reclamante en el 
Cape Bretón, p. 381, 



caso núm. 9J por detención del, buque 



I núm. 94 por detención del buqui 



M 

Mac-Kinstrv, Andrés. 

Reclamanle en ei caso, nüm. 59, p. 177. 

Mac-Queen, Donald. 

Heclamanle en elcasonúm. 50, por perjuicios suTnitos 
en el combate de Iquique de 19 de Febrero de 1891, p. 246. 

Madoe, Juan Hali.am. 

Reclamanle en el caso núin. 61, p, 183. 

Mancini, 

Sobre el derecho de los habiLantcs pacíficos para reclamar 
indemnizaciones por el abuso innecesario de la Tuerza, 
p. 232. 

Manual de Oxford. 

Invocado por los reclamantes paca cobrar los intereses 
devengados sobre el capital reclamado, p. 384. 

Marshall, a. Ft. 

Reclamante en el caso níim. 75, por detención del buque 
Cuptca, p. 352. 

Martens, F. de. 

Sobre la necesidad del anuncio previo en los bombardeos, 
p. 240. 

Sobre el derecho de un Estado para restrinjir la liberlad 
del comercio, p.Süít. 

Mbdedas bélicas. 

Para privar de recursos al enemigo, licitud de, p. 275. 

Memoriales. 

Acuerdos entre los .Ajenies para regularizar su notifica- 
ción, p. 10. 
Lo que debían reglamentariamente consignar, p. 19. 
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Debian presentarse en castellano con una ílel traducción 
al ingles e impresos, p. 20. 

Debian abonarse con juramento o declaración solemne, 
p. 21. 

Mercaderías. 

Prohibición de cargar o descargar, p. 303. 

Merignhac. 

Según la doctrina de,- el Tribunal tenia el derecho de apli- 
car a la resolución de los reclamos las estipulaciones de un 
tratado anterior pactado entre las '.partes que constituian el 
arbitraje, p. 375. 

Merlin. 

Ha reconocido la regla de lex loci contractas^ p. 276. 

Merodeo. 

Actos de, practicados por soldados dispersos no compro- 
meten la responsabilidad de los gobiernos, p. 189. 

Michellí Henry James. 

Reclamante en el caso núm. 36, referente al saqueo en 
Pozo Almonte, p. 266. 

MlRAMAR. 

Saqueo en, p. 12, 205. 

MORRISON, H. G. 

Representante de la Colorado N Uvate Company, reclaman - 
en el caso núm. 43, sobre saqueo en Pozo Almonte, p. 269. 

MORRISON, J. 

Caso núm. 48, como representante de la Colorado Ni trate 
C\ p. 101. 

Motivos aduaneros. 

Reclamaciones orijinadas por, p. 303. 

<'MOUNT Tabor». 

Vapor, caso núm. 32, por detención del, p. 333. 



Nacionalidad. 

Prueba sobre la, p. 26. 

Plazo de que dispusieron los reclamantes para presenLar 
pruebas sobre la, p. 27. 

Debia probarse con arreglo a las leyes vijentes sobre la 
inaleria, p. 33. 

No se acredita por medio fie prueba leslimonial, p, 33. 

De los buques, p. 34. 

De las sociedades anónimas, p. 65. 

De una mujer casada se recupera con la muerte de su es- 
poso, p. 178. 

Prueba sobre la, en el caso de Curios Eger, p. 285, 

"NaOPORE''. 

Buque, detención del, caso núm. 73, p. 337. 

Neutraudad. 

Violación ile la, p. 111, 112, 113 i siguientes. 

New Tamaruoal Nitrate C". 

Reclamante on el caso núm 20 orijinado por el combate 
de Pisagua de 6 de Febrero de 1891, p. 258. 

NiENHusER V Thompson. 

Reclamantes en el caso núm. 45, por perjuicios suTrídos 
en el combale de Iquique de 19 de Febrero de 1891, p. 245. 

Nitrate Provisión Süpply C»., Limited. 

Reclamante en el caso núm. 21, orijinado por el combale 
de Pisagua de fi de Febrero de 1891, p. 261. 

Nitrate Railway C». 

Reclamante en el caso núm. 34. p. 125. 

NORTH Y JEWELL. 

Reclamante en el caso núm. 42, por perjuicios sufridos 
en el combate de Iquique de 19 de Febrero de 1801, p. 245. 
IMrOXHB $7 



Notario público. 

Atribuciones del, p. 4E>, 

NOTIFICACIÓN, 

De los memoriales presentados a últimft hora, p, !«■ 
De tos escritos de réplica, p. II. 

o 

"OaKHURST", 

Buque, contrato ác lletamento del, en el coso núm. 15, 
grupo núm. 10, p. 282, 

Ocupación. 

De !a propiedad privada en tiempo rie guerra, p. 206. 

Operaciones bélicas. 

Quién debe juzgar de la importancia i oportunidad de las, 
p. 236. 

Operaciones de las fuefizas db mar o iierra de la República. 
Precedentes sobre el particular, p. lOí. 
Se opone una escepcion dilatoria en el caso de la Arauco 
Compaiiy, p. 121, 122. 

"OvERDALE". 

Buque, detención del, en el caso núm. 67, p. 31i. 



Palmerston, Lord. 

Sobre la responsabilidad do un Gobierno por pérdidas su- 
fridas en conmociones intestinas, p. 215. 

Peake, Santiago N. 

Reclamante on el caso núm. 46 por perjuicios sufridos en 
el combate de Iquique do 19 de Febrero de 1891, p, 2t6. 

Perels. 

Sobre el derecho de un Gobierno para cerrar al comercio 
los puertos dentro de su jurisdicción, p; 355. 

Sobre la lejitimidad del embargo llamado Ari-él depriuri', 
p. 366. 



Perjuicios. 

Por causa de bloqueo u otra opGracion o medida bélica 
lejltima, p. 324. 

Perjuicios índirbctos. 

Regla eslablecida por el Tribunal de -linebra sobre, p. 150. 
En el caso de Goodwin, núm. 28, p. 319. 

Pehkins, William. 

Reclamante en el caso núm. 1, proveniente del combate de 
Iquique de 19 de Febrero de 1891, p. 221. 

Personería: jurídica. 

De sociedades o corporaciones, p. 247. 

Pbttie i C.' 

Reclamantes en el caso núm. 29 orijinadu por el combate 
de Iquique, p. 244. 

Pbilumore. 

Sobre condición jurídica de las sociedades anónimas en 
el estranjero, p. 80. 

Sobre la obligación de la minoria de un Tribunal de aca- 
tar los fallos pronunciados por la mayoría, p. 373. 

PitSAS justificativas. 

El memorial délos reclamantes debia reglamentariamen- 
te presentarse acompañado de todas, p. 18. 

Pillaje. 

Actos de, ejecutados por soldados dispersos, p. 187. 
' Actos de, ejecutados por el populacho, p. 187. 
Opinión de Bluntschli sobre actos de pillaje ejecutados por 
soldados, p. 217. 

PlSAOÜA. 

Reclamaciones orijínadas por el combate de, p. 258. 

POLWHBLE, HeNBY W. 

Reclamante en el caso núm. iO por saqueo en Pozo Al- 
monte, p. 267. 



Pozo Almonte. 

Incendio i saqueo en, p. 265. 

Prescripciones reolamentarias. 
Inobservancia de las, p. Í8. 

Presidente del Tribusal. 

Funda su voto en los caHos referentes a requisiciones de 
animales de porteo, ^upo núm. 2, p. ii2. 

«Phince Amadeo». 

Buque, contrato de fletamento referente al, p, 295. 

«pRlNce VÍCTOR". 

Buque, contrato de tietamento del, en el caso núm. 2, sue- 
co-noruego, p. 30i. 



Prisión * 

Reclamaciones provenientes de, p. 164, 

Propiedad privada. 

Inviolabilidad de la, p. 2tn. 

Arrebatada para la continuación de un plan de guerra, 
p. 227. 

Protección diplomática - 

Los estranjeros pueden renunciar a le, p. 135, 

Prueba.- 

Elementos de, p. 42. 

Inoportunidad de la producción de la, p. 50. 

Las presunciones como un débil medio de, p. 94. 

Prueba testimonial. 

Prescripciones reglamentarias referentes a, p. 18. 
Repetición del reglamento referente a, p, 19, 
Defectos de la, p. 46, 

Memoriales de los reclamantes no contenían los datos 
reglamentarios sobre, p. 47. 

Mérito del testimonio de empleados o de otros reclaman- 
tes por idénticos motivos, p. 47. 
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Pruebas. 

Espacio de que dispusieron los reclamantes para reunir 
las, p. 19. 

En contrario, plazo que el Reglamento concedía a la de- 
fensa para reunirías, p. 20. 

Indirectas i de simple presunción para acreditar la nacio- 
nalidad de propietarios de buques británicos, p. 34. 

Mérito de libros comerciales como elementos de, p. 46. 

Puertos bloqueados. 

En tiempo de guerra no es permitido comerciar con, 
p. 310. 

Q 

«QüILLOTA». 

Buque, detención del, en el caso núm. 95, p. 349. 

R 

Reclamación. 

Núm, 1.— De William Perkins, p. 221. 

Núm. 2.— De J. Gompton por D. M. Dickie, p. 272. 

Núm, 3.— De W. Edwards Egerton, p. 185.; 

Núm. 4.— De Roberto Stirling a nombre de la Anglo-Cki- 
lean Xítrate and Railway G°., p. 53. 

Núm. 5.— De Roberto Stirling a nombre de la Anglo-Cki- 
lean Niiraíe and Railway C°., p. 303. 

Núm. 6.— De John B. Harvey, p. 231. 

Núm. 7.— De la Compañía de Arauco Limitada, p. 120 

Núm. 8.— De Gibbs i C.* a nombre de la Rosario Xítrate 
Companyy Limited, p. 87. 

Núm. 9.— De L. Westcott. p. 205. 

Núm. lO.—De Samuel J. Jenkins, p. 212. 

Núm. 11.— De Barnett Barnett, p. 190. 

Núm. 12.- De James J. Watson, p. 234. 

Núm. 13.— De Carlos Eger, p. 265. 

Núm. 14.--De James E. Dunn, p. 324. 

Núm. 15.— De Williamson, Balfour, p. 282. 

Núm. 16.— De Enrique Watson, p. 214. 

Núm. 17.— De Williamson, Balfour, p. 286. 
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Núm. 18.— -De Kenrick J. Crammer, p. 330. 

Nám. 19,— De Inglis, Lomax i C,*, p. 239, 

Núra. 20.--De la New Tamarugal Nitrate Company lAmited^ 
p. 258. 

Núm. 21.— De la Nitrate Provisión Supply Company lÁmitedj 
p. 261. 

Núm. 22.— De la London Nitrate C°, Limited^ p. 262. 

Núm. 23.— De la Santa Elena Nitrate C®, Linúted^ p. 95. 

Núm. 24.— De la San Pablo Nitrate^ C* Limited, p. 97. 

Núm. 25.— De la San Jorje Nitrate C», Limited, p. 98. 

Núm. 26.— De W. R. Patterson, p. 241. 

fíúm. 27.— De A. Kerr, p. 98. 

Núm. 28.— De J. Goodwin, p. 218. 

Núm. 29,— De Péttie i C.*, p, 244. 

Núm. 30.— De F. Garnett Clarke. p. 244. 

Núm. 31.— De E. O'Brien de Bruce, p. 192. 

Núm. 32.— De Smith i Service, p. 333. 

Núm. 33. ^De C.'H, E. Bull, p. 244. 

Núm. 34.— De la Nitrate Railways C°, Limited, p. 125. 

Núm. 35.— De Blair i C.% p. 244. 

Núm. 36. -De H. J. Michell, p. 266. 

Núm. 37.— De Graham Rowe i C», p. 244. 

Núm, 38.-De Pedro Ewing. p. 164. 

Núm. 39.— De F. M, Frames, p. 245. 

Núm. 40.— De H. W. Polwhele, p. 267. 

Núra. 41.— De F. M. JeíTery, p. 268. 

Núm. 42.— De North i Jewell, p. 245. 

Núm. 43.— De la Colorado Nitrate C*>, p. 269. 

Núm. 44.— De J. King, p. 256. 

Núm. 45. -De Z. R. de Thompson, p. 245. 

Núm. 46.— De J. M. Peake, p. 246. 

Núm 47.— De Betteley i C.% p. 192. 

Núm. 48.— De la Colorado Nitrate C», p.lOl. 

Núm. 49.— De Brooking, Comber i C», p. 109. 

Núm. 50.— De Donald Mac-Oueen, p. 246. 

Núm. 51.— De Blair i C», p. 103, 

Núm. 52.— De Richardson i Cv p. 119. 

Núm. 53.— De id. id. p, 246. 

Núra. 54.— De Weir i C», p. 104. 
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Núm. 55.— De O. W. Heffer. p. 193. 

Núm. 56.— 

Núm. 57.-- 

Núm. 58.- 

Núm.59.- 

Núm. 60.- 

Núm. 61.- 

Núm. 62,— 

Núm. 63.- 

Núm. 64.- 

Núm.65.- 

Núm. 66.- 

Núm. 67.- 

Núm. 68.- 

Nüm. 70.- 
Núm. 71.- 

Núm. 72.- 
Núm. 73.- 
^únl. 74.- 
Núm. Tb.- 
Núm. 76.- 
Núm. 77.— 
Núm. 78.- 
Núm. 79.- 
Núm. 80.- 
Núm. 81.- 
Núm. 82.- 
Núm. 83.- 
Núm.84.- 
Núm. 85.- 
Núro. 86.- 
Núm. 87.- 
iNúm.88.- 
Núm. 89.— 
Núm. 90.- 
Núm. 91.- 
Núm. 92.— 
Núm. 93.- 



r i__ 




Núm. 94.— De Williamson, ual 
Núm. 9B.-De W. Id. '«¡- P- 3»« 

Núm. 96.-De id. id- id- P- ^'■ 

Núm. 97.— De J. M. Goodall. p. 106. 
Núm. 98.— De H. M. Williams, p. 270. 
Núm. 99.— Del Banco de Tarapaoá i Londres, p. 252. 
Num. lOO.-De Anloteeasla and Bolivia RaiUvay C-, Limi- 
ted, p. 138. 
Núm. 101.— David P. Williams, p. 350. 

Reclamaciones. 

Total de las presentadas, p. 11 

Total del monto de las, p. 11. 

Total de las aceptadas, p. 11. 

Total de las declaradas sin lugar, p. 11. 

Total de las rechazadas por Incompetencia, p. 11 

Arreglo privado de tres, intervenido entre los Ajenies de 
los Gobiernos respectivos, p. 12. 

Retiradas en dilerentes periodos de su tramitación, p. 15. 

Dispersión de votos ocurrida en dos, p. 15. 

De subditos sueco-noruegos, p. 15. 

Motivadas por requisiciones, arrendamiento de animales 
de porteo, etc. p. 53. 

Provenientes de pretendidas requisiciones que, por ais- 
nersion de votos, han quedado sin resolución, p. 109. 

Provenientes de ocupación de terrocarriles, pago de netes 
1 pasajes i dallos causados a lineas férreas i telegráficas, 

'''provenientes de asesinato, prisión arbitraria i perjuicios, 

'"provenienlas de saqueos en Valparaíso i en Santiago. 

p. 185. 
Motivadas por saqueo en Miramar, p. 305. ^ , 

Provenientes del combate de Iquique de 19 de Febrero de 

'™'r'ü^nS'as por el combate de Pisagua, de 6 de Febrero de 

'Xij'ínadMi por incendio i saqueo en Porf Almonle p. 266. 
Molivadas por inejecución de contratos de neUmenlo 
para cargar guano Oseal en Lobos i en HuaniUos, p. 272. 
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Sueco-noruegas, p. 298. 

Provenientes de desembarque forzoso 
detenciones <ie boques por causa de pr 
bilidad de cargar o descargar meroaderi 
vos aduaneros, p. 303. 

Provenientes de detenciones de buque: 
causa de bloqueo u otra operación o me 
p. 324. 

Provenientes de detenciones de buq 
contienen la firma del Arbitro de Chile, 

Reclamantes. 

Desden de los, para con las prescrip 
rias, p. 23. 

Singular opinión de los, referente a la 
Que violaban lajieulrulidad, carecían 
parecer ante el Tribunal, p. U3. 
Por lo jeneral solicitan el pago de los i 
Invocan el Manual de Oxford para soli 
intereses sobre los capitales reclamad 

Recurso diplomático. 

Opiniones sobre lo que constituye un, 
Renuncia a todo, p. 162. 

Re FU J 10. 

A bordo de buques neutrales, p, 329. 



Reglamento de p 

El Tribunal procede a adoptar un, p. G 
Prescripciones del, p. 17. 
Exijia la presentación de datos para ( 
reclamante, p. 28. 
Preveía la escepcion de litis-pendenci 



Rl^PLICA, ] 

Resolución del Tribunal referente a la 
p. U. 

El Reglamento no autorizaba presentí 
les con los, p. 19. 
INPORUB 
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REQUlStClONES. 

Reclamaciones molivadas por, p. 53. 

El Tribunal establece principios sobre, p. 88. 

Arbitro de Chite establece las condiciones de las. p. 92. 

Diferencia entre requisiciones tieclias para la eventuali- 
dad de un combate i el uso inmediato de ciertos objetos en 
medio de una peleo, p. 251. 

Rksponsabiudad. 

De Chile, por los casos de saqueo en Santiago, p. 194, 195. 

De los Gobiernos en tiempo de guerras intestinas. Opinión 
de Hall, p. 200. 

Que acepta a un Gobierno por destrozos causados por la 
artillería durante un combate, p. 218. 

De un superior por los actos de sus subordinados, p. 266. 

Restricciones comerciales. 

Derecho de un Kstado para ejercitar, p. 309, 

ñlCHARDSON I C.» 

Reclamantes en-el caso núm. 52, p. 119. 

RICHARDSON I O 

Reclamantes en el caso níim. 53 por perjuicios sufridos 
en el combate de Iquique de 19 de Febrero de 1891, p. 2i6. 

RlVlEH. 

Sobre derechos de los belijerantes para ocupar ferrocarri- 
les privados, p. 124. 

Sobre las bases en que un Tribunal Arbitral debe fundar 
sus fallos, p. 211, 

ROBEHTSON, W. PaTTEBSON. 

Reclamante en el caso núm. 26, p. 211. 

R»KH. Pedro H. 

Reclamante en el caso núm. 2, sueco-noruego, por ineje- 
cución de un contrato de tletamento referente al buque 
Prince Viciar, p. 301, 



RoMB, Tomas. 

Reclamaiite en el cuso núm. 84 por inejecución del < 
trato de llelamenlo de I& barca Belpore. p. 293. 

Rosario Nitrate Companv, Limited. 
Reclamación nüm. 8, p. 87. 

Ro6S, Guillermo E. R. 

Reclamante en el cuscí núm- 83, por detención del bi 
Seollick Mimtret, p. 342. 

ROYAL ALEXANDRA. 

Buque, detención del, caso núm. 92, p. 380. 

ROYAL Alfred. 

Buque, detención del, caso núm. 92, p. 380. 

RussELL, Lord John. 

Citado por el Tribunal en apoyo de la tesis de que ur 
lijerante no puede decretar la clausura de puertos sin i! 
rrir en responsabilidad, a menos de contar con la fu 
necesaria para establecer el bloqueo efeclivo, p- 361. 

RUTHERPORD. 

Sobre la irresponsabilidad de un Gobierno por perjui 
sufridos en una guerra civil, p. 215. 



Saint Mary's Bay. 

Buque, detención del, caso núm. 91, p. 370. 

Salisbury, Lord. 

Nota de, a propósito de pérdidas sufridas por súbd 
británicos en Colon, p. 260. 

Sa« Jorge Nitrate C°. 

Heclamante en el caso núm. 25, p. 98. 

San Pablo Nitrate G". 

Reclamanle en el caso núm. 24, p. 9T. 



r 




t*»^ 



— 460 — 

Santa Elena Nitratb C». 

Reclamante en el caso núm. 23, interpuesto por Inglis, 
Lomax i C.% p. 95. 

Santa Rita, Compañía Salitrera. 

Reclamante en el caso núm. 63, referente al combate de 
Pisagua de 6 de Febrero de 1891, p. 264. 

Saqueos. 

De la propiedad neutral en Valparaíso i en Santiago, 
p. 185. 

En la propiedad de don Luis E. Thompson ubicada en San- 
tiago, p. 193. 

En Miramar, p. 2(K>, 

En Pozo Almonte, p. 265. 

ScHiELL, Guillermo. 

En representación de la Nitrate Provisión Supply C», lÁmi- 
tedy reclamante en el caso número 21, p. 261. 

En representación de la London Nitrate C*», Limited^ recla- 
mante en el caso núm. 22, referente al combate de Pisagua, 
p. 262. 

Scott, Sir W. 

Manifiesta que la doctrina reconocida por el Gobierno bri- 
tánico es que los neutrales pueden, en tiempo de guerra 
continuar su comercio a escepeion de artículos de contra- 
bando o destinados a puertos bloqueados, p. 310. 

SCOTTISH MíNSTREL. 

Buque, detención del, en el caso núm. 83, p. 342. 

Secretario. 

Se provee el Tribunal de, p. 8. 



Seijas. 

Caso de Balcarce citado por la Defensa, p. 209. 

Sentencias, 

Deben contener las firmas de los tres miembros del Tribu- 
nal, p, 12. 



Mti 



Shields, Patríck. 

Ileclamanteen el caso núm. 58, p. 175. 

Skomvoer. 

Buque, coolrato <\c fletamenLo del, en el caso núm. i, - 
sueco-noru^o, p. 298. ^ 

Smith i Service. 

Reclamantes en eicuüo'núm. 3'^ por detención del vapor 
Mounl Tabor, p. 333. 

Smith, Rojerio N. 

Reclamánle en el caso núm. 73, por dclencion del buque 
Slrathearn, p. 337. 

Sociedades. 

Forman o nú una entidad diütinLa de tos socios indivi- 
dualmente considerados, p. 249. 

Sociedades anónimas. 

Se plantea la cuestión referente a la condición jurídica de 
las, p. 54, 

Existencia fxtpa-terrilorial de las, p. 54. 

Convención de 1893 no permilia reclamos de, p. 56. 

Consideradas como regnícolas del pais en que tienen sus 
negocios i propiedadess, p. 55. 

Condiciones para su existencia en Italia, p. 73. 

Kscepcion fundada en que la Compaflia de Antofagasta es 
una Sociedad anónima, p. 141. 

Sociedades en comandita. 

Cuándo son consideradas como nacionales en Italia, 
p. 73. 

Stanleti', Lord. 

Sobre la irresponsabilidad de un Gobierno por perjuicios 
suTridos a causa de fuerza mayor, p. 215. 

Star of Pgrsia. 

Buque, detención del, caso núm. 77, p. 378. 
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Status. 

Prescripciones reglamentarias i de la Convención rele- 
renles al, p. 26. 
De las sociedades anónimas, p. 78. 

Stirling, Roberto. ' 

A nombre de la "Compañía Anglo Chilena de Salitres i Fe- 
rrocarril, Limitada", reclamanle en el caso núm., 4, p. 53. 

A nombre de la misma sociedad, reclamanle en el cuso 
niim. 5 por desembarque violento de mercaderías, p, 3ü3. 

St. John, Alfredo. 

Arbitro británico, integra el Tribunal, p. 8. 



Ha reconocido la regla de la lex loci contractas, p. 276. 

Stowell, Lord. 

Citado por el arbitro de Chile sobre el domicilio comercial, 
p.76. 
Ha reconocido la regla del If.x loci cniUraclat, p. 276, 

Strathbarn. 

Duque, detención del, caso nüm. 73, p. 337. 

Stuart. 

Buque, contrato de tletamenlo del, p. 286. 

SUBDITOS. 

Únicos llamados a reclamar ante el Tribunal, p. 63. 

SUECIA I NonuEOA, 

Heolamaciones de subditos de, núm. i, p. 298. 
Ídem, núm. 2, p. 301. 

SURAILLE ET ARTHUY3. 

Citado sobre legalización de documentos, p. 44. 
Sobre la condición Jurídica de las ¡sociedades italianas, 
p. 62. 

SuTCLiPrE. Herminia. 

Reclamanle en el caso núm. 60, p. 177. 



Talismán. 

Buque, detención del, caso núm. ai, p. í 

Tarapacá i Londres, Banco ds. 

Beclamanle en el caso núm. 99, proven 
de Iquique de 19 de Febrero de 1891, p. 25 

TES-I'IQOS. 

Tacha a lo», por ser empleados a suelde 
Tacha a los, por deducir reclamos fui 

id(.'nLicos a los de los casos inlorpuesloF 

que los presentaban, p. 50. 

Thompson, Luís E. 

Reclamanli' en el ca<ío núm. 56 por sai 
p. 193. 

Thompson, Thomas. 

Propietario de la nave Oakkursl, recia 
núm. 15, por inejecución de un contrat 
p.282. 

Toro, Gaspar. 

Queda reconocido en calidad de ahogado 
le. p: 8. 

Total. 

De reclamaciones pre'íentadas, p. 10. 
Del monto de las reclamaciones, p. 11. 
Del monto mandado pagar a los reclama) 
Del monto Ue la transacción celebrada en 
los gobiernos respectivos, p. 12. 

Transacción. 

De las reclamaciones deducidas por los 
Jenkins i Wulson intervenida entre los a 
hiemos respectivos, p. 12. 

Motivos i|ue aconsejaban la transaccior 
clones de los señores Westcott, Jenkins i ■> 



Tribunal. 

Terminación de 

Plazo paralermi 

Kacullad parapi 

Se declara insLal 

El arbitro brilán 

Se prorrogan las 

Aprueba el conv 
gobiernos respecti 
memoriales prese 

Acuerdo del, pai 
al ajenie de Chile 

Propósito del, ai 

Solo en el caso< 
da por no ajusLars 

Da acojidaa la ( 
tiflcado consular 
p.32. 

Rechaza la prue! 
Jad de un reclam; 

Acoje la prueba 
de un dueño de ui 

No podía basar : 
p. 23. 

Parecía haber 
teoría de que tas í 
p. 56. 

De escepciou, i 
gtrictijuris, p. 59. 

Se pronuncia sg 
para determinar 
las sociedades aia 

Establece princi 

Resuelve el case 

Considerado coi 

Resuelve la esc 
caso de la Nih-ate 

Reemplazaba a 

Declara que el Gobierno de Cbile no es responsable pof 
perjuicios indirectos, p. 157. 



Establece la responsabilidad de Chile por la ocupación de 
los ferrocarriles fie la Compañía de AnLofagasta, p, 158. 

Se declara incoinpelenle en el caso de Pedro Ewing, 
núm, 38 por prisión arbitraria, p. 171. 

Se declara incompetente en el caso de Patricio Shíelds, 
p. m. 

Se declara incompetente en el caso de Herifíiuia SutclifTe, 
p. 182. 

En el caso de Egerton declara que no liubo neglijencia de 
parte del Gobierno para reprimir los saqueos de Valparaíso, 
p. 189. 

Recibe a prueba el caso de Luis E. Thompson sobre sa- 
queo en Santiago, p. 201. 

Establece principios sobre los saqueos de Santiago, p. 202. 

Establece principios sobre daños causados por bombas 
durante un combate regular, p. 220. 

Rechaza el caso de Juan King, níim. 44 por no ajustarse e 
memorial a las prescripciones reglamentarias, p. 257. 

Declara sin lugar los casos orjjinados por el combate de 
Pisagua de 6 de Febrero de 1891, p. 260. 

Declara sin lugar los casos urijinados por saqueo en Pozo 
Almonle, p. 2B7. 

Resuelve los casos derivados de inejecución de contratos 
defletamento para cargar guano fiscal en Lobos, (falso Hete}, 
p. 278. 

Falla contra Chile el caso núm. 1, sueco-noruego, por 
inejecución de un contrato de fletumento, p, 300. 

Falla contra el reclamante el caso núm. 2, sueco-nuruego, 
por inejecución de un contrato de fletamento, p. 302. 

Declara sin lugai' el caso núm. 5 por desembarque forzoso 
de mercaderías en Antofagasta, p. 306. 

Establece que un Gobierno tiene derecho para prohibir la 
esportacion de cereales, p. 314. 

Se declara incompetente para conocer de cierta categoría 
de casos por detención de buques, comprendidos en el gru- 
po núm. 13, p. 359. 

Desestima las alegaciones de la Defensa i manda pagar los 
intereses reclamados, p. 384. 
IHFORMB Í9 



le, delencion del, en el caso nüm. 71, interpuesto por 
nson, Beirour i C a nombre de Jjan Japp, p. 330. 

Juan. 

tmante en el caso núm. 62, por perjuicios sufridos en 

late de Iquique de 19 de Febrero de i89!, p. 246. 



lonsnbilidail de un Gobierno por perjuicios prove- 

de ncloR lícitos de guerra, p. 230. 

I la irresponsabilidad de un Gobierno por perjuicios 

icntos de. destrozos causados por (a artillería en una 

que se reconquista al enemigo, p. 237. 

on de, sobre las consecuencias internacionales jurí- 

Lie produce la división de un EsLado por efecto de la 

civil, p. 293. 

el derecho de un EsLailo para restrinjir la libertad 
ial, p. 309. 
]ue si un Gobierno Tuera responsable de las pérdidas 

comerciantes esperimenlan duranlc una guerra, 
baria un derecho ilusorio, p, 316. 

conocido la regla de I» Ip.t Inci tnnlraclus, p. 276. 



■bitro de Chile referente a la prueba inducLiva para 
r la nacionalidad de un propietario de buque ingles. 



bitro de Chile sobre la personería jurídica de la? 
les anónimas establecidas en Chile, p. 68. 



rsion de, p. 15, Í09, il2. 
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Wakeman, Haroldo. 

Reclamante en el caso núiri. 95, referente a la detención 
del buque Quillota, p. 349. 

Reclamante en el caso núm. 76 por detención del buque 
Cképica, p. 377. ■ , 

Reclamante en el caso riúm. 88 por detención del buque 
Gladova, p. 379. 

Wallacetown. 

Buque, detención del, caso núm. 85, p. 378. 

Watson, Henry. 

Reclamante en el caso núm. 16 por saqueo en Miramar, 
p. 214, 

Watson, James J. 

Reclamante en el caso núm. 12, p. 234. * 

Weir i C.» 

Reclamante en el caso núm. 54, p. 104. 

Westcott, Leonardo T. 

Reclamante en el caso núm. 9 por saqueo en Miramar, 
p. 12, 205. 

Wharton. 

Citado sobre la condición jurídica de sociedades anóni- 
mas, p. 60. 

Citado para demostrar que solo en caso de una denega- 
ción de justicia se puede ocurrir a la jestion diplomática, 
p. 128. 

Sobre eJ derecho de reclamar por perjuicios indirectos, 
p. 151. 

Sobre el derecho de los neutrales para reclamar por per- 
juicios sufridos durante una guerra civil, p. 156. 

Sobre actos cometidos por soldados desertores, p. 182. 



\ 



Williams. David P. 

Reclamante en el cas( 
Gtandinorwig, p. 350, 

Williams, E. W. 

Reclaman le en el caso 



Williams, H. Mamport, 

Reclamante en el case 



WiLLiAMSON, Juan. 

Reclamante en el cas 
Taliitman, p. 378. 



WlLLIAMSON, BaLFOUR I C* 

Reclamante; en el cas 
el cómbale de Iquique c 

Reclamanlea nombre i 
inejecución de un contra 
p. 282. 

A nombre de Juan Ba: 
por inejecución del (leí: 

A noinhre de Tomn.'i F 
■ por inejecución (tel flete 

A nombre de Juan He 
por inejecución del 11 
p. 2!K. 

A nombre de R. B. Cn 
sobre inejecución de u 
Princf Amadeo, p. 296. 

A nombre de Jonala 
núm. 66 por detención i 

A nombre do Juan Bat 
por detención del buqut 

A nombre de Sanliagt 
núm. 68 referenle a pe 
borough, p. 315. 
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rto Thomas, reclamante por delencíoa 

üaso ni\in. 69, p. 317. 

nibles i J. Grahain, reclnmanLes en el 

te a la detención del buque Eastcroft, 

Japp, reclamanle en el caso núm. 71 
S buques Trinidad 1 Delscey, p. 320. 
elle hijo, reclamante en el caso núm. 74 
jue enrolla, p. 322. 

ieazley. reclamante en el caso núm. 80' 
io Britisk Sceplre, p. 322. 
O Fry, reclamante en el caso niitn.72 
por detención del buque Nagpore, p. 337, 

A nombre de R. N. Smith, reclamante en el caso núm, 78 
por detención del buque Slralhearn. p. 337. 

A nombre de Santiago Gillison, reclamante en el ceso 
núm. 82, por detención del buque Brilisk Army, p. 337. 

A nombre de G. E. R. Ross. reclamante en el caso núm. 83 
por detención del buque Scollisk Minslrel. p. 342. 

A nombre de Juan Herrón, reclamanle en el caso núm- 86, 
por detención del buque Bedforduhire. p. 343. 

A nombre de Beinon i C. reclamante en el caso núm. Í^O 
por detención del buque Arete, p. 346. 

A nombre de Haroldo Wakeman, reclamante en el caso 
núm. 95 por detención de la nave Quillota, p, 349. 

A nombre de A. R. Marshall. reclamante en el caso num. 75 
por detención del buque Cupica, p. 352. 

A nombre ele Haroldo Wakeman, reclamante en el caso 
núm. 76 por detención del buque Ch'rpica, p, 377, 

A nombre de .luán Corry, reclamante en el caso núm. 77 
por detención del buque Star ofPcrsia, p. 318. 

A nombre de R. K. Kelley, reclamante en el caso núm. 79 
por detención del buque Ahimbagk, p. 378, 

A nombre de Juan Wiliamson, reclamanle en el caso 
núm. 81 por detención del buque Talismán, p. 378. 

A nombre de D, S. Hellon, reclamante en el caso núm. 85 
por detención del buque Wallacetown, p. 378. 

WitaoN, Carlos, 

Empleado de la .Vjencia deChile, p. 16, 
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